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[bookmark: _Toc366755199]Nº 016-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas con once minutos del dieciocho de abril de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, y del director 1, el doctor Alexander Arguedas Vindas, todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Yesenia Flores Chacón, y los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentra ausente con justificación.
[bookmark: _Toc132720846][bookmark: _Toc132351588][bookmark: _Toc132720859]ARTÍCULO I
Documento N° 326-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, solicita se varíe el orden del día en el sentido que se conozca el artículo XXX de la agenda como artículo X, debido a que está relacionado con el artículo IX.
Por unanimidad, se acordó: Tener por modificado el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc132351585][bookmark: _Toc132720850][bookmark: _Toc132359185][bookmark: _Toc132720853]ARTÍCULO II 
Documento N° 1069-2022 / 285-2023
En sesión N° 011-2023 del 14 de marzo de 2023, artículo V, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0735-JP/DJA-2022 del 15 de noviembre de 2022, comunicaron lo siguiente:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Eduardo López Fonseca cédula de identidad 06-0081-0081 en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado cédula de identidad 01-0443-0646 cuyo deceso acaeció el 03 de junio de 2022.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 10 de junio de 2022, recibió la gestión del señor Eduardo López Fonseca, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica del solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000944-TS recibido por esta Dirección el 31 de octubre de 2022, suscrito por la Licda. Nancy Sánchez Quirós, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor López Fonseca.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

El señor Eduardo López Fonseca, de nacionalidad costarricense, de 75 años de edad, nacido el 08/08/1947, es viudo, pensionado del Poder Judicial (juez civil). 

Inicia el proceso de solicitud de pensión ante el deceso de la señora Ana Eugenia Rodríguez Alvarado (nacida el 17/04/1955), cónyuge durante 34 años, se registra falleció el 03 de junio del 2022, refiere que juntos compartían los gastos del hogar.

[bookmark: _Hlk125460958]Mencionó que la esposa, falleció a los 67 años de edad, debido a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), además que ella se encontraba jubilada desde el año 2002 aproximadamente, siendo que laboraba como jueza del Tribunal de la Inspección Judicial, en San José.

De la historia de vida del valorado, se conoce que es oriundo de Puerto Cortés, Osa, Puntarenas. Procede de grupo familiar nuclear, con dinámica funcional, caracterizada por relaciones armónicas entre los miembros, en ausencia de problemáticas sociales, según describió.

Del vínculo con la señora Ana Eugenia, refirió que la conoció cuando ambos laboraban en el Poder Judicial, fueron novios durante 2 años. Contrajeron nupcias y permanecieron casados durante 34 años. Juntos no procrearon hijos, pero el señor Eduardo asumió la crianza del hijo e hija de la fallecida: el señor Osvaldo Largaespada Rodríguez, costarricense, casado, de 42 años, con un hijo, es informático de profesión y la señora Adriana Largaespada Rodríguez de 39 años, costarricense, casada, con una hija, es abogada de profesión. Valorado los asumió en crianza cuando ellos tenían 8 y 5 años de edad respectivamente.

Las fuentes consultadas, coinciden en describir al valorado y esposa, como una pareja armoniosa, caracterizada por la unión, el respeto y el cariño. Niegan agresiones, violencia de pareja, separaciones y problemáticas sociales de relevancia.

Respecto algunos antecedentes laborales, se indicó que el señor López trabajó siendo muy joven como escribiente en la Alcaldía de Quepos, luego ascendió y laboró más de 27 años en el Poder Judicial, reportando que entre él y la esposa cubrían los gastos del hogar y apoyaban a los hijos pagando la educación de los nietos.

Respecto a la vivienda, se indicó residen en el mismo lugar, desde hace más de 20 años, casa que se reporta como domicilio actual del evaluado, pero está registrada en una sociedad de la que sólo forman parte la fallecida y los hijos, condición con la que el señor Eduardo siempre estuvo de acuerdo, "era la casa de la familia, ahora los hijos son los herederos..."

Como antecedente de relevancia, se indica que la señora Ana Eugenia, en el año 2016, enfrentó una enfermedad de gravedad (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) tiempo en el que requirió atención y cuidado especial, en todos los ámbitos, entre ellos clínicos y domésticos, siendo el esposo, el encargado de atenderla. Para inicios del año 2022, se le diagnosticó (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), enfermedad de la que se reportan gastos en medicamentos y tratamientos médicos especiales, situación que derivó en deudas en tarjetas de crédito del valorado.

Referente a la salud del adulto mayor evaluado, se reportan padecimientos de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), afectaciones por las que requiere comprar medicación, además de pastillas para tratar el colesterol, diagnóstico que le deriva egresos económicos de atención de salud.

Respecto a la economía, refirió historia de solvencia con atención a todas las necesidades objetivas y subjetivas, entre las que menciona: alimentación, vestido y recreación, con viajes al exterior e interior del país, así como atención médica privada.

Actualmente y desde que la señora Rodríguez falleció, el señor López indica ha cubierto sus gastos con dinero de su pensión (BNCR (datos suprimidos) ingreso líquido), respecto a los dineros del Colegio de Abogados y del socorro mutuo, solamente los hijos figuraban como beneficiarios.

En cuanto a la motivación en el presente proceso, expresó: "yo hago esta solicitud porque es mi derecho, además ella y yo pactamos que al fallecer nos quedaba la pensión del otro, ambos éramos proveedores, los ahorros se agotan y necesito atender mi salud, siempre en lo privado, e incluso saldar deudas que adquirí en la enfermedad de ambos y así sostener mi estilo de vida."

Indica el señor Eduardo, que su hija Adriana le brinda apoyo emocional, además su hijo y nietos, están atentos a sus necesidades, información coincidente con los otros informantes.

Del discurso de la señora Adriana, quien se presentó a la cita acompañando al padre, se advierte que éste ha estado delicado de salud posterior al fallecimiento de la esposa, además posterior a enfrentar el virus del covid-19, quedó delicado, permanece con ánimo triste.

Para el momento de la valoración social, el señor López Fonseca, conforma hogar unipersonal, con apoyo de servicio doméstico para las atenciones del hogar (de lunes a viernes de 8 am- 4-pm.) Reside en vivienda de la que disfruta el usufructo, ubicada en zona urbana, con acceso a servicios públicos, consta de tres dormitorios, sala, comedor, cocina, patio de pilas. Se observó que la vivienda cuenta con menaje basto. Contexto comunal es descrito como tranquilo, pese a el alto tránsito vehicular, cerca de la vivienda residen Adriana y Osvaldo.

El señor Eduardo se mostró colaborador y respetuoso, durante la valoración social, pero visiblemente asombrado por los requerimientos del presente proceso, y los cambios en los derechos de la pensión, además de considerar que es difícil, por la recién pérdida de su esposa, condición que media en la recolección de datos para la investigación.

Como redes de apoyo, se identifica a la hija, hijo y nietos, se constituyen en la principal red de apoyo emocional para don Eduardo.

De la valoración social realizada, se conoce que entre ambos solventaban los gastos del hogar, lo anterior es coincidente con la información documental (recibos, facturas de gastos y datos financieros), aportada por el señor Eduardo.

En este contexto, los entrevistados hacen referencia a que su expectativa es que se le otorgue la pensión de la señora Ana Eugenia al señor Eduardo, siendo este ingreso necesario para que el adulto mayor evaluado, continúe atendiendo sus necesidades.

De la revisión documental de bienes, se tiene que el señor López posee dos automóviles (uno antiguo), pero sólo uno utiliza para realizar sus actividades diarias (llevar a la nieta a la escuela y realizar mandados.) Niega la existencia de conflicto de partes por los bienes, entre él y sus hijos de crianza.

En cuanto a los registros de ingresos del hogar del señor Eduardo, previo al fallecimiento de la señora Ana Eugenia, se indica una asignación mensual por jubilación de ¢2,748.961.14 monto bruto y (datos suprimidos) de liquidez, (jubilación Poder Judicial) más la pensión del valorado ¢2,963,355.76 monto bruto y (datos suprimidos) de liquidez, pensión del Poder Judicial, del señor López Fonseca.

Respecto a los ingresos y egresos mensuales del evaluado, en la presente valoración, es importante aclarar que no todos los gastos se logran documentar, argumentando que no cuenta con recibos, mismos que se detallan a continuación:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Del cuadro se observa un remanente aproximado de (datos suprimidos) mensuales del ingreso fijo, mismo que puede variar según el estado de salud del evaluado, según se indicó.

Otros gastos de recreación, no fue posible estimarlos con exactitud, siendo que reportó (datos suprimidos) al interior del país y (Datos suprimidos) al exterior (gastos anuales). Así mismo, otros gastos familiares (educación de nietos) no se incorporaron como propios, toda vez que los infantes no son responsabilidad directa del valorado. Finalmente, se advierte sistema de apoyo de redes primarias, principalmente soporte afectivo de los familiares cercanos (hijos y nietos.)

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Ana Eugenia Rodríguez Alvarado era de ¢2,748,961.13 (dos millones setecientos cuarenta y ocho mil novecientos sesenta y un colones con 13/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Eduardo López Fonseca de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢2,199,168.90 (dos millones ciento noventa y nueve mil ciento sesenta y ocho colones con 90/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 10 de junio de 2022, un total de 5 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Rodríguez Alvarado. 

VI. Conclusiones

a) El peritaje socioeconómico practicado al señor Eduardo López Fonseca demuestra que a lo largo de la vida conyugal con la señora Ana Eugenia Rodríguez Alvarado, ambos compartían los gastos del hogar, por lo que este dependió parcialmente de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

b) Según los registros que se tienen para tales efectos, se constató que el señor López Fonseca es jubilado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y recibe por este concepto un monto bruto mensual de ¢2,963,355.76 con un líquido mensual de (datos suprimidos) (dato de octubre 2022), por lo que cuenta con ingresos por esta vía.

c) Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, el señor Eduardo López Fonseca, adulto mayor de 75 años, inicia el presente proceso de solicitud de pensión, ante el fallecimiento en junio 2022 de la señora Ana Eugenia Rodríguez Alvarado, cónyuge.

De la relación entre el señor Eduardo y la señora Ana Eugenia se registra matrimonio de 34 años, se conoce relación estable, sin separaciones de pareja. Además, se advierte que entre ambos cubrían la economía del hogar y lograban sostener su estilo de vida, e incluso apoyar a otros miembros de su familia extensa (educación de los nietos.)

Se tiene que el adulto mayor valorado ha sostenido durante su vida en pareja una organización de la economía, misma que le permitía la satisfacción de sus necesidades, así como recrearse dentro y fuera del país y principalmente atender su salud con servicio de medicina privada, situación que se advierte como la principal variante desde el contexto de enfermedad de la fallecida y posterior deceso de la cónyuge, ya que por sí solo con sus ingresos no le es posible.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones 

1. De lo concluido por la trabajadora social, se evidencia que, pese a que los gastos del grupo familiar del señor López Fonseca y la señora Rodríguez Alvarado eran compartidos, este último cuenta con ingresos propios que le permiten solventar los egresos que presenta, razón por la cual, no se comprueba dependencia actual de la jubilación de su esposa fallecida.

1. Considerando que el monto de ingresos líquidos mensuales del señor López Fonseca es de (datos suprimidos) y que sus egresos son por un monto mensual de (datos suprimidos) quedándole un remanente (datos suprimidos) para cubrir gastos adicionales, se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de pensión ya que se determina que existe la satisfacción de necesidades y que el señor López Fonseca conserva un estilo de vida estable.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N° 22-000944-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por el señor López Fonseca en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -

Previamente a conocer la gestión anterior, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, encomendó a la Dirección de la JUNAFO, solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, una ampliación del estudio de intervención N° 22-000944-TS, con el fin de contar con más elementos para determinar si se otorgaba o no el beneficio de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado.

La Secretaría General de la JUNAFO tramitó la solicitud anterior, mediante correo electrónico del 01 de diciembre del 2022. 

Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0138-JP/DJA-2023 del 28 de febrero de 2023, informaron lo siguiente:

“Mediante correo electrónico remitido a esta Dirección el pasado 01 de diciembre de 2022 por la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, prosecretaria de la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se solicitó a petición del órgano superior lo siguiente:

“[…] En relación al oficio N° 0735-JP/DJA-2022 referente a la solicitud de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado, hago de su conocimiento que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, dispuso sacar de agenda y de previo a conocer dicho informe, se solicite al Departamento de Trabajo Social y Psicología, ampliación del estudio de intervención N° 22-000944-TS, con el fin de contar con más elementos para determinar si se otorga o no el beneficio de pensión.

Al respecto, se informa que:

· Que en fecha 07 de diciembre de 2022 mediante oficio N.° 805-JP/DJA-2022 esta Dirección procedió a comunicar lo requerido por la JUNAFO al Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, en cuanto a una ampliación sobre los egresos y condiciones del señor López Fonseca.

· Con base en lo anterior, la Licda Nancy Sánchez Quirós Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología se recibió correo de respuesta el 23 de diciembre de 2022, indicando: 
 
“[…]Ante solicitud de aclaración en dictamen social 22-000944-TS, a nombre del señor Eduardo López Fonseca, le solicito por favor se detalle el punto de la aclaración: 

“Cabe indicar que, la solicitud de ampliación requerida por la JUNAFO hace referencia a detallar las condiciones y los gastos del señor López Fonseca, con el fin de contar con más elementos para determinar si se otorga o no el beneficio de pensión.”

Lo anterior, toda vez que en las páginas n° 8 y 9 (cuadro y conclusiones) del dictamen social supracitado, se realiza una rigurosa exposición de los ingresos y egresos de la persona valorada, razón por la que no me queda claro cuál es el requerimiento específico solicitado”

· Es importante destacar que, las páginas señaladas por la señora Sánchez Quirós detallan los rubros de ingresos y egresos del señor López Fonseca, por lo que se procede a transcribir lo indicado en dichos apartados:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· Adicionalmente es importante indicar que el señor López Fonseca recibe un beneficio por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por ser Jubilado de la institución, dónde recibe un monto bruto de ¢2.963.355,76 (dos millones novecientos sesenta y tres mil trescientos cincuenta y cinco colones con 75/100) lo que corresponde a un monto neto de (datos suprimidos).

II. Conclusiones:

· El peritaje socioeconómico practicado al señor Eduardo López Fonseca demuestra que a lo largo de la vida conyugal con la señora Ana Eugenia Rodríguez Alvarado, ambos compartían los gastos del hogar, por lo que este dependió parcialmente de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley.

· Con base en lo indicado por la persona Trabajadora Social en su correo electrónico de ampliación se determina que todos los ingresos y egresos del señor López Fonseca ya fueron considerados en el informe N.° 22-000944-TS, por lo que se ratifica lo indicado en su dictamen pericial. 

· Como se indicó en el informe del análisis realizado, se concluyó que entre los ingresos y egresos del señor López Fonseca existe un remanente de (datos suprimidos) lo que evidencia la satisfacción de las necesidades con el ingreso que ostenta actualmente, por lo que no se configura el requisito de dependencia económica descrita en el artículo N.° 228 de la L.O.P.J del señor López Fonseca con respecto a la señora Rodríguez Alvarado.

· Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

En virtud de lo antes expuesto, esta Dirección mantiene lo recomendado en el informe N.° 0735-JP/DJA-2022 y lo remite nuevamente para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para lo que a bien estimen resolver respecto al otorgamiento del beneficio de pensión al señor Eduardo López Fonseca.

(…)

Anexos:

1. Correo de solicitud



2. Correo de Trabajo Social




Adjuntos del correo:




(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”

- 0 -

Manifestaciones de los integrantes:

El doctor Juan Carlos Segura Solís comenta que, el gestionante está presentando una reconsideración, y que como lo dijo el licenciado Parris Quesada en la sesión anterior, en otro caso, ellos hicieron una vida junta, unidos, vida en común, una expectativa de vida conjunta, con fines paralelos, similares, etc, de tal manera que la ampliación que hace el informe de Trabajo Social, a su parecer no le deja mayor satisfacción para no otorgar la pensión al señor Eduardo López Fonseca. 

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán manifiesta que, sigue el abismo en la información que se les da y no cree que nazca exactamente de Trabajo Social, sobre el aporte real de la persona que fallece dentro de los gastos que se tiene como hogar. Que decir que, los gastos pueden ser cubiertos con el único ingreso del gestionante, es muy fácil, y que al igual que lo hizo la Junta la semana pasada, y como él lo solicitó dos semanas atrás, apela a ver que el fallecimiento de una persona que forma parte de una familia, y es pareja de otra, si afecta la forma de vida de quien sobrevive en la relación. 

Añade que, es necesario que esta Junta, establezca como Política lo que se considere como "dependencia", y de esta forma, la parte técnica de la JUNAFO que es la que recomienda porcentajes, pueda incluirlo en sus estudios. Dice que no ve dependencia, únicamente en casos donde la persona que fallece tiene el 100% de los gastos, y que eso es un error de concepción muy grave, en su opinión. 

Indica que, en este artículo ven una persona que compartía gastos, que eso genera la posibilidad de que, como cualquier persona en relación de pareja, queden remanentes en las partes, con las cuales puedan atender temas familiares, sociales, estudios, entre otros. Y que, en este caso, no puede dejar de pensar, que los gastos operativos de la casa, como son los servicios comunes, alimentación, vehículo, seguros, entre otros, no fueran compartidos. 

Señala que, ese es el tema que hace dos semanas él señaló, y que existe una cotización que realizan las personas al FPJPJ, con miras de una mejor calidad de vida, sea propia o de los suyos, iniciando con su pareja y siguiendo con los hijos e hijas. Y que, en ese caso, él estima que el señor debería tener una pensión equivalente a unos (datos suprimidos), con los que pueda hacer frente a gastos como alimentación, seguros, vigilancia, que, como lo dijo antes, a su entender, seguramente errado para otros, eran compartidos con la persona que falleció. 

Agrega como ejemplo, a una pareja que trabaja en el Poder Judicial, que ganaban dos millones de colones cada uno, y aportaban a la casa con 600 mil colones cada uno, con lo que atendían la alimentación, la electricidad, y todos los demás gastos, por lo que, a su parecer, cuando fallezca alguno de los dos tienen derecho al 80% de esos 600 mil colones.

Expresa que, en el ejemplo que está dando, la parte técnica les dice que la persona que sobrevive con dos millones de colones puede hacerle frente a todos los gastos de la casa, sí, pero que el modelo de vida que tenían las personas y el espíritu de vida era diferente, es decir, comparten los gastos comunes y el dinero que les queda, hace con eso lo que quiera, y que lo que deben de tener es esa línea diferenciada entre lo que es convivencia que genera a su vez un gasto común, que la convivencia va a generar una dependencia, y que lo que deben de establecer para que la parte técnica desarrolle es cuando es el 80%, cuando es el 60%, cuando es el 40% o menos. 

Le parece que, el hecho de cotizar en el Fondo es con la expectativa de que la familia pueda sobrevivir, que no es solo la persona y la pareja, sino son los dos en una familia en común.

Finaliza solicitando a esta Junta, que establezca o aclare el concepto de dependencia que puede tener una o más personas ante el fallecimiento de una persona que cotice para el FJPPJ, para efectos de que la parte técnica de la JUNAFO tenga claridad.

El licenciado Parris Quesada Madrigal expresa que, esto es un tema importante porque ellos son las personas decisorias de otorgar o no un beneficio de pensión o jubilación, dice que no ha visto por ningún lado un procedimiento enfocado en lo que mencionó el máster Rodrigo del grado de dependencia, y que ellos deben hacer una estructura de grados de dependencia del beneficiario y beneficiaria de la pensión, que se pueda decir que en ese informe el grado de dependencia es “tal”.

Sugiere, se solicite a la Asesoría Legal de la Dirección de la JUNAFO un criterio de los grados de dependencias en jubilaciones y pensiones, particularmente en pensiones, como beneficiarios, para ellos poder mejor resolver. Considera que deben hacer un análisis profundo al respecto, y que si bien es cierto la persona puede tener una pensión, pero que por el simple hecho de que fallezca el cónyuge, la persona se ve afectada, y no solo desde el punto de vista económico sino también emocional.

Añade que, hay dependencias de muchos tipos según la persona beneficiaria, que pueden ser psicológicas, emocionales, y que ellos no tienen que enmarcarlo solo en dinero, que eso es lo que quiere rescatar de la toma de decisiones como miembros de esta Junta Administradora, que solo el tema pro-fondo no es la última palabra en una toma de decisiones sino la parte social. 

El doctor Segura Solís refiere que, es del criterio que el informe es claro en sentido de que hubo ingresos y egresos de manera conjunta como pareja, de tal manera que se extrae del mismo una dependencia económica, y que por lo tanto deben de acoger la reconsideración, y acoger la solicitud de otorgarle un porcentaje del 80%. Somete a votación, acoger el recurso de reconsideración.

Todos los integrantes manifiestan estar de acuerdo con la solicitud de reconsideración.

Prosigue el doctor Segura Solís, dice que, de acuerdo con el informe y haciendo una interpretación de este, pueden otorgarle hasta un 80% de lo que le correspondía a su cónyuge. Añade que, es del criterio que según la prueba que consta en este acuerdo, si existió dependencia económica, que hay gastos en común, que si bien es cierto el señor López tiene una pensión también del Poder Judicial, que hubo gastos como pareja, como una situación de vida en común, y que por ello le otorgaría un 70%. 

El licenciado Arnoldo Hernández Solano manifiesta que, si bien es cierto en el documento existe un remanente de (datos suprimidos) que, entre los gastos normales, fijos, le parece que no son suficientes para solventar un modus vivendi para aquellas situaciones extra que se les podría presentar, por ejemplo, una enfermedad, y que tenga que comprar medicinas costosas, pagar medicina privada, o en el caso de que se dañe algún electrodoméstico. Por lo que le parece justificante para la situación, apoyar la propuesta de otorgarle un 70%.

El máster Arroyo Guzmán expresa que, viendo el cuadro que aporta el Departamento de Trabajo Social del Poder Judicial, y teniendo en cuenta que existía una dependencia, donde había gastos compartidos como del vehículo, la seguridad de la casa, servicio doméstico, que son temas que los dos vivían en la casa y tenían gastos en común. Por lo anterior, establece unos (datos suprimidos) y solicita que le hagan la conversión al porcentaje, debido a que es lo que está dentro del estudio de Trabajo Social y fue lo que manifestó la persona, y que los demás gastos el gestionante solventa, pero que en la parte de comparación establecería el monto indicado en líneas atrás.

El doctor Alexander Arguedas Vindas le consulta al máster Arroyo Guzmán, si esos (datos suprimidos) colones que menciona serían netos.

El máster Arroyo Guzmán, responde que sí, que es lo que el gestionante habla del seguro de la casa, de la electricidad y demás, que por eso hablaría de un neto de (datos suprimidos). Ya que los montos que hacen ellos son montos libres, son (datos suprimidos) colones libres con los que atendería esos gastos que hacen referencia.

El máster Oslean Mora Valdez señala que, para un monto neto de (datos suprimidos), el bruto sería de aproximadamente 479 mil colones, debido a que no aplicaría contribución solidaria, ni impuesto sobre la renta, únicamente le aplicaría el 13% del Fondo, más el 0.50% para la Junta, y el aporte obrero al seguro de enfermedad y maternidad que es de 5%, y que de acuerdo al porcentaje máximo es equivalente a un 18 o 20% de pensión.

Por lo anterior, el máster Arroyo Guzmán, propone un 20% del 80% de la pensión, debido a que con eso subsana lo que tenía de vida en común que con la persona fallecida.

El licenciado Hernández Solano rectifica lo dicho en líneas atrás, y se adhiere a lo que propuso el máster Rodrigo de un 20%.

El licenciado Quesada Madrigal señala que, aquí solo están viendo el tema económico, y que a su parecer pretendería tener un porcentaje más alto, por otros aspectos sociales de dependencia que tenía esta persona, por lo que haría una media entre el 70% y el 20%, y propone un 40%.

El doctor Segura Solís explica que, tienen la propuesta de un 20% y de un 40%, por lo que somete nuevamente a votación.

El doctor Arguedas Vindas, el máster Arroyo Guzmán, y el licenciado Hernández Solano votan por un 20%.

El doctor Segura Solís, y el licenciado Quesada Madrigal, votan por un 40%.
Por lo anterior, se le otorga un 20%.

Se acordó:	Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente por parte de las personas integrantes de este Órgano Colegiado, tomando en consideración que, aunque el informe emitido mediante oficio N° 0138-JP/DJA-2023 del 28 de febrero de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, concluyen que se evidencia la satisfacción de las necesidades con el ingreso que ostenta actualmente señor López Fonseca, por lo que no se configura el requisito de dependencia económica descrita en el artículo N° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se separa de dicha posición, debido a que, interpretan que del criterio se extrae con claridad que hubo ingresos y egresos de manera mancomunada como pareja, de tal manera que se extrae del mismo una dependencia económica, y que por lo tanto deben de acoger la reconsideración presentada por el accionante, en consecuencia, por mayoría se acuerda lo siguiente: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0138-JP/DJA-2023 del 28 de febrero de 2023. 2.) Tomar nota de las consideraciones plasmadas en la ampliación el informe N° 22-000944-TS, suscrito por la licenciada Nancy Sánchez Quirós, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en donde se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor López Fonseca. 3.) Acoger la solicitud de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca cédula de identidad 06-0081-0081 en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado cédula de identidad 01-0443-0646, contemplando que del criterio se extrae con claridad que hubo ingresos y egresos de manera mancomunada como pareja, de tal manera que se refleja dependencia económica, configurando los supuestos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo anterior, se aprueba el otorgamiento de un 20 % del monto de la jubilación que recibía la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 4 de junio de 2022. 4.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 5.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes.

Voto de minoría: Los integrantes doctor Segura Solís y el licenciado Quesada Madrigal, acogen el acuerdo anterior, con la salvedad de que, en el punto 3, votan por otorgar un 40% del monto de la jubilación que recibía la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan.

Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría.”

- 0 -
Por lo anterior, el licenciado Eduardo López Fonseca, Pensionado Judicial, mediante nota del 27 de marzo 2023, presentó lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo. El suscrito Eduardo López Fonseca, cédula de identidad 6-0081- 0081, adulto mayor de 75 años, viudo de la señora Ana Eugenia Rodríguez Álvaro, cédula de identidad 1-0443-0646, por este medio presento formal REVOCATORIA CON APELACIÓN contra la determinación de otorgar un 20% de la pensión que ostentaba mi señora esposa. Lo anterior se basa en los siguientes argumentos.

1-Respecto a los ingresos y egresos descritos en el oficio número 735-JP/DJA-2022 con fecha 15 de noviembre de 2022 dirigido a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial y el oficio número 0201-JUNAFO-2023 de fecha 23 de marzo de 2023:

Es importante mencionar, que se aportó a la trabajadora social un cuadro donde se indicaban los gastos totales aproximados, y en la tabla que consta en el oficio 735-JP/DJA- 2022 y oficio 0201-JUNAFO-2023 no se reflejan los siguientes gastos que si se indicaron a la trabajadora Social en el momento oportuno.

A- Gastos médicos:

Por mis padecimientos y mi edad de 75 años, necesito control médico frecuente, incluso se adjuntaron los números y nombres completos de los doctores que me atiende de forma privada hace años, para que de manera transparente se hiciera la averiguación por parte de la Trabajadora Social, y se pudiera determinar que efectivamente siempre se han utilizado los servicios médicos privados de manera habitual.

Sin embargo, el monto que refleja en el cuadro de egresos sobre este rubro es bajísimo, 140.000 mil colones, y el dinero que invierto en salud mensualmente es mucho superior.

El rubro en Salud es muy importante e incide grandemente en la economía por la frecuencia y la gran cantidad de dinero que se gasta y se utilizan los servicios médicos privados.

Incluso se hacen gastos de exámenes médicos que son onerosos y deben realizarse con frecuencia, esos gastos lamentablemente también fueron omisos en el informe de la Trabajadora Social y deben valorarse en conjunto.

Luego del fallecimiento de mi esposa en junio, mi salud desmejoro de manera visible, en estos meses he acudido con más frecuencia a servicios de emergencias de la Clínica Bíblica, citas con el Urólogo por infecciones recurrentes entre otros. Se adjunta copia de esas facturas para demostrar que se gasta en servicios médicos privados.

Cuadro que se aportó a la trabajadora Social:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

B- Gastos vehículo

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

El dictamen de la trabajadora social no incluye en su cuadro el pago de marchamo, gasto que se debe hacer de manera obligatoria y de forma anual, y yo había incorporado desde un inicio como gasto. Se adjunta el recibo de pago de marchamo que tuve que cancelar el monto de (datos suprimidos) colones, al finalizar 2022 para obtener el marchamo 2023. (adjunto dato real con valor actualizado voucher)

Se indica que mi esposa y yo teníamos un vehículo familiar de año 2021, pero no se analiza que en conjunto cambiábamos de vehículo de forma regular y teníamos un estilo de vida que podíamos pagar juntos, y se necesitan ambos recursos (ambas pensiones) ya que de manera individual es imposible. Asimismo, se paga la revisión técnica vehicular de manera anual, rubro que no se incorpora en el cuadro de gastos, siendo este un gasto de ley debe pagarse.

C- Recreación

Se estima como recreación un monto de (datos suprimidos) en el interior en el cuadro de gastos, monto que jamás se acerca a la realidad ya que ese monto es ínfimo e irrisorio, además de que se aportaron los documentos que constatan que mi esposa y yo realizábamos viajes en el interior del país.

También realizábamos salidas a comer a restaurantes, como cualquier pareja y muchas veces en familia.

De igual manera, se aporta la certificación de entradas y salidas del país de mi esposa y mías que nos entregó la Dirección General de Migración y Extranjería, que demuestran los viajes que realizábamos juntos todos los años al extranjero, excepto en pandemia por razones lógicas no pudimos salir del país. Por lo que, no se incluyen montos correspondientes a viajes al exterior, y se me elimina bruscamente la posibilidad de viajar al exterior y mantener una condición que ya ostentaba.

En definitiva, se deja de lado la calidad de vida que teníamos juntos mi esposa y yo, que compartimos una vida de 34 años de matrimonio, y que ambas pensiones se invertían de manera íntegra para tener una vida digna y con calidad.

Cuadro que se aportó a la trabajadora Social:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

D- Tenencia de 2 mascotas:

Se indicó a la Trabajadora Social de manera oportuna el dato de que mi esposa y yo teníamos 2 perros, los teníamos desde hace varios años, incluso una de las mascotas ya es adulta mayor ya que tiene más de 12 años. En dicho cuadro de egresos que se aportó a la Junta, tampoco se contempla el gasto que genera la manutención digna de ese par de animales, que actualmente se encuentran a mi cargo, pero que siempre los gastos se sufragaron en común como esposos. Solo se omite ese dato, como si las mascotas no existieran, pero la Trabajadora Social en la visita a la casa vio los dos perritos y constato su existencia y que son parte de mi hogar.

Cuadro que se aportó a la trabajadora Social:

	
Citas con el Veterinario, desparasitaciones, medicamentos para las pulgas, peluquería canina, alimento para perro, etc.
	
Hay 2 perros en la casa.


(datos suprimidos) al trimestre aproximadamente



E- Casa de habitación:

La casa donde resido es una casa que pertenece a una Sociedad de la cual no formo parte, en virtud de lo anterior, tal y como se demostró a través de certificaciones emitidas por el Registro yo no poseo bienes inmuebles a mi nombre ni ostento ningún usufructo del inmueble, como erróneamente se indica, por lo que necesito tener disponible un monto de dinero digno para sufragar los gastos de un alquiler de vivienda.

Lo anterior, para asegurar la continuidad del nivel de vida y las condiciones que tengo actualmente, por lo que hay que considerar al menos un alquiler mensual de (datos suprimidos) al mes. Este rubro de alquiler de vivienda también es omiso en el cuadro de egreso aportado y calculado por la Trabajadora Social, por lo que debe considerase y tomarse en cuenta por mi condición de adulto mayor.

Según el cuadro aportado por la trabajadora social también se anota un gasto de (datos suprimidos) por trimestre de impuestos, el cual no es ni la tercera parte del gasto real de la casa en donde vivo, adjunto recibo de (datos suprimidos) colones de pago de impuestos trimestrales (enero- febrero-marzo).

F- Gastos Familiares

También deseo aclarar que antes de morir mi esposa ella y yo teníamos un acuerdo de colaboración familiar de sufragar el gasto de la educación de mis nietos, el cual se hizo por años. Yo como abuelo presente, activo y responsable deseo continuar aportando este rubro a mis hijos de crianza para mis nietos, ya que considero que de esta forma honro la memoria de mi esposa y es lo que ella hubiera querido que yo siguiera haciendo. Con el remanente indicado no puedo ni siquiera invitar a mi familia a comer a Mcdonalds.

Cuadro que se aportó a la trabajadora Social:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

G- Gastos Varios

Dentro del cuadro de egresos tampoco no se incorpora un rubro lógico y razonable que ocupa toda persona para vivir como ropa, zapatos, objetos de primera higiene, corte de pelo, gastos personales y otros gastos básicos no se están tomando en cuenta. Situación que preocupa sobre manera, ya que se indica en el informe que se cubren todos los gastos siendo esto una afirmación falsa y omisa desde todo punto de vista lógico. Considero que un profesional de la rama del Trabajo Social no puede omitir estos rubros tan elementales, básicos y esenciales para el buen vivir.

Conclusiones:

1- Es claro que no fueron considerados todos los documentos y reportes aportados por mi persona, ya que no se reflejan en el cuadro de egresos que tomo como base la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial para otorgar el 20% que se concedió. Esta situación indujo a la Junta a error, por lo que se solicita se tomen en cuenta todos los rubros aquí estipulados y se fije la pensión en un monto no menor de 80% del salario de la fallecida.

2- No es posible que yo como esposo de la fallecida teniendo un derecho por ley como así consta en autos de hasta un 80% del salario de ella, se me quieran cercenar mis derechos otorgándome únicamente un 20%.

3- Como es posible que la trabajadora Social concluye que hay que velar por la sostenibilidad del fondo, primero como colectivo y no individual. No se analiza siquiera la edad del suscrito (75 años), y expectativas de vida que están documentadas científicamente para los hombres costarricenses, donde la expectativa media de vida es de 78 años; quiere esto decir que en 3 años potencialmente desaparece el disfrute del monto de pensión por fallecimiento.

Me sorprende el hecho de que una trabajadora Social ignore todos estos factores vitales e importantes, para que un beneficiario pueda vivir dignamente los pocos años de vida que le quedan, tomando en cuenta que el beneficiario es adulto mayor y que por ley tiene esos derechos y se los quiten, desmejorando la calidad de vida que por años ha disfrutado.

4- Es menester indicar que ambas pensiones, tanto la de mi esposa fallecida como la mía se invertían de manera íntegra en nuestra vida en común y la de nuestra familia para tener una vida digna y con calidad.

5- Además, indico a la Junta que no es posible entregar todas las facturas de cada rubro individualizado, ya que no estaba preparado para enfrentar un proceso de esta magnitud y la muerte de mi esposa fue muy rápida e inesperada, en lugar de tomar en consideración factores humanos y sociales algunos de sentido común y lógica racional, la trabajadora social lo que hace en sus conclusiones es poner por encima el bien común y no el individual, deshumanizando y desesicibilizando este proceso de manera muy dolorosa e incompresible.

Pretensión

Se solicita se tomen en cuenta todos los argumentos aquí estipulados, y se aumente del 20% de pensión ya otorgado a un 80% del monto total del salario de la fallecida.

Para notificaciones:
 
(…)

Anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante) 

…”
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Se acuerda:	Una vez conocida y analizada la gestión anterior, tomando en consideración que, de acuerdo con las conclusiones y recomendaciones indicadas en el oficio N° 0735-JP/DJA-2022 del 15 de noviembre de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el que se manifiesta que el señor Eduardo López Fonseca cuenta con ingresos propios que le permiten solventar los egresos que presenta, razón por la cual, no se comprueba dependencia económica de la jubilación de su esposa fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado descrita en el artículo N° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en consecuencia, recomiendan se deniegue la solicitud de pensión interpuesta por el señor López Fonseca. Aunado a lo anterior, esta Junta Administradora encomendó a la Dirección de la JUNAFO, solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, una ampliación del estudio de intervención N° 22-000944-TS, con el fin de contar con más elementos para determinar si se otorgaba o no el beneficio de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Rodríguez Alvarado. Dicha ampliación se recibió en el oficio N° 0138-JP/DJA-2023 del 28 de febrero de 2023, en la cual concluyen que la citada Dirección mantiene lo recomendado en el informe N° 0735-JP/DJA-2022 del 15 de noviembre de 2022, este Órgano Colegiado se separó de dicha posición, debido a que, interpretaron que del criterio se extrae con claridad que hubo ingresos y egresos de manera mancomunada como pareja, de tal manera que se extrae del mismo una dependencia económica, por lo tanto, se aprobó el otorgamiento de un 20 % del monto de la jubilación que recibía la jubilada judicial fallecida Rodríguez Alvarado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondientes, a partir del 4 de junio de 2022. Con base en los hechos anteriores, esta Junta dispone: 1.) Rechazar el recurso presentado por el licenciado Eduardo López Fonseca, pensionado judicial, mediante nota del 27 de marzo 2023, en consecuencia, mantener lo resuelto en la sesión N° 011-2023 del 14 de marzo de 2023, artículo V, debido a que carece del remedio procesal interpuesto. 2.) Debido a lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO III
Documento Nº 304-2023
[bookmark: _Hlk126758985]El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0105-SAF/DJA-2023 del 30 de marzo de 2023, dirigido al licenciado Carlos Luis Sibaja Morales, Ejecutivo de Cuenta, Banca Institucional del Banco de Costa Rica con copia a esta Junta, indicó lo siguiente:
“En forma atenta, se solicita su colaboración con el fin de realizar la apertura de dos cuentas corrientes administrativas denominadas “Garantías de Cumplimiento” una en moneda colones y otra en moneda dólares para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual cuenta con cédula jurídica instrumental N.° 3-007-792932; lo anterior con el fin de recibir y administrar los recursos que provienen de las garantías de cumplimiento que sean necesarias en los procesos de contratación administrativa que sean llevados a cabo por este órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial.

Conviene resaltar que, por disposición de la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N.° 239, se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) como un órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, encargado de administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), quien contará con su propio patrimonio y con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Al respecto, me permito señalar que, para efectos de la estructura de aprobación en dichas cuentas corrientes, se designa a las siguientes personas firmantes, todas personas funcionarias de la Dirección de la JUNAFO conforme al siguiente detalle: 

[image: ]
Por último, es de vital importancia indicar que adjunto a este documento se remite certificación del “Poder Generalísimo con Límite de Suma” hasta por once millones de dólares, otorgado al suscrito, cédula de identidad N°. 06-0310-0818, para la realización de todo tipo de trámite, el cual se encuentra inscrito ante el Registro Nacional de la República de Costa Rica bajo las citas de inscripción N°. 2021-295936-1-1, al día y vigente para todos sus efectos.

Dados los elementos anteriores, se agradece toda la estimable colaboración que al respecto se sirva brindar con el fin de atender el requerimiento planteado a la mayor brevedad posible.

(…)
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tomar nota de la copia del oficio N° 0105-SAF/DJA-2023 del 30 de marzo de 2023, dirigido al licenciado Carlos Luis Sibaja Morales, Ejecutivo de Cuenta de la Banca Institucional del Banco de Costa Rica, remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual solicita la apertura de dos cuentas corrientes administrativas denominadas “Garantías de Cumplimiento” una en moneda colones y otra en moneda dólares para esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132359187][bookmark: _Toc132720855]ARTÍCULO IV
Documento Nº 297-2023
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino y José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Riesgos, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 004-PR/DJA-2023 del 10 de marzo de 2023, remitieron lo siguiente:
“Se remite para el conocimiento y aprobación de la Comisión de Gobierno Corporativo del FJPPJ el “Informe Anual de Gobierno Corporativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2022”. 

[bookmark: _Hlk34317422]Este informe se realiza de acuerdo con lo establecido en el “Código de Gobierno Corporativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial”, donde se indica que:

[bookmark: _Toc488003814][bookmark: _Toc527033023]“[…] Artículo 5.- Informe anual de gobierno corporativo 

La Junta Administradora aprobará, remitirá y publicará dentro de los primeros tres meses del año, por los medios que disponga, el informe anual de gobierno corporativo con corte al 31 de diciembre de cada año.”
 
Este informe debe ser aprobado por la Junta Administradora y publicarse en la página electrónica del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

(…)
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido, y aprobar el Informe Anual de Gobierno Corporativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2022. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que sea publicado en la página web de la JUNAFO.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132359189][bookmark: _Toc132720857]ARTÍCULO V 
Documento Nº 313-2023
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0090-SAF/DJA-2023 del 31 de marzo de 2023, comunicaron:
“En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 28 de febrero 2023, de lo cual es importante indicar: 
 
Se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los títulos valores, sus cupones en dólares y colones que conforman el portafolio de inversiones administrado, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Conforme a los procedimientos establecidos, se remite la presente información para ser sometida a conocimiento del Máximo Órgano de Dirección del régimen del FJPPJ, para que si a bien lo estima, valide los resultados y verifique lo actuado por la administración.



…”
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Manifestaciones:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Leí muy rápidamente la agenda, pero no recuerdo si viene el cuadro que normalmente se anota, no sé si don Oslean me indica, el cuadro comparativo como tal”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “En el informe viene el cuadro comparativo, en ese cuadro se puede ver que las diferencias en realidad son mínimas; voy a “robarme” la presentación un minuto para que puedan verlo con mayor detalle. 
Este es el corte al mes de febrero, ustedes pueden observar que en este momento tenemos consultas efectuadas por seiscientos setenta mil colones y doscientos veintinueve dólares, son marginales esas dos diferencias y después de esas consultas y de haber evacuado realmente nos queda con diferencia cero en el rubro, igual no es materialmente significativo el rubro en comparación a los montos que se administran; estamos hablando de ciento cuarenta y un millón de dólares aproximadamente hay una diferencia de doscientos veintinueve dólares, y de seiscientos noventa y seis mil millones de colones quedan seiscientos setenta mil colones de diferencia por ajustes de redondeo en el proceso de convertir las tasas brutas a netas y los Fondos de Inversión cerrados adquiridos a través de las sociedades administradoras del Fondo de Inversión (SAFI), así como las participaciones en mercados internacionales; esas son las dos diferencias que se nos están presentando, no sé si tienen alguna duda”.
El integrante Hernández Solano, expresa: “Muchas gracias, es para que quedara en la agenda”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0090-SAF/DJA-2023 del 31 de marzo de 2023, en el cual remiten el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en la Dirección de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 28 de febrero de 2023. 2) Deberá la Dirección de la JUNAFO, continuar con la subsanación de las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132359192][bookmark: _Toc132720864]ARTÍCULO VI
Documento N° 273-2023
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0102-DJA-2023 del 23 de marzo de 2023, remitieron:
“Actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) se encuentra en la negociación de un adendum al contrato de servicios de custodia que se tiene firmado con el Banco de Costa Rica (BCR), este tiene como objetivo establecer las condiciones bajo las cuales se cancelarán los costos asociados al uso de la plataforma tecnológica de Clearstream, necesaria para la ejecución de operaciones en mercados internacionales.

En diciembre de 2021, el FJPPJ inició su proceso de inversión en mercados internacionales, como una medida para mejorar la diversificación del portafolio, disminuyendo la concentración en el sector público costarricense y accediendo a mercados más profundos y líquidos que el local. 

Lo anterior hace necesario contar con un servicio de custodia internacional para el manejo de los valores adquiridos en estos mercados. El FJPPJ ha accedido a este servicio a través de BCR Custodio, entidad que tiene también a cargo la custodia de los títulos valores de mercado local, amparado en un convenio interinstitucional vigente, sin embargo, la custodia a nivel internacional requiere el uso de una plataforma tecnológica denominada XACT propiedad de Clearstream Banking lo cual genera un costo mensual, que es en estos momentos asumido por dicho custodio, situación que han manifestado no puede seguir manejándose de esta manera. En esa línea de ideas el adendum establece que el costo derivado de la plataforma mencionada correrá por cuenta de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme a las potestades y responsabilidades que la Ley Orgánica del Poder Judicial establece en su artículo N.° 239 para la correcta administración del régimen del FJPPJ.

Es importante aclarar que en este caso el BCR custodio no percibirá ninguna ganancia, ya que conforme dicta el convenio establecido, no existe lucro para el Banco de Costa Rica o sus sociedades en las operaciones que mantiene con el FJPPJ o la JUNAFO, únicamente se estaría trasladando directamente el costo del uso de la plataforma citada; justo por esta razón el pago se realizaría sobre la factura emitida por Clearstream (un tercero).

Por lo anteriormente expuesto se anexa a este documento el citado adendum y el detalle de lo asumido por el custodia durante el periodo 2022-2023, para hacerlo de conocimiento de las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que, si lo tienen a bien, brinden su aprobación para la formalización correspondiente. Cabe destacar que el documento ya incorpora las observaciones realizadas por la Dirección Jurídica del Poder Judicial.

(…)
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Manifestaciones: 
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Acá hay una situación que creo que es importante que se analice con calma porque implica la adopción de un costo que históricamente no había sido asumido por parte del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - FJPPJ.
Hay que recordar que hasta el día de hoy se cuenta con un convenio interinstitucional entre el Banco de Costa Rica y la JUNAFO en este caso, como gestionante o administradora del Régimen del FJPPJ. En ese convenio se ha establecido, gracias a la relación que se tiene histórica y al ser parte del Poder Judicial que no se cancelan ningún tipo de comisiones y entonces ese convenio permite, gracias a la figura del convenio, que no tengamos que asumir ningún costo.
El Banco Costa Rica nos brinda sus servicios en diferentes formas, tanto en la parte de custodio como en la parte del Banco, como en cualquier tipo de transacción o transferencia que realicemos sin ningún costo para nosotros, sin embargo, nos plantean que producto de la salida a mercados internacionales, ellos tienen que contar con la contratación de un servicio de un tercero. Ese servicio de ese tercero básicamente es la contraparte internacional del servicio de custodia y que ellos han venido asumiendo como parte de las disposiciones del convenio original. 
La gente de la Auditoría Interna del Banco se da cuenta y los mandan a reclamar esta situación y producto de ese reclamo, bueno, se hacen todas las debidas diligencias, se remite inclusive a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para que evalúe esta disposición, se aclara de que no hay lucro por parte del Banco Costa Rica - BCR, que es con quién tenemos convenio y que lo que estaría haciendo el Banco de Costa Rica – BCR es haciendo un traslado del costo que le cobra el intermediario internacional, entonces ahí no hay lucro por parte del Banco, lo único es un traslado de estos costos; en el archivo de Excel adjunto se está haciendo una estimación del monto aproximadamente que esto implica, son entre ochocientos dólares y mil doscientos o mil trescientos dólares mensuales, lo que aproximadamente se estarían cancelando si se hubiesen empezado a cancelar durante el periodo 2022.
Si hubiésemos hecho la cancelación durante el periodo 2022, se hubiese realizado aproximadamente por trece mil quinientos dólares, alrededor de ocho millones de colones y lo que llevamos a corte de febrero 2023, hubiera sido aproximadamente un millón cuatrocientos mil colones, esto en normalidad, sería un costo que ya estaría asumido por parte de la persona inversionista interesada, la diferencia o lo significativo de este asunto es que históricamente el Poder Judicial nunca ha cancelado servicios; vuelvo y repito, porque los servicios propiamente del Banco no tienen costo para nosotros, aquí estamos hablando de un servicio de un tercero ¿verdad?, y ese tercero es el reconocimiento que el BCR está procurando realizar. 
Les voy a ser muy franco con esto, he conversado con los ejecutivos del Banco, les he dicho bueno, que pena que ustedes cancelaran esta situación, que pena que no lo vieran, pero en el mejor de los escenarios yo no lo veo que la JUNAFO reconozca de aquí para atrás, lo que visualizo es de aquí en adelante, que se de alguna autorización bajo el entendido de que efectivamente no hay lucro por parte del Banco de Costa Rica, producto de que el convenio que está a hoy establecido, vigente y que tiene para todos los efectos legales aplicabilidad, nosotros no hemos hecho ninguna cancelación por los servicios del Banco y entiendo precisamente que la plataforma que ellos utilizan y entiendo que el servicio que está haciendo por parte de un ente internacional, es consecuente.
Entonces, básicamente esa es la situación, no sé si tienen alguna duda”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Si, esta situación, bueno, es que estaba viendo el convenio y ahí no implica un costo de nada, entonces no se estaría manteniendo el contrato o el convenio que se hizo; esto debería ser a priori, antes de que el Banco Costa Rica haya hecho esa gestión y entonces nosotros podríamos pensar en tener otras opciones de inversión también, y que no tengamos costos, podría ser, es una sugerencia. Entonces esto debe ser negociado con el Banco de Costa Rica; esto afectaría el convenio que se hizo porque entonces no estaría reflejado ahí y ustedes saben que en el tema de convenios o contratos cuando una de las partes no avisa o no está contemplado en el mismo documento, se está haciendo o asume la empresa, en este caso el Banco ese costo o hay que renegociar porque entonces no es factible que posiblemente puede salir otro costo posteriormente, pueden salir varios más y si asumimos y asumimos, esta responsabilidad de pagar esos costos mediante un convenio que existió, entonces no estaríamos haciéndolo bien, es un tema que yo lo pongo también ahí a discusión”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO consulta: “Oslean, es que antes de decir lo que tengo aquí, nada más consultar ¿la Dirección Jurídica fue la que lo revisó en el Poder Judicial?”.
El máster Mora Valdez, responde: “Sí señor, efectivamente, la Dirección Jurídica lo revisa porque es un contrato y todos los contratos pasan por revisión de la Dirección Jurídica, ellos avalan que en el espíritu del convenio, para aclarar tal vez esta parte, mientras no haya lucro por parte del Banco de Costa Rica, ellos lo ven como normal, si hubiese lucro por parte del Banco de Costa Rica, tendríamos que ir a un proceso de contratación administrativa porque entonces tendríamos ahora sí, que entrar a competir, un concurso a ver cuáles custodios nacionales o internacionales nos vienen a querer dar el servicio al más bajo costo; de gratis como lo está haciendo el Banco de Costa Rica o el conglomerado de Costa Rica, no creo, pero al más bajo costo posible”.
El integrante Arroyo Guzmán manifiesta: “Gracias, no, es que recordando un poquito el pasado, estos convenios que se tienen con el Banco de Costa Rica, o no tenían costo o tenían un costo no significativo en la realidad de las cosas; porque también ellos toman en cuenta la cantidad de dinero que se resguarda en el Banco por parte del Poder Judicial como un todo, no solo del FJPPJ; entonces a mí me parece que aquí lo que tenemos es la claridad de una adenda que viene a imponernos un costo que no estaba previsto, pero es la adenda a un contrato que ya cuenta con el visto bueno de la Dirección Jurídica. 
Siendo así, me parece que lo prudente es autorizar la suscripción de la adenda, eso sí, creo que tomando en cuenta lo que dice Parris, sería bueno, tal vez una última consulta sobre esos costos que ellos han fijado, si decía que el que el Banco de Costa Rica se tira hacia abajo, a nosotros nos pasó con el Banco Nacional.
El Banco Nacional en algún momento, prefirió renunciar a tener Poder Judicial de cliente, y eso que eran veinticinco mil millones de pesos que tenemos en combustible y el Banco Nacional prefirió renunciar, imagínense ustedes; y el Banco de Costa Rica se negoció que ellos tuvieran las tarjetas del tema de combustible y aquí sucede igual, no tengo ninguna duda de que eso va a pasar igual, pero entonces para mí sería en ese entendido, sí, creo que lo que dice Parris se aporta muy bien y es el tema de hacer una última consulta sobre la posibilidad de que ese costeo pueda reducirse, pero bueno, siendo que ya está analizada la adenda con la Dirección Jurídica, creo que por lo menos instrumentalmente si procede”.
El integrante presidente Segura Solís dice: “Muchas gracias don Rodrigo. Entonces, el acuerdo de este artículo sería que, ¿autorizamos la suscripción o de previo hacemos la consulta como una última posibilidad en cuanto a bajar el costo?”.
El máster Mora Valdez, agrega: “Sugeriría respetuosamente, don Juan Carlos, dada que en esta situación podemos unir las dos propuestas; que se autorice en la figura de su persona como presidente, una reunión con los ejecutivos del Banco de Costa Rica y la posible eventual negociación, que es lo que entiendo que se está proponiendo y una vez que se agote esa vía y se negocie lo que corresponda, se autorice que su persona suscriba al contrato en calidad de presidente; sugeriría yo uniendo las dos propuestas, ¿verdad? 
De esa forma nos aseguraríamos que haya un último intento, como ustedes están proponiendo, y quién más que su persona que tiene la potestad de apoderado generalísimo para precisamente suscribir este contrato eventualmente si ya se agota esa vía”.
El integrante Quesada Madrigal, indica: “Talvez para agregar un poquito ahí, es que lo que nos presentan aquí es un addendum al contrato original, entonces, eso es negociable, es decir lo que hay que renegociar es ese addendum directamente, porque aquí habla de una plataforma internacional que el Banco de Costa Rica tiene que pagar pero que lo va a pagar el titular, entonces, ahí es donde hay que negociar prácticamente en ese adendum, porque el contrato original está bien; o nos quedamos con el contrato original y no aceptamos el addendum o aceptamos el addendum, pero también, dependiendo de eso podríamos valorar otras entidades financieras y decir, bueno es que en otra no nos cobran ese addendum y ya el Banco tendrá la decisión final.
Es importantísimo, ese addendum que está ahorita en pantalla es el que vale ahí para hacer la modificación, ellos lo hicieron de esa manera para incorporarlo en el contrato dónde dicen que si se está cobrando una plataforma internacional, ellos están pagando y eso no estuvo nunca en el contrato original, entonces ahí es donde está la fuente para poder resolver, pero me parece muy bien reunirse don Juan Carlos sería bueno y negociar, lo que no sabemos es qué otras posibilidades tenemos en el mercado de poder hacer lo mismo sin tener esa tarifa, eso es lo que también podríamos…”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “No sé si estoy equivocado o esto habíamos discutido algo similar en una sesión anterior donde las posibilidades de otras opciones eran casi que nulas por lo elevado de los costos, no sé si era algo similar al tema de…”.
El máster Mora Valdez, añade: “Cuando se analizó la eventualmente venta del Banco de Costa Rica, que estaba en aquel momento la bulla de que el Poder Ejecutivo quería realizar la venta del conglomerado, la administración se dio la tarea de cotizar los servicios de custodia de otras entidades a nivel de Costa Rica porque eventualmente entraríamos a utilizar los servicios de alguien más ¿por qué?, porque muy probablemente la empresa que adquiera o compre el Banco de Costa Rica no vaya a querer mantener un convenio donde no hay lucro alguno por parte de este convenio, ¿verdad? 
Entiendo que, entre dos empresas públicas, pues probablemente se dé esta situación, pero si ya pasa a manos privadas, a ningún ente privado le resulta atractivo tener un servicio que demande costos sin generar absolutamente ningún ingreso.
Entonces, cuando nos dimos a esa tarea, encontramos que las alternativas a nivel local estaban costando por los servicios de custodia entre 3.500.000 (tres millones y medio de colones) hasta 4.000.000 (cuatro millones de colones) por mes, eso contando los servicios básicos a nivel de Costa Rica.
Es importante también recordar que todos estos servicios que nos está brindando el Banco de Costa Rica en este momento son servicios a nivel local gratuitos, en el momento en que se formaliza el convenio no existía la parte del mercado internacional, no había sido formalizada por parte de la JUNAFO, en el momento en que se da la salida a mercados internacionales, se hace una adenda para los mercados internacionales, pero en esa adenda no se cobró servicios de terceros, se vio que el Banco está de acuerdo y hasta la fecha siempre ha aceptado “vean, yo no me dejo cinco colones por ningún servicio que yo a ustedes les brinde porque me interesan ustedes tenerlos como clientes y todo este tema”, pero ellos en una revisión que ustedes saben que las Auditorías Internas, sin querer menospreciar su importante labor, pero por lo general, las Auditorías Internas llegan meses o hasta años después, a hacer las revisiones y cuando la Auditoría Interna detecta que aquí hay una situación donde se está asumiendo un costo no operativo propio, sino un costo de un tercero que sería este custodio internacional, que no es propiamente un servicio del Banco de Costa Rica y ellos recomiendan que se haga el traslado de ese costo porque eso no debería bajo ningún concepto estar amparado en el convenio, “yo te puedo brindar un servicio, no te cobro nada, si yo te doy el servicio, pero si alguien más me está cobrando a mí yo debería trasladarte a vos ese cobro”, eso es básicamente la situación en que nos encontramos.
Dada la revisión que se efectuó, me atrevería en este momento a decirles no veo alternativa y no la veo en este momento alternativa que me brinde no solo el servicio de administración internacional, sino también el servicio de administración local por un precio menor que ese que me están cobrando porque ahí me están cobrando sólo una parte, mientras que si yo voy a ir a suscribir un convenio o un contrato de servicios con un custodio me va a cobrar por lo local y por lo internacional, entonces ahí se me elevarían los costos, pero por supuesto, ya entraríamos a una figura, vuelvo y repito, según lo que nos indicó la Dirección Jurídica, entraríamos a una figura de ir a través de una contratación administrativa donde se tenga que publicar un cartel donde efectivamente haya un concurso y donde eventualmente los oferentes que decidan considerar el servicio pues tendrán que aportar y someterse a toda la rigurosidad de un proceso de esta naturaleza”.
El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Bueno, entonces ya el estudio existe, siendo así considero que si ya vimos el mercado nacional con inversiones nacionales e internacionales y vemos que no es factible, podríamos aceptar este addendum a partir de la fecha de emitido el mismo, que es el 17 del mes de marzo del 2023, porque no pagaríamos para atrás pienso yo; porque si ya se hizo el estudio y todo entonces, podemos reforzar nuestra toma de decisión basados en ese estudio y lo agregamos ahí don Oslean y compañeros si están de acuerdo de que ya se hizo un estudio al respecto y que en virtud de la situación del Banco de Costa Rica en su momento, se hizo un estudio para ver si podíamos tener las custodias correspondientes de los dineros y siendo así, que son más altas o más complicadas para poder tratar o los montos son más altos, podríamos aprobar este addendum a partir de la fecha de emisión del mismo y no tendríamos responsabilidad para atrás porque ellos no lo hicieron con tiempo, a mí me parece una irresponsabilidad de este tipo porque esto se hace en el primer cobro que le hagan a nivel internacional. 
Yo le digo a la gente que está trabajando conmigo, “mira, ya me vino una cuota a nivel internacional y tenemos que ver qué hacemos”, pero ya después de un plazo de… porque ahí hay ocho millones de colones del año 2022, entonces creo que yo sí estaría de acuerdo que fuese según el estudio que dice don Oslean, agregarlo para sopesar la decisión y tomarlo a partir de la fecha en que se emitió, entonces yo tendría más bien ese criterio ya con esos elementos dados”.
El integrante presidente Segura Solís manifiesta: “Vamos a ver, si estamos todos de acuerdo, para suscribir este addendum tenemos que fundamentar porque acordémonos que el Banco de Costa Rica nos está cobrando más dinero por ese tipo de servicios, entonces, muy bien lo dice don Parris, hacer un acuerdo en el sentido de que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se dio a la tarea de averiguar y consultar las diversas opciones del mercado, no siendo mejoradas por las contempladas en el Banco de Costa Rica y, por lo tanto, se autoriza la firma del addendum del contrato hacia el futuro.
Lo que le entendí a don Oslean, que es que el Banco quiere que lo hagamos de manera retroactiva, entonces, ahí es donde vendría también otro problema”.
El máster Mora Valdez, indica: “Yo al Banco, “pueden querer misa” con todo el perdón de la expresión, pero yo sí les advertí desde un principio de que lo lógico y el error no fue cometido, no fue una mala fe de parte de la JUNAFO. 
La JUNAFO no ha incumplido de forma alguna y que lo que procedería a mi criterio, inclusive no es ni siquiera pagar desde marzo, si no pagar desde el mes de abril que es cuando ustedes están conociendo la situación y están acordando la suscripción del contrato. De ahí para atrás lo siento, no hay responsabilidad de algo que no se conocía, de algo que no es responsabilidad de parte de la JUNAFO, aparte de eso, recordar que hay un tema presupuestario que nos metería en un aprieto, el reconocer esos casi ocho o nueve millones, porque no tendríamos los recursos presupuestados en este periodo, o sea de aquí en adelante es posible hacer la cancelación, de aquí para atrás definitivamente no.
Entonces, respetuosamente, sugeriría que el acuerdo vaya en ese sentido, si ustedes acuerdan suscribirlo, que sea cancelando a partir del mes de abril, de abril en adelante”.
El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Por eso lo decía yo, que hacer una motivación referente a por qué vamos a autorizar el addendum del contrato, pero con fecha de abrir hacia el futuro, no de manera retroactiva, a ver qué dice el Banco”.
Todos los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO indican estar de acuerdo con lo anterior.



Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0102-DJA-2023 del 23 de marzo de 2023, así como el estudio realizado en su oportunidad por la citada Dirección en oficio N° 0390-DJA-2022 del 09 de enero de 2023 sobre las posibles implicaciones para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) y la JUNAFO ante una eventual venta del Banco de Costa Rica, esta Junta dispone: 1.) Autorizar la suscripción del addendum al “Contrato para el servicio de Custodia y Administración de Valores”, del Banco de Costa Rica (BCR) para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del mes de abril del 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente con el Banco de Costa Rica (BCR).
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc130212083][bookmark: _Toc132720861]ARTÍCULO VII
Documento N° 1052-2022 / 307-2023
La Secretaría General de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial-JUNAFO, mediante oficio Nº 0717-JUNAFO-2022 del 25 de noviembre de 2022, hizo de conocimiento del señor Carlos Eladio Espinoza García, Beneficiario Judicial, el acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 044-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIII, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk119414962]“Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0734-JP/DJA-2022 del 11 de noviembre de 2022, comunicaron lo siguiente:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Carlos Eladio Espinoza García cédula de identidad 01-0462-0477 en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Merlin Fernández Soto cédula de identidad 01-0553-0692 cuyo deceso acaeció el 06 de agosto de 2022.

VIII. Origen

Esta Dirección en fecha 24 de agosto de 2022, recibió la gestión del señor Carlos Eladio Espinoza García, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica del solicitante. 

IX. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000744-721-TS recibido por esta Dirección el 28 de octubre de 2022, suscrito por la Licda. Haydee Castro Chavarría, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Espinoza García.

X. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

El señor Espinoza García solicitó la pensión en calidad de cónyuge de la jubilada fallecida, la señora Merlin Fernández Soto, es costarricense, tiene 67 años de edad, viudo, cuenta con primaria incompleta y está desempleado.

De sus antecedentes personales se conoció que procede de familia nuclear, fue excluido del sistema educativo formal al cursar el quinto grado de primaria (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

A los 16 años se insertó en el ámbito laboral, desarrollándose durante su vida productiva en el área de la construcción. De dicho período indicó que la mayor parte del tiempo lo realizó por cuenta propia, siendo que laboró por cortos períodos con patrono, lo que coincide con el reporte de la CCSS, identificándose el último en el año 2006.

Según informó los últimos trabajos desempeñados fueron a inicios del 2020, y posterior a esta fecha no ha laborado porque asumió el cuido, supervisión y atención de su esposa fallecida, quien fue diagnosticada (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). De sus antecedentes de pareja refirió que a los 20 años contrajo matrimonio con la madre de sus dos hijas mayores, quienes actualmente tienen vida independiente.

Al divorciarse conformó una nueva relación en unión de hecho y procreó dos hijas, con quienes no mantiene relación actualmente. En una tercera relación procreó su quinta hija, de actualmente 37 años. La cuarta relación corresponde al matrimonio con la jubilada fallecida, con quien se casó el 25 de agosto del 2008, ella tenía tres hijos de relaciones anteriores.

La señora Fernández y el señor Espinoza no procrearon hijos en común. Se niegan separaciones, antecedentes de violencia doméstica, penales y judiciales. El señor Espinoza indicó residir y pernoctar sin compañía al momento de la valoración. Manifestó carecer de apoyo económico de sus hijas o familiares.

En cuanto a la situación económica del grupo familiar constituido por la fallecida y el solicitante, se registra que cuando él laboraba los ingresos de ambos se complementaban, dinámica que se mantuvo al jubilarse la señora Fernández. De sus ingresos, el señor Espinoza indicó no recordar los salarios que él percibió.

Con respecto a su esposa expuso que nunca conoció los salarios ni el monto de la jubilación, (siendo que se enteró de este último al realizar la solicitud de pensión), por cuanto ella administraba el dinero y se satisfacían las necesidades del hogar.

Manifestó que, desde inicios del 2020 al enfermarse la esposa, no continuó laborando porque requería atención y acompañamiento a citas médicas, lo que se agravó en el transcurso del tiempo y las necesidades se solventaban exclusivamente con la pensión de la fallecida.

En los últimos cuatro meses antes del deceso, ella le brindaba el dinero para que él comprara la alimentación, los pañales y el “ensure”, además de cancelar los recibos de los servicios públicos.

El señor Espinoza mediante declaración jurada indicó carecer de ingresos propios, argumentando “cuidé a mi señora que estaba enferma (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y no trabajé durante dos años”.

Según constancia emitida por el fondo de jubilaciones del poder judicial, el ingreso familiar al momento del deceso de la señora Fernández, era de (datos suprimidos), representados por el monto de pensión de la jubilada fallecida.

En declaración jurada se detallaron los siguientes egresos:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Del cuadro anterior y de la correlación ingresos - egresos se desprende que el grupo familiar tenía un remanente de (datos suprimidos), sin embargo, impresiona un subregistro por cuanto no se consideró, el “ensure”, y los pañales de la señora Fernández. Así como el rubro de alimentación, tomando en consideración el costo de la canasta básica.

En consulta a la señora Isabel Fernández Soto, madre de la fallecida, manifestó que el señor Carlos Eladio y su hija no registraron separaciones y es coincidente con la información suministrada por él, siendo que manifestó que entre ambos atendieron las necesidades primarias, y en los últimos años, él no laboró para brindarle protección y cuidados, “(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se dedicó a ella todos los días. No tuvo enfermera ni apoyo de nadie. Le dio el final, siempre con ella. Ella lo tuvo asegurado a él”.

Con respecto a la distribución de los ingresos la señora Fernández Soto expuso desconocerlos. La consultada manifestó que los hijos de la señora Merlin, se encuentran anuentes a que él continúe residiendo en la vivienda y refirió vínculo afectivo entre ellos.

Así mismo, la señora Isabel, indicó estar considerando solicitar la pensión para ella también argumentando “me han dicho que yo como mamá también tengo derecho”. 

El entrevistado manifestó no presentar enfermedades que ameriten control ni tratamiento médico. Se encuentra asegurado por la fallecida, según consulta a validación de derechos de la Caja Costarricense de Seguro Social. La vivienda se encuentra a nombre de la fallecida, lo que fue corroborado con el Registro Nacional de la Propiedad.

XI. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

XII. Datos de interés

La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Merlin Fernández Soto era de ¢1,209,948.94 (un millón doscientos nueve mil novecientos cuarenta y ocho colones con 94/100) mensuales en bruto.

Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Carlos Eladio Espinoza García de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢967,959.15 (novecientos sesenta y siete mil novecientos cincuenta y nueve colones con 15/100) mensuales en bruto.

Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 24 de agosto de 2022, un total de 12 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Fernández Soto. 

XIII. Conclusiones

d) El peritaje socioeconómico practicado al señor Carlos Eladio Espinoza García demuestra que a lo largo de la vida conyugal con la señora Merlin Fernández Soto, ambos compartían los gastos del hogar, hasta dos años antes de su muerte en que ella los asumió en su totalidad, debido a que el señor Espinoza García se dedicó a su cuido, por lo que este dependió de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

e) Según certificaciones aportadas por el señor Espinoza García, se constató que no es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

f) Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, determina que el señor Carlos Eladio Espinoza García, mantuvo matrimonio durante 14 años con la señora Merlin Fernández Soto, jubilada fallecida, sin registrar separaciones.

En cuanto a la situación económica de la pareja, se conoció que desde el establecimiento de la convivencia entre ambos velaban por cubrir las necesidades primarias, no obstante, al diagnosticársele a la cónyuge la enfermedad terminal, el solicitante asumió la atención, cuido y supervisión permanente de ella, lo que interrumpió la actividad laboral de él y la satisfacción de las necesidades primarias se realizaba con el aporte económico de la pensión de la señora Fernández Soto.

Como factores de vulnerabilidad en el solicitante se identifica la dificultad en la reinserción laboral, el grupo etáreo que representa (adulto mayor) y la baja escolaridad que posee, aunado a eventuales problemas de salud en etapas posteriores del desarrollo.

Por otra parte, se identificó que la jubilada fallecida aseguraba al solicitante y satisfacía la necesidad de vivienda, siendo que al momento de la valoración continúa residiendo en ella.

g) Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

XIV. Recomendaciones 

a) Considerando que el señor Espinoza García actualmente no cuenta con ingresos propios y demostrado que durante los últimos años dejó de laborar para dedicarse al cuido de su esposa fallecida dependiendo de los ingresos esta, asimismo, que sus egresos son por un monto mensual de ¢174,190.00. (doscientos cincuenta y cuatro mil ciento noventa colones con 00/100) aproximadamente, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne al señor Espinoza García sea de un 25% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposa fallecida, lo cual le representaría un beneficio de pensión de ¢241,989.79 (doscientos cuarenta y un mil novecientos ochenta y nueve colones con 79/100) mensuales en bruto, monto con el cual se prevé cubrir los gastos del mismo. Esto a partir del 7 de agosto de 2022, día después de la muerte.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N°22-000744-721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por el señor Espinoza García en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que puedan solventar los gastos que actualmente presenta y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:



2) Medios de notificación: 

(…)”
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Se acuerda: Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor Carlos Eladio Espinoza García, en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Merlin Fernández Soto, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0734-JP/DJA-2022 de fecha 11 de noviembre de 2022, suscrito por másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Espinoza García, cuya asignación mensual será ¢241,989.79 (doscientos cuarenta y un mil novecientos ochenta y nueve colones con 79/100), equivalente al 25% del 80%, del monto de la jubilación que recibía la señora Merlin Fernández Soto al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 7 de agosto de 2022. 

La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”
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En relación con lo indicado anteriormente, en sesión N° 007-2023 celebrada el 21 de febrero de 2023, artículo VI, se tomó el acuerdo que en lo que interesa literalmente dice:
“(…)

Por lo anterior, el señor Carlos Eladio Espinoza García, Pensionado Judicial, mediante escrito recibido el 8 de febrero de 2023, presentó lo siguiente:

“El suscrito Carlos Eladio Espinoza García, cédula de identidad número uno – cuatrocientos sesenta y dos – cero cuatrocientos setenta y siete de calidades que constan en expediente de calidad de conyugue de la jubilada judicial fallecida Merlin Fernández Soto cédula de identidad número uno – cero cinco tres – cero seiscientos noventa y dos, respetuosamente interpongo recurso de reconsideración y solicito ajuste de la pensión asignada a mi persona según oficio 0717-JUNAFO-2022. 

Hechos

1- Mediante resolución del día 22 DE NOVIEMBRE DE 2022 por aprobación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial SESIÓN 44-2022, se me asigna y aprueba una pensión del 25%, del 80% de la pensión que ostentaba mi esposa fallecida, que de acuerdo al reporte emitido ascendía a 1,209,948.00 al momento de su fallecimiento.

2- El resultado de esta pensión asignada a mi persona es de 241,989.79 mensual.

3- Según este pronunciamiento se estableció el monto asignado con base un reporte del Departamento de Trabajo Social y Psicología.

4- En este reporte se omiten una serie de rubros y se asignan montos no acordes a la realidad económica en que esta Costa Rica. Con una inflación constante.

5- El informe presume que yo no necesito vivienda ya que los hijos de la fallecida me permiten que siga viviendo en donde convivía con ella, pero es de aclarar que esta situación es mera tolerancia y en cualquier momento me pueden desalojar por lo que considero que es una presunción no valida. Si bien es cierto se tramita un sucesorio mi situación es incierta ya que no tengo bienes gananciales que reclamar.

6- Según mi presupuesto de vida y dada la edad que yo tengo de 67 años, lo que me imposibilita insertarme al mercado laboral y cubriendo sustento, habitación, vestido, asistencia médica, educación, diversión, trasporte y otros.

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

DEL INFORME PRESENTADO POR EL DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL SE DESPRENDEN ERRORES EN CUANTO A LA CIFRA EN COLONES Y LA CIFRA EN LETRAS, EN LETRAS SE DICE QUE EGRESOS RELACIONADOS CON MI PERSONA SON DE DOSCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL CIENTO NOVENTA COLONES, A CONTINUACIÓN, UN EXTRACTO DE LAS RECOMENDACIONES:

VII. Recomendaciones 

a) Considerando que el señor Espinoza García actualmente no cuenta con ingresos propios y demostrado que durante los últimos años dejó de laborar para dedicarse al cuido de su esposa fallecida dependiendo de los ingresos esta, asimismo, que sus egresos son por un monto mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) aproximadamente, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne al señor Espinoza García sea de un 25% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposa fallecida, lo cual le representaría un beneficio de pensión de ¢241,989.79 (doscientos cuarenta y un mil novecientos ochenta y nueve colones con 79/100) mensuales en bruto, monto con el cual se prevé cubrir los gastos del mismo. Esto a partir del 7 de agosto de 2022, día después de la muerte.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…”

PETITORIA

DE ACUERDO A LO QUE ESTABLECE LA LEGISLACIÓN VIGENTE SOLICITO DE RECONSIDERE EL MONTO DE LA PENSIÓN ASIGNADA Y EN SU LUGAR SE ME OTORGUE EL BENEFICIO MÁXIMO A QUE TENGO DERECHO Y SEGÚN LO MANIFIESTA EL ESTUDIO DE LA TRABAJADORA SOCIAL CORRESPONDE A

h) Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Carlos Eladio Espinoza García de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢967,959.15 (novecientos sesenta y siete mil novecientos cincuenta y nueve colones con 15/100) mensuales en bruto.
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Manifestaciones de los integrantes:

El doctor Juan Carlos Segura Solís manifiesta que, en este caso hay dos opciones, rechazarlo mediante un acto administrativo o solicitar una ampliación al Departamento de Trabajo Social.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán expresa que, le parece que el señor está recurriendo al criterio técnico, y que, antes de tomar una decisión, se debe solicitar una revisión por parte del departamento encargado, y que cuando vuelva esto a la Junta, tengan clara la diferencia entre la expectativa y el derecho que tiene la persona.

El doctor Segura Solís indica que, es mejor tener esa prueba, sobre todo porque el señor dice que no se está tomando en cuenta varios gastos al momento de que se rindió ese dictamen.

El máster Oslean Mora Valdez menciona que, en el articulado del señor, no aporta elementos adicionales, que señala que hay cosas que no se están considerando por parte de Trabajo Social pero no dice cuales, además indica que, a pesar de ese monto que él aporta, de supuestamente esos adicionales, él se va al máximo, al 80%, y que con los adicionales no da para que se vaya a un 80%.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, que amplíe el informe remitido, con respecto a los argumentos expuestos por el señor Carlos Eladio Espinoza García, a fin de aclarar la razón, por la que solicita el incremento del beneficio de pensión.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad”.

- 0 -
Finalmente, la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Profesional 1 de la Unidad de Cálculo de Beneficios de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 31 de marzo de 2023, remite la ampliación al dictamen social forense NUE 22-000744-0721-TS suscrito por la trabajadora judicial Haydee Castro Chavarría, el cual literalmente dice:
“AMPLIACIÓN AL DICTAMEN SOCIAL
FORENSE
NUE 22-000744-0721-TS

Para: Unidad de Cálculo de Beneficios
De: Oficina de Trabajo Social y Psicología de Desamparados.

1. DATOS GENERALES

Expediente: 375-2022
Proceso: Solicitud de pensión.
Solicitante: Carlos Eladio Espinoza García.
Fecha: 30 de marzo 2023.

2. MOTIVO DE AMPLIACIÓN

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial-JUNAFO "solicitó al Departamento de Trabajo Social y Psicología que amplíe el informe remitido, con respecto a los argumentos expuestos por el señor Carlos Eladio Espinoza García..".

El dictamen social se realizó con la información suministrada por el señor Espinoza García, los rubros y los montos de los egresos responden a los aportados por él en la declaración jurada.

No obstante, según análisis realizado, el señor Espinoza en el rubro de alimentación señaló un monto que impresiona responder a un subregistro como se consignó en el dictamen, en el segundo párrafo del folio 5, por lo que se sugiere considerar el costo de la canasta básica al día de hoy, así como incluir necesidades materiales básicas de recreación, vestido, y teléfono, mismos que por aparente omisión el referido no expuso en su declaración jurada y la suscrita no contempló.

En relación a la vivienda la investigación arrojó que no se requiere contemplarla en los egresos, por cuanto al momento de la valoración se encontraba satisfecha y no se identificó riesgo de desalojo.

En cuanto a considerar los rubros del escrito del señor Espinoza García, impresiona que responde a un sobreregistro en función del interés individual y asociado al incremento de la pensión.

Se informa para lo que corresponda”.
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Manifestaciones:
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, expresa: “Este caso es una ampliación del dictamen, toda vez que se le otorgó una jubilación del 25% del 80% y entonces, por eso viene la ampliación del dictamen. 
En realidad, el dictamen no viene a variar más allá del monto que nosotros otorgamos, pero como siempre, me parece, con todo el respeto para ellos, que algunas veces como que se contradicen y otras veces como ya lo vamos a ver en uno de los acuerdos que vienen con posterioridad, son contradictorios entonces, aquí hay dos opciones.
Mantener lo resuelto en cuanto al porcentaje de pensión que se le otorgó a don Carlos Eladio, toda vez que el dictamen médico forense no da mayores argumentos que puedan variar lo resuelto por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, o en su defecto, comenzar a discutir ese dictamen”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “A mí me parece que, en este caso, incluso la persona de Trabajo Social hace ver que el señor en su momento se le hizo lo de la declaración jurada y demás, y después de que le llegan los datos y la decisión de la Junta es que empiezan a sacar costos y no sé, siento como que hay gente que se la está jugando cuando hacemos una revaloración de un acuerdo.
A mí, conforme todo lo que mantiene esto, a los antecedentes y todo lo que se está presentando, yo por lo menos mantendría lo que habíamos acordado toda vez que el señor, no digamos, no hubo ningún aporte nuevo; entonces por lo menos yo en este artículo, opinaría que deberíamos de mantener lo acordado por la JUNAFO”.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “Tal vez don Rodrigo para externar lo que han dicho las personas, lástima que doña Ingrid no está hoy, pero tal vez alguno de los otros miembros de la JUNAFO me avalan de lo que voy a decir; muchas personas no conocen acerca del procedimiento que se lleva a cabo una vez que la persona jubilada muere y cuándo les llega el dictamen o el Trabajador Social no tienen o no saben que hay que tener toda una documentación referente a los gastos que se llevan a cabo en la casa, etcétera. 
Entonces, tal vez yo coincido con usted en cuánto a mantener lo resuelto por nosotros del 25% del 80% pero, instar a don Oslean que cuando hagamos estas giras, de alguna manera decirle a las personas cuáles son los requisitos cuando el jubilado muere, o no sé si en estos talleres que se están llevando a cabo en los diferentes lugares o en su defecto, a través del canal judicial que nos den un espacio para que las personas sepan, porque muchas veces por ignorancia de la norma, no lo saben, entonces a mí me parece que les llega sorpresivo, no lo tienen y el trabajador social simplemente se da media vuelta y hasta luego, no le importa más allá de buscar la verdad real de los hechos, cosa que por ejemplo en otras materias si nos damos la tarea de buscarlo, entonces, no sé, quería escucharlos”.
El integrante Arroyo Guzmán, expresa: “Sí don Juan Carlos, podemos estar de acuerdo en que las personas no cuentan con la información de, pero también les dan la oportunidad porque lo hemos visto en otros casos, de que incluso complementen la información y hay personas que incluso no la mandan.
En este caso, este señor incluso habla del tema de la canasta básica, pero, no le va a cambiar en nada el acuerdo que tuvimos en su momento, si fuera que en el estudio de Trabajo Social, se ausenta esta información, entonces uno diría, bueno sí, está bien; pero es que vienen después con temas de que me aumente aquí, más adelante incluso hay otro caso, ahí lo vamos a ver, pero no sé, coincido con usted en que podemos hacer una campaña de información, creo que en algún momento se solicitó, de hacerle ver a las personas que en caso de fallecimiento que tengan a, b, c, d; eso sí sería un aporte muy valioso y como lo dice usted en el canal judicial sería muy oportuno, tal vez que los compañeros de la Dirección de la JUNAFO puedan coordinar con ellos el trabajar esta información, pero también está el otro lado que hay personas que incluso no dicen nada; bueno, uno en la Dirección Ejecutiva lo vivió; hay personas que no dicen nada para ver qué pasa y ahí se viene, ¿verdad? 
También es que hay cosas que, hay que estar en los dos lados también, pero coincido con usted en el tema de que si hay que hacer una campaña de orientación hacia las personas de qué pasa si alguien se ausenta… más que el procedimiento, por ejemplo, el otro día vi y tal vez Oslean, me desmiente si estoy mal, pero sí vi que en algún momento se había instruido; “bueno, este es el procedimiento en caso de que la persona fallece”, sí pero entonces, tal vez por ahí, en el apartado es que tengan los comprobantes y busque toda la información que sea real y hacer ver ahí algo que creo que en algún momento lo hemos discutido aquí, el tema de que no se abarcan gastos de nietos, sobrinos, etcétera; eso sí sería muy oportuno, pero coincidimos en eso don Juan Carlos, gracias”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “Realmente don Rodrigo me quitó las palabras, precisamente iba a proponer que en la página web nuestra se pusiera un articulado, una información de los requisitos que deben tener las personas que precede la situación de pensión e indicarles cuáles son los requisitos o documentos que deben aportar, y eso que dijo don Rodrigo, de que no se permite de niños, nietos, nietas, tíos, tías, hermanas o qué sé yo, como gasto y hacer una campaña de divulgación de eso, para que eso nos ayude a nosotros a aliviar un poquito todos estos problemas que tenemos de reconsideraciones, entonces me parece que esa es la propuesta, que respaldo lo que dijo don Rodrigo que me antecedió en esa motivación y estoy totalmente de acuerdo de que se divulgue, se haga la información y en las visitas que también se lleve impreso, que se yo un documento donde dice lo que deben presentar para efectos cuando se haga el estudio de Trabajo Social, gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, entonces el acuerdo sería que de acuerdo con el dictamen social forense número tal, el mismo no arroja que está junta se encuentre facultada por carecer de elementos nuevos de lo resuelto en la sesión tal donde se terminó el 25% del 80% a favor de don Carlos Eladio Espinoza García”.
Se acuerda:	Una vez conocida y analizada la gestión anterior, tomando en consideración la ampliación al dictamen social forense NUE 22-000744-0721-TS suscrita por la trabajadora judicial Haydee Castro Chavarría, esta Junta dispone: 1.) Rechazar el recurso de reconsideración presentado por el señor Carlos Eladio Espinoza García mediante escrito recibido el 8 de febrero de 2023, teniéndose por agotada la vía administrativa en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada; lo anterior, debido a que el citado dictamen no brinda mayores argumentos que puedan variar lo resuelto por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO en sesión N° 044-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIII, por lo tanto, se mantiene incólume dicho acuerdo. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Espinoza García.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
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Documento Nº 97-2023 / 296-2023
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, Asesores Jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0019-AJ/DJA-2023 del 28 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión 005-2023 celebrada el 08 de febrero de 2023, artículo XI, comunicado mediante oficio N° 100-JUNAFO-2023, el 15 de febrero de 2023, en donde solicitan criterio jurídico “respecto al acceso restringido de protección de datos que ha emanado en muchas oportunidades la Sala Constitucional indicado el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales de la Ley No. 8968, en el que indican que se debe de salvaguardar para la entrega de información los datos sensibles y de acceso restringido protegidos, con el fin de determinar si se puede o no brindar la información solicitada”, esto con relación a la solicitud presentada por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) en donde gestionó ante la JUNAFO brindar determinada información al Ministerio de Hacienda, conforme a lo anterior, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:

Mediante oficio N° SP-128-2023, de fecha 1 de febrero de 2023, dirigido al Máster Oslean Mora Valdez, Director a.i. del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones refirió:

“En coordinación con el Ministerio de Hacienda, esta superintendencia recibió la siguiente solicitud relacionada con información sobre las pensiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPJ), administrado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Al ser la Junta Administradora la dueña de la información, se extiende la solitud de información inserta:

En aras de colaborar con una comunicación eficiente, se le solicita, en un plazo máximo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de este oficio, comunicar la fecha aproximada en la que la información que se detalla estaría lista para ser entregada al Ministerio de Hacienda, como se indica en el documento inserto.

Una vez preparada la información, favor remitirla a Vladimir Villalobos, Director de Despacho (villalobosgv@hacienda.go.cr) y a Nogui Acosta, Ministro de Hacienda (acostajn@hacienda.go.cr), con copia a esta superintendencia.”

Siendo la información preliminar requerida para el estudio Actuarial Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del Ministerio de Hacienda la siguiente:

“A. Información de los jubilados y pensionados en curso de pago en la fecha de corte, con las siguientes variables:

i. Número de cédula de identidad del jubilado o pensionado (9 dígitos).

ii. Número de caso.

iii. Fecha de nacimiento.

iv. Sexo (Femenino, Masculino).

v. Tipo de derecho (Ordinaria o Vejez, Extraordinaria o Invalidez, Sucesión: Viudez, Orfandad, Padres, Otros).

vi. Fecha de vigencia de la pensión del beneficiario.

i. Monto de la pensión mensual bruta inicial en la fecha de vigencia (se requiere el monto de pensión del mes completo, sin incluir pagos retroactivos o parciales).

ii. Monto de pensión mensual bruta en la fecha de corte (se requiere el monto de pensión del mes completo, sin incluir pagos retroactivos o parciales).

vii. Monto de deducción mensual en la fecha de corte para el seguro de salud de la CCSS, de la contribución ordinaria, contribución extraordinaria (solidaria) y del impuesto sobre la renta.

viii. Base o salario promedio de referencia utilizado para calcular el monto de la pensión inicial del beneficiario.

ix. Fecha de ingreso o de primer aporte cotizado al Régimen.

x. El total de años de servicio.

Nota: En el caso de que un número de cédula tenga más de una pensión deben incluirse como casos diferentes separados, diferenciados con el número de caso.

B. Para los jubilados en curso de pago a la fecha de corte por vejez (Ordinaria) o invalidez (Extraordinaria), a partir de la fecha en que se cuenta digitalizada la información (2004), se requiere la siguiente información para cada número de cédula:

i) Número de cédula (9 dígitos).

ii) Número de caso.

iii) La cantidad total de meses de servicio, en cada año de vida laboral, desde el año de ingreso hasta la fecha de pensión.

iv) El monto total de salarios cotizados, en cada año de vida laboral, desde el año de ingreso hasta la fecha de pensión.

v) El monto total de pensión bruta pagado en cada año de vida como pensionado desde la fecha de vigencia de la pensión y hasta la fecha de corte, incluyendo el aguinaldo.

vi) El monto total anual de la deducción para el seguro de salud de la CCSS, de la contribución ordinaria, contribución extraordinaria (solidaria) y del impuesto sobre la renta.

Nota: En el caso de que un número de cédula tenga más de una pensión deben incluirse como casos diferentes separados, diferenciados con el número de caso.

C. Se requieren los vectores históricos de tasas de cotización sobre el salario de los trabajadores, patronos, y el Estado.

D. Se requieren los vectores históricos de tasas ordinarias de cotización sobre los montos de las pensiones.

E. Resumen de los principales cambios en el perfil de requisitos y beneficios de cada uno de los Regímenes desde 1980 hasta la fecha, considerando las siguientes variables:

• Tasas de reemplazo de vejez, invalidez, viudez y orfandad.

• Cálculo del salario de referencia.

• Políticas de revalorización de los montos de las pensiones.

• Requisitos de edad y cuotas.”

A raíz de dicha gestión planteada, le surge la duda a la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de si la SUPEN, está facultada para ordenar remitir la información que requiere el Ministerio de Hacienda.

II. ANÁLISIS NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL:

Es importante recalcar que esta asesoría jurídica analizará la solicitud desde la perspectiva jurídica, en el sentido de determinar si es procedente la solicitud, sin embargo, en cuanto a la posibilidad material de contar con la información y poder entregarla, depende meramente del aparato administrativo, considerando que hay información de la que están solicitando, que son de fechas muy antiguas, por lo que se escapa del conocimiento de esta área.

De previo a realizar el desarrollo de la normativa y jurisprudencia sobre el tema, es imperativo mencionar que, en las actas del Consejo Superior cuando administraba el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como las actas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial actualmente, se publican varios de los datos que está solicitando la estimable Superintendencia de Pensiones, entre ellos el monto bruto de la jubilación o pensión, nombre completo del beneficiario, fecha de inicio del otorgamiento de beneficio, sexo de la persona (al indicar señora o señor), número de cédula y rebajos establecidos por ley (en los casos que corresponda), por lo anterior, a priori, la solicitud presentada por el ente supervisor, tiene sustento inclusive en actuaciones que ya se están realizando por parte del Órgano Máximo de Dirección, debido a esto, se procede a desarrollar los siguientes alcances sobre el caso en estudio, en cuanto a generalidades sobre el acceso a información:

1.- Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales:

El texto de la presente ley nació a la vida jurídica para regular la protección de los datos de las personas frente al tratamiento que se le puede dar ante la manipulación por parte de terceros, dicha ley tiene como objetivo lo siguiente, según su artículo 1:

“Esta ley es de orden público y tiene como objetivo garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad, así como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes”.

Su alcance es de aplicación a los datos personales que figuren en bases de datos automatizadas o manuales, de organismos públicos o privados, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos.

Conforme a lo anterior, la Junta Administradora tiene como obligación legal resguardar información sensible de las personas que tengan datos en los sistema y documento que maneje el área administrativa del órgano, ahora bien, la ley categoriza diferentes tipos de datos según su contenido (ver artículo 3), entre ellos, en lo conducente para el presente análisis, podemos mencionar los siguientes:

· Datos personales de acceso irrestricto: Son los contenidos en bases de datos públicas de acceso general, según dispongan leyes especiales y de conformidad con la finalidad para la cual estos datos fueron recabados.

· Datos personales de acceso restringido: Son los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública.

· Datos sensibles: información relativa al fuero íntimo de la persona, como por ejemplo los que revelen origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, vida y orientación sexual, entre otros.

Ahora bien, es importante concordar lo anterior con otros textos normativos de nuestra legislación, con la finalidad de entender los alcances de la gestión presentada por la Superintendencia de Pensiones.

2.- Constitución Política:

La Constitución Política, nos desarrolla en su artículo 30, el deber de los departamentos administrativos de implementar medidas para la entrega de información que sean de interés público, artículo que describe lo siguiente:

Artículo 30:

“Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público.

Quedan a salvo los secretos de Estado.” (El subrayado en negrita se adiciona).

3.- Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

Esta ley garantiza el acceso a la información relacionada con el gasto de fondos públicos, según se expone en el siguiente artículo:

“Artículo 7º- Libre acceso a la información. Es de interés público la información relacionada con el ingreso, la presupuestación, la custodia, la fiscalización, la administración, la inversión y el gasto de los fondos públicos, así como la información necesaria para asegurar la efectividad de la presente Ley, en relación con hechos y conductas de los funcionarios públicos. (…)” (El subrayado en negrita se adiciona).

4.- Sala Constitucional.

La Sala Constitucional tuvo un pronunciamiento vinculante sobre el caso de estudio en cuanto a la posibilidad de las personas interesadas de solicitar información relativa al monto bruto de pensión / jubilación y el nombre de las personas beneficiarias, consultable en la resolución Nº 13200 – 2021 dentro del expediente 21-0008726-0007-CO, en contra de la Junta Administradora del Fondo de jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en donde detalló lo siguiente:

“Así las cosas, en el sub examine, este Tribunal no encuentra mérito alguno para variar el criterio transcrito, por lo que procede declarar con lugar el recurso contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sin demérito de advertir, en aplicación mutatis mutandi de lo resuelto en cuanto a salarios, que si bien el ciudadano tiene derecho a conocer la información individualizada relativa a las pensiones de los funcionarios públicos (incluyendo el monto bruto percibido), no existe un derecho a conocer el desglose de las deducciones aplicadas a una pensión en específico ni el monto líquido o neto que el jubilado recibe por concepto de pensión.

Aunado a lo anterior, la Sala Constitucional en resolución N° 2019-010683, se refirió a lo relativo a sexo de las personas, valorando diferentes puntos de vista sobre el tema, que, en lo conducente, expuso lo siguiente:

 “… en todos los casos debe eliminarse la indicación del sexo en los documentos de identidad (cédula y tarjeta de identidad de menores); como se dijo, tal meta resulta legítima. No obstante, simultáneamente, el TSE mantiene el dato referido en su página web, lo que vuelve tal información no solo pública sino de muy fácil acceso para cualquier persona, de manera que la pretendida eliminación de una trazabilidad estigmatizante finalmente no ocurre. Por consiguiente, este amparo resulta procedente, lo que implica la obligación del TSE de eliminar la determinación del sexo de las personas en su sitio web" (lo subrayado no corresponde al original). Así las cosas, es claro que la postura de esta Sala en este tipo de casos es resguardar la dignidad humana y el derecho de las personas que no deseen hacer público ni de fácil acceso la información relativa a su sexo. Precisamente por esa razón es que se han avalado las medidas dirigidas a resguardar estos datos y mantenerlos en un ámbito estrictamente privado. En la especie, la parte recurrente solicitó ante el Registro Civil un cambio de sexo o género en el asiento de inscripción de ese registro, lo cual no es procedente siempre y cuando el acceso a tales asientos de inscripción se mantenga confidencial, para continuar con la línea jurisprudencial de esta Sala. Es decir, el acceso a tales asientos debe ser vigilado estrictamente por los recurridos, pues se trata de datos restringidos respecto de los cuales se debe demostrar un interés legítimo para obtenerlos. Este Tribunal comparte la idea que el sexo, como dato registral en Costa Rica, es decir, el sexo asignado al nacer debe seguirse registrando tal cual, pues en algunos ámbitos como el médico, tiene relevancia. De ahí que la pretensión de la parte recurrente sea improcedente, por razones de seguridad jurídica, médicas y otras, a fin de mantener intacta la información del sexo asignado al nacer de las personas, pero siempre con la advertencia de que, en aras de resguardar la dignidad humana de las personas, el acceso a tales asientos de inscripción sea estrictamente restringido.” (Énfasis suplido).

5.- Ley de Protección al Trabajador.

De su parte, debemos considerar que la Superintendencia de Pensiones, como órgano supervisor, tiene potestades normativas para solicitar información cuando así lo requiera, considerando la naturaleza de sus competencias, según lo indicado en la Ley de Protección al Trabajador en los numerales 2 inciso g), 42 y 43, en lo que interesa dispone:

· “Artículo 2.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se definen los siguientes términos:

(…)

g) Entidades supervisadas. Todas las entidades autorizadas, la CCSS en lo relativo al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte y todas las entidades administradoras de regímenes de pensiones creados por leyes o convenciones colectivas, antes de la vigencia de esta ley.

· Artículo 42. Deberes de los entes autorizados. Sin perjuicio de las demás obligaciones estipuladas en esta ley, son obligaciones de las operadoras y las organizaciones sociales autorizadas:

(…) 

g) Suministrar oportunamente a la Superintendencia la información requerida, en el plazo y las condiciones dispuestos por ella.

h) Publicar oportunamente la información que la Superintendencia indique mediante resolución general.

i) Remitir a los afiliados la información que la Superintendencia señale, con la periodicidad y el formato que ella determine.

j) Suministrar a los afiliados la información que soliciten expresamente sobre el estado de sus cuentas.

k) Guardar confidencialidad respecto de la información relativa a los afiliados, sin perjuicio de la información requerida por la Superintendencia para realizar las funciones estatuidas en la presente ley y por las autoridades judiciales competentes.”

· “Artículo 43.- Suministro de información. Las operadoras y las organizaciones sociales autorizadas deberán comunicar, oportunamente y por los medios que indique el Superintendente, cualquier hecho o información que, a su criterio o a criterio de la Superintendencia, sea necesario poner en conocimiento del afiliado y el público en general o cuya difusión se requiera para garantizar la transparencia y claridad de las operaciones. Si alguna entidad, injustificadamente se niega a divulgar la información solicitada, la Superintendencia podrá divulgarla directamente por cuenta de aquella, y podrá certificar, con carácter de título ejecutivo, el costo de las publicaciones, para proceder a su recuperación; lo anterior, sin perjuicio de las sanciones correspondientes al infractor, en la vía administrativa o la judicial.”

6.- Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias.

La Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, le otorga a la Superintendencia de Pensiones la potestad de solicitar información sobre la situación financiera de los entes supervisados y los costos de los servicios en materia de pensiones, desarrollando lo siguiente:

Superintendencia de Pensiones

· Artículo 33.- Regulación del régimen. El Régimen de Pensiones será regulado y fiscalizado por una Superintendencia de Pensiones, como órgano de máxima desconcentración, con personalidad y capacidad jurídicas instrumentales, y adscrito al Banco Central de Costa Rica. La Superintendencia de Pensiones autorizará, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de esta ley.

(…)

·  Artículo 36.- Supervisión de los otros regímenes de carácter público. En materia de supervisión y resguardo de la solidez financiera de los regímenes de pensiones creados por ley o convenciones colectivas, la Superintendencia tendrá las siguientes facultades: (El subrayado se adiciona)

a) Velar por el equilibrio actuarial de los regímenes administrados y dictar las resoluciones correspondientes.

(…)

d) Definir el contenido, la forma y la periodicidad de la información por suministrar a la Superintendencia sobre la situación financiera de los sistemas, las características y los costos de los servicios en materia de pensiones, todo con el fin de que exista información oportuna y confiable en cuanto a la situación de dichos sistemas. (El subrayado se adiciona)

(…)

Artículo 38: Atribuciones del Superintendente de Pensiones:

(…)
 
r) Exigir, a los entes supervisados, el suministro de la información necesaria para los afiliados y dictar normas específicas sobre el contenido, la forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a la Superintendencia, al afiliado y al público, información sobre su situación jurídica, económica y financiera, sobre las características y los costos de sus servicios, las operaciones activas y pasivas y cualquier otra información que considere de importancia; todo con el fin de que exista información suficiente y confiable sobre la situación de las entidades supervisadas. 

7.-Otras consideraciones normativas.

El acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión 005-2023 del 8 de febrero de 2023, artículo XI, solicitó a esta Asesoría Jurídica analizar el artículo 24 de la Constitución Política, referente a salvaguardar la entrega de la información, el cual literalmente indica:

“Artículo 24.- Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones.

Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la República. Sin embargo, la ley, cuya aprobación y reforma requerirá los votos de dos tercios de los Diputados de la Asamblea Legislativa, fijará en qué casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar el secuestro, registro o examen de los documentos privados, cuando sea absolutamente indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su conocimiento.

Igualmente, la ley determinará en cuáles casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar que se intervenga cualquier tipo de comunicación e indicará los delitos en cuya investigación podrá autorizarse el uso de esta potestad excepcional y durante cuánto tiempo. Asimismo, señalará las responsabilidades y sanciones en que incurrirán los funcionarios que apliquen ilegalmente esta excepción. Las resoluciones judiciales amparadas a esta norma deberán ser razonadas y podrán ejecutarse de inmediato. Su aplicación y control serán responsabilidad indelegable de la autoridad judicial.

La ley fijará los casos en que los funcionarios competentes del Ministerio de Hacienda y de la Contraloría General de la República podrán revisar los libros de contabilidad y sus anexos para fines tributarios y para fiscalizar la correcta utilización de los fondos públicos.

Una ley especial, aprobada por dos tercios del total de los Diputados, determinará cuáles otros órganos de la Administración Pública podrán revisar los documentos que esa ley señale en relación con el cumplimiento de sus competencias de regulación y vigilancia para conseguir fines públicos. Asimismo, indicará en qué casos procede esa revisión.

No producirán efectos legales, la correspondencia que fuere sustraída ni la información obtenida como resultado de la intervención ilegal de cualquier comunicación.”

Sin embargo, el presente articulado no será analizado en el siguiente encabezado, considerando que regula la protección de la documentación y comunicaciones escritas, sin especificar qué tipo de datos, pero enfoca la redacción en el trámite de la información que pueden solicitar los distintos tribunales del país, así como Ministerio de Hacienda y de la Contraloría General de la República para casos específicos, como lo detalla el contenido del mismo, por lo que no será objeto de análisis.

III. ANÁLISIS DEL CASO:

La Superintendencia de Pensiones requiere a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, recabar la información solicitada por el Ministerio de Hacienda, la cual es requerida a fin de realizar un estudio actuarial de dicho Fondo, asimismo, señala la superintendente Rocío Aguilar Montoya que esta información deberá ser remitida al licenciado Vladimir Villalobos, Director de Despacho y al licenciado Nogui Acosta, Ministro de Hacienda, con copia a la superintendencia, por lo que se debía informar en el plazo de diez días, la fecha aproximada en el que tendrían lista la información.

La consulta en concreto que realiza la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a esta Asesoría Jurídica, es determinar si se puede entregar la información solicitada por la Superintendencia de Pensiones, con base en esto, lo primero que se debe conceptualizar es el tipo de información que están solicitando, si está dentro de la categoría de datos restringidos, datos irrestrictos o datos sensibles, de conformidad con lo estipulado en la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales.

 Como se mencionó en el encabezado de análisis normativo y jurisprudencial, en las actas del Consejo Superior cuando administraba el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como actualmente en las actas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se publican los mismos datos que está solicitando la Superintendencia de Pensiones, entre ellos el monto bruto de la jubilación o pensión, nombre completo del beneficiario, fecha de inicio del otorgamiento de beneficio, sexo de la persona (al indicar señora o señor) y número de cédula, por ende, ya es información que está al alcance del público en general, inclusive hasta del Ministerio de Hacienda, destinatario de la información según el escrito de la Superintendencia de Pensiones, la única diferencia es que el ente supervisor la está solicitando de forma unificada y categorizada en un mismo documento.

Mencionado lo anterior, la misma Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, nos expone que son datos sensibles, entre ellos información relativa al fuero íntimo de la persona, como por ejemplo los que revelen origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, vida y orientación sexual, entre otros.

Además, los datos personales de acceso irrestricto, si pueden ser consultados por cualquier persona interesada, debido a que están contenidos en bases de datos públicas de acceso general, como en el caso de las actas del Consejo Superior y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, consultables en la página web Nexus.pj, así como en la página del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo que no entrarían en la categoría de datos personales de acceso restringido.

La posición anterior, se ratifica con lo indicado por la estimable Sala Constitucional, al expresar en la resolución Nº 13200 – 2021 dentro del expediente 21-0008726-0007-CO, que el ciudadano tiene derecho a conocer la información individualizada relativa a las pensiones de los funcionarios públicos (incluyendo el monto bruto percibido), sin embargo, si se debe velar por resguardar el desglose de las deducciones aplicadas a un beneficio, así como su monto líquido o neto, debido a que esto si es de interés únicamente de la persona beneficiaria. Es menester indicar que la Superintendencia de Pensiones está solicitando únicamente los montos brutos de los beneficios mensuales, tanto los iniciales como los de fecha de corte, por lo que estarían solicitando información de acceso irrestricto. Esto va de la mano con lo estipulado en la Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, en donde indica que una de las atribuciones del Superintendente de Pensiones, es exigir, a los entes supervisados, el suministro de la información necesaria, además, el artículo 30 de la Constitución Política reconoce el derecho de toda persona de acceder a las dependencias públicas, como una forma de garantizar la transparencia de la función. 

De acuerdo con el citado artículo, se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público, mediante este derecho, se procura una función administrativa transparente, que permita a los sujetos acceder a la información de naturaleza pública que se encuentre en poder de los respectivos entes u órganos públicos.

Al respecto, en la sentencia de la Sala Constitucional número 2014-4037, reiterada, entre otras, por la sentencia número 2015-15074, señaló que:

“El acceso a la información pública que se encuentra en manos de la Administración ha sido reconocido como derecho constitucional en reiterados fallos de este Tribunal. Su raigambre constitucional se encuentra en el artículo 30 de la Constitución, amén que también ha recibido reconocimiento en el derecho convencional. De esta forma, instrumentos básicos del Derecho Internacional lo han reconocido como un componente del derecho de información que se encuentra a su vez asociado a la libertad de expresión. Así, la Declaración Universal de Derechos Humanos señala en su artículo 19 que “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones” (El subrayado es agregado).

De este modo, el Estado debe procurar poner a disposición del público, la información de la manera más actual y completa posible, eso sí observando límites como el requerido resguardo de aquellos datos privados que son recopilados por la Administración, conforme a la Ley 8968, Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales.

La Administración Pública está sujeta a un deber de transparencia y publicidad. Carece, en consecuencia, de una facultad para reservarse asuntos calificados por la normativa como de acceso público. Lo que no excluye que, para salvaguardar determinados fines públicos, el legislador obligue a mantener la confidencialidad de la información relacionada con investigaciones o bien, datos recabados de particulares. 

Correlativamente, el acceso a esa información constituye un derecho fundamental del ciudadano que limita el accionar público, el derecho de acceso a la información es considerado uno de los principios fundamentales del Estado Social de Derecho.

Ahora bien, la administración si tiene el deber de resguardar los datos sensibles que tengan en sus bases de datos, puede recabar la información para el cumplimiento de sus fines, pero dicha información debe continuar siendo privada y, de ese hecho, no puede ser transferida a terceros sin el consentimiento del derecho habiente o bien, en los supuestos en que el ordenamiento lo establece, para satisfacer un interés público. Ergo, lo propio del dato o información confidencial es que una vez recabado no puede ser utilizado para fines y condiciones distintas a aquéllas por las que se recabó, salvo norma que autorice lo contrario. En ese sentido, la confidencialidad es una garantía ante el suministro, voluntario o impuesto por el ordenamiento, como es el caso de la materia de pensiones. La confidencialidad puede, entonces, ser analizada como un deber de reserva para la autoridad administrativa que recaba la información. Deber de reserva que protege en último término la intimidad, incluyendo la libertad de disposición de los datos que le conciernen. A esto, se debe considerar que la información que está solicitando la Superintendencia de Pensiones, no entra dentro de esta categoría, tomando en cuenta ya todo lo explicado en el presente encabezado.

Con fundamente en toda la normativa analizada y el desarrollo del presente escrito, se concluye que el tema del derecho de acceso a la información de instituciones públicas a la luz de los principios constitucionales implícitos de la transparencia y la publicidad es parte de la actuación o función administrativa, en relación con el derecho a la privacidad y demás situaciones de excepción, que restringen o limitan el acceso a cierto tipo de información, lo que no ocurre en el caso de la información solicitada a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Finalmente, en cuanto al tema del sexo o género de las personas, en concordancia con lo ordenado por la Sala Constitucional en resolución N° 2019-010683, se podría entregar la información considerando que cuando se otorga un beneficio, en las actas del órgano colegiado se indica “señor o señora” y valorando que, quien lo solicita es la Superintendencia de Pensiones, ente regulador que tiene facultad legal para hacerlo, aún y cuando se suministre la información al Ministerio de Hacienda, considerando que esas entidades también están obligadas a cumplir con la normativa anteriormente citada.

III.- CONCLUSIONES:

1.- El artículo 30 de la Constitución Política garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público, derecho fundamental que en la doctrina se ha denominado derecho de acceso a la información administrativa, y que emana del principio de publicidad que cubre a la actuación administrativa, en tanto objeto del interés público.

2.- El artículo 24 de la Constitución Política les garantiza a todas las personas una esfera de intimidad intangible para el resto de los sujetos de derecho, de tal forma que aquellos datos íntimos, sensibles o nominativos que un ente u órgano público ha recolectado, procesado y almacenado, por constar en sus archivos, registros y expedientes físicos o automatizados, no pueden ser proporcionados ni accedidos por terceras personas, excepto cuando se trate de asuntos orientados al interés público.

3.- La Sala Constitucional arribó a la conclusión de que la reserva administrativa (de la información) es una excepción que se justifica, únicamente, cuando por su medio se tutelan valores y bienes constitucionalmente relevantes.

4.- La Superintendencia de Pensiones tiene autoridad para solicitar información a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y ésta, en su calidad de la entidad supervisada según la normativa aludida en el presente escrito, debe proporcionar la información que a criterio del ente supervisor, sea necesario poner en conocimiento del afiliado y el público en general, en este caso, el Ministerio de Hacienda.

5.- La posición anterior, se ratifica con lo indicado por la estimable Sala Constitucional, al expresar en la resolución Nº 13200 – 2021 dentro del expediente 21-0008726-0007-CO, que el ciudadano tiene derecho a conocer la información individualizada relativa a las pensiones de los funcionarios públicos (incluyendo el monto bruto percibido), sin embargo, si se debe velar por resguardar el desglose de las deducciones aplicadas a un beneficio, así como su monto líquido o neto, debido a que esto si es de interés únicamente de la persona beneficiaria.

6.- Es menester indicar que la Superintendencia de Pensiones está solicitando únicamente los montos brutos de los beneficios mensuales, tanto los iniciales como los de fecha de corte, por lo que estarían solicitando información de acceso irrestricto. Esto va de la mano con lo estipulado en la Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, en donde indica que una de las atribuciones del Superintendente de Pensiones, es exigir, a los entes supervisados, el suministro de la información necesaria, además, el artículo 30 de la Constitución Política reconoce el derecho de toda persona de acceder a las dependencias públicas, como una forma de garantizar la transparencia de la función. 

7.- En caso de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial decida otorgar la información solicitada por la Superintendencia de Pensiones para ser remitida al Ministerio de Hacienda, se recomienda hacer la prevención que en cuanto al tema de sexo o genero de las personas, deben tomar las medidas necesarias para darle el tratamiento oportuno, según lo establecido por la Sala Constitucional, de conformidad con el voto N° 2019-010683.

Con base en lo anteriormente expuesto, se emite el presente criterio en respuesta a lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo que corresponda.”

- 0 -
Manifestaciones:
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, expresa: “Vista la solicitud, creo que lo que procede es tomar nota del informe de la Asesoría Jurídica salvo que don Eduardo desee hacer alguna ampliación”.
El licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la JUNAFO, manifiesta: “Básicamente don Juan Carlos para explicarle el trabajo que hicimos don Diego y yo, fue depurar el tipo de información que estaban solicitando y ver qué tipo de información ahorita está al alcance del público en general, esa información que están solicitando ya está publicada en las actas; eso se publica desde que el Consejo Superior administraba el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que son los montos brutos, el número de cédula de las personas y nombre completo, así como el monto del beneficio que se otorgó en el momento que el órgano aprobó la jubilación o pensión; la única diferencia con la solicitud que están planteando es que ellos lo están pidiendo unificado pero los datos en sí, si están publicados.
También, se analizó el tema de la Ley de Protección de Datos ante terceros y el tipo de información que están solicitando son datos irrestrictos, es decir, que son datos que tienen que ser de acceso al público por el tema de que se financian con fondos públicos, no son datos sensibles porque la Ley si nos dice cuáles son los datos sensibles, que son lo que es al fuero íntimo de la persona como origen racional, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condiciones socioeconómicas, genéticas, de vida y orientaciones sexuales, entonces nosotros hicimos todo un estudio analizando uno por uno de los datos que estaban solicitando y realmente eso ya está publicado y consideramos que no son datos irrestrictos, inclusive ya hay votos de la Sala que nos han dicho de que esos datos sí hay que entregarlos, aquí el único problema sería, que eso si escapa un poco de lo que es la Asesoría Jurídica, es el tema de la recolección de la información para darla unificada, que sí es un trabajo arduo por parte de la Administración, pero por parte de Asesoría Jurídica sería eso don Juan Carlos”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Nada más para información y el conocimiento de sus estimables personas, la Administración inició, recordemos que originalmente cuando se vio este tema se habla de un periodo de seis meses para poder otorgar esta información, tiempo durante el cual se analizaría si esta información corresponde o no corresponde brindársela a un tercero, en este caso al Ministerio de Hacienda.
Estamos claros de que la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, puede solicitar esta información y podríamos entregársela a la SUPEN porque es parte de la información que a ellos les compete, pero teníamos la duda de si se podía entregar a un tercero, en este caso era al Ministerio de Hacienda.
Dado el criterio que nos comparten hoy don Eduardo y don Diego, básicamente nos están indicando que esta información es de acceso público y no solamente se podría entregar al Ministerio de Hacienda sino que inclusive a un tercero particular, un periodista o una persona que quiere saber qué se hace con los recursos públicos, podría llegar a tener acceso a ese detalle, con ciertas limitaciones y talvez con ciertas identificaciones básicas que habría que cuidar pero en términos generales podría darse este detalle.
Creo que es importante también que ustedes sepan que estamos trabajando fuertemente en recopilar estas bases de datos de información por cuanto son bases de datos pesadas, parte del requerimiento es, no sólo los beneficios económicos que se han pagado a lo largo de la vida como jubilados o como personas pensionadas de este régimen sino que nos solicitan los salarios que llegaron a construir el régimen, entonces estamos hablando de bases de datos donde hay que regresarse décadas, donde estamos hablando de setentas, sesentas, etcétera; información que no se encuentra disponible en bases de datos dentro del Poder Judicial y estamos acudiendo a instancias por ejemplo, la Contabilidad Nacional y a través del Sistema Centralizado de Recaudación - SICERE.
Entonces, ahí hay una limitante importante en el alcance de esta situación que vamos a hacer lo mejor posible pero que podría suceder que no encontremos información de décadas tan anteriores y que estamos haciendo un importante esfuerzo para que esta situación se de en el plazo indicado.
Sí se los quiero mencionar y que quedemos todos debidamente claros con esta situación porque estamos hablando de que prácticamente son cincuenta años de datos lo que tenemos que estar buscando en este momento para poder satisfacer este requerimiento y creo que eso es importante también que ustedes lo sepan y lo conozcan, claramente lo que busca es un gran esfuerzo, lo que se está haciendo y lo que en principio, en teoría busca este estudio es hacer una liquidación actuarial individualizada para cada persona beneficiaria, donde básicamente se pueda revisar cuanto acumuló durante su etapa productiva, cuanto ha consumido durante la etapa como beneficiario y cuanto le queda de acuerdo a la expectativa de vida costarricense para saber si colaboró suficiente, no para el beneficio que se le ha otorgado o el que está disfrutando, cosa que en principio no debería ser suficiente, producto de que el Régimen como un todo se encuentra con déficit, verdad.
Entonces la única forma de que el Régimen se encuentre con déficit es precisamente porque la suma agregada de todas las personas que son hoy beneficiarias pues no han contribuido lo suficiente para disfrutar del beneficio que tienen, en términos generales, puede ser que hayan casos particulares, individuales que si lo hayan hecho pero en promedio no, entonces ahí lo que estaría haciendo este estudio de una u otra manera, es individualizando los déficit de cada persona, básicamente ese es el objetivo que perseguiría en alguna medida, en este caso el Ministerio de Hacienda con este trabajo.
Si decirles que esto no es único de nosotros, esta situación se está haciendo también con la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional - JUPEMA, con el Régimen de Bomberos, con los regímenes que administra la Dirección de Pensiones del Ministerio de Trabajo, todo lo que son expresidentes, exdiputados, estos regímenes con más situaciones porque no había cotizaciones por parte de los beneficiarios si no que eran otorgados simplemente; todos estos regímenes están con esta situación pero digamos que con ellos no hubo cotizaciones significativas, en el caso de nosotros sí ha habido y talvez por eso es que implica un mayor esfuerzo de conseguir esos salarios de esas personas de tantos años atrás; eso para que ustedes entiendan la magnitud y dimensionen el esfuerzo que en este momento la Administración está tratando de efectuar para obtener esta información”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Creo que con el material que nos han generado los compañeros de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, 	que por cierto muy claro, creo que es un documento, bueno don Juan Carlos tendrá todavía una posición más jurídica que la de uno, pero creo que es un documento como para enseñar también, que lo va educando a uno, para decirlo de alguna manera le va formando criterio y yo propondría que aquí el acuerdo fuera dirigido hacia dar por recibido y aprobado el oficio de la Asesoría Legal de la JUNAFO, y como un segundo punto, trasladarlo a la Dirección de la JUNAFO, para que proceda de conformidad con las recomendaciones emitidas y aprobadas”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Yo lo tenía redactado de la siguiente manera, acoger el criterio jurídico de la JUNAFO y proceder a comunicar por parte de la Dirección de este órgano, tanto a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN como al Ministerio de Hacienda, pero el que usted redactó me parece más asertivo, entonces si están todos de acuerdo, tomamos la redacción del acuerdo de don Rodrigo”.
Se acuerda:	Considerando las deliberaciones anteriores, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dispone lo siguiente: 1.) Acoger en todos sus extremos el oficio N° 0019-AJ/DJA-2023 del 28 de marzo de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, referente al tipo de información que se puede entregar a las personas usuarias que requieran datos sobre los beneficios que otorga nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) En razón de que el criterio jurídico anterior se solicitó a nuestra área legal, a raíz de la gestión presentada por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023, se le comunica el presente acuerdo, con la finalidad de informarle que por parte de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se tramitará lo correspondiente para dar cumplimiento a los requerimientos solicitados. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes, para gestionar la unificación de la información solicitada referente a los beneficios otorgados a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 4.) La Asesoría Jurídica de está Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120206792][bookmark: _Toc132362691][bookmark: _Toc132720866]ARTÍCULO IX
Documento N° 97-2023 / 301-2023
En sesión N° 005-2023 del 08 de febrero de 2023, artículo XI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 41-2022 del 25 de octubre de 2022, artículo XII, se tomó nota de la asistencia del licenciado Arnoldo Hernández Solano y del máster Oslean Mora Valdez, a la reunión convocada por casa presidencial y se estuvo a la espera del comunicado oficial, mediante el cual solicitaran la información que necesitaran sobre los Fondos de Pensiones para su estudio, así como la base legal de dicha solicitud.

La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023, comunicó:

[bookmark: _Hlk127195461]“En coordinación con el Ministerio de Hacienda, esta superintendencia recibió la siguiente solicitud relacionada con información sobre las pensiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPJ), administrado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Al ser la Junta Administradora la dueña de la información, se extiende la solitud de información inserta:




[bookmark: _Hlk126075625]En aras de colaborar con una comunicación eficiente, se le solicita, en un plazo máximo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de este oficio, comunicar la fecha aproximada en la que la información que se detalla estaría lista para ser entregada al Ministerio de Hacienda, como se indica en el documento inserto.

[bookmark: _Hlk126075730]Una vez preparada la información, favor remitirla a Vladimir Villalobos, Director de Despacho (villalobosgv@hacienda.go.cr) y a Nogui Acosta, Ministro de Hacienda (acostajn@hacienda.go.cr), con copia a esta superintendencia.”
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Manifestaciones de los integrantes: 

El máster Oslean Mora Valdez manifiesta que este asunto es una particularidad de un proyecto del Poder Ejecutivo que busca hacer una gestión ante Cortes Internacionales para denunciar las llamadas “pensiones de lujo” y quieren hacer una liquidación individualizada de los actuales pensionados o jubilados de los regímenes diferentes al IVM. Es decir, lo que buscan con esta información, es tener el dato preciso del monto cotizado por cada persona, el tiempo que tiene de encontrarse jubilado y si ya se llegó al monto cotizado. 

Indica que eso es una presunción de los hechos, pero que realmente sería posible demostrarlo si se tuviera toda la información que están solicitando y si se pudiera recabar de forma sencilla, ya que están solicitando décadas de información, prácticamente 40 o 50 años; la cual actualmente no se posee ya que los sistemas del Poder Judicial que son los que se están heredando, poseen información del 2004 en adelante, hacia atrás se tenían otros sistemas y no es posible reconstruir esa información debido a que esas bases de datos están en desuso.

Señala que quién posee esa información histórica es Contabilidad Nacional, ya que es donde anteriormente se realizaban estos registros de manera manual y que, en muchos casos, principalmente en la década de los 80’s y de los 90’s la información se encuentra en microfilms; es decir, habría que digitalizar toda esa información para poder reconstruir una base de datos; por lo tanto, es bastante complejo el detalle de la información que solicitan.

Menciona, que personalmente se cuestiona la capacidad y la legalidad de que la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) solicite información y le ordene a la Junta Administradora enviársela a un tercero. Manifiesta su preocupación de que cumpliendo con lo ordenado genere ciertos conflictos al brindar esa información, así como también el detalle de lo solicitado, ya que la Sala Constitucional brinda detalles públicos como lo son el nombre de la persona, monto bruto de la jubilación; pero también están solicitando el detalle de las pensiones otorgadas a familiares, el monto que perciben por mes, cuanto han percibido desde que se declaró la pensión, la fecha en que se declaró, entre otros.

Por todo lo citado anteriormente, indica que dicha información tan específica no se tiene ni para uso propio de la Junta Administradora, ya que habría que reconstruir muchas bases de datos y actualmente no se trabaja con liquidaciones individualizadas para las personas, por lo tanto, no se tiene el detalle de la información requerida de fácil acceso y mucho menos, en el plazo otorgado por la SUPEN de diez días.

Reitera que este es un tema delicado y que podría generar conflictos con las personas jubiladas, incluso si se cumple al pie de la letra con lo solicitado, al estar compartiendo información delicada y; por otro lado, si no se realiza, esta Junta Administradora podría verse involucrada en un conflicto directo con la SUPEN. 

Aclara que la Asesoría Jurídica de la JUNAFO se encuentra analizando la legalidad de la solicitud y valorar si es viable dar respuesta a lo requerido con ese lujo de detalles; asimismo, recalca que se le debe indicar a la SUPEN que es materialmente imposible tener la información solicitada en esos diez días.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano solicita que en la respuesta que se le debe brindar a la SUPEN se indique que en la reunión en la que participó él junto con el máster Mora Valdez en la Casa Presidencial, esa misma información fue solicitada. Expresa que en esa reunión se dejó claro que esos datos no se poseen, sino que es Contabilidad Nacional quién la resguarda y que es imposible cumplir con lo solicitado y mucho menos en el tiempo brindado por la SUPEN.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán indica que en la misma línea de lo indicado por el máster Mora Valdez y el licenciado Hernández Solano, le genera también la duda sobre cuál es el fondo de esa solicitud. Ya que no queda tan claro ni tan preciso en lo indicado por la SUPEN.

Concuerda con que previamente a resolver lo correspondiente, se le traslade a la Dirección y a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO a fin de que se valore si hay información sensible, así como cuál es el uso que se le va a dar a esa información, y cuál es la base legal. Además, se debe dar aviso de que el plazo brindado no corresponde a la realidad para otorgar o facilitar la información requerida, señalar en qué año empezó funciones la JUNAFO conforme la Ley 9544 y hacer ver que cuándo fue que empezó el Poder Judicial a asumir como propia la información de los salarios y los aportes para el Fondo de Jubilaciones. En el caso de que sea materialmente imposible brindar esa información, debería informársele a la SUPEN

Indica también, que de acuerdo con la información recibida el día de hoy, así como en la reunión en la Casa Presidencial, debe valorarse la parte de la legalidad y aprestarse a posibles recursos ante diferentes instancias como la Sala Constitucional.

El licenciado Parris Quesada Madrigal señala que hay dos aspectos importantes que tomar en este punto. Primero, propone que se traslade a la Asesoría Legal de la JUNAFO, para que se validen los efectos que pueda tener esto, respecto al acceso restringido de protección de datos que ha emanado en muchas oportunidades la Sala Constitucional indicado el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales de la Ley No. 8968, en el que indican que se debe de salvaguardar para la entrega de información los datos sensibles y de acceso restringido protegidos. Lo anterior, es de suma importancia para tener la seguridad de si se puede o no brindar la información solicitada.

Y como segundo punto, es el problema del histórico de todas las personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, que como muy acertadamente lo indicó el máster Mora Valdez de que a partir de cierta fecha está toda la documentación microfilmada, es decir, no está digitalizada, lo cual implica un arduo trabajo que sea materialmente imposible en términos de diez días brindarla.

La licenciada Ingrid Moya Aguilar menciona que, en los archivos adjuntos, se indica que la información requerida es para un estudio actuarial, sin embargo, en el oficio de la Superintendencia de Pensiones no se aclara. A su vez, señala que el nombre del documento PDF dice que es para uso de una empresa llamada Dinamic Actuarial Ltda., por lo tanto, habría que valorar a dónde va a salir la información que se está solicitando por parte de ellos.

Como otro punto, indica que en el punto “A” de esa solicitud de requerimientos se menciona lo que es el sexo, que el mismo Tribunal de Elecciones ha eliminado de sus bases de datos ya que actualmente el mismo no debe ser brindado, por lo tanto, es información sensible.

Por último, señala que lo que se indica en cuanto al plazo es que en el término de diez días contados a partir del recibo se comunique la fecha aproximada en la que la información estaría lista, es decir, la duración para recabar toda la información o la imposibilidad de obtenerla.

El doctor Juan Carlos Segura Solís agradece la aclaración dada por la licenciada Moya Aguilar.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano consulta si se les debería informar a los representados sobre esta situación política que está realizando el Gobierno a través de la SUPEN, que por su condición de supervisor indica que se brinde esa información, por lo tanto, considera que se debe mantener informada a la población jubilada y pensionada.

El doctor Juan Carlos Segura Solís señala que, con todo respecto, la posición de la licenciada Moya Aguilar es fundamento para contestar a esta solicitud, aunado con lo indicado por el máster Arroyo Guzmán y el licenciado Quesada Madrigal; y esperar a ver qué sucede con una nueva respuesta a esas consultas ya que no se tiene claro todavía cuál es la finalidad por la cual se está solicitando, para posteriormente comunicarlo a todas las personas que puedan verse eventualmente afectadas.

Propone que se tome la decisión externada por la licenciada Moya Aguilar y en cuanto a la propuesta del licenciado Hernández Solano, esperar a ver qué sucede para no alarmar a la población.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano añade que sí se tiene conocimiento del fin de la solicitud, ya que en la reunión realizada en la Casa Presidencial indicaron que es para hacer una gestión para rebajar “las pensiones y jubilaciones de lujo”, ese es el motivo. Señala que incluso están utilizando una empresa externa que realizaría el estudio actuarial y en esa reunión se presentó a la encargada del citado estudio a fin de que determine como bajar las “pensiones de lujo” en el Poder Judicial; por lo tanto, insiste en que se alerte a la población para que quede constancia de que se les está defiendo y la forma en que se está haciendo.

El doctor Juan Carlos Segura Solís manifiesta que eso fue una reunión y lo que se está conociendo ahora es algo diferente y no se tiene claro el fundamento por el cual lo están pidiendo.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán señala que concuerda con lo indicado por el doctor Segura Solís, así como lo comunicado por el licenciado Hernández Solano tratado en la reunión de la Casa Presidencial; sin embargo, a lo único que se puede referir la Junta Administradora es a lo que llega de forma escrita.

Por lo tanto, reitera que, lo indicado anteriormente, sobre que se le solicite una aclaración a la SUPEN, sobre la procedencia de esa información, en qué se va a utilizar, hacer ver que hay información sensible que no se puede otorgar, incluso lo indicado por el licenciado Quesada Madrigal sobre el artículo de la Constitución Política como de la Ley 8968 es muy oportuno también, y considera que es lo más prudente.

Finalmente, el licenciado Arnoldo Hernández Solano solicita quede en actas, las manifestaciones realizadas sobre este asunto.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones sobre la solicitud de información relacionada a las pensiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Tomar nota de las manifestaciones realizadas por los integrantes de esta Junta, y con base en ellas, solicitar a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, aclaración sobre la procedencia de la solicitud, la manera en que será utilizada, haciendo énfasis en que solicitan información que se considera sensible, de las personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial. Por otra parte, se tome en consideración que mucha de esta información no se encuentra en manos del Poder Judicial ni de esta Junta, por el contrario, se encuentra en manos del Poder Ejecutivo, a través de los sistemas de Contabilidad Nacional y el SICERE de la Caja Costarricense de Seguro Social - CCSS. Por todo lo anterior, no se puede cumplir con el plazo establecido. 3.) Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que remita criterio sobre la solicitud de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, para que valide los efectos que se puedan tener, respecto al acceso restringido de protección de datos que ha emanado en muchas oportunidades la Sala Constitucional indicado el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales de la Ley No. 8968, en el que indican que se debe de salvaguardar para la entrega de información los datos sensibles y de acceso restringido protegidos, con el fin de determinar si se puede o no brindar la información solicitada. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

- 0 -
El máster Nogui Acosta Jaén, Ministro de Hacienda, en oficio N° MH-DM-OF-0497-2023 del 29 de marzo del 2023, remitió lo siguiente:
“Sirva este medio para referirme al oficio SP-278-2023 del 1 de marzo del 2023 emitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), mediante el cual se acusó recibo del oficio N 0049-DJA-2023 del 17 de febrero de 2023 con lo solicitado en el oficio SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023.

Respecto a lo señalado por la SUPEN en el citado oficio, se hace respetuoso recordatorio para la remisión de los insumos técnicos para brindar criterio oportuno sobre el adecuado financiamiento de los beneficios, sostenibilidad y equidad intergeneracional en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Tal como se señaló en el oficio de referencia, los datos sensibles se pueden suministrar de forma de que no se pueda identificar individualmente a las personas, siempre manteniendo las relaciones dentro de la misma información (aún en datos familiares), con lo cual, no se estaría transgrediendo el artículo N.°24 y la Ley 8968, Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales.

(…)

Anexo:



…”
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Es menester mencionar por parte de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que en el artículo que antecede de esta acta, se acogió en todos sus extremos el oficio N° 0019-AJ-DJA-2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, referente al tipo de información que se puede entregar a las personas usuarias que requieran datos sobre los beneficios que otorga nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Con base en el citado oficio se determinó de que la información solicitada por el estimable Ministerio de Hacienda y por la Superintendencia de Pensiones, debe ser entregar, considerando que no son datos sensibles conforme a los fundamentos expuestos, criterio jurídico que se adjunta a continuación:



Se acuerda:	Con base en lo anterior, esté órgano colegiado dispone lo siguiente: 1.) Tener por recibido el oficio N° MH-DM-OF-0497-2023 del 29 de marzo del 2023, suscrito por el máster Nogui Acosta Jaén, Ministro de Hacienda, e informarle que de conformidad con el oficio N° 0019-AJ-DJA-2023 de nuestra asesoría legal, se procederá a tramitar en el tiempo oportuno lo que se estime pertinente para la remisión de la información requerida. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, considerando que dicha solicitud se presentó mediante el oficio N° SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO X 
Documento N° 308-2023
[bookmark: _Hlk130211736]La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-405-2023, recibido el 31 de marzo de 2023, comunicó:
“Me complace informarles que la Superintendencia de Pensiones desarrolló un nuevo módulo de estadísticas para la página web, el cual, además de reportes predefinidos para el público en general, se complementa con APIS[footnoteRef:1] que permitirán a los usuarios elaborar reportes personalizados con las bases de datos de consultas y así realizar análisis o investigaciones acorde a sus necesidades.  [1:  Una API es una interfaz de programación de aplicaciones, (por sus siglas en inglés). Una dirección web donde se almacenan las estadísticas de la página en internet, para que las personas usando herramientas para el análisis de datos puedan accederlas.] 


Por lo anterior y de previo al lanzamiento oficial, como parte de las pruebas finales, les envío el siguiente enlace con el propósito de que puedan acceder a este nuevo servicio y envíen sus comentarios y oportunidades de mejora relacionados con el desempeño y usabilidad de esta nueva plataforma de información. Es importante que durante el proceso se realice la verificación de los datos que se despliegan, con el fin de que podamos detectar cualquier inconsistencia y resolverla de previo; el enlace para el acceso a este sitio es: https://webapps.supen.fi.cr/estadisticas/ui

Tenemos la plena convicción de que con esta nueva herramienta estaremos satisfaciendo la necesidad de información para todos los usuarios de la página, por lo que esperamos sus comentarios antes del 19 de abril de 2023”.
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Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO expresa: “Estoy de acuerdo con la propuesta, nada más que por un tema de respaldo técnico, me parece que al final de ese acuerdo podría agregársele que la respuesta de la Dirección de la JUNAFO, deberá contar con el criterio de los técnicos de las áreas involucradas, yo no sé si Oslean me lo podría aclarar pero me parece que es un respaldo incluso para la acción, que no sea una cuestión unilateral, que se entienda que si Oslean va a enviar una respuesta ya sea la parte informática o los compañeros que se encarguen de las evaluaciones y demás, que él cuente con ese respaldo para que no sea un tema personal, gracias; sólo es una recomendación”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° SP-405-2023, suscrito por señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, y trasladarlo a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que en caso de tener alguna observación la comuniquen a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN antes del plazo establecido, lo anterior, contando con el criterio técnico de las áreas involucradas de la JUNAFO.
	Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132720871]ARTÍCULO XI 
Documento N° 289-2023 / 310-2023
La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-372-2023, recibido el 27 de marzo de 2023, comunicó:
“De conformidad con lo dispuesto en los acuerdos SP-A-211 Confección, envío y publicación de la información requerida a las entidades supervisadas del 9 de setiembre de 2019 y el SP-A-138 Disposiciones relativas al suministro de información durante la Semana Santa y fin de año del 23 de marzo del 2010, se les comunica que la Superintendencia de Pensiones mantendrá cerradas sus oficinas a partir del lunes 3 de abril y abrirá nuevamente el martes 11 de abril de 2023.

En virtud de lo anterior, los procesos relacionados con trámites de correspondencia, consultas, validaciones, entre otros, que se presenten estos días serán tramitados a partir del 11 de abril de 2022 y para efectos del conteo de los plazos de respuesta a requerimientos, generales o particulares, realizados por la SUPEN, no se considerarán los días comprendidos durante el período de cierre de nuestras oficinas, conforme lo dispuesto en el numeral 2 del citado acuerdo SP-A-138.

Adicionalmente, para las operadoras de pensiones y sus fondos administrados, así como para los regímenes básicos y fondos complementarios creados por leyes especiales, se comunican las disposiciones relativas al suministro de información periódica y al cumplimiento de otros requerimientos particulares de este Órgano Supervisor, que aplicarán durante el periodo de Semana Santa, según se detalla a continuación:

Información de las operadoras de pensiones, fondos administrados y regímenes básicos y fondos complementarios creados por leyes especiales (en lo que corresponda): 

· La información relativa a las compras de dólares efectuadas del 31 de marzo al 13 de abril de 2023 deberá enviarse el viernes 14 de abril de 2023.

· La información diaria del valor cuota para los días comprendidos del 31 de marzo de 2023 al 11 de abril del 2023 inclusive, deberá ser ingresada en la base de datos de SUPEN a más tardar el jueves 13 de abril de 2023, a las 4:00 pm.

· Dado el ajuste en el plazo para el suministro de la información del valor cuota indicado en el punto anterior, la fecha máxima para la publicación de la información de rentabilidades de los fondos administrados por las operadoras de pensiones será el miércoles 19 de abril de 2023, según lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 3 del Acuerdo SP-A-191 Disposiciones sobre el uso de la rentabilidad de los fondos para fines de información o publicidad y el contenido mínimo de los estados de cuenta. 

· Los archivos mensuales de inversiones (RI y CV) correspondientes al 31 de marzo del 2023, deberán incluirse a más tardar el lunes 17 de abril de 2023 a las 12 m.d., para las operadoras y fondos administrados, en el caso de los regímenes básicos y fondos complementarios creados por leyes especiales, deberán incluirse el día citado.

· Los archivos “Reporte de manejo de liquidez” y “Reporte de movimientos de manejo de liquidez” con corte al 31 de marzo de 2023, deberán incluirse a más tardar el miércoles 12 de abril de 2023 a medio día, según los términos establecidos en el acuerdo SP-A-236-2021 y en el caso de regímenes básicos y fondos complementarios creados por leyes especiales a más tardar el lunes 17 de abril de 2023.

· Los archivos de modificación de datos personales (MP) del 31 de marzo de 2023 deberán ser incluidos a más tardar el viernes 14 de abril de 2023. A partir del 11 de abril de 2023 se reiniciará el conteo de los plazos para la inclusión de los archivos de afiliados voluntarios y obligatorios, según los grupos definidos en el Acuerdo SP-A-119-2008 y sus reformas, siendo la fecha límite de inclusión de estos archivos el 12 de abril de 2023. 

· Los demás archivos que les corresponde cargar a los regímenes básicos y fondos complementarios creados por leyes especiales con corte al 31 de marzo de 2023, deberán incluirse a más tardar el lunes 17 de marzo de 2023. 

Plazos para la libre transferencia y el proceso de recaudación semanal

· En lo relativo a la etapa de compensación y liquidación del Sistema Electrónico de Compensación, se comunica que los archivos de afiliación correspondientes al periodo comprendido del jueves 30 de marzo de 2023 al martes 11 de abril de 2023 serán comunicados de forma acumulada en esta última fecha. Dichas operaciones se liquidarán en el ciclo del jueves 13 de abril de 2023, según las disposiciones del acuerdo SP-A-137-2010 y sus reformas, denominado Plazo y forma de los traslados de recursos de la cuenta individual de los afiliados al Régimen de Capitalización individual.

· En caso de que en los archivos de recaudación remitidos por SICERE se reciban aportaciones de trabajadores no incluidos en los archivos de libre transferencia, la entidad autorizada deberá proceder a la creación de la cuenta individual correspondiente, tomando como base la información recibida en los mencionados archivos de recaudación.

· Según lo comunicado por el SICERE, esa entidad informará y acreditará los recursos, el lunes 3 y el martes 11 de abril de 2023, por lo que las operadoras deberán realizar las imputaciones correspondientes en las cuentas individuales.”
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Posteriormente, la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-407-2023, recibido el 31 de marzo de 2023, comunicó:
“Mediante el oficio SP-372-2023 del 22 de marzo de 2023, esta Superintendencia comunicó las disposiciones relativas al suministro de información, aplicables al cierre de oficinas por celebración de Semana Santa y feriado del 11 de abril.

Al respecto, producto de las consultas recibidas de algunos supervisados, se realizan las siguientes aclaraciones a dos de los puntos mencionados en el oficio citado, según se destaca en cada caso:

· Para las operadoras de pensiones, los archivos de modificación de datos personales (MP) para marzo 2023 deberán ser incluidos a más tardar el viernes 31 de marzo de este año. A partir del 11 de abril de 2023 se reiniciará el conteo de los plazos para la inclusión de los archivos de afiliados voluntarios y obligatorios, según los grupos definidos en el Acuerdo SP-A-119-2008 y sus reformas, siendo la fecha límite de inclusión de estos archivos el jueves 20 de abril de 2023. 

· Los demás archivos que les corresponde cargar a los regímenes básicos y fondos complementarios creados por leyes especiales con corte al 31 de marzo de 2023 deberán incluirse a más tardar el lunes 17 de abril de 2023”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tomar nota de los oficios N° SP-372-2023 y N° SP-407-2023, suscritos por señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones y trasladarlo a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que atienda el requerimiento indicado por la SUPEN en el plazo establecido.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132720874]ARTÍCULO XII 
Documento N° 312-2023
El máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, en oficio N° SP-432-2023, recibido el 31 de marzo de 2023, comunicó:
[bookmark: _Hlk132375820]“En cumplimiento con la labor de supervisión que le corresponde ejercer a esta superintendencia, se realizó la revisión de la auditoría al informe de la Valuación Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2021, remitida por la Junta Administradora del Fondo mediante oficio N° 0416-DJA-2022 del 02 de diciembre 2022.

Como resultado de dicha revisión se realizan las siguientes observaciones, algunas de las cuales, si bien no tienen impacto material en los resultados, conclusiones y/o recomendaciones de la valuación, evidencian un control débil en los procesos de revisión y aprobación del informe:

a) Se identificó que, para los supuestos de tasas para el rendimiento de las inversiones, inflación, revalorización de las pensiones y el crecimiento de los salarios, tasas de postergación, probabilidad de incidencia por invalidez y densidad de cotización, se indica que se usan los mismos que en la valuación actuarial, sin embargo, no se muestran ni se detallan.

b) El monto de reserva es el mismo tanto en el escenario con beneficios devengados como con grupo cerrado, lo que no es consistente con el modelo de negocio del fondo ni con lo requerido en el SP-A-247-2022.

c) Según el escenario con beneficios devengados del informe en la página 30, la Tabla 4, presenta una inconsistencia al mostrar la prima media, la prima con contribuciones y masa salarial.

d) Se determinó una inconsistencia en el escenario pesimista, en la cuenta de “Contribución Diferida” por un monto de ¢18.144 millones, sin embargo, en el escenario base dicha cuenta presenta un monto de ¢21.034 millones. Por definición, el valor presente de dicho saldo debe ser al menos superior al obtenido en el escenario base dada la tasa de rendimiento real de inversiones empleada para la estimación, condición que no se cumple. 

De conformidad con las observaciones realizadas, se solicita atender los requerimientos que se detallan seguidamente en un plazo máximo de 20 días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, a excepción de los numerales 4 y 5 que tienen un plazo de atención establecido. 

1- Remitir la evidencia de los artículos 14, 15, 16 y 18 del Reglamento Actuarial.

2- Suministrar cuáles fueron los supuestos (de forma explícita) para la estructura de tasas para el rendimiento de las inversiones, inflación, revalorización de las pensiones y el crecimiento de los salarios, tasas de postergación, probabilidad de incidencia por invalidez y densidad de cotización.

3- Revisar el monto que se muestra en la cuenta de “Contribución Diferida” para el escenario pesimista y comunicar el resultado de dicha revisión.

4- En la sesión N° 003-2023, celebrada el 31 de enero del 2023, la Junafo, aprobó las acciones que atienden las recomendaciones de la Auditoria Actuarial con respecto a las acciones: a), b), c) y f), por lo que se requiere incluir los cambios de forma explícita en el informe de la valuación actuarial con corte a diciembre 2022.

5- Para la recomendación d), remitir un informe en los primeros 10 días hábiles de mayo 2023 con el resultado de los análisis efectuados. Si para esa fecha aún no se ha remitido, favor comunicar el avance y la fecha en que será remitido”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tomar nota del oficio N° SP-432-2023, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN y trasladarlo a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que atienda el requerimiento indicado por la SUPEN en el plazo establecido.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIII
Documento N° 311-2023
El máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, en oficio N° SP-431-2023, recibido el 31 de marzo de 2023, comunicó:
“Dadas las potestades del artículo 36 de la Ley 7523, “Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio[footnoteRef:2]” esta Superintendencia procedió con la revisión de las actas de los comités de Inversiones, Riesgos y del Órgano de Dirección de diciembre 2022 a febrero de 2023, en las cuales se identificaron las siguientes situaciones: [2:  Reformado según Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador ] 


1. El indicador VaR% Paramétrico y el indicador VAR% Montecarlo tienen un límite de capacidad de 4%, sin embargo; en noviembre el indicador llegó a 4,68% y 4,7% respectivamente y en enero 2023 el VaR% Paramétrico se ubicó en 3,81% dentro de la tolerancia y el VAR% Montecarlo en 4,5% excediendo nuevamente la capacidad. Al respecto, en la sesión 115 del Comité de Riesgos celebrada el 19 de enero de 2023, se concluye que: “los indicadores se encuentran dentro de los límites”, ante esta afirmación, un director cuestionó que el indicador del VAR% Montecarlo sobrepasó el límite de capacidad y no está dentro del umbral, por tanto, el encargado del Proceso de Riesgos indica que: “el límite de la capacidad inicia un 4% hacia adelante”; cuya afirmación es incongruente, porque supone que el límite de capacidad no tiene un “techo”. 

2. [bookmark: _GoBack]En la sesión N° 6 de la Junafo, celebrada el 14 de febrero de 2023, se dio por conocida el acta N° 115 del Comité de Riesgos y se limitó a solicitar al Proceso de Riesgos un estudio de límites; sin embargo, este tema no forma parte de los acuerdos tomados por el órgano.

En la Metodología General para la Valoración de Riesgos en el apartado N° 3 llamado Plan de contingencia ante excesos en los límites internos, indica que se ejecutará un plan de contingencia, para determinar el motivo del exceso y la estrategia a implementar para su solución; sin embargo, ante los excesos del VAR% Montecarlo y el VaR% Paramétrico, no se evidenció la ejecución de dicho plan.

3. En el análisis realizado por el Comité de Riesgos, relacionado con la inversión de recursos en mercado internacional, se recomendó no incrementar posiciones en estos mercados por temas de inflación y tasa de interés, específicamente, en Estados Unidos, también, indican que los instrumentos internacionales del portafolio del Fondo se encuentran dentro de los diez instrumentos que más riesgo aportan al VaR Marginal y al VaR Montecarlo. Sin embargo, no se evidencia que estas recomendaciones fueron consideradas por el Órgano en la sesión N° 7 celebrada el 21 de febrero de 2023, cuando se dio por conocida el acta N° 122 del Comité de Inversiones celebrada el 27 de enero de 2023, en la cual, se aprobó la estrategia de inversión, específicamente el incremento de posiciones en mercados internacionales.

Sobre la decisión de continuar aumentando la colocación de recursos en mercado extranjero, se consultó vía telefónica al señor Fabián Salas Fernández, Jefe del Proceso de Inversiones, el cual indicó que en el transcurso de la semana que finalizó el 24 de marzo, tendrían una reunión para tomar una decisión al respecto. 

Pese a que algunos indicadores se han ubicado fuera del apetito de riesgo en varios meses, no se evidencia que la Junta haya tomado acciones para corregir este tipo de desviaciones. 

Por lo anterior, se les agradece remitir en un plazo máximo de 15 días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, las razones por las cuales la Junta Administradora no ha tomado acciones ante las situaciones descritas e informar la decisión con respecto a la inversión futura en mercados internacionales”.
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Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresó: “Creo que este tema se las trae, por el fondo. Considero necesario, dar por recibido el oficio, que la Dirección solicite una ampliación del plazo, al menos de un mes, para que, durante ese tiempo y dadas las cargas de trabajo, se pueda preparar una respuesta al oficio. 
Por otra parte, veo necesario que, en adelante, los Comités técnicos, nos indiquen la necesidad de emitir acuerdos específicos o bien, nos remitan oficios separados para temas como los objetados, algo similar a lo que se hace con el Comité de auditoría y que lo tenemos como una buena práctica desde el primer día”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifestó: “Ahí, en este documento, hacen una alusión a mi persona, aunque no dicen el nombre, y es que cuando yo he visto los problemas de que nos dan en el VaR Montecarlo y el Paramétrico, creo que se sobrepasen de los límites, yo había hablado con José Andrés, el jefe del Proceso de Riesgos de la Dirección de la JUNAFO, sobre ese asunto y él me dice que ellos iban a cambiar un poco los límites, pero no lo han hecho. Entonces me parece muy bien lo que dice don Rodrigo, de enviárselo a los 2 Comités para que ellos se refieran a las observaciones que hace la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, y se corrijan las situaciones como lo está indicando don Rodrigo en ese sentido, porque no es normal que pongan unos límites y eso sobrepase y no haya una explicación de por qué se pasó y eso es lo que yo le había pedido a don José Andrés, que explicaran por qué si decía un máximo de 4, y daba 4.78, ¿dónde estaba el problema, a situación y cuál es la corrección que se debe hacer?, así que me parece muy lógico que se le mande a los 2 Comités y se refieran a esa información”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, indica: “¿Con respecto al tema que toca don Arnoldo, no sé si don Juan Carlos recuerda, dentro del Comité de Riesgos, al cual pertenecemos, hice esa misma observación que don Arnoldo indicó, y dije que tenían que especificar y decirnos a que se debe ese asunto, cuando llegó el documento Junta, don Arnoldo también observó la misma situación, entonces, sí, desde el Comité lo valoramos, pero sí falta un poco más de fortaleza en la explicación para poder ver cómo podemos manejar niveles superiores a los que estamos en el límite del apetito de riesgo, entonces hay que tener mucho cuidado y don Arnoldo tiene toda la razón en ese sentido, porque sí tenemos que justificarlo claramente, creo que falta un poquito como de explicación en ese sentido, quizás no quedó en el acta tan claro, en el acta del Comité, pero sí es bueno reforzar ese tema, creo que es importante y también lo que quiero recalcar aquí es que tanto nosotros como integrantes de varios comités, vemos observaciones similares, no solamente en el Comité, sino también en la Junta Administradora, y eso es importante también porque hay una congruencia en la lectura, de los documentos y los análisis, que tenemos que mantener y resguardar respecto a lo que se está concluyendo en algunos parámetros de riesgos específicamente en este caso”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° SP-431-2023, recibido el 31 de marzo de 2023, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, mediante el cual remite una serie de observaciones, resultado de la revisión de las actas de los Comités de Inversiones, Riesgos y del Órgano de Dirección de la JUNAFO, de diciembre 2022 a febrero de 2023. 2.) Encomendar a la Dirección de la JUNAFO, para que solicite la ampliación al plazo indicado por la SUPEN, a un mes, para rendir el informe respectivo. 3.) Solicitar a los Comités de Riesgos e Inversiones que, al momento de remitir las actas, respectivas de cada Comité, en caso de que exista un tema que tenga especial interés para la marcha del Fondo, lo remitan en un oficio por separado, para conocimiento de este cuerpo colegiado.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc132351593][bookmark: _Toc132720879][bookmark: _Toc132351596][bookmark: _Toc132720882]ARTÍCULO XIV 
Documento N° 277-2023
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 054CJ-2023 del 22 de marzo de 2023, remitieron lo siguiente:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA 
JUBILACIÓN

Solicitud de Jubilación presentada por MARJORIE PATRICIA DE VALENCIANO ARIAS, cédula Nº 01-0528-0767, a partir del 20 de abril del 2023.

Al 19 de abril del 2023, la señora MARJORIE PATRICIA DE VALENCIANO ARIAS habrá laborado para este Poder por espacio de 26 años, 3 meses, 9 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 26 años, 3 meses, 9 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 26 años, 3 meses, 9 días.

EDAD: 64 años, 10 meses, 21 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: JUEZ 3, JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 107868

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: JUEZ 3, JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

PUESTO(S) DE REAJUSTE: JUEZ 3, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 3,778,798.49
TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1,259,473.54 (Monto mínimo establecido por la Ley 7333 33,33%)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 3,817,861.30

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas."

FÓRMULA APLICADA:
[image: ]

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 3,343,810.19 (87.58% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)

Información adicional:
Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:
Suspensión sin goce de salario 16/01/2009 al 31/01/2009
Suspensión sin goce de salario 04/05/2009 al 18/05/2009

Consideraciones relevantes:
La señora Valenciano Arias de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

(…)

Anexos:
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Mediante oficio N° 073-SAF/DJA-2023 del 28 de febrero del 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria Judicial Marjorie Valenciano Arias, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduría Judicial), por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo”, por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-102-2023 de fecha 06 de marzo de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la licenciada Valenciano Arias no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación. 
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las siete horas treinta minutos del veinticuatro de febrero del año dos mil veintitrés, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de la licenciada Marjorie Valenciano Arias, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite. 
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Manifestaciones: 
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, indica: “Tengo una duda en este caso, dice que tiene 26 años y algo de laborar para la Corte Suprema de Justicia, pero si tiene ese tiempo de laborar, ¿le estamos otorgando una pensión con base en cuál Ley? Ah, ¿es por la edad?”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, aclara: “Efectivamente don Juan Carlos, es por la edad; doña Marjorie tiene en este momento 64 años, 10 meses y 21 días, si retrotraemos al periodo del transitorio que venció en noviembre del 2019, han transcurrido tres años y aproximadamente seis meses; mientras que la vieja Ley permitía que las personas se retirasen con 60 años de edad, entonces doña Marjorie tenía más de 60 años cuando todavía estaba vigente el transitorio.
Por eso es que ella se va con esa posibilidad y ahí, lo que hay es un castigo proporcional entre la edad de la señora en el momento respectivo versus el porcentaje que le corresponde, en lugar de llevarse el 100%, si ella tuviese los 30 años de servicio y 64 años de edad, se está llevando un 87,58%, ahí es donde está el castigo de esa condición; pero, noto que efectivamente arriba se indica, tercera parte del último salario devengado, monto mínimo establecido por la Ley 7333; ahí es donde se aclara que esa es la Ley que le aplica a doña Marjorie en este caso, pero efectivamente como usted lo señaló es por la edad; gracias a la edad entra dentro del transitorio”.
El integrante presidente, Segura Solís, expresa: “Perfecto, entonces si no hay ningún comentario se acuerda, aprobar la jubilación de la licenciada Marjorie de Valenciano, creo que es …”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de esta JUNAFO interviene: “Disculpe don Juan Carlos, es que me enredé con lo que explicó Oslean, en cuanto ¿se le da por el transitorio de la Ley 9544, sería, Oslean?”.
El máster Mora Valdez, responde: “Sí señor, es el transitorio de la 9544, es la que establecía un periodo de 18 meses para que las personas cumpliesen alguno de los requisitos y se fueran con las condiciones de la vieja Ley. Ese transitorio venció el 22 de noviembre del 2019, entonces quién haya cumplido o 30 años de servicio o 60 años de edad al 22 de noviembre del 2019, tendría derecho a irse con esa condición de la vieja Ley.
Entonces acá lo que estamos es ante la figura de que la señora, si retrotraemos la edad, tiene ahorita 64 años, si a la fecha de hoy le quitamos los tres años y resto que hay, vemos que efectivamente al 22 de noviembre del 2019 ella ya había cumplido más de 60 años de edad, entonces ella si tiene derecho a irse con ese transitorio”.
El integrante Arroyo Guzmán, indica: “Okey, gracias, no es que eso mismo que decía don Juan Carlos y que usted citó, cuando dice Reforma de la Ley 7333, en el cuadro de arriba, a mí me parece que ahí, para una cuestión de claridad si debería decirse la Ley 9544 y en la parte que corresponde a la posibilidad de que ella se podía ir por la edad, porque yo coincido con don Juan Carlos en esa parte porque no queda claro, Oslean”.
El máster Mora Valdez, manifiesta: “Okey, que en el informe se detalle específicamente un apartado donde diga exclusivamente se va por esa Ley…, ahí hay un apartado pero no dice cuál es el requisito que está cumpliendo, ¿ese es el que usted me está diciendo?”.
El integrante Arroyo Guzmán, señala: “Correcto, dice cálculos hechos de conformidad con la Ley 7333 y sus reformas, yo diría y en particular la Ley 9544 en su transitorio número tal, y ya con eso, por lo menos yo lo vería mejor, si les parece, gracias. Sólo es un tema como de orden, todo lo demás está excelente”.
El integrante presidente, Segura Solís, expresa: “Sí es para que al motivarlo, que quede claro”.
El máster Mora Valdez, dice: “Okey, sí señor. Voy a girar instrucciones para que, en lo sucesivo, como sugiere don Rodrigo seamos más específicos a la hora de justificar la norma legal y cuál es el cumplimiento, si es por edad o por años de servicio basados en el transitorio”.
El integrante presidente, Segura Solís, expresa: “Sobre todo en estos casos, que se quedaron ahí porque después la Superintendencia de Pensiones – SUPEN nos puede venir a regañar”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, añade: “Realmente esa es la situación, que se debe poner bien claro para que la SUPEN no venga con consultas posteriores a qué se debe esa jubilación”.
Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, y tomando en consideración que la señora Marjorie Patricia Valenciano Arias, se jubila bajo los preceptos de la Ley N° 7333 por cuanto antes del vencimiento del plazo del transitorio VI de la Ley N° 9544 (22 de noviembre de 2019), había cumplido con el requisito de tener 60 años o más, sin haber cumplido los 30 años o más de servicio para el Poder Judicial; de conformidad con lo indicado en el artículo 225 inciso b) de la Ley N° 7333, para optar por las condiciones de una jubilación anticipada, por cuánto puede acogerse a su derecho jubilatorio con las condiciones definidas por dicha ley, esta Junta dispone: 1.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Valenciano Arias, jueza 3 del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, cuya asignación mensual bruta será de ¢3.343.810,19 (tres millones trescientos cuarenta y tres mil ochocientos diez colones con diecinueve céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 20 de abril del 2023. 2.) Se previene a la señora Valenciano Arias, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 3.) Asimismo, se previene a la señora Valenciano Arias que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
El Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132351601][bookmark: _Toc132720885][bookmark: _Toc132359202][bookmark: _Toc132720889][bookmark: _Toc34222242]ENTRA EL DOCTOR ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
ARTÍCULO XV
Documento N° 275-2023
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0155-JP/DJA-2023 del 23 de marzo de 2023, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Elieth María Rojas Castillo, cédula de identidad 01-0509-0358 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Joaquín Bernardo Fernández Salazar cédula de identidad 02-0346-0087, cuyo deceso acaeció el 20 de noviembre de 2022.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 13 de diciembre de 2022 (15 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Elieth María Rojas Castillo, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-001052-0726-TS y recibido por esta Dirección el 13 de febrero de 2023, suscrito por la licenciada María Eugenia Calderón Araya, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Rojas Castillo.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La persona referida es Elieth María Rojas Castillo, costarricense, cédula de identidad 1-0509-0358, primaria completa, quien solicita pensión como cónyuge sobreviviente por el fallecimiento del servidor judicial jubilado Joaquín Bernardo Fernández Salazar, el pasado 20 de noviembre 2022.

La señora Elieth María convivió en relación matrimonial con el señor Joaquín Bernardo por 49 años, sin períodos de separaciones. Procrearon a los hijos Erick Scott y Daniel, ambos de apellidos Fernández Rojas, de 47 y 41 años de edad respectivamente, quienes conforman grupos familiares independientes, incorporados al mercado laboral y progenitores.

La pareja residió en San José en vivienda propia ubicada en el sector de San Sebastián, hace ocho o nueve años se trasladaron a residir a la comunidad de Las Mercedes Abajo de Cajón (Pérez Zeledón), con el fin de residir en comunidad rural y con menos conflictiva social, por lo que el fallecido obtuvo préstamo para la compra de la propiedad y construcción de vivienda.

Referente a la casa ubicada en el área metropolitana, mediante declaración jurada, la señora Elieth María menciona que no recibe ingresos económicos por este bien, ya que la vivienda no está alquilada debido a que se requiere realizar reparaciones, además ante el proceso de enfermedad y deceso del esposo no está en condiciones emocionales para iniciar con las gestiones pertinentes para prepararla para alquilar.

Mediante la información obtenida se conoce que el grupo familiar antes del deceso estaba conformado por la señora Elieth y el esposo Joaquín Bernardo. No habitaban otras personas en la vivienda.

La persona fallecida era el principal proveedor familiar, la señora Elieth María no desempeñaba labores remuneradas fuera del hogar, por lo que dependía económicamente del esposo para atender las necesidades básicas.

En este sentido mediante la consulta realizada a sistema electrónico de la Caja Costarricense de Seguro Social, se conoce que la persona referida no se registra como contribuyente a sistema de pensiones de Invalidez Vejez y Muerte. Los ingresos económicos provenían de la jubilación del señor Joaquín Bernardo.

En este sentido mediante la revisión documental se registra que el monto bruto era de ¢2.617.334,36, con deducciones de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) por lo que el monto líquido de la jubilación quedaba en (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). No se reportan otros ingresos. Con este dinero se atendían las necesidades básicas tales como alimentación, servicios públicos, teléfonos, así como mantenimiento de vehículo, ropa-calzado.

Para efectos de especificar los egresos reportados se presenta el siguiente cuadro, en donde se desglosa los gastos del grupo familiar previo al deceso del ex servidor judicial, propiamente en el mes de octubre 2022.

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Es necesario aclarar que los gastos anteriores corresponden a los que la señora Elieth logró documentar con facturas, debido a ello no se dispone del monto en alimentación, combustible y otros.

Posterior al deceso de Joaquín Bernardo el 20 de noviembre 2022, la señora Elieth María conforma grupo familiar unipersonal, continúa residiendo en el inmueble que compartía con el esposo. La vivienda se ubica en comunidad rural, se observa área de árboles y jardín, paredes de baldosas con infraestructura completa, muebles y espacios físicos que brinda seguridad, privacidad y comodidad.

Ha logrado mantener el estilo de vida acostumbrado mediante los dineros recibidos en los meses de diciembre 2022 y enero 2023 debido al fallecimiento del esposo, los cuales suman (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

En el cuadro número 2 se registran los egresos luego del deceso del ex servidor judicial y de los cuales la señora Elieth María logró documentar mediante facturas. No se tiene el dato correspondiente a alimentación en el mes de diciembre, solamente se logró documentar los víveres adquiridos en el mes de enero 2023 y así como los gastos realizados hasta el 6 de febrero.

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Además de los gastos anteriores, han surgido imprevistos, tal como la cancelación de (datos suprimidos) por concepto de deducible para la reparación del vehículo de la señora Elieth María, placa (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), ante accidente sufrido en el mes de noviembre 2022, días posteriores al fallecimiento del esposo.

Adicional, en el mes de enero debido a complicaciones de salud asociadas a problemas respiratorios, la señora Elieth María canceló consulta privada más medicamentos, tiene citas de control en la seguridad social, dispone de seguro médico como beneficiaria familiar de persona registrada como fallecida.

En el mes de diciembre surgieron gastos adicionales tales como la cancelación de derecho de circulación vehicular (marchamo) así compras propias de la época navideña.

De acuerdo con la información obtenida no se registran pensiones otorgadas o solicitud de pensión paralelo al presente proceso iniciado por la persona referida, no se reportan red de apoyo económico, ni subsidios institucionales.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Joaquín Bernardo Fernández Salazar era de ¢ 2,617,334.36 (dos millones seiscientos diecisiete mil trescientos treinta y cuatro colones con 36/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Elieth María Rojas Castillo de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢2,093,867.49 (dos millones noventa tres mil ochocientos sesenta y siete colones con 49/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales (enero 2023 más monto mensual por marchamo) en del grupo familiar de doña Elieth por un monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 13 de diciembre de 2022, un total de 15 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Fernández Salazar. 

VI. Conclusiones

i) El peritaje socioeconómico practicado a la señora Elieth María Rojas Castillo, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Joaquín Bernardo Fernández Salazar, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Rojas Castillo dependía de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

j) Según certificaciones aportadas por la señora Rojas Castillo, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, del Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

k) Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, de acuerdo con el motivo de intervención y la información obtenida se identifica que la persona referida Elieth María Rojas Castillo previo al deceso del ex servidor judicial tenía total dependencia económica al esposo Joaquín Bernardo Fernández Salazar.

Referente a los ingresos familiares, estos eran ¢1.206.636 por concepto de monto líquido de la jubilación de Joaquín Bernardo Fernández Salazar. En cuanto a los gastos se indica que corresponden a las necesidades básicas, así como los adicionales tales como mantenimiento de vehículo, mantenimiento de zona verde, compra de artículos para el hogar y personales que le permitan mantener el estilo de vida de la persona referida.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones 

1. Considerando que la señora Rojas Castillo no cuenta con ingresos propios y demostrado que siempre dependió de los ingresos de su esposo fallecido (jubilación), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos y que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Rojas Castillo sea de un 29,45% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢616,643.98 (seiscientos dieciséis mil seiscientos cuarenta y tres colones con 98/100) mensuales en bruto. Esto a partir del 21 de noviembre de 2022, día después de la muerte.

a) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N°22-001052-0726-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Rojas Castillo en cuanto a los ingresos y egresos mensuales del grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación:

(…)”

- 0 -
Manifestaciones:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “No sé si estaba ya cansado de leer esta gestión, pero me parece que hay un pequeño enredo en el informe de Trabajo Social, porque por ahí indican que los gastos de la señora son seiscientos mil y resto, y ellos proponen un porcentaje que le da seiscientos dieciséis mil y resto. 
Entonces que revisemos con detalle ese caso porque no me coinciden los datos, ellos ponen creo que es un 29% lo que proponen del 80%”.
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, aclara: “Un 29,45%”
El integrante Hernández Solano, continúa: “Sí, pero eso le da… no sé si don Oslean nos puede hacer el cálculo para ver cuánto es eso. Ahora, ¿el cálculo del 29 es sobre el bruto o sobre el neto?, porque el neto es cuando a la persona se le rebajan un montón de cosas y tiene deudas y qué se yo…” 
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Perdón que lo interrumpa, quiero quedarme ahí para ver las conclusiones, para que veamos las incongruencias de estos dictámenes de los trabajadores sociales que me tienen cansado ya; porque vean lo que dicen las conclusiones: “El peritaje socioeconómico practicado a la señora Elieth María Rojas Castillo, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Joaquín Bernardo Fernández Salazar, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Rojas Castillo dependía de los ingresos de su esposo”, y ¿cómo le estamos dando un 29,45%?, no entiendo estos informes tan escuetos, tan ambiguos, que por una parte están diciendo unas cosas y por otra parte hacen unas conclusiones donde se llega a determinar para el órgano decisor que efectivamente hay que otorgarle un 80%”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Eso mismo; puras casualidades; yo leí el tema ahí cuando hace la aseveración de que tenía una dependencia total y demás; sin embargo, bueno ahí la anotación que hace don Arnoldo sobre el porcentaje me imagino que, porque esto también tiene que ver entre lo que dice Trabajo Social y lo que hacen los compañeros de la JUNAFO, entonces me imagino que ese 29% y talvez Oslean me colabora ahí con la información, el 29% corresponde al gasto mínimo, así como tallado ¿verdad?”.
El integrante Hernández Solano, agrega: “Exactamente, es igual al gasto lo que están pidiendo que se le dé, ¿cómo va a ser igual al gasto, lo que proponen que le demos?”.
El integrante Arroyo Guzmán señala: “Sí, entonces yo había planteado más bien, en el análisis de la información que ellos tienen, valorándolo darle el 50% del 80% y no el 29,45%”.
El integrante Hernández Solano, dice: “Yo decía 51% está bien, andamos por ahí”.
El integrante Arroyo Guzmán prosigue: “Entonces para efectos de que lo consideremos, aun cuando lo que dice don Juan Carlos yo de verdad lo suscribiría a ojos cerrados en el tema de que le corresponde de buena fe el 80% al decir que depende totalmente de él, pero digamos que, en este caso, sí previo a tomar un acuerdo en firme si me gustaría escuchar a Oslean en cuanto a ese 29% ¿de dónde sale?, porque podría ser que uno no lo vio, podría ser, gracias”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “El estudio de Trabajo Social aclara cuál es el monto bruto de la persona jubilada y cuál es el monto neto, aquí en el documento que ustedes están viendo en este momento, habla de que neto el ingreso familiar era de millón doscientos seis mil colones; ese monto era el líquido que al final la persona en vida poseía.
Cuando hace el estudio Trabajo Social en la página 99, se hace un cuadro con las estimaciones de los gastos que se consideran necesarios para que la señora viuda pueda subsistir y en eso se determinan los gastos de los meses de diciembre y de enero 2023.
Ahí Trabajo Social hace un cuadrito resumen donde en la entrevista y bajo los procesos que Trabajo Social ejecuta, considera cuanto es el monto que necesita para poder subsistir; ese es el insumo con el cual la Administración puede determinar si es o no es razonable seiscientos mil, quinientos mil, setecientos mil o un millón de colones, para poder recomendar el monto de la jubilación ¿okey?, no es antojadizo por parte de la Administración, sino que es del insumo que prepara Trabajo Social es de donde se determina ese porcentaje.
Que mire, que Trabajo Social no está contemplando gastos “x” que no se preguntaron en la entrevista, por ejemplo, que en este caso la señora no está apuntando gastos de transporte o no está apuntando gastos de alquiler de vivienda; bueno, ¿por qué motivo se incluyen o no se incluyen?, eso ya es una situación de la metodología que utiliza Trabajo Social, puede ser en este caso que determinaron de que había una propiedad o una vivienda propia y no se podía incluir alquiler porque hay una vivienda propia, ah, pero deberían entonces incluirse impuestos municipales como efectivamente ocurre.
Pero de ese monto y tal vez lo que rescato de aquí es, de ese lugar es que nace el monto de los seiscientos mil colones, del monto que efectivamente Trabajo Social determina que es lo que la señora, en la entrevista que hacen, es lo que ella necesita para subsistir.
Ahora bien, aclarando el punto, el 29,45% del salario o de la recomendación que se hace en los porcentajes, siempre se calcula sobre el monto bruto de la jubilación de la persona en vida, ¿sería el 29,45 del millón doscientos?, no, sería el 29,45% de los dos millones seiscientos mil colones que era la jubilación que le correspondía al causante; sobre ese aporte de 2.617.334,36 (dos millones seiscientos diecisiete mil trescientos treinta y cuatro colones con treinta y seis céntimos) es que se calcula el porcentaje y se hace la recomendación del monto.
La señora efectivamente depende de todos sus ingresos de parte de él causante y se busca que la persona pueda vivir, subsistir con sus gastos una vez que esta jubilación se otorgue, pero de los porcentajes o el dato de donde sale realmente es del insumo del estudio que hace Trabajo Social, si ustedes determinan que ese estudio es ambiguo o que no están considerándose gastos que toda familia debería poder considerar y si ustedes son del criterio de que el porcentaje debería variarse, pues efectivamente pueden ejecutarlo.
 Sí, nada más quería ser claro en ¿por qué nace ese monto?, esos seiscientos mil colones, ¿de dónde nacen?, que vienen de ese insumo, vienen de parte del estudio de Trabajo Social, y no es que la Administración se los saque de la manga, realmente es algo que está detallado ahí y que bajo la declaración jurada y la entrevista que le hicieron a la señora, pues eso se determinó en ese momento.
No sé si aclaré el punto y si tienen alguna consulta con muchísimo gusto”.
El integrante Hernández Solano, expresa: “No es que la duda es que ellos ponen que la señora reporta un monto de egresos mensuales de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), y dice el 29,45% del 80% es exactamente la cantidad que ella necesita para vivir y no le queda ni un cinco para comprarse una Coca Cola, entonces eso es lo que a mí me parece que no está bien, que si ella dependía totalmente no puede ser 29,45% debe ser más y yo lo propongo 50% mínimo; o sea, para que se le dé el doble de eso”. 
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Pero sí dependía total y económicamente del causante, ¿cómo le vamos a dar 51%, si tiene derecho al 80%?”.
El integrante Hernández Solano, agrega: “Sí, bueno, eso es lo que debemos definir nosotros, es que es algo que nosotros tenemos que analizar y creo que habíamos hecho una comisión para analizar eso, porque a veces los criterios de Trabajo Social vienen en el sentido de cuánto necesita para sobrevivir y hay otros criterios que hemos utilizado que es el estilo de vida que llevaba la persona; y tenemos por otro lado, algo que nos indique la ley que es hacer este tipo de acuerdos respecto a lo que tenemos en el FJPPJ para que le saquemos de esas pérdidas entonces, ese es el punto de lo que tenemos, que nosotros definimos bien; porcentualmente si es un 80 o un punto menos para que conviva bien”.
El doctor Alexander Arguedas Vindas, integrante de la JUNAFO indica: “Viendo el caso don Juan Carlos, a mí lo que me preocupa, como dice usted los informes tan escuetos y estoy de acuerdo con don Arnoldo, también deberíamos de establecer… porque digamos a veces por criterio nuestro y por lo que vemos de las necesidades de las personas, el estilo de vida, a veces decimos bueno, un 50% o le corresponde el 80% entonces sería bueno tal vez solicitarle a la Administración un criterio técnico o algo que digamos nos ayude a no solo ver la parte de necesidades básicas, sino que se puedan establecer porcentajes de acuerdo al tipo de gasto o la zona, porque también no es lo mismo vivir en una zona rural que en una zona urbana, por impuestos o por otros gastos que tendría que pagar la persona, entonces sería bueno contar con una tablita porque ya se han visto en las últimas sesiones este tipo de casos que quedamos, no inconformes, pero quedamos… digamos, con el informe no satisfacemos la necesidad de establecer el monto de la pensión o de la jubilación, como corresponda en este caso y entonces sí sería bueno también por beneficio de la propia JUNAFO.
Para que después no vayan a decir, es que un día aprueban algo, digamos, un 50 y otro 60 o un 80 y ¿bajo qué criterio? entonces, esa sería mi recomendación tal vez y si estaría de acuerdo en que sea un monto mayor al que se está establecido, porque no, o sea solo cubrir los gastos básicos y ¿si hay un imprevisto o algo así, que tenga que cubrir la pensionada?, entonces sería ilógico que tenga que ver de dónde coge verdad si su esposo era el que le suplía todas las necesidades”.
El integrante presidente Segura Solís, consulta: “Alguno más que desee hacer uso de la palabra. Si no es así, entonces votamos el asunto.
Voy a hacer dos votaciones, el primero de mantenerle lo que trae el informe de un 29,45% o en su defecto, otorgarle otro monto. Ahora veremos cuál es ese otro monto”.
Todos los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial votan por unanimidad, por otorgar otro monto al indicado en el informe supracitado.
El integrante presidente Segura Solís, continúa: “Ahora bien, de conformidad con el informe de Trabajo Social el cual en unos momentos nos habla de un monto para subsistencia de la beneficiaria de la pensión y en otro momento del informe señala que dependía económicamente del causante al establecer en las conclusiones dicha aseveración, yo particularmente estimo que ella está facultada y así la Ley lo establece para otorgarle un 80%, escucho otros montos, otros porcentajes correspondientes”.
El integrante Hernández Solano, expresa: “Considero que pensando en el sentido pro-fondo, le demos un poquito más del doble de lo viene en el estudio de Trabajo Social, un 60%.
El integrante presidente Segura Solís, pregunta: “¿Alguna otra persona desea la palabra? Entonces tenemos dos montos, el 60% y el 80%”.
El integrante Arguedas Vindas, indica: “Pensando en lo que dijo don Arnoldo también, estaría de acuerdo en el 60”.
El integrante Arroyo Guzmán señala: “Yo diría que el 60% pero no solo por el tema del pro-fondo, sino que eran dos personas que tenían una sola fuente de ingresos y ahora solo queda una, y entonces el porcentaje va a ser menor al 80% por esa razón, sin embargo, analizando los gastos y demás, me establecería en el 60% inicialmente”.
El integrante Quesada Madrigal dice: “Me parece bien el 60%, viendo la parte social y la parte pro-fondo”.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “Muy bien, entonces el único que vota por el 80% soy yo, así que, por mayoría, se le otorga un 60%”.
Se acuerda: 	Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, por mayoría esta Junta dispone: 1.) Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Rojas Castillo, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Joaquín Bernardo Fernández Salazar, así como el dictamen socioeconómico N° 22-001052-0726-TS emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, así como los elementos considerados en el oficio N° 0155-JP/DJA-2023 del 23 de marzo de 2023 supracitado; considerando que se cumplen los presupuestos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acoge la solicitud de pensión que formula la señora Rojas Castillo, otorgándole el 60% del 80% del monto de la jubilación que recibía el señor Fernández Salazar al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 21 de noviembre de 2022. 2.) Notificar el presenta acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes. 
Voto de minoría: El integrante presidente Segura Solís, acoge el acuerdo anterior, con la salvedad de que, vota por otorgar un 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial fallecido Fernández Salazar al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en razón de que, según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, de acuerdo con el motivo de intervención y la información obtenida, se identifica que la señora Rojas Castillo tenía total dependencia económica de los ingresos que percibía en vida, su esposo fallecido.
Se procede con la votación, se aprueba por mayoría de votos.
ARTÍCULO XVI 
Documento N° 288-2023
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0056-SAF/DJA-2023 del 24 de marzo de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-0061-2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del señor y como se detalla a continuación:
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Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio GP-DAP-0061-2023 del 23 de enero de 2023, remitido a esta Dirección.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificación de la Dirección de Gestión Humana N.° PJ-DGH-AP-4754-2022 del 07 de noviembre de 2022.

2. Porcentaje de aportes

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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II. Resumen del monto a trasladar: 
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.

(…)”

Anexos:




- 0 -
Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0056-SAF/DJA-2023 del 24 de marzo de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor de la señora Alexandra Barboza Ramírez, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢7.384.479,10 (siete millones trescientos ochenta y cuatro mil cuatrocientos setenta y nueve colones con diez céntimos), y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente, así como para el reintegro del ROP, por ¢992.895,62 (novecientos noventa y dos mil ochocientos noventa y cinco colones con sesenta y dos céntimos).
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132359200][bookmark: _Toc132720887]ARTÍCULO XVII 
Documento Nº 298-2023
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0101-SAF/DJA-2023 del 28 de marzo de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, Director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), mediante oficio N.º GP-DAP-0061-2023 del 23 de enero del 2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del exfuncionario judicial Luis Guillermo Coto Quesada, tal y como se detalla a continuación:
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Con oficio N.° 077-SAF/DJA-2022 del 13 de marzo del 2023 se le comunicó a la CCSS, las diferencias entre el cálculo actuarial de ese Régimen de Pensiones - Jubilaciones y el dato obtenido por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según procedimiento aprobado por la JUNAFO en sesión N.º 32-2021, artículo VI celebrada el 4 de agosto de 2021. El resultado de la estimación efectuada por el FJPPJ, se muestra a continuación:
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Mediante oficio N.° GP-DAP-SACI-0378-2023 de fecha 23 de marzo de 2023, el Ing. Luis Gerardo Ramírez Salas; Jefe Subárea Administración Cuenta Individual de la CCSS, solicitó el traslado de las cuotas citadas, indicando lo siguiente:

“…Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre de la interesada indicado en el epígrafe del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante oficio:N.°077-SAF/DJA-2023 de fecha 13 de marzo del año en curso, le solicito respetuosamente realizar el depósito total por la suma de ¢43,316,419.96 (cuarenta y tres millones trescientos dieciséis mil cuatrocientos diecinueve colones con noventa y seis céntimos) en la cuenta cliente Banco de Costa Rica número 15201001021023232 a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social…” 

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio N°GP-DAP-0061-2023, remitido a esta oficina.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Dirección realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

4. Reporte Salarios 

Certificación de Contabilidad Nacional fechada 08 de agosto del 2022 y certificación de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial.

5. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

III. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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IV. Resumen del monto a trasladar: 
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.




…”
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Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0101-SAF/DJA-2023 del 28 de marzo de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Luis Guillermo Coto Quesada, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 43.316.419,96 (cuarenta y tres millones trecientos dieciséis mil cuatrocientos diecinueve colones con noventa y seis céntimos) y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XVIII 
Documento Nº 300-2023
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0100-SAF/DJA-2023 del 28 de marzo de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, Director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), mediante oficio N.º GP-DAP-0057-2023 del 17 de enero del 2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del exfuncionario judicial Javier Vargas Muñoz, tal y como se detalla a continuación:
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Con oficio N.° 055-SAF/DJA-2022 del 14 de marzo del 2023 se le comunicó a la CCSS, las diferencias entre el cálculo actuarial de ese Régimen de Pensiones - Jubilaciones y el dato obtenido por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según procedimiento aprobado por la JUNAFO en sesión N.º 32-2021, artículo VI celebrada el 4 de agosto de 2021. El resultado de la estimación efectuada por el FJPPJ, se muestra a continuación:
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Mediante oficio N.° GP-DAP-SACI-0374-2023 de fecha 22 de marzo de 2023, el Ing. Luis Gerardo Ramírez Salas; Jefe Subárea Administración Cuenta Individual de la CCSS, solicitó el traslado de las cuotas citadas, indicando lo siguiente:

“… Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre de la interesada indicado en el epígrafe del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante oficio:N.° 055-SAF/DJA-2023 de fecha 14 de marzo del año en curso, le solicito respetuosamente realizar el depósito total por la suma de ¢14,822,344.06 (catorce millones ochocientos veintidós mil trescientos cuarenta y cuatro colones con seis céntimos) en la cuenta cliente Banco de Costa Rica número 15201001021023232 a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social…”.

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio N° GP-DAP-0057-2023, remitido a esta oficina.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Dirección realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificaciones de Contabilidad Nacional fechadas7 y 28 de marzo del 2022.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

V. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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VI. Resumen del monto a trasladar: 
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.



 
…”
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Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0100-SAF/DJA-2023 del 28 de marzo de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Javier Vargas Muñoz, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 14.822.344,06 (catorce millones ochocientos veinte y dos mil trecientos cuarenta y cuatro colones con seis céntimos) y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132359204][bookmark: _Toc132720891]ARTÍCULO XIX 
Documento Nº 305-2023
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0106-SAF/DJA-2023 del 31 de marzo de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, Director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), mediante oficio N.º GP-DAP-0801-2022 del 16 de junio del 2022, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del exfuncionario judicial Ismael Bolaños Carmona, tal y como se detalla a continuación:
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Con oficio N.° 169-SAF/DJA-2022 del 22 de setiembre del 2023 se le comunicó a la CCSS, las diferencias entre el cálculo actuarial de ese Régimen de Pensiones - Jubilaciones y el dato obtenido por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según procedimiento aprobado por la JUNAFO en sesión N.º 32-2021, artículo VI celebrada el 4 de agosto de 2021. El resultado de la estimación efectuada por el FJPPJ, se muestra a continuación:
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Mediante oficio N.° GP-DAP-SACI-0411-2023 de fecha 29 de marzo de 2023, el Ing. Luis Gerardo Ramírez Salas; Jefe Subárea Administración Cuenta Individual de la CCSS, solicitó el traslado de las cuotas citadas, indicando lo siguiente:

 “…Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre de la interesada indicado en el epígrafe del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante oficio:N.° 169-SAF/DJA-2022 de fecha 22 de setiembre de 2022, le solicito respetuosamente realizar el depósito total por la suma de ¢18,640,421.00 (dieciocho millones seiscientos cuarenta mil cuatrocientos veintiún colones) en la cuenta cliente Banco de Costa Rica número 15201001021023232 a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social…”.

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio N° GP-DAP-0801-2022, remitido a esta oficina.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Dirección realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificación de Contabilidad Nacional fechada 14 de febrero del 2022.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

VII. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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VIII. Resumen del monto a trasladar: 
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.
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[bookmark: _Hlk132292847]Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0106-SAF/DJA-2023 del 31 de marzo de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Ismael Bolaños Carmona, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 18.640.421,00 (dieciocho millones seiscientos cuarenta mil cuatrocientos veinte y un colones con cero céntimos) y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132359206][bookmark: _Toc132720893]ARTÍCULO XX 
Documento Nº 306-2023
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0078-SAF/DJA-2023 del 30 de marzo de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-0061-2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del señor y como se detalla a continuación:

[image: ]
[image: ]

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio GP-DAP-0061-2023 del 23 de enero de 2023, remitido a esta Dirección.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificación de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial fechada 27 de enero del 2023.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:

[image: ]

3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

IX. Tabla resumen de la liquidación actuarial:

[image: ]

X. Resumen del monto a trasladar: 

[image: ]

Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.



…”
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Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0078-SAF/DJA-2023 del 30 de marzo de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Rolando Zúñiga Avendaño, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 17.550.078,34 (diecisiete millones quinientos cincuenta mil setenta y ocho colones con treinta y cuatro céntimos) y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente, así como para el reintegro del ROP, por ¢ 5.156.467,87 (cinco millones ciento cincuenta y seis mil cuatrocientos sesenta y siete colones con ochenta y siete céntimos).
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132362677][bookmark: _Toc132720896]ARTÍCULO XXI
Documento N° 662-2021 / 291-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-217-2023 del 06 de marzo de 2023, remitieron:
“En atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 21-2021 celebrada el 17 de mayo de 2021, artículo XXI, comunicado a la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 496-2021, mismo en el que se acuerda: 

“1) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Pedro José Aragón Barrantes, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial San José, en nota del 10 de mayo de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene servidor Pedro José Aragón Barrantes, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio del 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Aragón Barrantes, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, producto del reconocimiento de tiempo servido aprobado. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación”.

Al respecto, se presenta la información correspondiente:

· Inicialmente resulta necesario traer a colación el antecedente del reconocimiento que fue aprobado por el Consejo Superior en el año 2019:

	Reconocimiento inicial

	Número de estudio
	Tiempo total reconocido para efectos de anualidades y jubilación
	Acta del Consejo Superior en la que se aprobó el reconocimiento

	2019096
	5 años, 1 mes y 29 días
	Sesión Nº 100-19 del 14 de noviembre de 2019, artículo LXVI.

	
	
	
	

	
	
	
	



· Tal y como se puede observar, el Consejo Superior aprobó reconocer para efectos de anualidades y jubilación al servidor Aragón Barrantes 5 años, 1 mes y 29 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, tiempo por el cual debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial un monto total de ₡10,926,376.72 (diez millones novecientos veintiséis mil trescientos setenta y seis colones con 72/100).

· Ahora bien, al momento del cese comunicado mediante oficio N° 496-2021, el servidor había reintegrado un monto total de ₡1,381,622.80 (un millón trescientos ochenta y un mil seiscientos veintidós colones con 80/100), lo anterior de conformidad con lo indicado por los compañeros de la Unidad de Tesorería – Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, mediante correo electrónico de fecha 24 de enero anterior.

· En concordancia con lo anterior, se procedió a calcular lo proporcional al monto reintegrado y del análisis se desprende que quedará reconocido para efectos de jubilación un tiempo de 9 meses y 27 días, por el cual don Pedro debe reintegrar un monto de ₡1,382,590.19 (un millón trescientos ochenta y dos mil quinientos noventa colones con 19/100), es decir, aún la Unidad de Tesorería debe gestionar la recuperación de ₡967.39 (novecientos sesenta y siete colones con 39/100), siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor y el monto total de la deuda por el citado reconocimiento.

Finalmente, se señala que se procede a realizar el ajuste del estudio 2019096 en los términos del presente informe.

(…)

Anexo:

Estudio
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Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, manifiesta: “Don Juan Carlos disculpe, una imprecisión ahí en el acuerdo dice, y el monto total de la deuda por el reconocimiento de tiempo servido; no es cierto, es el monto total de la deuda por el reconocimiento de tiempo servido equivalente a únicamente los 9 meses y 27 días que se está reconociendo; porque, así como está pareciera que le estamos reconociendo los diez años y no es cierto, todo este ejercicio es precisamente para reconocerle sólo una parte, el monto que efectivamente canceló, entonces para ser específicos y aquí está, 9 meses y 27 días tal y como lo señala Gestión Humana”.
La licenciada Angie Ampié Gutiérrez, prosecretaria interina de la Secretaría de la Dirección de la JUNAFO, señala: “Jefe entonces lo vamos a agregar en los machotes para que quede así establecido en todos”.
El máster Mora Valdez indica: “Sí por favor, porque aquí podría interpretarse de parte de la persona que con sólo haber pagado ese millón ya el acuerdo les está reconociendo todo el tiempo servido y no es cierto, es el tiempo servido equivalente al millón trescientos y resto que pagó a lo que valen es a esos 9 meses y 27 días, ya si el día de mañana la persona decide nuevamente hacer reconocimiento de tiempo servido deberían descontar este plazo ya reconocido”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido lo comunicado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-217-2023 del 06 de marzo de 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para la recuperación de ₡967,39 (novecientos sesenta y siete colones con treinta y nueve céntimos), siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor judicial Pedro José Aragón Barrantes, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial San José, y el monto total de la deuda por el reconocimiento de tiempo servido equivalente a 9 meses y 27 días. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Aragón Barrantes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc132362679][bookmark: _Toc132720898]ARTÍCULO XXII 
Documento N° 650-2021 / 292-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-220-2023 del 03 de marzo de 2023, remitieron:
[bookmark: _Hlk99973728]“En atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 21-2021 celebrada el 17 de mayo de 2021, artículo XVIII, comunicado a la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 500-2021, mismo en el que se acuerda: 

[bookmark: _Hlk71893308]“1) Tener por recibida la gestión del servidor Olman Sánchez Arce, Investigador de la Sección de Homicidios, en correo electrónico del 10 de mayo de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Olman Sánchez Arce con el Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio del 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Olman Sánchez Arce para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación”.

Al respecto, se presenta la información correspondiente:

· Inicialmente resulta necesario traer a colación el antecedente del reconocimiento que fue aprobado por el Consejo Superior en el año 2020:

	Reconocimiento inicial

	Número de estudio
	Tiempo total reconocido para efectos de anualidades y jubilación
	Acta del Consejo Superior en la que se aprobó el reconocimiento

	2019137
	9 años, 2 meses y 16 días
	Sesión Nº 94-2020 del 30 de setiembre de 2020, artículo XLIX.

	
	
	
	



· Tal y como se puede observar, el Consejo Superior aprobó reconocer para efectos de anualidades y jubilación al servidor Sánchez Arce 9 años, 2 meses y 16 días laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, tiempo por el cual debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial un monto total de ₡22,807,153.40 (veintidós millones ochocientos siete mil ciento cincuenta y tres colones con 40/100).

· Ahora bien, al momento del cese comunicado mediante oficio N° 500-2021, el servidor había reintegrado un monto total de ₡310,686.96 (trescientos diez mil seiscientos ochenta y seis colones con 96/100), lo anterior de conformidad con lo indicado por los compañeros de la Unidad de Tesorería – Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, mediante correo electrónico de fecha 24 de enero anterior.

· [bookmark: _Hlk77237715]En concordancia con lo anterior, se procedió a calcular lo proporcional al monto reintegrado y del análisis se desprende que quedará reconocido para efectos de jubilación un tiempo de 1 mes y 2 días, por el cual don Olman debe reintegrar un monto de ₡317,155.58 (trescientos diecisiete mil ciento cincuenta y cinco colones con 58/100), es decir, aún la Unidad de Tesorería debe gestionar la recuperación de ₡6,468.62 (seis mil cuatrocientos sesenta y ocho colones con 62/100), siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor y el monto total de la deuda por el citado reconocimiento.

Finalmente, se señala que se procede a realizar el ajuste del estudio 2019137 en los términos del presente informe.

(…)

Anexo:

Estudio
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido lo comunicado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-220-2023 del 03 de marzo de 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para la recuperación de ₡6.468,62 (seis mil cuatrocientos sesenta y ocho colones con sesenta y dos céntimos) siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor judicial Olman Sánchez Arce, Investigador de la Sección de Homicidios del Organismo de Investigación Judicial, y el monto total de la deuda por el reconocimiento de tiempo servido equivalente a un 1 mes y 2 días. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Sánchez Arce.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132362681][bookmark: _Toc132720900]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 637-2021 / 293-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-223-2023 del 03 de marzo de 2023, remitieron:
“En atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 21-2021 celebrada el 17 de mayo de 2021, artículo XIX, comunicado a la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 514-2021, mismo en el que se acuerda: 

“1) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Jeorjanny Arias González, Custodio de detenidos del Primer Circuito Judicial de San José, mediante correo electrónico remitido en fecha 07 de mayo de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Jeorjanny Arias González con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Jeorjanny Arias González para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación”.

Al respecto, se presenta la información correspondiente:

· Inicialmente resulta necesario traer a colación el antecedente del reconocimiento que fue aprobado por el Consejo Superior en el año 2019:

	Reconocimiento inicial

	Número de estudio
	Tiempo total reconocido para efectos de anualidades y jubilación
	Acta del Consejo Superior en la que se aprobó el reconocimiento

	2018133
	9 años y 13 días
	Sesión N° 78-2019 del 05 de setiembre de 2019, artículo LIII.

	
	
	
	



· Tal y como se puede observar, el Consejo Superior aprobó reconocer para efectos de anualidades y jubilación al servidor Arias González 9 años y 13 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, tiempo por el cual debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial un monto total de ₡18,131,210.60 (dieciocho millones ciento treinta unos mil doscientos diez colones con 60/100).

· Ahora bien, al momento del cese comunicado mediante oficio N° 514-2021, el servidor había reintegrado un monto total de ₡1,987,025.87 (un millón novecientos ochenta y siete mil veinticinco colones con 87/100), lo anterior de conformidad con lo indicado por los compañeros de la Unidad de Tesorería – Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, mediante correo electrónico de fecha 24 de enero anterior.

· En concordancia con lo anterior, se procedió a calcular lo proporcional al monto reintegrado y del análisis se desprende que quedará reconocido para efectos de jubilación un tiempo de 1 año, 4 meses y 12 días, por el cual don Jeorjanny debe reintegrar un monto de ₡1,987,203.60 (un millón novecientos ochenta y siete mil doscientos tres colones con 60/100), es decir, aún la Unidad de Tesorería debe gestionar la recuperación de ₡177.73 (ciento setenta y siete colones con 73/100), siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor y el monto total de la deuda por el citado reconocimiento.

Finalmente, se señala que se procede a realizar el ajuste del estudio 2018133 en los términos del presente informe.

(…)

Anexo:

Estudio
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido lo comunicado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-223-2023 del 03 de marzo de 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para la recuperación de ₡177,73 (ciento setenta y siete colones con setenta y tres céntimos) siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor judicial Jeorjanny Arias González, Custodio de detenidos del Primer Circuito Judicial de San José, y el monto total de la deuda por el reconocimiento de tiempo servido equivalente a 1 año, 4 meses y 12 días. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Arias González.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132362683][bookmark: _Toc132720902]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 679-2021 / 294-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-225-2023 del 03 de marzo de 2023, remitieron:
“En atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 22-2021 celebrada el 24 de mayo de 2021, artículo VII, comunicado a la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 522-2021, mismo en el que se acuerda: 

“1.) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Diego Davian Elizondo Sánchez, Custodio de Detenidos del Primer Circuito Judicial de San José, mediante nota remitida por correo electrónico el 14 de mayo de 2021. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Elizondo Sánchez, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de junio del 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el servidor Elizondo Sánchez, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación”.

Al respecto, se presenta la información correspondiente:

· Inicialmente resulta necesario traer a colación el antecedente del reconocimiento que fue aprobado por el Consejo Superior en el año 2019:

	Reconocimiento inicial

	Número de estudio
	Tiempo total reconocido para efectos de anualidades y jubilación
	Acta del Consejo Superior en la que se aprobó el reconocimiento

	2019097
	7 años, 7 meses y 13 días
	Sesión Nº 100-19 del 14 de noviembre de 2019, artículo LXIII.

	
	
	
	



· Tal y como se puede observar, el Consejo Superior aprobó reconocer para efectos de anualidades y jubilación al servidor Elizondo Sánchez 7 años, 7 meses y 13 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, tiempo por el cual debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial un monto total de ₡15,232,728.90 (quince millones doscientos treinta y dos mil setecientos veintiocho colones con 90/100).

· Ahora bien, al momento del cese comunicado mediante oficio N° 522-2021, el servidor había reintegrado un monto total de ₡1,449,932.67 (un millón cuatrocientos cuarenta y nueve mil novecientos treinta y dos colones con 67/100), lo anterior de conformidad con lo indicado por los compañeros de la Unidad de Tesorería – Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, mediante correo electrónico de fecha 24 de enero anterior.

· En concordancia con lo anterior, se procedió a calcular lo proporcional al monto reintegrado y del análisis se desprende que quedará reconocido para efectos de jubilación un tiempo de 1 año y 3 días, por el cual don Diego debe reintegrar un monto de ₡1,453,213.94 (un millón cuatrocientos cincuenta y tres mil doscientos trece colones con 94/100), es decir, aún la Unidad de Tesorería debe gestionar la recuperación de ₡3,281.27 (tres mil doscientos ochenta y un colones con 27/100), siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor y el monto total de la deuda por el citado reconocimiento.

Finalmente, se señala que se procede a realizar el ajuste del estudio 2019097 en los términos del presente informe.

(…)

Anexo:

Estudio




…”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido lo comunicado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-225-2023 del 03 de marzo de 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para la recuperación de ₡3.281,27 (tres mil doscientos ochenta y un colones con veintisiete céntimos), siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor judicial Diego Davian Elizondo Sánchez, Custodio de Detenidos del Primer Circuito Judicial de San José, y el monto total de la deuda por el reconocimiento de tiempo servido equivalente a 1 año y 3 días. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Elizondo Sánchez.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132362685][bookmark: _Toc132720904]ARTÍCULO XXV 
Documento N° 695-2021 / 295-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-227-2023 del 03 de marzo de 2023, remitieron:
“En atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XII, comunicado a la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 541-2021, mismo en el que se acuerda: 

“1.) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Cesar Andrés Vega Barrera, Investigador 1 del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo electrónico remitido en fecha 19 de mayo de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Vega Barrera con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de julio de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Vega Barrera para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado”.

Al respecto, se presenta la información correspondiente:

· Inicialmente resulta necesario traer a colación el antecedente del reconocimiento que fue aprobado por el Consejo Superior en el año 2019:

	Reconocimiento inicial

	Número de estudio
	Tiempo total reconocido para efectos de anualidades y jubilación
	Acta del Consejo Superior en la que se aprobó el reconocimiento

	2019106
	5 años y 14 días
	Sesión Nº 104-19 del 28 de noviembre de 2019, artículo LXVI.

	
	
	
	



· Tal y como se puede observar, el Consejo Superior aprobó reconocer para efectos de anualidades y jubilación al servidor Vega Barrera 5 años y 14 días laborados para el Ministerio de Justicia y Paz, tiempo por el cual debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial un monto total de ₡10,384,277.78 (diez millones trescientos ochenta y cuatro mil doscientos setenta y siete colones con 78/100).

· Ahora bien, al momento del cese comunicado mediante oficio N° 541-2021, el servidor había reintegrado un monto total de ₡1,753,060.50 (un millón setecientos cincuenta y tres mil sesenta colones con 50/100), lo anterior de conformidad con lo indicado por los compañeros de la Unidad de Tesorería – Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, mediante correo electrónico de fecha 24 de enero anterior.

· En concordancia con lo anterior, se procedió a calcular lo proporcional al monto reintegrado y del análisis se desprende que quedará reconocido para efectos de jubilación un tiempo de 11 meses y 15 días, por el cual don César debe reintegrar un monto de ₡1,755,785.22 (un millón setecientos cincuenta y cinco mil setecientos ochenta y cinco colones con 22/100), es decir, aún la Unidad de Tesorería debe gestionar la recuperación de ₡2,724.72 (dos mil setecientos veinticuatro colones con 72/100), siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor y el monto total de la deuda por el citado reconocimiento.

Finalmente, se señala que se procede a realizar el ajuste del estudio 2019106 en los términos del presente informe.

(…)

Anexo:

Estudio




…”

- 0 -
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido lo comunicado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-227-2023 del 03 de marzo de 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para la recuperación de ₡2.724,72 (dos mil setecientos veinticuatro colones con setenta y dos céntimos) siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor judicial Cesar Andrés Vega Barrera, Investigador 1 del Organismo de Investigación Judicial, y el monto total de la deuda por el reconocimiento de tiempo servido equivalente a 11 meses y 15 días. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Vega Barrera.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132720907]ARTÍCULO XXVI 
Documento N° 1160-2022 / 42-2023 / 18-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por este órgano en sesión N° 002-2023 celebrada el 17 de enero de 2023, artículos III, y IV, el cual literalmente dice:
“ARTÍCULO III

Documento N° 42-2023

Manifiestan los integrantes de esta Junta Administradora del Poder Judicial, que es momento de proceder con la postulación del Presidente de la JUNAFO, para el periodo de febrero 2023 a febrero 2024.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano expresa que, como está reglamentado a él le asiste ser un posible candidato, pero que por el cariño que le tiene a esta Junta y a la Dirección de la JUNAFO como tal, prefiere abstenerse de postularse, a sabiendas de que no es abogado y que es imperiosamente necesario para la representación de los juicios pendientes, que son bastantes, y que, en aras de lo citado, declina su postulación para el puesto de presidente en ese sentido. 

El máster Alexander Arguedas Vindas señala que, es parte de los miembros elegidos por el colectivo judicial que tienen derecho a ser electos o postulantes para la presidencia, y que en su caso tenía emoción de ser presidente, sin embargo, hay muchas coyunturas que se han presentado en los últimos meses, que necesariamente podrían poner en riesgo la continuidad a los procesos que tiene el Fondo, por lo anterior, declina postularse para el puesto.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán comenta que, interpreta que, esta declinación por parte de las personas integrantes que representan el colectivo judicial para optar por la presidencia es momentánea o transitoria, únicamente a efectos de que posteriormente cuenten con la contratación de abogados para ejercer la representación legal de esta Junta, o bien, que la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, cuenten con las competencias requeridas. Y que con la claridad que tienen todos los integrantes por parte del patrono, que por este periodo les corresponde a los miembros que representan al colectivo. 

El licenciado Hernández Solano está de acuerdo con lo que menciona el integrante Rodrigo Arroyo, en el sentido de que es una situación temporal, basada en la representación judicial y la constitución normal de los 12 puestos que existen reglamentariamente para la elección o nombramiento de la totalidad de los integrantes, por lo que reitera su declinación.

El máster Arguedas Vindas refiere que, su declinación es temporal basado en lo mencionado en líneas atrás.

El licenciado Parris Quesada Madrigal indica que, se encuentran en una coyuntura importante y diferente de lo que es un órgano colegiado, y en virtud de que los dos miembros que forman parte de esta Junta en representación del colectivo judicial declinan momentáneamente para la elección de la presidencia de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se ven en una situación especial y considera que deben de tomar una decisión al respecto y entrar a conocer si alguno de los integrantes del patrono desea participar en esta elección o mantener la continuidad temporal del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente actual de esta Junta, por la coyuntura que se está dando en este momento.

Señala que es importante que quede en esta acta, que la conformación de esta Junta Administradora ha tenido situaciones especiales, donde actualmente tienen miembros en la suplencia fungiendo de titulares y se podrían ver algunas anomalías importantes si un suplente queda de presidente de esta Junta Administradora.

Recalca que esta posición que se está adoptando como se indicó anteriormente, es temporal y se va a organizar en su momento para ordenar la situación de los nombramientos de cada uno de los integrantes de esta Junta Administradora, y en este particular de la presidencia.

Considera que, viendo la coyuntura, deben de tomar la decisión de mantener la continuidad del señor presidente actual, para no entrar en una situación difícil de representación legal de esta Junta Administradora y que como dijeron los miembros del colectivo judicial, don Arnoldo y don Alexander, valorar la situación que se presenta, es una decisión muy atinada de parte de ellos.

Agrega que desde su punto de vista la posición que ellos mantienen es para darle continuidad a la Junta Administradora, particularmente desde la presidencia, así mismo, propone también la continuidad del doctor Juan Carlos Segura Solís en la presidencia, por la coyuntura citada.

El licenciado Hernández Solano considera que debe quedar cerrado este artículo y que hay un documento emitido por la Asesoría Jurídica, por lo que propone continuar con el siguiente artículo para conocer el criterio y ver la posibilidad de la reelección temporal de don Juan Carlos en ese sentido.

El doctor Juan Carlos Segura Solís expone que, en virtud de que los dos representantes de los gremios no se postulan, y dada la prórroga o reelección momentánea de su persona para la presidencia, propone escuchar el criterio emitido por la Asesoría Jurídica al respecto, y así mismo expresa su aceptación como presidente, basado en dicho informe de la Asesoría Jurídica.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, se procede a conocer el criterio jurídico N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023, remitido por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el siguiente artículo. 

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

- 0 -
[bookmark: _Toc124527761]
ARTÍCULO IV

Documento N° 1160-2022 / 18-2023

Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023, comunicaron:

“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante JUNAFO), en sesión N° 48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, artículo XVII, conoció las manifestaciones del máster Rodrigo Arroyo Guzmán, quien considera necesario buscar alguna interpretación jurídica, que aclare si es posible que el doctor Juan Carlos Segura Solís, se mantenga ejerciendo como presidente de la JUNAFO, durante más tiempo de lo establecido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, considerando las valoraciones analizadas en el citado acuerdo.

I.- ASPECTOS A CONSIDERAR:

1.- La Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante L.O.P.J) en su artículo 240 establece:

“En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.” (El resaltado es propio).

2.- Como precedente administrativo, es importante recalcar que, cuando se cumple un año calendario desde la primera integración de la JUNAFO, se realiza una votación por parte de las personas integrantes de este cuerpo colegiado, para tomar la decisión de cual integrante iniciará el año ostentando la figura de presidente, conforme al grupo representativo que por rol corresponda, entiéndase los elegidos por Corte Plena en representación del patrono, o en su defecto los elegidos por el colectivo judicial.

3.- La L.O.P.J no prevé cómo debe proceder la JUNAFO cuando las personas integrantes no pueden consensuar respecto al nombramiento del puesto de presidencia o cuando no existan oferentes para ocupar dicho cargo.

4.- De conformidad con la L.O.P.J, corresponde a la persona con cargo de presidente de la Junta Administradora, la representación judicial y extrajudicial de la Junta y por ende del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPJ). 

5.- Con base en el principio de continuidad y eficiencia de los servicios públicos, así como la obligatoriedad de la prestación de los mismos, es mandatorio que el órgano colegiado no deje de sesionar, en aras de proteger los intereses de las personas afiliadas a este régimen (beneficiarias actuales o personas funcionarias activas), así como mantener una sana administración de los recursos que integran al Fondo.

6.- Debe considerarse además que, en la actualidad, la JUNAFO se encuentra afrontando varios procesos jurisdiccionales, por lo que adquiere mucha relevancia que, quien ostente la presidencia del órgano, pueda representarlo en los diferentes procesos, considerando que no se tiene claridad si las personas que actualmente están nombradas como asesoras jurídicas de la JUNAFO, puedan representar al órgano judicialmente, valorando el perfil competencial aprobado para esos puestos.

7.- La Procuraduría General de la República ha indicado en múltiples ocasiones que la JUNAFO, al ser un órgano con desconcentración máxima y con personería jurídica instrumental, a pesar de mantener su relación con el Poder Judicial, debe tener representación judicial propia, por lo cual el “Abogado del Estado”, representa parcialmente al órgano en los procesos judiciales, recayendo parte de la representación en el mismo órgano. 

II.- ANÁLISIS DE FONDO:

De conformidad con lo antes expuesto, se procede a emitir el criterio requerido, en los siguientes términos:

El numeral 14 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, señala que la Junta Administradora del Fondo, en la primera sesión ordinaria de febrero de cada año, tendrá como primer punto de agenda, la elección de su Directorio, conformado por la persona con cargo de presidente, vicepresidente, secretaría y tesorero, así como las restantes personas integrantes directoras. El artículo de cita, enfatiza que el cargo de presidente deberá alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y los de Corte Plena, esto en concordancia con el artículo 240 de la L.O.P.J. 

En la actualidad, el doctor Juan Carlos Segura Solís está próximo a concluir su nombramiento como presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siendo a éste a quien correspondió actuar en representación de Corte Plena, lo que implica que, en la próxima elección de presidencia de la JUNAFO, correspondería nombrar a un representante del colectivo judicial, por ende, se debe realizar la votación correspondiente en el pleno de la sesión, para la elección de la persona que presidirá el órgano, por lo que debe existir acuerdo entre las personas integrantes de la JUNAFO, de lo contrario se crearía una situación de anormalidad administrativa, ante la incertidumbre de lo que pueda acontecer en el corto plazo.

Del estudio de la normativa atinente y en relación con la consulta del máster Rodrigo Arroyo Guzmán, se desprende que existe una laguna o vacío normativo en el ordenamiento administrativo, en tanto no previó el supuesto de que, al concluir el nombramiento anual de la presidencia, los integrantes de la JUNAFO no convinieran respecto a quién nombrar en ese puesto, ni cómo proceder cuando no existieran oferentes para ocupar dicho cargo.

De esta manera, considera esta Asesoría que debemos recurrir a la labor hermenéutica del operador jurídico, que si bien en sede administrativa, difiere del ejercicio de la función jurisdiccional regulado en el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; para la función administrativa, la Ley General de la Administración Pública, en sus numerales 7, 8 y 9 prevé esa labor exegética con un alcance diferente al jurisdiccional.

Estipulan estos numerales:

"Artículo 7.-

1. Las normas no escritas -como la costumbre, la jurisprudencia y los principios generales de derecho- servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan.

2. Cuando se trate de suplir la ausencia y no la insuficiencia, de las disposiciones que regulan una materia, dichas fuentes tendrán rango de ley.

3. Las normas no escritas prevalecerán sobre las escritas de grado inferior."

"Artículo 8.-

El ordenamiento administrativo se entenderá integrado por las normas no escritas necesarias para garantizar un equilibrio entre la eficiencia de la Administración y la dignidad, la libertad y los otros derechos fundamentales del individuo."

"Artículo 9.-

1. El ordenamiento jurídico administrativo es independiente de otras ramas del derecho. Solamente en el caso de que no haya norma administrativa aplicable, escrita o no escrita, se aplicará el derecho privado y sus principios.

2. Caso de integración, por laguna del ordenamiento administrativo escrito, se aplicarán por su orden, la jurisprudencia, los principios generales del derecho público, la costumbre y el derecho privado y sus principios."

Al respecto, la doctrina en cuanto al tema de la integración del Derecho Administrativo, las lagunas y la posibilidad de utilizar reglas jurisprudenciales como los principios generales para complementarlo e interpretarlo, señala:

"Todas estas posibilidades pueden transformarse en verdaderas reglas de la administración e integrar, con la Constitución y la ley, el llamado bloque de legalidad.

Es posible que una norma no escrita pueda fundar la existencia de una potestad administrativa, aun en completo silencio de las normas escritas. En este supuesto, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, puede haber potestades administrativas, incluso desfavorables al particular, que nazcan de una laguna de la ley.

En todas estas hipótesis, es posible, como se dijo, no sólo que haya un principio que llene la laguna imponiendo deberes y obligaciones particulares a la Administración, sino también un principio que le otorgue potestades o facultades". (ORTIZ ORTIZ, Eduardo. Tesis de Derecho Administrativo, Medellín-Colombia. Biblioteca Jurídica Dike, 2002, tomo I, págs. 225-226).

En este orden de ideas, cabe agregar que la Procuraduría General de la República, en dictamen número C-359-2007 del 3 de octubre del 2007, indicó la posibilidad de utilizar la analogía como técnica de integración del ordenamiento jurídico:

"Las normas escritas no siempre son capaces de cubrir todos los supuestos fácticos que pueden presentarse. (…) Por ello, el derecho ha admitido una serie de métodos de integración que permiten solventar los inconvenientes generados por esas lagunas normativas.

Uno de esos métodos es la "analogía", que en palabras del tratadista Juan Francisco Linares, se explica de la siguiente manera:

Aplicada al derecho la analogía lógica y estimada como justala racionalidad que la funda y caracteriza, tiene ella, en materia de interpretación lato sensu de la ley, la gran misión de ayudar a formar la norma general que rige ciertos casos no contemplados por leyes vigentes."

En concordancia con lo anterior y teniendo clara la posibilidad que tiene la Administración de integrar el ordenamiento jurídico, recurriremos según lo expuesto (artículo 9 inciso 2 de la Ley General de la Administración Pública) a las normas no escritas: como la jurisprudencia y los principios generales.

Así las cosas, conviene citar la figura de la “prorrogatio”, misma que es concebida por la doctrina italiana y en virtud de la cual se permite la prolongación automática de la investidura en tanto se produce la designación, el nombramiento, o la elección - según corresponda- del sucesor.

Sobre este tema, la Procuraduría General de la República, en su dictamen N° C-025-97, señaló:

"Concretamente, la “prorrogatio” se reconoce para evitar una solución de continuidad, de manera que se permite que la autoridad administrativa que ha perdido su competencia continúe ejercitándola parcialmente hasta la instalación de su sucesor. Se trata de un régimen transitorio aplicable también a los órganos colegiados y cuyo presupuesto es la pérdida de la competencia”

En ese sentido, si la JUNAFO entrara en la disyuntiva de que no pueden convenir en la votación para la elección del nuevo presidente del órgano para el siguiente periodo anual, conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 240, se debe buscar una alternativa para que el órgano continúe funcionando hasta tanto acuerden la nueva elección, en este punto es donde se podría evaluar la aplicabilidad de la figura del “prorrogatio”, en el sentido de que el presidente actual continúe hasta tanto el órgano colegiado nombre a su sucesor en votación consensuada.

Como precedente administrativo a la aplicación de esta figura, en la institución tenemos el caso del nombramiento de la doctora Mayra Campos Zúñiga, a la cual, luego de que se le venciera su nombramiento como Fiscala Subrogante el 19 de diciembre del año 2015 y ante la necesidad sobrevenida de nombrar a una persona en este puesto, tras el permiso otorgado para salir del país concedido al licenciado Jorge Chavarría Guzmán, a la sazón Fiscal General de la República, quien efectivamente salió del país dejando a la institución sin representación, le fue prorrogado su nombramiento como Fiscala Subrogante de la Fiscalía General de la República, a partir del 25 de enero de 2016, quedando habilitada en el puesto hasta que se nombrara a una persona titular. Para llevar a cabo la escogencia de la doctora Campos Zúñiga, la Corte Plena argumentó lo siguiente:

“Como bien dice el Magistrado Jinesta, existe una institución en el Derecho Administrativo, es una figura que desarrolló la doctrina italiana, que es la prorrogatio, y es que cuando se le vence a un funcionario un plazo, para no dejar acéfala la institución, lo que se hace es prorrogar el nombramiento hasta que el órgano titular nombre; la finalidad es garantizar la continuidad del servicio, y que la institución no se quede acéfala, o sin un jerarca que tome las decisiones que a diario tienen que tomarse en una institución.

No sé si en este caso, al existir una Fiscala Subrogante, se entendería que en ausencia del titular, ella debería de continuar con las funciones, de manera que me parece que lo que debería aplicarse, como bien lo dice el Magistrado Jinesta, es la figura de la prorrogatio, es decir, quien en ese momento es la Fiscala Subrogante, ante la falta de designación de un nuevo Fiscal o Fiscala Subrogante, y ante la ausencia del titular, es a ella la que le corresponde asumir la titularidad, o la función de jerarca de la institución”.

En este orden de ideas, es propio indicar que resulta imperativo asegurar la continuidad de funcionamiento de la JUNAFO con la representación de un presiente, es decir, el órgano no puede estar sin esta figura, considerando los numerosos trámites que debe realizar, por ende, ante una posible ausencia de consenso para la elección de la persona que ocupará esa figura dentro del órgano, es imperativo la permanencia de quien lo esté ocupando en este momento, toda vez que la toma de decisiones por parte del órgano decisor, tiene abierta incidencia en la esfera jurídica de las personas contribuyentes y destinatarias de los recursos del Fondo, siendo así que de realizarse un juicio de ponderación, debe tomarse en consideración el necesario cumplimiento del bloque de legalidad administrativo - dado que nada habilita a su desaplicación- más adecuado a las circunstancias propias del caso, y dentro de la plenitud propia pretendida por el derecho administrativo en cuanto a la aplicación de sus fuentes particulares del derecho. Debe tenerse en consideración que, el nombramiento de la presidencia en la situación que enfrenta la JUNAFO, podría extenderse por tiempo indeterminado, como ocurrió con Corte Plena, la cual cuenta con una mayor cantidad de integrantes que la JUNAFO y que recientemente se enfrentó a la elección del puesto de presidencia, siendo que la votación inició el 29 de agosto del 2022, pero al no haberse podido poner de acuerdo las personas integrantes de la Corte, debieron pasar por 19 rondas de votaciones para escoger presidente durante los próximos cuatro años, siendo que fue hasta el lunes 26 de setiembre del 2022, cuando finalmente se logró el total de votos requeridos para designar al presidente. De la misma forma como aconteció en la situación descrita, el Órgano de Dirección podría permanecer por un periodo importante sin que se pueda realizar el nombramiento del puesto de presidencia, lo que implicaría la imperiosa necesidad de que la persona que ostenta dicha figura, continúe ejerciendo de presidente hasta tanto convenga la elección del nuevo presidente, evitando la paralización de las sesiones y la afectación al conglomerado judicial.

Así, en la jurisprudencia administrativa se ha dicho que la existencia del órgano colegiado deriva de su integración plena. En diversos pronunciamientos, la Procuraduría General de la República ha debido pronunciarse respecto de los problemas que se enfrentan cuando existe falta de nombramiento de los directores de órganos colegiados. La jurisprudencia actual sobre dicho tema parte del dictamen N. C-195-90 de 20 de noviembre de 1990, desarrollado luego en los Ns. C-015-97 de 27 de enero de 1997 y C-025-97 de 7 de febrero del mismo año. Desde ellos ha sido constante el criterio de la Procuraduría General de la República en cuanto que la integración del órgano es fundamental para considerar que éste existe jurídicamente y, por ende, esa integración es presupuesto indispensable para que pueda funcionar. En consecuencia, en caso de que el puesto de presidencia esté vacante, y la ley no haya previsto el supuesto de que el Órgano colegiado no se pueda poner de acuerdo de a quién nombrar o no hayan oferentes para el cargo, se entiende que el órgano no estaría integrado y, por consiguiente, no puede sesionar, lo que provoca una disrupción del funcionamiento no solo del colegio, sino que, también, afecta la institución dentro de la cual éste se haya incardinado.

En razón de lo anterior, para asegurar la continuidad en la prestación de la actividad del órgano y reducir al mínimo el riesgo creado, sin desaplicar el bloque de legalidad existente y siendo que no existe norma alguna que autorice a deshabilitar el ordenamiento jurídico, estima esta unidad asesora que la Ley General de la Administración Pública habilita la posibilidad de que se prorrogue el nombramiento del doctor Juan Carlos Segura Solís como presidente de la JUNAFO, en tanto el órgano llegue a un acuerdo consensuado para la elección de la persona que ocupara la figura, siendo que sobre éste descansan la experiencia al frente del órgano y la idoneidad para representar a la JUNAFO en los procesos jurisdiccionales pendientes por su condición de profesional en Derecho, valorando que actualmente no se ha podido contratar representación legal para que colaboren con los diferentes procesos, considerando que, el proceso de contratación administrativa para esos efectos está en trámite, además, no se tiene claridad si las plazas de asesoramiento jurídico de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tienen competencia para realizar esa representación y, se enfatiza, dichos procesos requieren para su desarrollo y posterior fenecimiento, la realización de una serie de actos a través de los cuales se garantice no sólo el debido proceso sino la emisión de un fallo que, si no se puede llevar a cabo con prontitud al menos que sea justo y conveniente para los intereses del Fondo que se representa.

En este sentido, debe entenderse que el ejercicio de las competencias bajo el supuesto previsto y contemplado en la alternativa de análisis debe ser considerada bajo los principios pro fondo y pro persona, vistos ambos no como excluyentes, sino más bien como complementarios al propósito del régimen creado para las personas servidoras del Poder Judicial. 

En consecuencia, se advierte que la aplicación de la figura de “prorrogatio”, está amparada por la presunción de legitimidad de la conducta administrativa y se encuentra conforme a derecho, aplicando el ordenamiento jurídico de cita por parte de esta unidad asesora. 

III.- CONCLUSIONES:

Conforme los razonamientos expresados anteriormente y la normativa, criterios y precedentes invocados, esta unidad asesora estima oportuno concluir lo siguiente:

1. En materia de Administración pública una figura generalmente admitida es la “prorrogatio”, lo que significa que si el servidor al vencerle el término por el cual había designado ha sido imposible o ha habido justa causa para no nombrar a quien debe sucederlo en el cargo, se entiende prorrogado su nombramiento mientras se le hace frente a la situación de anormalidad administrativa.

1. Así las cosas, resulta procedente echar mano a la figura estudiada y mantener al Dr. Juan Carlos Segura Solís en el cargo de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el caso hipotético de que el órgano no logre consensuar la designación de la persona que asumirá el puesto de presidencia.

1. Lo anterior se entiende como una estrategia necesaria para asegurar la continuidad del servicio público y el beneficio conjunto para el Fondo y para las personas usuarias del mismo, en el entendido de que será hasta tanto sea elegida la persona que ocupará el cargo, por lo que, de manera constante, deberán procurar como órgano, llegar a un acuerdo para la selección del mismo, y de esta forma cumplir con lo establecido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

De esta forma, se deja rendido el criterio requerido mediante sesión N° 48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, artículo XVII, para lo que a bien estime disponer.”
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MANIFESTACIONES DE LOS INTEGRANTES:

Toma la palabra el presidente Segura Solís y expone que, conforme se externó en el artículo anterior, se procede con el procedimiento para tomar la decisión en cuanto a la elección de la persona integrante que ocupará el cargo de presidente para el periodo 2023, por ende, se procede a transcribir lo manifestado en el artículo III de la presente acta:

“Manifiestan los integrantes de esta Junta Administradora del Poder Judicial, que es momento de proceder con la postulación del Presidente de la JUNAFO, para el periodo de febrero 2023 a febrero 2024.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano expresa que, como está reglamentado a él le asiste ser un posible candidato, pero que por el cariño que le tiene a esta Junta y a la Dirección de la JUNAFO como tal, prefiere abstenerse de postularse, a sabiendas de que no es abogado y que es imperiosamente necesario para la representación de los juicios pendientes, que son bastantes, y que, en aras de lo citado, declina su postulación para el puesto de presidente en ese sentido. 

El máster Alexander Arguedas Vindas señala que, es parte de los miembros elegidos por el colectivo judicial que tienen derecho a ser electos o postulantes para la presidencia, y que en su caso tenía emoción de ser presidente, sin embargo, hay muchas coyunturas que se han presentado en los últimos meses, que necesariamente podrían poner en riesgo la continuidad a los procesos que tiene el Fondo, por lo anterior, declina postularse para el puesto.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán comenta que, interpreta que, esta declinación por parte de las personas integrantes que representan el colectivo judicial para la optar presidencia es momentánea o transitoria, únicamente a efectos de que posteriormente cuenten con la contratación de abogados para ejercer la representación legal de esta Junta, o bien, que la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, cuenten con las competencias requeridas. Y que con la claridad que tienen todos los integrantes por parte del patrono, que por este periodo les corresponde a los miembros que representan al colectivo. 

El licenciado Hernández Solano está de acuerdo con lo que menciona el integrante Rodrigo Arroyo, en el sentido de que es una situación temporal, basada en la representación judicial y la constitución normal de los 12 puestos que existen reglamentariamente para la elección o nombramiento de la totalidad de los integrantes, por lo que reitera su declinación.

El máster Arguedas Vindas refiere que, su declinación es temporal basado en lo mencionado en líneas atrás.

El licenciado Parris Quesada Madrigal indica que, se encuentran en una coyuntura importante y diferente de lo que es un órgano colegiado, y en virtud de que los dos miembros que forman parte de esta Junta en representación del colectivo judicial declinan momentáneamente para la elección de la presidencia de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Añade que se ven en una situación especial y considera que deben de tomar una decisión al respecto y entrar a conocer si alguno de los integrantes del patrono desea participar en esta elección o mantener la continuidad temporal del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente actual de esta Junta, por la coyuntura que se está dando en este momento.

Señala que es importante que quede en esta acta, que la conformación de esta Junta Administradora ha tenido situaciones especiales, donde actualmente tienen miembros en la suplencia fungiendo de titulares y se podrían ver algunas anomalías importantes si un suplente queda de presidente de esta Junta Administradora.

Recalca que esta posición que se está adoptando como se indicó anteriormente, es temporal y se va a organizar en su momento para ordenar la situación de los nombramientos de cada uno de los integrantes de esta Junta Administradora, y en este particular de la presidencia.

Considera que, viendo la coyuntura, deben de tomar la decisión de mantener la continuidad del señor presidente actual, para no entrar en una situación difícil de representación legal de esta Junta Administradora y que como dijeron los miembros del colectivo judicial, don Arnoldo y don Alexander, valorar la situación que se presenta, es una decisión muy atinada de parte de ellos.

Agrega que desde su punto de vista la posición que ellos mantienen es para darle continuidad a la Junta Administradora, particularmente desde la presidencia, así mismo, propone también la continuidad del doctor Juan Carlos Segura Solís en la presidencia, por la coyuntura citada.

El licenciado Hernández Solano considera que debe quedar cerrado este artículo y que hay un documento emitido por la Asesoría Jurídica, por lo que propone continuar con el siguiente artículo para conocer el criterio y ver la posibilidad de la reelección temporal de don Juan Carlos en ese sentido.

El doctor Juan Carlos Segura Solís expone que, en virtud de que los dos representantes de los gremios no se postulan, y dada la prórroga o reelección momentánea de su persona para la presidencia, propone escuchar el criterio emitido por la Asesoría Jurídica al respecto, y así mismo expresa su aceptación como presidente, basado en dicho informe de la Asesoría Jurídica”.

Considerando las manifestaciones anteriores, el presidente doctor Segura Solís, le otorga la palabra a la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que desarrolle los alcances del criterio anteriormente transcrito.

Toma la palabra el licenciado Eduardo Chacón Monge y expone que, el criterio jurídico abarca la hipótesis de que, que sucede si no hay postulantes por parte de la representación del colectivo judicial o el órgano no llega a un consenso en cuanto a la elección. Y explica que, al no existir postulantes, el órgano no se puede quedar sin la figura del presidente por el tipo de funciones y competencias que le otorga la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Hasta tanto no existan postulantes, el remedio jurídico para este tipo de situaciones es que la persona que actualmente está fungiendo la función de presidente, se le prorrogue momentáneamente el nombramiento, para no dejar al órgano sin esa figura, además, actualmente existen procesos jurisdiccionales en donde está involucrada la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, considerando la necesidad de que el presidente represente al órgano en los diferentes despachos judiciales, que actualmente son el Tribunal Contencioso Administrativo y el Juzgado Laboral.

Añade que el criterio jurídico lo que desarrolla es la hipótesis en donde no existen oferentes o no hay consenso entre los integrantes, sobre esto, el remedio procesal es aplicar la figura del “prorrogatio”, que es extender el nombramiento a quien en este momento está ostentando la figura de presidente, hasta tanto exista otro remedio procesal, que sería la incorporación de nuevos integrantes o los que estén actualmente se postulen para el puesto, siempre y cuando se subsane el problema que se está dando, que es no tener representación judicial, motivo por el cual declinaron su participación.

Señala que lo que se estaría implementando es una prórroga del nombramiento vigente, que no es elegirlo nuevamente, y hasta tanto no se subsane lo explicado en líneas atrás. 

Las personas integrantes del órgano manifiestan que acogen lo externado en el criterio jurídico presentado por el licenciado Chacón Monge y el licenciado Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO.

Posteriormente, los integrantes proceden con la definición de los cargos para la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siendo el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Vicepresidente, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, Secretario, el licenciado Parris Quesada Madrigal, Tesorero, el máster Alexander Arguedas Vindas, Director 1, y el licenciado Freddy Chacón Arrieta Director 2.

Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, propone que se haga de conocimiento de Corte Suprema y del Consejo Superior, tanto este artículo como el anterior, así como las motivaciones que han tenido para esta elección. 

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, añade que también es importante hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones.

CONSIDERACIONES DE FONDO:

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial actualmente posee procesos jurisdiccionales en contra en diferentes despachos judiciales, entre ellos el Tribunal Contencioso Administrativo y el Juzgado Laboral. 

Actualmente se tiene la particularidad de que el presidente del órgano es el doctor Juan Carlos Segura Solís, quien ostenta las calidades de abogado, esto ha beneficiado a que pueda poseer la representación legal del órgano y asistir a los tribunales en los diferentes procesos.

El periodo de presidencia del doctor Juan Carlos Segura Solís finaliza el 26 de enero de 2023.

Aparte del doctor Juan Carlos Segura Solís, ninguna persona tiene la representación legal del órgano para asistir a los diferentes despachos cuando se tengan diligencias en los diferentes procesos jurisdiccionales.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, actualmente posee dos plazas de asesoría jurídica, sin embargo, no se tiene claridad si esas plazas pueden asistir a las audiencias de los diferentes procesos jurisdiccionales que se tramitan en contra del órgano, considerando el perfil competencial para ese tipo de puestos, por esto, se gestionó ante la Dirección de Gestión Humana valorar el perfil de las citadas plazas mediante oficio N° 0500-JUNAFO-2022, con la finalidad de tener claridad con las interrogantes planteadas.

Actualmente la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no puede contratar abogados externos –representación privada-, debido a que se debe contratar apegado a los lineamientos de la Ley General de Contratación Pública y actualmente se está desarrollando el cartel de contratación, por ende, esa vía es una medida a incorporar en el mediano plazo.

El artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que la figura de presidente del órgano, se debe alternar cada año entre los representantes del Colectivo Judicial y de la Corte Plena.

El doctor Juan Carlos Segura Solís es un integrante del órgano en representación de Corte Plena, por ende, a la persona que se debe elegir para este nuevo periodo, debe ser de las personas integrantes que representan al Colectivo Judicial.

Actualmente de parte de la representación del Colectivo Judicial, están nombrados los siguientes integrantes:

· Licenciado Arnoldo Hernández Solano, en calidad de propietario.
· Máster Alexander Arguedas Vindas, en calidad de suplente.
· Licenciado Freddy Chacón Arrieta, en calidad de suplente.

Desde el mes de noviembre de 2022, el integrante licenciado Fredy Chacón Arrieta, no ha asistido a las sesiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Debido a lo anterior, los únicos posibles oferentes para asumir el cargo en el periodo 2023, serían los integrantes Arnoldo Hernández Solano y Alexander Arguedas Vindas. 

Como se analizó en líneas atrás, tanto el integrante Hernández Solano, así como el integrante Arguedas Vindas, desisten de participar como oferentes para optar en el puesto de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por el periodo 2023, con fundamento en que, como posibles presidentes, no pueden representar al órgano en los diferentes procesos judiciales por no ser abogados, considerando que no se pueden contratar abogados externos y que no se tiene certeza si los asesores jurídicos del órgano pueden asumir esa función (situación que se encuentra en estudio por parte de la Dirección de Gestión Humana).

Por ende, al no existir momentáneamente oferentes por parte del Colectivo Judicial para asumir la presidencia, se está en una imposibilidad de aplicar lo normado en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a la rotación de la figura que preside el órgano.

Bajo este panorama, es imperativo que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, adopte una medida para que el órgano pueda seguir funcionando correctamente, en aras de mantener el servicio público y resguardar los intereses del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por esto, como una alternativa momentánea, se estima necesario aplicar la figura denominada prorrogatio, permitiendo que el doctor Juan Carlos Segura Solís, continúe ejerciendo el puesto de presidencia del órgano hasta tanto se solucione la distorsión jurídica que se presentó, en el sentido de que no existen oferentes que quieran optar por el puesto. 

Se acuerda:	Por todos los argumentos anteriormente expuestos, se acuerda lo siguiente: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Considerando que el periodo de presidencia del doctor Juan Carlos Segura Solís finaliza el 26 de enero de 2023 y que de conformidad con las manifestaciones plasmadas por los integrantes licenciado Arnoldo Hernández Solano y máster Alexander Arguedas Vindas, en donde indican que momentáneamente no tienen deseo de optar por la presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta tanto se solucione las interrogantes en cuanto a la representación legal del órgano, además, no se cuenta con más oferentes para designarlos en dicho cargo, considerando que el licenciado Freddy Chacón Arrieta, no ha asistido a las sesiones del órgano desde el mes de noviembre de 2022, se estima necesario que el doctor Segura Solís continúe ejerciendo la figura de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como una medida temporal, en aplicación a la figura prorrogatio, lo anterior, en espera de que se cuente con oferentes que quieran optar por el puesto por parte de la representación del Colectivo Judicial. 3.) Es menester recalcar que la presente decisión fue deliberada y consensuada por la totalidad de las personas integrantes de este órgano. 4.) Con la finalidad de valorar si han variado las condiciones que motivaron la presente decisión, la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, agendará el presente tema en el plazo de 3 meses a partir de la adopción del presente acuerdo. 5.) Sobre los otros cargos directivos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ratificar que la integración queda de la siguiente manera: a.) Licenciado Arnoldo Hernández Solano, como Vicepresidente. b.) Máster Rodrigo Arroyo Guzmán, en la figura de Secretario. c.) Licenciado Parris Quesada Madrigal, como Tesorero. d.) Máster Alexander Arguedas Vindas, Director 1. e.) Licenciado Freddy Chacón Arrieta, Director 2. 6.) Notificar el presente acuerdo a la Corte Plena, al Consejo Superior y a la Superintendencia de Pensiones, para que tomen nota que el doctor Juan Carlos Segura Solís continuará ejerciendo por el plazo temporal de 3 meses, la figura de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a que no se cuentan con oferentes por parte del Colectivo Judicial para optar por la presidencia. 7.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes. 

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”
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Manifestaciones:
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, dice: “No sé si este asunto ya lo habíamos visto en otro momento”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Básicamente esta situación obedece a que en el acuerdo anteriormente tomado sus personas decidieron que esa prorroga se diese por un plazo de tres meses a partir del 27 de enero, lo que vencería el 27 de abril, es decir, la próxima semana.
Entonces dado que las condiciones o las situaciones no han variado; todavía no se ha modificado el perfil competencial de los abogados que poseemos en la Dirección de la JUNAFO, todavía no se ha podido contratar a abogados externos y todavía siguen procesos judiciales en contra la Junta Administradora; respetuosamente nosotros estamos trayendo el tema para sugerir una prórroga nuevamente en el plazo, nada más porque el acuerdo como les menciono decía tres meses y las condiciones no han variado; entonces uno pensaría que deben continuarse este nombramiento o este prorrogatio de su persona como presidente de la JUNAFO, si a bien lo estiman. 
Es nada más para darle formalidad y que no tengamos ningún inconveniente y las notificaciones correspondientes a los demás entes”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Tal vez sea yo el que esté equivocado, pero a mí me parecía que el nombramiento de don Juan Carlos como presidente tenía la condición de que era presidente hasta que se contara con una de dos, o con la posibilidad del asesor que lo que buscara la plaza de Eduardo que se le diera la posibilidad de ser representante o bien que se contara con los abogados que se iban a contratar.
Me parece que en aquel momento no hablamos de plazos no sé por qué se estableció, pero si fuera que vamos a persistir en el plazo creo, como una propuesta para todos, podríamos decir que, de aquí a diciembre 2023 o si se cuenta con la persona o las personas que van a tener la representación que teníamos prevista ya fuera con Eduardo o con el asesor legal. 
Creo que así era ¿verdad don Juan Carlos?, pero si no podríamos tomar un acuerdo en ese sentido si les parece, gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “A mí me parece lo más lógico”.
El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico de la Dirección de la JUNAFO, manifiesta: “Nada más para aclarar por qué era el tema de traerlo cada tres meses, como la figura del prorrogatio se implementa por una distorsión en los requisitos, que en este caso era que no hay oferentes, la Administración tiene la obligación de estar revisando si esos requisitos se están presentando periódicamente entonces, por eso era que se había propuesto que se hiciera cada tres meses como para que quede constando de que la Administración sí está verificando de que se está tramitando la subsanación de la distorsión que hay jurídicamente, que en este caso es la falta de oferentes por los datos que hay; nada más era para comentarle eso a don Rodrigo que esa fue la intención de que cada tres meses quedará en actas de que la Administración sí sabe cuál es la distorsión y que está pendiente de que se tiene que subsanar ese efecto que hay ahorita”.
El doctor Alexander Arguedas Vindas, integrante de la JUNAFO indica: “Tal vez ahí, con lo que también acaba de aclarar Eduardo, yo en el caso de don Rodrigo, que dice que se hiciera hasta diciembre considero que… digamos, extenderlo por un plazo, yo sé que va a llegar a ser así, porque obviamente los procesos son bastante lentos en los que son de contratación; entonces yo esperaría que lo más pronto posible estuviese solucionado, pero también sería bueno, igual de que no quede por un plazo tan largo hasta diciembre porque ya en enero tocaría nombrar presidente sí o sí, pero por rol le tocaría otra vez al representante del patrono, y entonces se brincaría por un año el, digamos, por así decirlo, por derecho el del colectivo judicial, entonces no quisiera que se viera como una, no sé cómo interpretarlo, como una interposición de la no participación del representante del colectivo judicial; ese es mi parecer”.
El integrante Arroyo Guzmán expresa: “No, no es como Alexander dice, yo recuerdo que en la sesión que tuvimos dijimos que una vez que se solventara la problemática de la representación de la JUNAFO volvíamos al rol normal cuando ese rol vuelva, va a ser el representante del colectivo el que hay que elegir.
Ese era un tema que, si había quedado en la discusión de aquel día, yo lo tengo muy presente, pero sí creo que por un tema de, digamos es que esto de los 3 meses y los 3 meses y los 3 meses sabiendo que vamos a llegar al final de este año y quizás hasta el otro, pues porque esto es así, no sé yo lo veo tan pesado el tema de prorrogarlo; si tenemos la facultad de hacerlo a diciembre, indicando que es hasta diciembre o es cuando se cumpla con la representación de una persona que obtenga la representación o la competencia legal que tiene en este momento don Juan Carlos, que ese fue el origen por el cual tomamos la idea.
Por lo menos yo plantearía la posibilidad realmente, porque estar viendo esto cada tres meses es volver todos los mecanismos, y si creo que si debemos de recordar que el tema de lo que votamos en aquel momento era que esto es una circunstancia, fuera de todo orden, fuera de todo tema, y que sí quedamos con el compromiso de que una vez que se normalice el tema de la representación se volvía también al tema normal de la elección, por el mismo rol que se paralizó en ese momento. 
Yo por lo menos sí plantearía don Juan Carlos y quisiera dejarlo como una posibilidad de voto, de dejar la extensión de plazo su nombramiento hasta diciembre o bien, si se cumple primero la posibilidad de que Eduardo o que otra persona cuente con esa posibilidad de representarlo, e ir a los juicios y demás, que fue la razón de fondo, se optara por esa posibilidad en lugar de hacerlo cada tres meses, gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, añade: “Muy bien, yo nada más voy a hacer una observación, ahora con la propuesta de reforma que vamos a hacer, pues vamos a aprobar o a reformar este tipo de representación, pero es un proyecto de ley, eso va a pasar bastante tiempo sin que haya respuesta pronta.
Por otra parte, la otra circunstancia era que se nombraran los miembros del colectivo y, en consecuencia, la presidencia pasaba, que por Ley correspondía que era a alguno de ellos, pareciera ser que ninguna de las dos se va a dar este año, por lo tanto, someto a votación que la prórroga de mi nombramiento como Presidente de la Junta sea hasta diciembre o se continúe prorrogando cada tres meses”.
El integrante Arguedas Vindas responde: “Yo estaría con la opción de cada tres meses”.
El integrante Hernández Solano, indica: “Opción de cada tres meses”.
El integrante Arroyo Guzmán expresa: “Cada seis meses o si se cumple la primera de tener una persona que ostenta la representación don Juan Carlos”.
El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Cada 6 meses?”.
El integrante Arroyo Guzmán responde: “No señor, de aquí a diciembre tendría el nombramiento”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “O sea, ¿a diciembre es?”.
El integrante Arroyo Guzmán aclara: “Sí señor, correcto”.
El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: “Yo diría que se mantenga hasta diciembre y si no es así, hasta que se den las condiciones; si de aquí a allá no se ha hecho, hasta que se den las condiciones necesarias”. 
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Igualmente yo, entonces se tiene por prorrogado hasta diciembre, salvo que las condiciones cambien”.
Los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones por unanimidad votan por que se declare el acuerdo firme.
Se acuerda:	Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que el periodo de presidencia del doctor Juan Carlos Segura Solís finaliza el 27 de abril de 2023 según el acuerdo tomado por este órgano colegiado en sesión N° 002-2023 celebrada el 17 de enero de 2023, artículos III, y IV; además de que no se cuenta con más oferentes para designarlos en dicho cargo, por mayoría se acuerda: 1.) Prorrogar el nombramiento del doctor Segura Solís hasta diciembre del 2023 a fin de que continúe ejerciendo la figura de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como una medida temporal, en aplicación a la figura prorrogatio, lo anterior, en espera de que se cuente con oferentes que quieran optar por el puesto por parte de la representación del Colectivo Judicial, salvo que dichas condiciones cambien. 2.) Es menester recalcar que la presente decisión fue deliberada y consensuada por la totalidad de las personas integrantes de este órgano. 3.) Notificar el presente acuerdo a la Corte Plena, al Consejo Superior y a la Superintendencia de Pensiones, para que tomen nota que el doctor Juan Carlos Segura Solís continuará ejerciendo la figura de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta diciembre del 2023 debido a que no se cuentan con oferentes por parte del Colectivo Judicial para optar por la presidencia, salvo que dichas condiciones cambien. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes.
Voto de minoría: Los integrantes Arguedas Vindas y Hernández Solano, acogen el acuerdo anterior con la salvedad de que, votan por que se prorrogara el nombramiento del doctor Segura Solís, cada tres meses.
Se procede con la votación, se aprueba por mayoría de votos, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc132351606][bookmark: _Toc132720909]ARTÍCULO XXVII
Documento N° 180-2023 / 290-2023
En sesión N° 010-2023 del 7 de marzo de 2023, artículo X, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El señor Eliécer Leiva Quesada, mediante nota recibida el 22 de febrero del 2023, indicó lo siguiente:

“El 01 de febrero del año en curso, remití correo electrónico "servicio al cliente JUNAFO", una interrogante relacionada al salario escolar, al respecto este tema se ha seguido discutiendo y el día 19 de febrero 2023 en el periódico la Nación página 7, se consignan los elementos por parte de la Procuraduría General de La República, en el que deja claro que actualmente el salario escolar es parte del salario de cada trabajador y que se debe diferir el 8.33% del salario escolar y considerarlo como parte del salario actual del trabajador.

Ya con este pronunciamiento de la Procuraduría, queda claro que al salario actual del salario mínimo del Poder Judicial que se emplea para el cálculo de la Ley 9544 "Contribución Solidaria", se le debe sumar el 8.33% diferido del monto del salario escolar y multiplicarlo por 6, de ahí sería la base para la aplicación de la Ley 9544.

Con todo respeto expongo para su análisis esta situación y proceder a realizar los cálculos y ajustes que este tema requiere y las devoluciones que procedan, ya que desde el inicio de la aplicación de esta Ley 9544, se generarían sumas rebajadas de más a cada trabajador jubilado o pensionado que este en los rangos de aplicación de la Contribución Solidaria, originadas por la aplicación de una base para su cálculo en la que no se consideró como salario actual el monto diferido del salario escolar.

(…)

Anexo:



…”

- 0 -

Manifestaciones de los integrantes:

El máster Oslean Mora Valdez expone que, la tesis del señor Leiva es interesante, aunque raya en un tema que nunca se ha valorado, y que para efectos del señor, él establece que el cálculo de la contribución solidaria, debería elevarse para empezar a aplicarlo, y que por ejemplo, si la contribución solidaria en este momento se calcula y se le cobra a las personas que reciban una jubilación o una pensión superior a ₡2.500.000, según el señor, debería de ser ₡2.700.000 para que no le aplique a él la contribución solidaria. 

Agrega que, el señor está basado en que para efectos del cálculo debería de tomarse en consideración, el salario escolar y elevarse por lo tanto el monto mensual que perciben los funcionarios activos, debido a que el salario escolar de acuerdo con el criterio de la Procuraduría es parte del salario de la persona, y que, por lo tanto, debería interpretarse según el señor, que el monto debería de sumarse.

Señala como ejemplo, si una persona gana ₡2.000.000 en realidad no son ₡2.000.000 mensuales, sino ₡2.200.000, por que el salario escolar que le pagan en enero debería distribuirse a todos los meses de salario que la persona percibe, y que esa es la tesis que persigue el señor Leiva Quesada, la cual no es aplicable, y que si esto fuera así, aplicaría para los mismos tramos de renta, los impuestos de la renta, basados en esta tesis, y que aplicaría igual para efectos de la aplicación por ejemplo de las deducciones de Ley sobre la CCSS, sobre el ahorro del Banco Popular, etc, y que debería aplicar también para todos los efectos de las deducciones normales que se aplican a los salarios de los funcionarios activos.

Indica que, al salario escolar se le calculan condiciones diferentes, que no se le aplica el impuesto sobre la renta, que tiene una serie de excepciones, y que a su criterio esta solicitud carece de sentido por cuanto a la norma o técnica que se aplica, dado que, al día de hoy, es establecer al salario mensual nominal que se establece como salario más bajo del Poder Judicial, y que, a eso, se le emite el tope de los seis salarios de acuerdo a la Ley de re distribución, 9524.

Considera que, dada esa situación, se debería de rechazar la gestión de esta persona, o bien, propone responderle al señor Leiva Quesada que se delega la atención a la Dirección para que esta envíe un oficio explicando esta situación.

Menciona que, sería un paradigma distinto al que se aplica para el cálculo de todas las deducciones salariales a nivel país, interpretar de la forma en la que el señor Leiva lo está haciendo, lo que a su parecer es una idea que al señor se le ocurrió, sin ningún parámetro, sin embargo, no ve como darle la razón en la interpretación que este hace y que tiene, de incluir el salario escolar sobre ese cálculo.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán propone que, se remita a la Dirección de la JUNAFO con asistencia de la Asesoría Jurídica, dado que es un tema de procedimiento contra la parte legal, y que es complementario.

Se somete a votación.

Todos los integrantes votan por remitir la gestión a la Dirección de la JUNAFO con asistencia de la Asesoría Jurídica.

[bookmark: _Hlk129857349]Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por el señor Eliécer Leiva Quesada, Jubilado Judicial, mediante nota recibida el 22 de febrero del 2023, relacionada con el cálculo que se emplea en la contribución solidaría para el salario escolar. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que, con asistencia de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, rinda un criterio a este Órgano colegiado, sobre lo indicado por el señor Leiva.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”
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En relación con lo anterior, el señor Eliecer Leiva Quesada, Jubilado Judicial, mediante nota del 27 de marzo 2023, adicionó lo siguiente:
“Relacionado al oficio citado, me parece bien que se haga un análisis de este tema y no a la ligera como interpro de los comentarlos que se derivan de la sesión No. 010-2023 de 07 de marzo del año en curso:

Al respecto y en adición a mi oficio del 22 de febrero del 2023, señalo la siguiente:

1- Los que tenemos entre 15 y 20 años de jubilados tenemos claro que el origen del salario escolar obedece a aumentos de salario que se fueron acumulando, hasta completar el monto 8,33% que es lo que se paga en el mes de enero de cada año.

2- Incluso como lo indiqué en dicho oficio, al calcularme el monto de mi pensión se le adicionó el monto correspondiente al salario escolar.

3- El documento que se señala en la publicación de la Nación del 19 de febrero del 2023, página No. 7, se indica: “El señalamiento lo hizo la procuradora general adjunta, Magda Inés Rojas, en la opinión jurídica GR-OJ-011-2023 sobre el reglamento a la Ley de Empleo Público, puesto en consulta por el Ministerio de Planificación y Política Económica (MIDEPLAN). El artículo 40 del reglamento establece que se reconocerá un aumento diferido a cada persona de 8.33%, el cual será acumulado por la Administración entre enero y diciembre de cada año y pagado de manera diferida, en enero del año siguiente. Dicho rubro deberá considerarse parte del salario global (monto único en cada categoría), por tratarse de un aumento diferido y no un incentivo salarial, aclara la PGR.

Sin embargo, la procuraduría adjunta advierte de que “indicar que se “reconocerá (en el futuro) un aumento salarial mensual para el pago del salario escolar es erróneo y podría conducir a confusiones innecesarias, desconociendo además la naturaleza de componente salarial propia del salario escolar”. “Debemos advertir que, si bien el salario escorar surgió como producto de un aumento salarial diferido, actualmente es para del salario de cada servido, agregó.”

Recordatorio Por su parte, la procuradora adjunta recordó a la ministra que el salario escolar surgió como un incremento salarial diferido que no se canceló inmediatamente después de lo acordado, en el gobierno de José Maria Figueres Olsen (1994-1998), sino que se retuvo para otorgarse cada mes de enero, hasta llegar a un 8,33% que se paga ahora, en dicha nota se consignan los porcentajes de aumento que se retuvieron hasta alcanzar el 99,96% del equivalente a un salario mensual. Aclara la procuradora que, si se suprime su pago cada mes de enero, el patrono debe incrementar la remuneración mensual en el porcentaje respectivo.

4- En la Nación del 27 de marzo 2023, página No. 4. "Diputados pueden quitar exoneración de impuesto al salario escolar". se indica El salario escolar que los funcionarios públicos reciben en enero no es un ahorro ni es fruto de deducciones que se acumulan a lo largo del año. De acuerdo con sentencias de la Sala Constitucional, el salario escolar es parte del salario ordinario y señala lo ya indicado de su origen el en gobierno de Figueres Olsen.

5- Al analizar la respuesta a mi consulta, creo que están muy confundidos cuando indican que no es aplicable y se aplicaría para los mismos tramos de renta, y para las deducciones de ley sobre la CCSS y el Banco Popular, al respecto les señalo:

•	Al salario escolar de los trabajadores activos, se le aplican todas las deducciones de ley, lo único que está exento es del pago del impuesto sobre la renta.

•	Si se le adicionara el 8,33% al salario más bajo del Poder Judicial (multiplicado por seis), sobre el cual comienza a aplicarse los montos de deducción de la Contribución Solidaria, da como resultado que el monto sería superior al de la base que se aplica actualmente (C2.602.800=), por lo que el monto de rebajo de la Contribución Solidaria lógicamente sería menor.

•	Para el caso de las deducciones del impuesto sobre la renta, CCSS y demás deducciones que se aplican a los jubilados o pensionado no tendrían variación alguna, lo del cálculo sobre la base de los seis salarios más bajos del Poder Judicial, esto solo aplica para la base del cálculo de la Contribución Solidaria.

En resumen, Yo no soy abogado, por eso me parece acertado que sea analizado por la asesoría jurídica, porque me resultan muy claros tanto el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República y las sentencias de la Sala Constituciones que señalan que el salario escolar es parte del salario ordinario.

(…)”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, la gestión realizada por el señor Eliécer Leiva Quesada, para que sea incluida dentro del criterio que está preparando, sobre lo indicado por el señor Leiva, en sesión N° 010-2023 del 7 de marzo de 2023, artículo X.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc132720911]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 447-2023
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, propone que se busque la manera, de que la Administración, logre actualizar los 1500 casos, de datos que faltan, de información como, por ejemplo, hacer una publicación indicando las personas que no han actualizado datos, y que no se pueden notificar, ya que le preocupa que se le esté dando pensión o jubilación a personas que estén fallecidas y sean los familiares que estén recibiendo un beneficio de manera indebida.
- 0 -
Manifestaciones: 
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “No sé la legalidad que pueda tener, el tema de que otra instancia, le facilite la información a uno, de un tercero, por ejemplo, yo no sé la legalidad de que CAPREDE le dé a la JUNAFO, el correo electrónico de Rodrigo Arroyo, si eso es legal, porque yo brindo mi información a una institución con ese fin, con esa institución, no para que lo pluralice, entonces no sé, no será la legalidad por ese lado. Pero creo que hay que hacer una diferenciación, el tema es si la persona recibe la pensión o la jubilación y ya ha fallecido, eso es un tema que no se hace con una notificación, eso es otra cosa. Ahora, el medio de notificación, cuando se hace la advertencia y que decía el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, temprano es para unas personas de una fecha para acá, pero en el pasado no. 
No sé, valdría la pena explorar ahí el tema ese de la actualización de datos, que por si podríamos utilizar algo similar a lo que utilizan los bancos, que los bancos le dicen a uno que cada 2 años debe actualizar sus datos, y si no “tal cosa de lo que ocurre en tal ley”, pero lo que decía el presidente de esta Junta el doctor Juan Carlos Segura Solís, a mí sí me parece necesario tenerlo con la claridad del caso, por si vamos a tomar alguna acción para esas personas, es el tema de que podemos y qué no podemos hacer, y convendría tener el criterio de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, que me parecería prudente para fines de la Junta, pero sí, creo que antes de tomar una acción sí debemos de valorar la prudencia y la legalidad de cada acción que queremos tomar”.
El doctor Alexander Arguedas Vindas, integrante de la JUNAFO, indica: “Nada más para aclarar, lo que nosotros hicimos en ese sentido, voy a compartirles la pantalla de la página web de CAPREDE, esto fue lo que hicimos, lo que estamos es colaborando con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, se les está comunicando a nuestros afiliados jubilados, aquí se les aclara que es una colaboración con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, para que ellos puedan actualizar los datos, les pusimos el documento en un enlace y también les dimos los datos de ustedes, para que si ellos desean hacerlo directamente con ustedes, lo puedan hacer”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, dice: “Yo lo voy a comentar, la verdad desde la sinceridad del caso, hemos visto la solicitud de la JUNAFO, para poder colaborar desde el punto de vista de organizaciones gremiales para la actualización de datos. La primera pregunta que surgió, es que no hay una política en JUNAFO, para eso. Entonces aprovecho el tema para sugerir, que tengamos un propósito estratégico para hacer una política y determinar la obligatoriedad, de que las personas que pertenecen a este régimen, actualicen los datos, poniendo algunas medidas estratégicas, tomando en cuenta si se puede o no, retener el beneficio, todo eso se puede tomar en cuenta, pero sí hacer una medida importante al respecto, una pequeña política, indicando que esta Junta, ha decidido por la importancia que tiene y la relevancia que tiene el manejo de datos, confidencialidad, y como instrumento importante de análisis para agilizar algunos procesos dentro de la JUNAFO, hemos determinado la siguiente política y con eso entonces ya la población se va a enterar de que existe una obligatoriedad, entonces vamos a hacer un capítulo de las responsabilidades que tienen las personas dentro del Fondo, para poder ejercer algunas situaciones especiales.
Otro punto importante de esto, es que dimensionemos gráficamente a dónde estamos y qué nos falta, establecer una meta, y se le da una continuidad de participación, pero hay que involucrar a las personas, darles ese sentido de pertenencia y quitarnos la parte de estar judicializados, buscar estrategias novedosas, y hay que planearlo.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, criterio jurídico con el fin de determinar la legalidad, de poder obtener información de las personas afiliadas al Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, a través de las Asociaciones Gremiales. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
-o0o-
A las once horas con treinta y un minuto terminó la sesión.



Doctor Juan Carlos Segura Solís       Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora      Secretario Junta Administradora
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SIGA-FJP PODER JUDICIAL
RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO
> PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
)
; Hora: 02:18:13 PM
Numero de Reconocimiento: 2019137
Numero de Identificacion: 01-1308-0186 Puesto: INVESTIGADOR 1
Nombre Completo: OLMAN GABRIEL SANCHEZ  ARCE Oficina: DIRECCION GENERAL
Condicién Laboral: Activo Fecha de Solicitud: 27/06/2019
Fecha de completada |a27/06/2019
gestion:
Rige Vence Institucion Anos Meses Dias Periodo Salario Salario Mensual % O.P.E* Rend. Rend. IPC  IPC Final IPC del Aporte Inflacién Intereses Monto a
Promedio Nominal Nominal del Inicial Plazo Reintegrar
Plazo
17/03/2010 31/03/2010 CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 0 14 Reconocido Si 710,794.70  21.16 11.12 0.0043 75.61 75.80 0.0011 70,188.61 27,006.83 41,692.39 138,887.83
01/04/2010 18/04/2010 CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 0 18 Reconocido Si 710,794.70  21.16 10.20 0.0051 75.80 75.84 0.0004 90,242.50 34,610.73 53,414.52 178,267.75
TOTALES GENERALES 2 160,431.11 61,617.56 95,106.91 317,155.58

* O.P.E. (Porcentaje Obrero, Patronal y Estatal)

Sa deafine

IPC: indice de predos al consumidor,

RMi: Rendimiente nominal del i-ésimo mes, ajustado al plaze mensual de acuerdo con

RRi: Rendimiento Real del i-ésimo mes
IPC;: Ec lainfladdn acumulada para el i-dsimo mes

N: ndmero de m eses por actualizar para la k-ésima cuoka

e.) Para la k-dsima quota se procade con

v. Para cada mesde 1...N se calcula

IPCi = IPC final del i-ésimo mes / IPC final del (i=1)-€simo mes

RRi= Max{ (14RN,}/ IPC, ;1) -1

vi. El Valor presente de la k-ésima cuota estd dada por

VPCuotay, = Cuotay™ [TX,(RR, + Max(IPC,:1))

log resultades obtenidos en la administraddn del Fondo

f.) El Mento kotal de la dauda ests determinada por |a suma de los valores presentes de la cuotas:

Deuda total = Zk VPCuota, "

(Maedificado por Corte Plena, en sesion N® 6-16 del 22 de febrero de 2016 articulo Xm

ELABORADO POR:

REVISADO POR:
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RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO
v PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
mq Hora: 02:18:13 PM
MARIA ESTER FERRERO VILLA MARIA ESTER FERRERO VILLA

APROBADO EN MACROPROCESO POR:
OLGA GUERRERO CORDOBA

APROBADO EN SUBPROCESO POR:

MAUREN SILES MATA
Nota:Se calcula el tiempo proporcional para efectos jubilatorios segun lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la Sesién N° 21-21 del 17/05/21 Articulo XVIII

Pagina 2 de 2






image55.emf
EST-RTS-ANU-Y-JUB -2018133.pdf


EST-RTS-ANU-Y-JUB-2018133.pdf
SIGA-FJP

PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO

ﬁr PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023

m;? Hora: 02:38:13 PM
Numero de Reconocimiento: 2018133

Numero de Identificacion: 06-0375-0217 Puesto: CUSTODIO DE DETENIDOS

Nombre Completo: JEORJANNY FANNIER ARIAS GONZALEZ Oficina: UNIDAD DE CARCELES | CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE

Condicién Laboral: Activo Fecha de Solicitud: 20/07/2018

Fecha de completada |a20/07/2018
gestion:
Rige Vence Institucion Anos Meses Dias Periodo Salario Salario Mensual % O.P.E* Rend. Rend. IPC  IPC Final IPC del Aporte Inflacién Intereses Monto a
Promedio Nominal Nominal del Inicial Plazo Reintegrar
Plazo

18/05/2009  31/05/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 0 13 Reconocido Si 206,349.23  21.00 8.81 0.0032 71.85 71.76 -0.0005 18,777.79 8,051.07 11,154.55 37,983.41
01/06/2009  30/06/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 206,350.00 21.00 8.66 0.0072 71.76 71.88 0.0017 43,333.51 18,579.47 25,581.03 87,494.01
01/07/2009 31/07/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 208,850.00 21.00 8.69 0.0072 71.88 72.54 0.0092 43,858.51 18,698.22 25,606.20 88,162.93
01/08/2009  31/08/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 208,850.00  21.00 9.08 0.0076 72.54 73.02 0.0065 43,858.51 18,127.94 25,372.77 87,359.22
01/09/2009  30/09/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 374,867.00 21.00 9.30 0.0077 73.02 73.10 0.0011 78,722.07 31,819.51 45,161.70 155,703.28
01/10/2009  31/10/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 246,443.00 21.00 9.22 0.0077 73.10 73.27 0.0023 51,753.03 20,838.76 29,310.97 101,902.76
01/11/2009  30/11/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 246,443.00 21.00 9.00 0.0075 73.27 73.15 -0.0016 51,753.03 20,672.18 28,964.89 101,390.10
01/12/2009  31/12/2009 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 481,687.52  21.00 8.92 0.0074 73.15 73.90 0.0102 101,154.38 40,405.01 55,693.09 197,252.48
01/01/2010  31/01/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 307,021.00 21.16 9.93 0.0083 73.90 75.10 0.0163 64,965.65 25,031.84 35,407.32 125,404.81
01/02/2010  28/02/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 307,021.00 21.16 12.15 0.0101 75.10 75.61 0.0069 64,965.65 23,588.41 34,839.43 123,393.49
01/03/2010  31/03/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 317,255.00 21.16 11.12 0.0093 75.61 75.80 0.0024 67,131.16 23,747.62 35,540.69 126,419.47
01/04/2010  30/04/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 307,021.00 21.16 10.20 0.0085 75.80 75.84 0.0006 64,965.65 22,771.00 33,864.68 121,601.33
01/05/2010  31/05/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 279,729.50 21.16 10.50 0.0087 75.84 76.23 0.0052 59,190.77 20,698.93 30,368.58 110,258.28
01/06/2010  30/06/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 321,916.00 21.16 10.06 0.0084 76.23 76.42 0.0024 68,117.43 23,344.96 34,523.77 125,986.16
01/07/2010 31/07/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 315,372.00 21.16 9.53 0.0079 76.42 76.66 0.0032 66,732.72 22,655.87 33,341.55 122,730.14
01/08/2010 31/08/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 336,730.00 21.16 9.25 0.0077 76.66 76.82 0.002 71,252.07 23,885.75 35,152.17 130,289.99
01/09/2010  29/09/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 0 29 Reconocido Si 384,909.00 21.16 9.16 0.0074 76.82 76.75 -0.0008 78,731.85 26,183.36 38,956.53 143,871.74

TOTALES GENERALES 1 4 12 1,039,263.78 389,099.90 558,839.92 1,987,203.60

* O.P.E. (Porcentaje Obrero, Patronal y Estatal)
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SIGA-FJP PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO
ﬁV PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
¥ Hora: 02:38:13 PM
Se define
IPC: indice de predos al consumidor,
RMi: Rendimiente nominal del i-ésimo mes, ajustado al plaze mensual de auerdo con los resultados obtenidos en la administraddn del Fondo
RRi: Rendimiento Real del i-ésimo mes
IPC;: Ec lainfladdn acumulada para el i-dsimo mes
N: ndmero de m eses por actualizar para la k-ésima cuoka
e.) Para la k-dsima quota se procade con
v. Para cada mes de 1...N se calcula
IPCi = IPC final del i-ésimo mes / IPC final del (i=1)-€simo mes
RRi= Max{ [1+RN; )/ IPC ;1)-1
vi. El Valor presente de la k-ésima cuota estd dada por
VPCuotay, = Cuotay™ [TX,(RR, + Max(IPC,:1))
f.) El Mento kotal de la dauda ests determinada por |a suma de los valores presentes de la cuotas:

Deuda total = Ek VPCuota, "

(Modificado por Corte Plena, en sesidn N® §-16 del 22 de febrero de 2076, articule X1

ELABORADO POR: REVISADO POR:
MARIA ESTER FERRERO VILLA MARIA ESTER FERRERO VILLA
APROBADO EN SUBPROCESO POR: APROBADO EN MACROPROCESO POR:
MAUREN SILES MATA OLGA GUERRERO CORDOBA

Nota:Se calcula el tiempo proporcional para efectos jubilatorios segun lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la Sesiéon N° 21-21 del 17/05/21 Articulo XIX, Monto reintegrado por el servidor al momento
del cese ¢1.987.025,86
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SIGA-FJP

PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO

ﬁr PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
m;? Hora: 02:49:23 PM
Numero de Reconocimiento: 2019097
Numero de Identificacion: 01-1495-0086 Puesto: CUSTODIO DE DETENIDOS
Nombre Completo: DIEGO DAVIAN ELIZONDO SANCHEZ Oficina: UNIDAD DE CARCELES | CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
Condicién Laboral: Activo Fecha de Solicitud: 20/09/2018
Fecha de completada |a20/09/2018
gestion:
Rige Vence Institucion Anos Meses Dias Periodo Salario Salario Mensual % O.P.E* Rend. Rend. IPC  IPC Final IPC del Aporte Inflacién Intereses Monto a
Promedio Nominal Nominal del Inicial Plazo Reintegrar
Plazo
16/11/2010 30/11/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 0 15 Reconocido Si 222,050.00 21.16 8.37 0.0035 77.12 77.62 0.0033 23,492.89 7,641.92 11,432.80 42,567.61
01/12/2010 31/12/2010 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 282,003.50 21.16 8.49 0.0071 77.62 78.20 0.0074 59,671.94 19,150.36 28,931.90 107,754.20
01/01/2011 31/01/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 294,208.00 21.16 7.26 0.006 78.20 78.73 0.0068 62,254.41 19,375.09 29,962.29 111,591.79
01/02/2011  28/02/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 274,291.00 21.16 7.82 0.0065 78.73 79.07 0.0044 58,039.97 17,549.44 27,745.27 103,334.68
01/03/2011  31/03/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 268,155.00 21.16 7.68 0.0064 79.07 79.27 0.0025 56,741.60 16,833.12 26,887.13 100,461.85
01/04/2011  30/04/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 268,155.00 21.16 7.48 0.0062 79.27 79.39 0.0015 56,741.60 16,649.65 26,599.34 99,990.59
01/05/2011  31/05/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 552,215.00 21.16 7.84 0.0065 79.39 79.93 0.0067 116,848.69 34,060.47 54,145.95 205,055.11
01/06/2011  30/06/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 324,967.00 21.16 7.34 0.0061 79.93 80.37 0.0056 68,763.01 19,452.83 31,651.70 119,867.54
01/07/2011  31/07/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 324,967.00 21.16 7.51 0.0063 80.37 80.65 0.0034 68,763.01 18,961.57 31,441.24 119,165.82
01/08/2011  31/08/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 343,129.00 21.16 7.67 0.0064 80.65 80.85 0.0026 72,606.10 19,707.44 32,876.12 125,189.66
01/09/2011  30/09/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 334,048.00 21.16 7.51 0.0063 80.85 80.73 -0.0016 70,684.56 18,952.82 31,655.14 121,292.52
01/10/2011  31/10/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 345,182.00 21.16 7.22 0.006 80.73 80.92 0.0024 73,040.52 19,584.53 32,133.20 124,758.25
01/11/2011  18/11/2011 Ministerio de Seguridad Publica 0 0 18 Reconocido Si 334,048.00 21.16 6.84 0.0034 80.92 81.16 0.0018 42,410.73 11,275.19 18,498.40 72,184.32
TOTALES GENERALES 1 0 3 830,059.03 239,194.43 383,960.48 1,453,213.94

* O.P.E. (Porcentaje Obrero, Patronal y Estatal)
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SIGA-FJP PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO
ﬁV PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
¥ Hora: 02:49:23 PM
Se define
IPC: indice de predos al consumidor,
RMi: Rendimiente nominal del i-ésimo mes, ajustado al plaze mensual de auerdo con los resultados obtenidos en la administraddn del Fondo
RRi: Rendimiento Real del i-ésimo mes
IPC;: Ec lainfladdn acumulada para el i-dsimo mes
N: ndmero de m eses por actualizar para la k-ésima cuoka
e.) Para la k-dsima quota se procade con
v. Para cada mes de 1...N se calcula
IPCi = IPC final del i-ésimo mes / IPC final del (i=1)-€simo mes
RRi= Max{ [1+RN; )/ IPC ;1)-1
vi. El Valor presente de la k-ésima cuota estd dada por
VPCuotay, = Cuotay™ [TX,(RR, + Max(IPC,:1))
f.) El Mento kotal de la dauda ests determinada por |a suma de los valores presentes de la cuotas:

Deuda total = Ek VPCuota, "

(Modificado por Corte Plena, en sesidn N® §-16 del 22 de febrero de 2076, articule X1

ELABORADO POR: REVISADO POR:
MARIA ESTER FERRERO VILLA MARIA ESTER FERRERO VILLA
APROBADO EN SUBPROCESO POR: APROBADO EN MACROPROCESO POR:
MAUREN SILES MATA OLGA GUERRERO CORDOBA

Nota:Se calcula el tiempo proporcional para efectos jubilatorios segun lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la Sesién N° 22-21 del 24/05/21 Articulo VII
Monto reintegrado por el servidor al momento del cese ¢1.449.932,66
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SIGA-FJP

PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO

ﬁr PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
m;? Hora: 03:47:54 PM
Numero de Reconocimiento: 2019106
Numero de Identificacion: 02-0689-0108 Puesto: INVESTIGADOR 1
Nombre Completo: CESAR ANDRES VEGA BARRERA Oficina: DIRECCION GENERAL
Condicién Laboral: Activo Fecha de Solicitud: 29/03/2019
Fecha de completada |a29/03/2019
gestion:
Rige Vence Institucion Anos Meses Dias Periodo Salario Salario Mensual % O.P.E* Rend. Rend. IPC  IPC Final IPC del Aporte Inflacién Intereses Monto a
Promedio Nominal Nominal del Inicial Plazo Reintegrar
Plazo
02/12/2013  31/12/2013 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 0 29 Reconocido Si 401,561.38  23.47 6.48 0.0052 88.33 88.78 0.0049 91,104.91 14,573.84 31,210.78 136,889.53
01/01/2014  31/01/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 433,353.00 24.62 9.52 0.0079 88.78 89.45 0.0075 106,691.52 16,463.73 36,340.37 159,495.62
01/02/2014  28/02/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 401,561.50 24.62 12.65 0.0105 89.45 90.04 0.0066 98,864.44 14,406.40 33,384.45 146,655.29
01/03/2014  31/03/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 429,993.00 24.62 11.23 0.0094 90.04 90.59 0.0062 105,864.28 14,631.13 35,103.59 155,599.00
01/04/2014  30/04/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 406,577.00 24.62 15.19 0.0127 90.59 91.63 0.0114 100,099.27 13,132.33 32,669.10 145,900.70
01/05/2014  31/05/2014 Ministerio de Justicia y Paz 0 1 0 Reconocido 406,577.00 24.62 10.67 0.0089 91.63 92.11 0.0053 100,099.27 11,856.04 32,172.21 144,127.52
01/06/2014  30/06/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 433,681.00 24.62 9.78 0.0081 92.11 92.46 0.0038 106,772.27 12,016.83 33,753.66 152,542.76
01/07/2014  31/07/2014 Ministerio de Justiciay Paz 0 1 0 Reconocido 406,577.00 25.77 9.28 0.0077 92.46 93.30 0.0091 104,774.90 11,350.76 32,537.58 148,663.24
01/08/2014  31/08/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 445,463.00 25.77 9.28 0.0077 93.30 93.61 0.0033 114,795.82 11,289.00 35,328.07 161,412.89
01/09/2014  30/09/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 454,420.00 25.77 9.02 0.0075 93.61 93.49 -0.0014 117,104.03 11,092.94 35,406.32 163,603.29
01/10/2014  31/10/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 1 0 Reconocido 440,220.00 25.77 8.58 0.0072 93.49 93.21 -0.0029 113,444.69 10,746.30 33,290.26 157,481.25
01/11/2014  16/11/2014 Ministerio de Justicia 'y Paz 0 0 16 Reconocido Si 440,220.00 25.77 8.10 0.0036 93.21 93.53 0.0018 60,503.83 5,744.78 17,165.52 83,414.13
TOTALES GENERALES 0 11 15 1,220,119.23 147,304.08 388,361.91 1,755,785.22

* O.P.E. (Porcentaje Obrero, Patronal y Estatal)
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SIGA-FJP PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO
ﬁV PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
¥ Hora: 03:47:54 PM
Se define
IPC: indice de predos al consumidor,
RMi: Rendimiente nominal del i-ésimo mes, ajustado al plaze mensual de auerdo con los resultados obtenidos en la administraddn del Fondo
RRi: Rendimiento Real del i-ésimo mes
IPC;: Ec lainfladdn acumulada para el i-dsimo mes
N: ndmero de m eses por actualizar para la k-ésima cuoka
e.) Para la k-dsima quota se procade con
v. Para cada mes de 1...N se calcula
IPCi = IPC final del i-ésimo mes / IPC final del (i=1)-€simo mes
RRi= Max{ [1+RN; )/ IPC ;1)-1
vi. El Valor presente de la k-ésima cuota estd dada por
VPCuotay, = Cuotay™ [TX,(RR, + Max(IPC,:1))
f.) El Mento kotal de la dauda ests determinada por |a suma de los valores presentes de la cuotas:

Deuda total = Ek VPCuota, "

(Modificado por Corte Plena, en sesidn N® §-16 del 22 de febrero de 2076, articule X1

ELABORADO POR: REVISADO POR:
LIz LEYDI CEDENO YANES MARIA ESTER FERRERO VILLA
APROBADO EN SUBPROCESO POR: APROBADO EN MACROPROCESO POR:
MAUREN SILES MATA OLGA GUERRERO CORDOBA

Nota:Se calcula el tiempo proporcional para efectos jubilatorios segun lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la Sesién N° 23-21 del 31/05/21 Articulo XII
Monto reintegrado por el servidor al momento del cese ¢1.753.060,49
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| EJE

," > Forma como fue
 planteado podria
| crear ‘confusiones

' innecesarias’

| Josué Bravo
[ ;osuebravo@mmm.mm
| La Procuraduria General de
la Republica (PGR) advirtio
| de las confusiones innece-
| sarias que podrian surgir,
| debido a la forma como fue
| planteada la decisién del Go-
| bierno de pagar salario esco-
| lar a los futuros funcionarios
| publicos en el esquema de sa-
' lario global.
|  El sehalamiento lo hizo
la procuradora general ad-
junta, Magda Inés Rojas,
en la opinién juridica GR-
0J011-2023 sobre el regla-
mento a la Ley de Empleo
Pablico, puesto en consulta

’ e T g S <

B

GIRO EN FUTURO ESQUEMA DE SaL ARIO GLOBAL

T i DR S

Procuraduria senala a Gobierno
error sobre pago de salario escolar

g
1

| pablica por el Ministerio de - ¢ P e i k.
| Planificacion y Politica Eco- & L /A i
némica (Mideplan). El salario global regira para los nuevos funcionarios piiblicos y los actuales seran trasladados paulatinamente. A 5erT vari
| En el documento enviado
| €l 14 de febrero a la ministra  (en el futuro) un aumento sa- la Gutiérrez y el economista gobierno de José Maria Figue- en diferido con el tltimo giro
de Planificacién, Laura Fer- larial mensual para el pago José Luis Arce consideranque res Olsen (1994-1998), sino que  del mes de enero.
' nandez, la procuradora dice  del salario escolares erréneoy  lo planteado por el Poder Eje-  se retuvo para otorgarse cada El altimo decreto mediante
que lo planteadoesun error.  podria conducir a confusiones  cutivo, incluso, desvirtuariala  mes de enero. el cual se complet6 el 833%,
El articulo 40 del regla- innecesarias, desconociendo reforma al empleo publico. Indic6 que asi lo han di- resumi6la procuradora adjun-
mento establece que “se re- ademas la naturaleza de com- “No solo desnaturaliza la cho la Procuraduria yla Sala ta, es el 39.202 del 11 de agosto
| conocerd un aumento sala-  ponente salarial propia del sa-  esencia de un salario Gnico Constitucional en su jurispru-  del 2015 sobre el aumento sala-
rial mensual diferido a cada  lario escolar”. (global), sino que también va  dencia. Ademas, cit6 los de- rial del segundo semestre de
| persona de 8,33%, el cual sera “Debemos advertir que, si en contra de la ley. Mediante cretos que establecieron el au-  ese afio en el sector publico.
- acumulado por la Adminis- bien el salario escolar surgi6 reglamento, no es posible alte- mento desde 1994 hasta llegar Este dispuso que el salario
| tracion entre enero y diciem-  como producto de un aumento  rar o modificar el esquema de  al 8,33% que se paga ahora. escolar pasaria de un 8,16%
bre de cada afio y pagado, de  salarial diferido, actualmen- salario global definido por ley, Ese porcentaje sumado du- a un 8,23% en el afio 2016, de
| manera (_i]fenga, enenerodel te es parte del salario de cada y mantener e! salario escolar rante 12 meses, equivale a un  un 8,23% a un 8,28% en el ;u‘lo
| afo siguiente”. ; servidor”, agrego. es una alteracion significativa  99,96% del salario mensual, 2017, y de un 8,28% a un 8,33%
| Dicho rubro debera con- La intenci6n del salario glo-  al modelo de salario Ginico”, agrego. en el afo 2018, Este Gltimo es
| siderarse parte del salario bal es eliminar los pluses que lico 1a jurista. ~ ; e vi
q exp. Primero, cit6 el Decreto Eje- el porcentaje vigente.

| global (monto tnico en cada
| categoria), por tratarse de
| un aumento diferido y no un
| Incentivo salarial, aclara la
| PGR.
Sin embargo, la procura-
dora adjunta advierte de que
‘indicar que ‘se reconocera’

distorsionan la remuneracio-
nes en el sector publico, susti-
tuyendo el esquema de salario
base més pluses por escalas
salariales para cada puesto la-
boral. La ley no prevé el sala-
rio escolar,

La abogada laboralista Pao-

Recordatario. Por su parte, la
procuradora adjunta le recor-
d6 a la ministra que el salario
escolar surgi6 como un incre-
mento salarial diferido que no
se cancelo inmediatamente
después de lo acordado, en g]

s sy

cutivo N.° 23.495, del 19 de julio
de 1994, el cual estableci6 el
pago de un aumento salarial
de hasta un 10% de la remune-
racién de cada trabajador, con
el detalle de que una porcién
(el 2%) lo acumulara mensual-
mente el patrono para

2

fifh

La procuradora adujo que,
en todo caso, si se suprime
su pago cada mes de enero, el
patrono debe incrementar la
remuneracion mensual en el
porcentaje respectivo.

La reforma al empleo ptbli-

0 de marzo.m
e A
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RV: Informe de pensión 0735-PJ/DJA-2022 Eduardo López Fonseca

		From

		Bryan Calvo Calderón

		To

		Leda Córdoba Montero; Jennifer Carrillo Cárdenas; Karla Daniela Quesada Calderón

		Cc

		Ingrid Moya Aguilar

		Recipients

		lcordoba@Poder-Judicial.go.cr; jcarrilloc@Poder-Judicial.go.cr; kquesadaca@Poder-Judicial.go.cr; imoya@Poder-Judicial.go.cr



Buen día, 



 



Favor conforme lo solicitan desde la JUNAFO solicitemos la ampliación del estudio de trabajo social sobre las condiciones y gastos del señor Eduardo López Fonseca.



 



Atentamente, 



 



                         



 



De: Angie Ampié Gutiérrez (Secretaría-JUNAFO) <aampie@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 1 de diciembre de 2022 10:39
Para: Bryan Calvo Calderón <bcalvo@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ingrid Moya Aguilar <imoya@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Informe de pensión 0735-PJ/DJA-2022 Eduardo López Fonseca



 



Buen Día



 



En relación al oficio N° 0735-JP/DJA-2022 referente a la solicitud de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado, hago de su conocimiento que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, dispuso sacar de agenda y de previo a conocer dicho informe, se solicite al Departamento de Trabajo Social y Psicología, ampliación del estudio de intervención N° 22-000944-TS, con el fin de contar con más elementos para determinar si se otorga o no el beneficio de pensión.



 



Saludos cordiales,



 



 







 



De: Jennifer Carrillo Cárdenas 
Enviado el: miércoles, 16 de noviembre de 2022 13:36
Para: Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones <junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Leda Córdoba Montero <lcordoba@Poder-Judicial.go.cr>; Bryan Calvo Calderón <bcalvo@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr>; Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Informe de pensión 0735-PJ/DJA-2022 Eduardo López Fonseca
Importancia: Alta



 



Buenas tardes David



 



Se remite el oficio N°0735-JP/DJA-2022 para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, referente a la solicitud de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado.



 



Los medios de notificación de la interesado se indican al final del oficio.



 



Atentamente;
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correo 23-12-2022 Aclaraci�n pregunta judicial.msg
RV: Aclaración de la pregunta judicial

		From

		Leda Córdoba Montero

		To

		Karla Daniela Quesada Calderón

		Recipients

		kquesadaca@Poder-Judicial.go.cr



 



 



 



 



EVALÚE EL SERVICIO BRINDADO HACIENDO CLICK EN LA SIGUIENTE IMAGEN: 







 



De: Nancy Sanchez Quiros 
Enviado el: viernes, 23 de diciembre de 2022 10:33
Para: Leda Córdoba Montero <lcordoba@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Aclaración de la pregunta judicial



 



Buen día señora Leda Córdoba



Saludos cordiales



 



Ante solicitud de aclaración en dictamen social 22-000944-TS, a nombre del señor Eduardo López Fonseca, le solicito por favor se detalle el punto de la aclaración: 



 



" Cabe indicar que, la solicitud de ampliación requerida por la JUNAFO hace referencia a detallar las condiciones y los gastos del señor López Fonseca, con el fin de contar con más elementos para determinar si se otorga o no el beneficio de pensión."



 



Lo anterior, toda vez que en las páginas n° 8 y 9 (cuadro y conclusiones) del dictamen social supracitado, se realiza una rigurosa exposición de los ingresos y egresos de la persona valorada, razón por la que no me queda claro cuál es el requerimiento específico solicitado.



 



A sus órdenes, 
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RE Informe de pensi�n 0735-PJDJA-2022 Eduardo L�pez Fonseca.msg
RE: Informe de pensión 0735-PJ/DJA-2022 Eduardo López Fonseca

		From

		Angie Ampié Gutiérrez (Secretaría-JUNAFO)

		To

		Bryan Calvo Calderón

		Cc

		Ingrid Moya Aguilar

		Recipients

		bcalvo@Poder-Judicial.go.cr; imoya@Poder-Judicial.go.cr



Buen Día



 



En relación al oficio N° 0735-JP/DJA-2022 referente a la solicitud de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado, hago de su conocimiento que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, dispuso sacar de agenda y de previo a conocer dicho informe, se solicite al Departamento de Trabajo Social y Psicología, ampliación del estudio de intervención N° 22-000944-TS, con el fin de contar con más elementos para determinar si se otorga o no el beneficio de pensión.



 



Saludos cordiales,



 



 







 



De: Jennifer Carrillo Cárdenas 
Enviado el: miércoles, 16 de noviembre de 2022 13:36
Para: Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones <junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Leda Córdoba Montero <lcordoba@Poder-Judicial.go.cr>; Bryan Calvo Calderón <bcalvo@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr>; Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Informe de pensión 0735-PJ/DJA-2022 Eduardo López Fonseca
Importancia: Alta



 



Buenas tardes David



 



Se remite el oficio N°0735-JP/DJA-2022 para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, referente a la solicitud de pensión presentada por el señor Eduardo López Fonseca en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Ana Eugenia Rodríguez Alvarado.



 



Los medios de notificación de la interesado se indican al final del oficio.



 



Atentamente;
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Garantias de cumplimiento colones y délares

Autorizados
Nombre Cédula de identidad Tipo de firma
Oslean Mora Valdez 06-0310-0818
Ingnfi Moya Agullal" 01-1050-0732 Firma mancomunada 2 de 4
Yesenia Flores Chacén 01-1332-0078
Fabidn Salas Fernandez 01-1144-0600
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Namero de Cédula: 1 1050 0732

Fecha de Nacimiento: 29 10 1979
Domicilio Electoral: SAN SEBASTIAN CENTRAL SAN JOSE

Lugar de Nac.: HOSPITAL CENTRAL SAN JOSE
Vencimiento: 08§ 08 2023 Sexo: F

W .' 5 32

7449664
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Cédula Yesenia Flores.pdf
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= IDUBLICA DE COSTA RICA

Tribunal Supremo de Elecciones
Cédula de Identidad

11332 0078

n o R =S5 RSy ¥

Noroe YESENIA .. 4TS
1 apolido: FLORES
2 wase: CHACON





/ Namerode Cédula: 41 1332 0078
Fecha de Nacimiento: 08 10 1987

- Pomicilio Electoral: CALLE FALLAS DESAMP SAN JOSE
Lugar de Nac.: HOSPITAL CENTRAL SAN JOSE

Vencimiento: 04 09 2025 Sexo: F







image8.emf
Certificado de Poder  JUNAFO Fecha de emisión 22032023.pdf


Certificado de Poder JUNAFO Fecha de emisión 22032023.pdf
REPUBLICA DE COSTA RICA
REGISTRO NACIONAL
CERTIFICACION DE PODER
NUMERO DE CERTIFICACION: RNPDIGITAL-485144-2023
CITAS DE INSCRIPCION: 2021-295936-1-1

DATOS GENERALES DEL PODER

FECHA DE INSCRIPCION: 06/05/2021

TIPO: PODER GENERALISIMO ESTADO ACTUAL: INSCRITO

PLAZO: FECHA DE INICIO: 05/05/2021 VENCIMIENTO: *-*NO HAY*-*

FACULTADES O RESTRICCIONES: CON LIMITE DE SUMA HASTA ONCE MILLONES DE DOLARES, MONEDA DEL CURSO LEGAL DE LOS
ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, POR TIEMPO INDEFINIDO, DE CONFORMIDAD CON LO QUE ESTIPULA EL ARTICULO MIL
DOSCIENTOS CINCUENTA'Y TRES DEL CODIGO CIVIL, PARA QUE EN SU NOMBRE Y REPRESENTACION CUMPLA CON TODAS LAS
ATRIBUCIONES Y FACULTADES QUE ESTABLECE EL ARTICULO CITADO, ADEMAS ESTA FACULTADO PARA SUSTITUIR ESTE PODER
EN TODO O EN PARTE, REVOCAR DICHAS SUSTITUCIONES Y HACER OTRAS DE NUEVO SIN PERDER POR ELLO EL PODER AQUI
OTORGADO Y RETOMAR EL MISMO CUANDO LO CREA NECESARIO.

PARTES DEL PODER

CITAS DE INSCRIPCION DE LA PARTE: 2021-295936-1-1 FECHA: 06/05/2021

TIPO DE PARTE: PODERDANTE ESTADO DE LA PARTE: ASIGNACION DE CEDULA JURIDICA DECRETO N° 34691-J

OCUPADO POR: JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL CEDULA JURIDICA:
3-007-792932

PLAZO: FECHA DE INICIO: 05/05/2021

CITAS DE INSCRIPCION DE LA PARTE: 2021-295936-1-1 FECHA: 06/05/2021

TIPO DE PARTE: APODERADO ESTADO DE LA PARTE: INSCRITO

OCUPADO POR: OSLEAN VICENTE MORA VALDEZ CEDULA DE IDENTIDAD: 6-0310-0818
PLAZO: FECHA DE INICIO: 05/05/2021

NO EXISTEN AFECTACIONES INSCRITAS PARA EL PODER CERTIFICADO

NO EXISTEN MOVIMIENTOS PENDIENTES PARA EL PODER CERTIFICADO
NO EXISTEN OBSERVACIONES PARA EL PODER CERTIFICADO

ESTA CERTIFICACION, CUYOS DERECHOS ARANCELARIOS FUERON DEBIDAMENTE CANCELADOS, CONSTITUYE DOCUMENTO
PUBLICO CONFORME LO ESTABLECEN LOS ARTICULOS 45.2 DEL CODIGO PROCESAL CIVIL, 5 INCISO D) DE LA LEY DE
CERTIFICADOS, FIRMAS DIGITALES Y DOCUMENTOS ELECTRONICOS N° 8454, Y EL DECRETO EJECUTIVO N° 35488-J, PUBLICADO EN
LA GACETA N° 196, DEL 8 DE OCTUBRE DE 2009. EN DICHO MARCO LEGAL SE ESTABLECE LA OBLIGATORIEDAD DE RECIBIR ESTE
DOCUMENTO POR PARTE DE LOS ENTES PUBLICOS Y PRIVADOS, ASI COMO PARA LOS PARTICULARES, EN CASO DE QUE SE LE
PRESENTEN PROBLEMAS PARA LA RECEPCION DE ESTE DOCUMENTO Y APLICACION DE SUS EFECTOS LEGALES, SIRVASE
COMUNICARLO AL CENTRO DE ASISTENCIA AL USUARIO, TELEFONO. 2202-0888.

ESTIMADO USUARIO, EL REGISTRO NACIONAL LE INDICA QUE EL VALOR DE LA PRESENTE CERTIFICACION FUE ESTABLECIDO POR
LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL REGISTRO NACIONAL; NINGUNA PERSONA FISICA O JURIDICA PUEDE VARIAR ESE VALOR.

EMITIDA A TRAVES DEL PORTAL DE SERVICIOS DIGITALES Y CON DATOS CONSULTADOS A UNA REPLICA OFICIAL DE LA BASE DE
DATOS DEL REGISTRO NACIONAL, A LAS 07 HORAS 56 MINUTOS Y 48 SEGUNDOS, DEL 22 DE MARZO DE 2023..

PODRA SER VERIFICADA EN EL SITIO www.rnpdigital.com DENTRO DE LOS SIGUIENTES 15 DIAS NATURALES.

S| LA CERTIFICACION CONTIENE ALGUNA INCONSISTENCIA EN LA INFORMACION, FAVOR DE CONTACTAR A rnpdigital@rnp.go.cr, PARA
DETERMINAR EL ORIGEN DE LA INCONSISTENCIA Y COMPETENCIA DE LA RESOLUCION.
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105-SAF-DJA-2023 Apertura ctas ctes BCR.pdf
=R\ Certificado
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Direccion de la Junta Administradora V xAm ‘
\
: PODER del Fondo de Jubilaciones y Pensiones I
| J UDICIAL del Poder Judicial !
Republica de Costa Rica Repl'lbllca de Costa Rica

Oficio N.° 0105-SAF/DJA-2023
30 de marzo del 2023

Licenciado

Carlos Luis Sibaja Morales

Ejecutivo de Cuenta, Banca Institucional
Banco de Costa Rica

S. 0.

Asunto: Apertura de Cuentas Corrientes
Administrativas para la JUNAFO, moneda
colones y dolares.

Estimado sefior:

En forma atenta, se solicita su colaboracién con el fin de realizar la apertura de dos cuentas
corrientes administrativas denominadas “Garantias de Cumplimiento” una en moneda
colones y otra en moneda délares para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial, la cual cuenta con cédula juridica instrumental N.° 3-007-
792932; lo anterior con el fin de recibir y administrar los recursos que provienen de las
garantias de cumplimiento que sean necesarias en los procesos de contratacion
administrativa que sean llevados a cabo por este 6érgano de desconcentracion maxima del
Poder Judicial.

Conviene resaltar que, por disposicion de la Ley Organica del Poder Judicial en su articulo
N.° 239, se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial (JUNAFO) como un érgano de desconcentracibn maxima del Poder Judicial,
encargado de administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial (FJPPJ), quien contara con su propio patrimonio y con personalidad juridica
instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, asi como para ejercer la
representacion judicial y extrajudicial del Fondo.

Al respecto, me permito sefialar que, para efectos de la estructura de aprobacion en dichas
cuentas corrientes, se designa a las siguientes personas firmantes, todas personas
funcionarias de la Direccién de la JUNAFO conforme al siguiente detalle:

Garantias de cumplimiento colones y délares

Autorizados
Nombre Cédula de identidad Tipo de firma
Oslean Mora Valdez 06-0310-0818
Ingrid Moya Agunaf 01-1050-0732 Firma mancomunada 2 de 4
Yesenia Flores Chacén 01-1332-0078
Fabian Salas Fernandez 01-1144-0600

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519 Fax: 2549-1591 Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr
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=R\ Certificado
:ﬁmg\mx
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Republica de Costa Rica Republica de Costa Rica

Por dltimo, es de vital importancia indicar que adjunto a este documento se remite
certificacion del “Poder Generalisimo con Limite de Suma” hasta por once millones de
dolares, otorgado al suscrito, cédula de identidad N°. 06-0310-0818, para la realizacion de
todo tipo de tramite, el cual se encuentra inscrito ante el Registro Nacional de la Republica
de Costa Rica bajo las citas de inscripcion N°. 2021-295936-1-1, al dia y vigente para todos
sus efectos.

Dados los elementos anteriores, se agradece toda la estimable colaboracion que al
respecto se sirva brindar con el fin de atender el requerimiento planteado a la mayor
brevedad posible.

Atentamente, OSLEAN Firmado digitalmente por

OSLEAN VICENTE MORA

VICENTE MORA  VALDEZ (FIRMA)
Fecha: 2023.03.30 15:28:00

VALDEZ (FIRMA) o600

MPM. Oslean Mora Valdez
Director a.i.
Direccion de la JUNAFO
Apoderado Generalisimo

Cc.

JUNAFO
Lic. Luis Abarca Padilla, Auditor Interno a.i. de la JUNAFO.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor
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				omorava@poder-judicial.go.cr

		2023-03-30T15:28:00-0600

		Costa Rica, Centroamerica.

		OSLEAN VICENTE MORA VALDEZ (FIRMA)

		Estoy aprobando este documento
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Cédula Fabian Actual. (1).pdf
Numero de Ceédula: 1 1144 0600

Fecha de Nacimiento

Lugar de Nacimiento: CARMEN CENTRAL SAN JOSE

: 22 07 1982

Nombre del Padre: RICARDO SALAS HIDALGO

Nombre de la Madre: MA ISABEL FERNANDEZ RAMIREZ
Domicilio Electoral: SAN IGNACIO ACOSTA SAN JOSE
Vencimiento:

04 02 2030

b

922192200

w0 EPUBLICA DE CQQSET& 5‘1,%

111440600

Cédula de Identidad

Nombre: AN
1"Apellido: SALAS
2*Apslido: FERNANDEZ

C.C:

\4 '
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Informe de Gobierno Corporativo al 31-12-2022.pdf
Direccién de la Junta Administradora v
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial
Republica de Costa Rica

INFORME ANUAL GOBIERNO
CORPORATIVO

PERIODO DEL 1 DE ENERO DE 2022 AL
31 DE DICIEMBRE DE 2022






P ODER Direccién de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

4 ] UDICIAL del Poder Judicial

Republica de Costa Rica Replibhca de Costa Rica

1. Introduccién

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FIPPJ) fue creado el 09 de junio de 1939,
desde su creacion se mantuvo bajo la administracion directa del estimable Consejo Superior y de
la honorable Corte Plena. Con la promulgacién en mayo del afio 2018, de la reforma impuesta
mediante la Ley N.° 9544 a la Ley Orgéanica del Poder Judicial, se crea un nuevo drgano encargado
de administrar el régimen de pensiones de este Poder de la Republica: La Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO).

El Fondo, con el fin de alinearse a las buenas practicas de Gobierno Corporativo, considera los
lineamientos generales, en atencién a tendencias internacionales y nacionales, de conformidad con
los principios de Gobierno Corporativo y las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo
Nacional de Supervision del Sistema Financiero (CONASSIF).

El Gobierno Corporativo define los fundamentos y directrices generales de la estructura del FIPPJ,
que deben observar sus 6rganos de direccion, administracion y control, personas beneficiarias;
como las involucradas en su gestion y toma de decisiones, en todas sus actuaciones tendientes a
procurar el mejor desempefio, basado en el apego a la conducta ética y responsabilidades
asignadas.

Aunado a todo lo anterior, es de vital importancia destacar que el FJPPJ ejecuta sus operaciones
bajo el principio de “negocio en marcha”, que mantiene obligaciones con su poblacién afiliada y que
debe continuar con una adecuada gestion de su portafolio de inversiones y activos en general,
remision de informes y cumplimiento de trAmites operativos especializados necesarios para la
correcta operacion del FIPPJ, situacién que a la fecha se ha cumplido a cabalidad.

Es importante resaltar que el Informe Anual de Gobierno Corporativo, considera la estructura
administrativa y comités técnicos al 31 de diciembre de 2022.

2. Definiciones

Considerando el concepto de Gobierno Corporativo, como el conjunto de politicas, normas y érganos
internos mediante los cuales se dirige y controla la gestiébn de una entidad, y conforme a las
condiciones propias de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, es necesario definir los siguientes aspectos, los cuales son extraidos de la normativa
vigente institucional:

a) Corte Plena: La Corte sera presidida por su presidente (a) y estara formada por todos los

2

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor
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Magistrados y Magistradas que componen la Sala Primera, Sala Segunda, Sala Tercera y
Sala Constitucional (22 Magistrados y Magistradas). Articulo 58 LOPJ.

b) Jubilacion: Derecho del servidor o de la servidora judicial de percibir una asignacion
calculada segun los afios de servicio y la edad de retiro de la funcién judicial.

c) Junta Administradora Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JAFJPPJ):
es el Organo de Méaxima Direccion, que tiene a su cargo la administracion del régimen del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FIPPJ), cuyo patrimonio es de
exclusiva propiedad, de las personas afiliadas para operar y generar inversiones que le den
sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ambitos del mercado financiero nacional e
internacional.

d) Ley Organica del Poder Judicial (LOPJ): Corresponde al cuerpo normativo que establece
la organizacién funcional del Poder Judicial, que en su capitulo IX regula lo relativo al régimen
del FIPPJ.

e) Pensién: Derecho que tienen las personas familiares a que hace referencia el articulo 228
de la Ley Organica del Poder Judicial, del servidor (a) o jubilado (a) judicial, en caso de
fallecimiento de éstos, a percibir una asignacion mensual.

3. Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

a) Cantidad de miembros previstos en los estatutos:

Organo de Cantidad de Norma Leqal
Direccion Miembros g
JUNAFO 6 titulares Con la promulgacién en mayo del afio 2018, de
6 suplentes la reforma impuesta mediante la Ley N.° 9544

a la Ley Orgénica del Poder Judicial, se crea
un nuevo 6rgano de desconcentracion maxima
del Poder Judicial, encargado de administrar el
régimen de jubilaciones y pensiones de este
Poder de la Republica.

Informacién de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial al cierre del periodo 2022, segln el siguiente detalle:

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor
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Republica de Costa Rica

Nombre

Dr. Juan Carlos Segura Solis

Direccién de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

del Poder Judicial
Republica de Costa Rica

Puesto

Presidente

Lic. Arnoldo Herndndez Solano

Vicepresidente

MBA. Rodrigo Arroyo Guzman Secretaria
Lic. Parris Quesada Madrigal Tesorero

PhDGR. Alexander Arguedas Vindas | Director 1
Lic. Freddy Chacon Arrieta Director 2

" JUNAFOR

Fecha de Gltimo nombramiento

Debido a la necesidad de integrar la Junta
Administradora del FJPPJ, para que efectle
la representacion judicial y extrajudicial de
este régimen de pensiones, se realizan en el
afio 2019 los procesos de seleccion
respectivos, siendo finalmente conformado
este nuevo o6rgano del Poder Judicial y
juramentado por la Corte Plena en sesion N°.
004-2020 con fecha 27 de enero 2020.

Datos al 31/12/2022

b) Indique las variaciones que se hayan producido en el periodo, segun el siguiente

detalle:

Nombre

Puesto

Motivo Salida

c) Indique, en los casos en que aplique, si los miembros de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial asumen cargos de
administracién o directivos en otras entidades que formen parte del mismo grupo

vinculado:

Nombre
Dr. Juan Carlos Segura Solis

Nombre de la entidad
Corte Supremade
Justicia, Poder Judicial

Cargo |
Juez Coordinador Tribunal
de Trabajo del | Circuito
Judicial de San José

Lic. Parris Quesada Madrigal

Corte Supremade
Justicia, Poder Judicial

Profesional 2, Administracion
Subproceso Ambiente
Laboral

d) Indigue la cantidad de sesiones que realiz6 la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el periodo.

Total Sesiones

Sesiones

Ordinarias y

[DUEOININERES

Periodo

JUNAFO

01 de enero de 2022 al 31 de diciembre de

48

2022

Fuente: https://ffip.poder-judicial.go.cr/index.php/actas-de-la-junta-administradora-del-fjppj-2
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e) Indique la existencia de las politicas sobre conflicto de interés, el lugar en que estan

f)

disponibles para su consulta, y las modificaciones que se hayan realizado durante
el periodo.

e La Junta Administradora adopt6 el Reglamento de Regulacion de Conflictos de Interés
del Poder Judicial como propio.

Realice una descripcién de las politicas parala remuneracion de los miembros de la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que
se hayan aprobado.

Organizacion Descripcién de Politica

Con la promulgacion en mayo del afio 2018, de
la reforma impuesta mediante la Ley N.° 9544 a
la Ley Organica del Poder Judicial, el articulo N.°
240 indica:

JUNAFO ‘[...] Los miembros de la Junta Administradora no

devengaran ninguna dieta pero si contaran con
los permisos necesarios para atender las
sesiones...”

g) Silaentidad hadispuesto voluntariamente unapoliticainterna sobre rotacién realice

una descripcion de las politicas sobre rotacion de los miembros de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Organizacion Descripcién de la Politica

Con la promulgacién en mayo del afio 2018, de la
reforma impuesta mediante la Ley N.° 9544 a la Ley
Organica del Poder Judicial, el articulo N.° 240 indica:

“[...] Quienes integran la Junta duraran en sus cargos
cinco afos, luego de los cuales podran ser reelectos ...”

JUNAFO Asimismo, en el articulo N.° 240 de la LOPJ se establece

la rotacion del rol de presidencia, conforme al siguiente
detalle:

“En la primera sesion ordinaria, la Junta designara a la
persona que habrd de presidir las sesiones, esta
designacion se hara por un espacio temporal de un afio,

5
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Organizacion Descripcidn de la Politica
debiendo alternarse cada afio entre los representantes
del colectivo judicial y de la Corte Plena. Ademas, se
designara a quien le sustituya en caso de ausencia. La
persona que preside tendra voto calificado en caso de
empate.”

4. Comités de apoyo

Al respecto conviene destacar que, por disposicion de la propia Ley Organica del Poder Judicial
vigente (segun los articulos N.° 237 y N.° 241), tanto el FJPPJ como su Junta Administradora pasan
a ser directamente supervisados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), debido a lo cual
se efectlia un importante esfuerzo de alineamiento normativo a los reglamentos y disposiciones
dictados por el Consejo Nacional de Supervisién del Sistema Financiero (CONASSIF). Como parte
de dicho alineamiento ha sido necesario conformar comités de trabajo, quienes por reglamentacion
coadyuvan en la gestién del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:

Organigrama N°. 1
Organos Auxiliares
Periodo 2022

Junta

Administradora
FJPP)

Pres. Juan Carlos Segura S.

Comité de

Comité de
Inversiones

Comité de Riesgos

Auditoria

Cor poratiivo
Pres. Edi Velasquez Ch. Pres. Pedro Aguilar M. Pres. Parris Quesada M. Pres. Parris Quesada M.

Fuente: Informe Anual JA-FIJPPJ 2022
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4.1. Comité de Riesgos!

El Comité de Riesgos es responsable de asesorar al Organo de Direccion en todo lo relacionado
con las politicas de gestion de riesgos, asi como respecto de la capacidad y el Apetito de Riesgo
de la entidad en relacion con los fondos administrados. Este Comité tiene, entre otras, las siguientes
funciones:

I.  Supervisar la ejecucion de la Declaracién de Apetito de Riesgo por parte de la Alta Gerencia,
la presentacion de informes sobre el estado de la Cultura del Riesgo de la entidad y la
interaccion con el director de riesgos, 0 con quien asuma este rol.

II.  Proponer el Apetito de Riesgo, asi como las politicas de riesgos para cada tipo de fondo
administrado, necesarias para cumplir con el apetito de riesgo y los objetivos definidos en el
plan estratégico.

lll.  Recibir informes perioédicos y oportunos del director de riesgos o quien asuma este rol, asi
como de las otras areas o funciones relevantes, sobre el Perfil de Riesgo actual de la entidad,
de los limites y métricas establecidas, las desviaciones y los planes de mitigacion.

IV.  Proponer para aprobacion del Organo de Direccion de la entidad regulada:

a. Los limites de exposicion al riesgo para cada tipo de riesgo identificado.
b. Las estrategias de mitigacion de riesgo necesarias.
c. El marco de gestion de riesgos.

V.  Opinar sobre la designacion que efectie el Organo de Direccién del director de riesgos o
equivalente.

VI.  Informar al Organo de Direccion y al Comité de Inversiones, al menos trimestralmente, sobre
la exposicion de los fondos administrados a los distintos riesgos y los potenciales efectos
negativos que se podrian producir en la marcha de la entidad regulada por la inobservancia
de los limites de exposicion al riesgo previamente establecidos.

VII.  Vigilar el cumplimiento permanente del régimen de inversién aplicable. En caso de
incumplimiento, presentar oportunamente un informe al Organo de Direccion y al Comité de
Inversiones sobre el incumplimiento (infraccién) y sus posibles repercusiones.

VIll.  Conocer y analizar los informes sobre el cumplimiento del régimen de inversiéon y la politica
de riesgos que la unidad o funcién de riesgos debera presentar, como minimo, en forma
mensual.

El Comité de Riesgos debe intercambiar periédicamente con la Auditoria Interna o equivalente y
otros comités relevantes, la informacion necesaria para asegurar la cobertura efectiva de todos los

1 Reglamento de Riesgos SUPEN.
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riesgos y los ajustes necesarios en el gobierno corporativo de la entidad a la luz de sus planes de
negocio o actividades y los cambios en el entorno.

El Comité de Riesgos debe contar con una normativa que regule su funcionamiento, su integracion,
el alcance de sus funciones y los procedimientos de trabajo; esto incluye la manera en que informara
al Organo de Direccion.

4.1.1.Comité de Riesgos Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Se presenta informacion sobre la situacion actual del Comité de Riesgos del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial.

4.1.2.Conformacion al 31 de diciembre de 2022
El Comité de Riesgos esta conformado actualmente de la siguiente manera:

Cuadro N° 1
Comité de Riesgos del FIPPJ
Al 31 de diciembre 2022

Integrantes | Puesto Potestad
MGR. Pedro Aguilar Moya Presidente y Miembro Externo | Voz y voto
Lic. Parris Quesada Madrigal Secretario Voz y voto
PhDGR. Alexander Arguedas Vindas | Director Voz y voto
Dr. Juan Carlos Segura Solis Director Voz y voto
Lic. Freddy Chacon Arrieta Director Voz y voto

Fuente: Comité de Riesgos.

4.1.3.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas por el
Comité de Riesgos durante el afio 2022.
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Cuadro N° 2
Comité de Riesgos del FIPPJ

Sesiones realizadas de enero 2022 a diciembre 2022
Sesiones Sesiones
Ordinarias DUCLIGIMEUES

Fuente: Comité de Riesgos.

4.2. Comité de Inversiones?

El Organo de Maxima Direccion debera nombrar un Comité de Inversiones conformado por un
minimo de tres miembros de los cuales, al menos uno, debe ser externo al grupo de interés
econodmico o financiero. EI miembro externo no podra ser director, miembro del Consejo de
calificacion, administrador o funcionario de una calificadora de riesgo.

El Comité de Inversiones debera proponer, para la aprobacion del Organo de Maxima Direccién, la
Politica de Inversion correspondiente a cada fondo administrado. Este Comité tiene, entre otras, las
siguientes funciones:

I.  Proponer, para discusion y aprobacion del Organo de Direccidn, la politica de inversiones

para la gestion de cada uno de los fondos administrados. Dicha politica debera ser revisada
por el Organo de Direccion, como minimo, de manera anual.
La politica de inversiones debera incluir, cuando menos, los objetivos y politicas de inversion
de la cartera administrada, criterios de diversificacion por titulo, plazo, moneda, emision y
emisor, concentracion de emisores y emision colocada, liquidez y demas que consideren
pertinentes, asi como los procedimientos y practicas de inversion. La politica y sus revisiones
periddicas deberan documentarse en el libro de actas.

Il Sesionar, al menos, una vez al mes con el objeto de determinar la estrategia de inversion,
la composicién de los activos de los fondos gestionados e informar y documentar al Organo
de Direccién de las decisiones tomadas por el Comité.

[ll.  ElI Comité de Inversiones de cada entidad debera establecer los mecanismos necesarios
para verificar el cumplimiento de las politicas de inversién dictadas, la sujecién al régimen
de inversion previsto y a los limites de riesgos vigentes.

IV.  Aprobary dar seguimiento a los planes de reduccion de riesgos, correspondientes a excesos
de inversion, e informar al 6rgano de direccion una vez autorizado por la Superintendencia.

2 Reglamento de Reglamento de Gestidn de Activos Vigente.
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V.  Determinar las vinculaciones de la entidad con el grupo financiero o de interés econémico o
financiero para dar cumplimiento a las prohibiciones establecidas en el articulo 63 de la Ley
de Proteccion al Trabajador.

VI. El Comité de inversiones no podra sesionar tres veces, en forma consecutiva, sin la
asistencia y participacion del miembro externo.

4.2.1.Conformacion Comité de Inversiones al 31 de diciembre de 2022
El Comité de Inversiones esta conformado actualmente de la siguiente manera:
Cuadro N° 3

Comité de Inversiones del FIJPPJ
Al 31 de diciembre 2022

Integrantes Puesto Potestad
MBA. Edi Veldsquez Chéavez Presidente | Voz y voto
MBA. Rodrigo Arroyo Guzman Secretario | Voz y voto
MAE. Miguel Gutiérrez Fernandez | Director Voz y voto

Fuente: Comité de Inversiones.

Al respecto, conviene destacar que durante el periodo 2022, se presenta la renuncia de la MBA.
Floribel Campos Solano como integrante del Comité de Inversiones por motivos laborales.

4.2.2.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas
por el Comité de Inversiones durante el afio 2022:

Cuadro N° 4
Comité de Inversiones del FIPPJ
Sesiones realizadas de enero 2022 a diciembre 2022
SESTES SENGES

(OIGIRMERES DUCLIGIMEUES

Fuente: Comité de Inversiones.

10

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519 Fax: 2549-1591 Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr





Direccién de la Junta Administradora
PODER

del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

i\ ]UDICIAL del Poder Judicial

Republica de Costa Rica Replibhca de Costa Rica

4.3. Comité de Auditoria®

La Junta Administradora integrara un Comité de Auditoria para el FJIPPJ como érgano de apoyo
para el control y seguimiento de las politicas, procedimientos y controles que se establezcan.
Formado como un cuerpo colegiado integrado por personas integrantes de la Junta Administradora
que se definirdn reglamentariamente. El Comité de Auditoria debe realizar dentro de sus funciones,
todas las estipuladas en esta normativa y las demas funciones y requerimientos de las normativas
especiales que le sean aplicables al FJPPJ. Las reuniones del Comité de Auditoria deben ser al
menos cada tres meses, en las cuales pueden participar sin derecho a voto, el Auditor Interno y las
personas servidoras que el Comité de Auditoria considere necesarias, asi como la jefatura del
Proceso de Riesgos o la Auditoria Externa cuando asi lo requiera dicho Comité.

A la Auditoria Interna le corresponde evaluar, el uso de los recursos del FIPPJ, generar informes y
dar seguimiento a las recomendaciones emitidas.

4.3.1.Conformacion Comité de Auditoria al 31 de diciembre de 2022
El Comité de Auditoria estd conformado actualmente de la siguiente manera:
Cuadro N° 5

Comité de Auditoria del FIPPJ
Al 31 de diciembre 2022

Integrantes | Puesto Potestad |
Lic. Parris Quesada Madrigal Presidente Voz y voto
Lic. Arnoldo Hernandez Solano Director Voz y voto
PhDGR. Alexander Arguedas Vindas | Director Voz y voto
Lic. Freddy Chacon Arrieta Director Vozy voto
Lic. Luis Abarca Padilla Jefe de Auditoria Interna | Voz

Fuente: Comité de Auditoria.

4.3.2.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas
por el Comité de Auditoria durante el afio 2022:

3 Segun lo establece el Reglamento de Gobierno Corporativo
11
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Cuadro N° 6

Comité de Auditoria del FIPPJ
Sesiones realizadas de enero 2022 a diciembre 2022
Sesiones Sesiones

Ordinarias | Extraordinarias

Fuente: Comité de Auditoria.

4.4, Comision de Gobierno Corporativo

La Comision de Gobierno Corporativo tiene como objetivo promover la transparencia y eficacia del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica (FJPPJ) y las
responsabilidades de las distintas partes relacionadas, por lo que establece los lineamientos
generales del FJPPJ, siguiendo las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo
Nacional de Supervision del Sistema Financiero (CONASSIF) en el Reglamento de Gobierno
Corporativo.

4.4.1.Conformacién Comisién de Gobierno Corporativo al 31 de diciembre de 2022
La Comision de Gobierno Corporativo esta conformada actualmente de la siguiente manera:
Cuadro N° 7

Comision de Gobierno Corporativo del FIPPJ
Al 31 de diciembre 2022

egrante Puesto Pote a0
Lic. Parris Quesada Madrigal Presidente | Voz y voto
Lic. Freddy Chacon Arrieta Director Voz y voto
Dr. Juan Carlos Segura Solis Director Voz y voto
PhDGR. Alexander Arguedas Vindas | Director Voz y voto

Fuente: Comision de Gobierno Corporativo.

4.4.2.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas
por la Comisién de Gobierno Corporativo durante el afio 2022:

12
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Cuadro N° 8
Comision de Gobierno Corporativo del FIPPJ
Sesiones realizadas de enero 2022 a diciembre 2022
SESGES

Ordinarias

Sesiones
DUCLIGIMEUES

Fuente: Comision de Gobierno Corporativo.

o,

Operaciones vinculadas

e Para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica esta

descripcion.

6. Auditoria externa

a) Nombre de la firma de auditoria externa
contratada para la auditoria de los estados
financieros del periodo.

Despacho Carvajal

& Colegiados Contadores

Publicos Autorizados S.A.

b) Indique el nUmero de afios que la firma de
auditoria externa lleva de forma
ininterrumpida realizando la auditoria de los
estados financieros de la entidad y/o su
grupo.

Se han

realizado en los Ultimos 19 afios 8

contrataciones, las cuales han sido adjudicadas por el
Despacho Carvajal & Colegiados en forma continua:

1.
2.
3.

4,

Contratacién Directa 528-2004 periodo 2003
Contratacién 584-2005 periodo 2004
Contratacién 2006-CD-PRO-00197 periodos
2005, 2006 y 2007.

Contratacién 2008-CD-000086-PROV
periodos 2008, 2009, 2010 y 2011
Contratacion  Directa  2012-CD-000711-
PROVCD periodos 2012, 2013 y 2014.
Contratacion  Directa  2015-CD-000568-
PROVCD, para los periodos 2015, 2016 y
2017.

Contratacién  Directa  2018-CD-000314-
PROVCD, para los periodos 2018, 2019 y
2020.

Contratacién Directa  2021CD-000007-
PROVCD, para los periodos 2021, 2022 y
2023.

¢) Indique si la firma de auditoria externa
realiza o ha realizado en el periodo otros
trabajos para la entidad y/o su grupo,
distintos de los servicios de auditoria.

No se han efectuado otros servicios diferentes a los
de auditoria externa.
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d) Indique, si los hubiera, los mecanismos
establecidos por la entidad para preservar la
independencia del auditor externo.

La firma de auditoria externa presenta a la
administracién una declaracion jurada mediante la
cual hace constar que cumple con la necesaria
independencia en relacion con el régimen auditado,
asi mismo este despacho se encuentra debidamente
inscrito ante el registro de auditores externos
autorizados para brindar servicios a las entidades
sujetas de supervision por el BCCR o alguna de las
Superintendencias del Mercado Costarricense.

7. Estructura de propiedad

e Para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica este apartado.

8. Cumplimiento Normativo

e Este informe cumple con lo establecido en el Articulo N.° 43 del Reglamento de
Gobierno Corporativo aprobado por el Consejo Nacional de Supervision del Sistema
Financiero y Articulo N.° 5 del Cédigo de Gobierno Corporativo del FIPPJ.
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|. INFORMACION GENERAL.

1.1 Antecedente:

En atencién a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial en sesion N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 articulo VI,
la Direccion de la Junta Administradora del FJPPJ, Subproceso Administrativo
Financiero, realiz6 el andlisis comparativo de titulos valores de las inversiones relativas
al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por
el BCR Custodio.

Asimismo, en cumplimiento con lo establecido en el Reglamento de Gestién de Activos
articulo N.° 53 sobre el control de cumplimientos de las condiciones del servicio de

custodia de valores, que establece:

“...Las entidades reguladas deben observar que las entidades de custodia, a lo largo del
tiempo cumplan con lo siguiente:

a. Elenvio por parte de las confirmaciones de cualquier movimiento en las cuentas de
los fondos, luego que estos se produzcan.

b. Reporte periddico a la entidad regulada del detalle de titulos bajo su custodia, asi
como los ingresos y salidas de efectivo producto del pago de intereses, dividendos,
comisiones y cualquier otro que corresponda.

c. Control de las transacciones que registra la entidad de custodia. Para lo anterior, los
mecanismos de control deben procurar al menos la conciliacién diaria de las
posiciones.

d. Las operaciones con valores por cuenta de los fondos administrados deben ser
aceptadas por la entidad regulada ante la entidad de custodia, dentro de los plazos del
ciclo de liquidacion...”

1.2 Procedimiento:

El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que
respaldan las inversiones con titulos valores desmaterializados, asi como los titulos
valores fisicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos
economicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; lo anterior, de

acuerdo con la informacién obtenida con corte al 28 de febrero de 2023.

1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento fisico.
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1.3 Situaciones detectadas:

En cuanto a los cupones se realizaron varios intentos con el propdésito de determinar el
método mas adecuado para ejecutar la conciliacion de éstos, lo cual generd la inversion
de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la informacién contenida

en el estado de cuenta, producto de lo cual se identifico:

v" Los cupones se reflejaban agrupados por nimero de ISIN y fecha de vencimiento
por lo que no es factible conciliarlos individualmente.

v' Se identificé que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que difieren
levemente a los registrados en el Sistema Integrado de Carteras de Inversion
(diferencias en decimales).

Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses
anteriores, correspondian a la diferencia en la metodologia del calculo de intereses para
inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme la reunién sostenida con el BCR
Custodio se determiné que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses
proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada cupén),

por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente conciliacion.

Para este periodo, el analisis comparativo de la informacién brindada por los emisores
y ente custodio, contra los controles que para los efectos se llevan de los instrumentos
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se presenta diferencias de

escasa relevancia, a continuacion, el detalle:
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Analisis comparativo de Titulos Valores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Al 28 de febrero de 2023

COLONES DOLARES UDES Participaciones Fl (2)
BRO BA O BRO BA O BRO BA O BRO BA O
Principales 505875 10261278 | 505875102610,80 | 111666000,00 | 11166600000 | 44610000,00( 4461000000 | 2468896,00| 2468 896,00
Intereses 190 82225350828 | 190821583 101,39 | 30174 218,42 3017398885 | 5074825550| 50 748 255,50
Total registrado €696 697 356 121,06 | €696 696 68571219 | $14184021842]  $141839088.85| 9535825550 | 9535825550) 2468896.00| 2468 896,00

BCR Custodio

Diferencia en principales -
Diferencias en tasas de interés
Diferencias de redondeo

1,98
570 406,29 | |

Diferencias de redonden

[ -1

Consultas Efectuadas 1 | 5229,5?'

Diferencia por metodaologia

Inversiones de oiras dependencias

saldos ajustados ‘ 696 697 356 121,06 | 696 697 356 121,06 | $141 840 218,42‘ $141 840 218,42| 95 358 255,50 ‘ 95 358 255,50 ‘ 2 468 896,00 ‘ 2 468 896,00

- - - - I - - -

Diferencia |

Motas:

(1) Las diferencias indicadas corresponden a ajustes de redondeo en el proceso de convertir tasas brutas a netas conforme la exoneracidn de impuesto de la renta que goza el FIPPJ.

(2) Se refiere a los Fondos de inversion cerrados adquiridos a través de las sociedades administradoras de Fondos de inversidn (SAF1), asi como las paricipaciones en inversiones de Mercados
Internacionales.
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[I. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES

En términos generales se considera que los resultados del analisis comparativo de
instrumentos son satisfactorios, con excepcion de la conciliacién de los cupones, siendo

que hay diferencias no significativas las cuales se deben a:

e EIl Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no
contiene toda la informacion necesaria, para conciliar con el Sistema de Cartera

de Inversiones (SCI).

e En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Sistema de
Cartera de Inversiones (SCI) y el contenido en los estados de cuenta del BCR,
esto producto de ajustes en el proceso de convertir tasas brutas a tasa neta,

conforme la exoneracién del impuesto sobre la renta que goza el FIPPJ.

En complemento a lo anterior, se determiné que las diferencias encontradas son
justificables, para lo cual se subsanaron las diferencia que existia en los cupones en

colones.
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Costo por uso de plataforma Clearstream 2022-2023.xlsx
2022-2023

		Cobros Clearstream EUR - USD

		Clearstream Banking



		2022												2023

		FJP Poder Jud (55709)												FJP Poder Jud (55709)

		Mes		Monto EUR		Monto USD		Monto CRC		Tipo de cambio				Mes		Monto EUR		Monto USD		Monto CRC		Tipo de cambio

		Enero		€    701.46		$   800.23		₡   517,108.63		646.20				Enero		€    1,115.32		$   1,193.06		₡   665,011.64		557.40

		Febrero		€    1,131.39		$   1,249.39		₡   808,780.12		647.34				Febrero		€    1,276.48		$   1,369.41		₡   772,716.98		564.27

		Marzo		€    1,137.85		$   1,240.60		₡   827,604.26		667.10				Marzo

		Abril		€    1,194.13		$   1,245.66		₡   835,040.64		670.36				Abril

		Mayo		€    1,058.77		$   1,116.37		₡   770,005.04		689.74				Mayo

		Junio		€    938.09		$   943.91		₡   653,421.70		692.25				Junio

		Julio		€    1,098.89		$   1,138.01		₡   768,179.51		675.02				Julio

		Agosto		€    1,127.90		$   1,148.99		₡   751,278.60		653.86				Agosto

		Septiembre		€    1,106.24		$   1,078.92		₡   682,654.26		632.72				Septiembre

		Octubre		€    1,172.21		$   1,208.90		₡   752,346.83		622.34				Octubre

		Noviembre		€    1,120.73		$   1,191.56		₡   718,343.86		602.86				Noviembre

		Diciembre		€    1,104.69		$   1,196.38		₡   720,208.80		601.99				Diciembre

		Acumulado		€    12,892.35		$   13,558.92		₡   8,804,972.25						Acumulado		€    2,391.80		$   2,562.47		₡   1,437,728.62
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ADDENDUM al contrato para la prestación del servicio de CUSTODIA Y ADMINISTRACIÓN DE VALORES.docx
ADDENDUN al contrato para la prestación del servicio de CUSTODIA Y ADMINISTRACIÓN DE VALORES, para el FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL



Entre nosotros, Banco de Costa Rica, de este domicilio, cédula de persona jurídica número cuatro-cero cero cero cero cero cero cero diecinueve-cero nueve, en adelante denominado “EL CUSTODIO”; representado en este acto por el señor DOUGLAS SOTO LEITÓN, mayor, casado, cédula de identidad número uno cero quinientos ochenta y siete cero trescientos sesenta y siete, administrador de negocios, vecino de San José, Moravia, San Vicente, Residencial los Colegios norte casa l3, Gerente General del BANCO DE COSTA RICA con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma, personería debidamente inscrita en el Registro de Personas Jurídicas del Registro Público al Tomo dos mil dieciocho, asiento ciento noventa y un mil novecientos diez, consecutivo uno, secuencia uno y la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, cédula instrumental tres cero cero siete siete nueve dos nueve tres dos, domicilio en Costa Rica, San José, Edificio Impala, Sala Constitucional, Calle Morenos, Sabana Sur, en adelante denominado “EL TITULAR”, representado en este acto por el señor Juan Carlos Segura Solís en su condición de presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma con cédula de identidad número uno cero seiscientos veintiuno cero setecientos treinta y cuatro, vecino de Heredia, San Rafael, Los Ángeles del Hotel El Tirol 300 al norte y 75 este, casado, celebramos el presente addendum al contrato para la prestación del servicio de CUSTODIA Y ADMINISTRACIÓN DE VALORES, para el FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, cédula jurídica número tres-ciento diez-setecientos cincuenta y nueve mil seiscientos ochenta y ocho, el cual se regirá en lo que corresponda, por las disposiciones de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, el Código de Comercio, el Código Civil, el Reglamento de Custodia emitido por El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (en adelante CONASSIF), y acuerdos emitidos por el Superintendente General de Valores, así como las disposiciones reglamentarias del Banco, y la modificación a la  siguiente cláusula, que aprobamos de común acuerdo donde a partir de ahora se leerá de la siguiente forma:



CLAUSULA DÉCIMA QUINTA: DE LAS TARIFAS DE LAS COMISIONES Y SU AJUSTE: El CUSTODIO tendrá derecho a percibir por los servicios que presta, exclusivamente las comisiones que se incluyen en el REGLAMENTO DE TARIFAS Y CONDICIONES DEL BCR, las cuales se encuentran publicadas en la página web: www.bancobcr.com. Ambas Partes declaran conocer y aceptan que El CUSTODIO podrá ajustar las tarifas previa comunicación al TITULAR con al menos treinta días de antelación a la entrada en vigor. Tal comunicación se tendrá por cumplida con la entrega del aviso respectivo a la dirección física o electrónica que el TITULAR hubiere señalado para recibir toda clase de comunicaciones. 



[bookmark: _Hlk129788283][bookmark: _Hlk129875815][bookmark: _Hlk129875983]Durante el primer año de vigencia del presente contrato la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, estará exenta del pago de todo tipo de tarifas asociadas al servicio de administración y custodia local e internacional de los valores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En amparo al convenio interinstitucional, esta condición de exoneración será revisable anualmente por parte del Banco de Costa Rica (BCR). El TITULAR, sí tendrá que reconocer el costo que implica el uso de la plataforma internacional de custodia de XACT de Clearstream Banking o cualquier otra plataforma que en su momento el BCR utilice para la custodia internacional. Dicho costo no corresponde a un lucro para BCR y este será trasladado de forma mensual por el BCR (sin incorporar márgenes de ganancia sobre el mismo) mediante la factura correspondiente, emitida por Clearstream Banking o cualquier otra entidad dueña de la plataforma que se esté utilizando. El TITULAR procederá con el pago respectivo, conforme los procedimientos establecidos por la institución, una vez que exista la autorización por parte de la Dirección de la JUNAFO.



El TITULAR procederá con el pago y será procedente por mes vencido, se realizará bajo la modalidad de Transferencia Electrónica, este se hará en dólares estadounidenses. Dicha transferencia bancaria se ejecutará una vez que exista la autorización por parte de la Dirección de la JUNAFO.



En fe de lo anterior, firmamos en dos tantos en la ciudad de San José, a los 17 días del mes de marzo del año 2023.
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- Direccién de la Junta Administradora
PODER

del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

tl‘ JUDICIAL del Poder Judicial

Republica de Costa Rica Republica de Costa Rica

Oficio N° 0390-DJA-2022
San José, 20 de enero de 2023

Doctor

Juan Carlos Segura Solis
Presidente

Junta Administradora FIPPJ
S. D.

Asunto: Posibles implicaciones para el
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial (FIPPJ) y la JUNAFO ante
una eventual venta del Banco de Costa
Rica.

Estimado sefior:

Como bien ha sido de conocimiento a través de la Prensa Nacional, en fecha 07 de
setiembre del afio anterior, el Poder Ejecutivo presentd ante la Asamblea Legislativa como
una de sus propuestas, la privatizacion del Banco de Costa Rica (BCR). Dicho proyecto se
encuentra en tramite en la Comision de Asuntos Econdmicos bajo el nimero de expediente
N.° 23.331 y tiene como objetivo fortalecer las finanzas publicas del pais mediante la
utilizaciéon de los recursos obtenidos de la venta de activos, pasivos, marca y sociedades
subsidiarias del BCR para la amortizacién de la deuda publica.

En virtud de lo anterior, se considera necesario efectuar un andlisis de los posibles
efectos para el FJIPPJ asi como para la JUNAFO, en caso de que tal privatizacion llegue a
concretarse. A continuacion, se detalla para su estimable conocimiento:

1. Custodio de Titulos Valores: ElI FJPPJ mantiene como custodio de titulos
valores y servicios relacionados, al Banco de Costa Rica (entidad con respaldo
estatal), por lo que, ante la venta de este, habria que considerar si las inversiones
custodiadas y servicios que se prestan actualmente, deberian trasladarse a otra
entidad.

Detalle de servicios de la Custodia del Banco de Costa Rica:

e Proceso de devolucion del impuesto sobre la renta de las inversiones.
e Los estados de cuentas de las inversiones para efectos conciliatorios.
e Envio de informacion relativa a vencimientos de inversion.
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e Pagos de inversiones y acreditacion de vencimientos.
e Procesos de custodia internacional y cancelacidbn de colocaciones en
mercados exteriores.

Es importante indicar que, los traspasos de titulos de un custodio a otro, por concepto
de venta o de cierre son traspasos no onerosaos, por lo cual, si se materializa la venta
del BCR y el nuevo banco decide no dar el servicio de custodia, ese seria el método
de traslado de titulos valores una vez se haya escogido la nueva entidad de custodia.
Un punto relevante es que la nueva entidad de custodia debe tener un contrato o
convenio con un custodio a nivel internacional que brinde el servicio en los mercados
en los que actualmente se tienen instrumentos de inversion.

El servicio de custodia con otra institucién de igual o mejor calificaciébn como ente de
custodia se estima en ¢1.250.000,00 mensuales que deberian ser asumidos por la
JUNAFO, como parte de los costos administrativos asociados. El tiempo de tramite
ante este eventual escenario se estima en 6 meses, ya que se debe realizar un
proceso de contratacion administrativa, dado que es un servicio que se carga al
presupuesto de la JUNAFO.

2. Cuenta Bancarias: La mayoria de las transacciones se realizan a través de los
servicios que presta el Banco de Costa Rica. Sobre este particular, los servicios
gue se perciben son:

e Convenio Interinstitucional con el BCR: Permite que los saldos que se
mantienen en la cuenta corriente tengan una tasa de interés preferencial
que, a hoy el nivel en colones es de 6.51% y en dblares asciende a 1.5%.

¢ Traslados de fondos entre cuentas y SINPE.

e El pago de la planilla de personas jubiladas y pensionadas del Poder
Judicial. Se cargan quincenalmente 7 archivos con el detalle de las mas
de 4 mil transferencias bancarias (SINPE y entre el mismo banco),
ademas de brindar el soporte con aquellas transferencias que no se
hayan podido concretar el dia de pago.

e Pago de cargas sociales (SICERE). Se tiene registrada para efectos del
pago de las cuotas a la CCSS por medio de SICERE de la cuenta
corriente del FJPPJ para el pago automatico de dichos recursos
mensualmente.

e Traslados de cuotas entre regimenes de pensiones — jubilaciones.

e Pago del impuesto sobre la renta sobre cancelaciones de la JUNAFO.
Se efectia mensualmente y mediante formulario del BCR el tramite del
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pago por concepto de Impuesto sobre la renta ante La Direccion de
Tributacion del Ministerio de Hacienda.

e Débito directo del pago de canon por supervision de SUPEN.

e Cancelacion de facturas (cuenta Fondo Especial JUNAFO).

¢ Devoluciones de otras deducciones.

¢ Ingreso de cuotas obrero — patronales del FIPPJ.

e Ingresos por vencimientos de inversion y pago de colocaciones.

e Ingresos por reconocimientos de tiempo servido y relacionados por
cuentas por cobrar.

e Tasas de interés preferenciales.

¢ Transferencias para depésito de consignacién de prestaciones y demas
pagos: Se cuenta con la facilidad mediante la plataforma BCR Comercial
para efectuar transferencias de recursos tanto a lo interno del banco,
como por medio de SINPE a otros bancos, las cuales son exentas de
comisiones y sin ningun tipo de restriccion.

Es importante acotar que, actualmente se mantienen cuentas bancarias en el Banco
Nacional de Costa Rica (BNCR), tanto en ddélares como en colones, por lo cual, ante
una urgencia, podrian ser utilizadas, quedando pendiente la apertura de cuentas
bancarias para la cartera de la JUNAFO, o valorar otras alternativas en cuanto a
entidades bancarias.

En relacién con lo anterior, la Ley N.° 1644 Organica del Sistema Bancario Nacional
en el articulo N.° 60, establece la obligatoriedad de mantener los recursos en un banco
comercial del Estado, tal como se cita a continuacion:

"... El Estado y las entidades publicas de caracter estatal, asi como las
empresas publicas cuyo patrimonio pertenezca, en forma mayoritaria, al
Estado o a sus instituciones, solo podran efectuar depdsitos y operaciones
en cuenta corriente y de ahorro por medio de los bancos comerciales del
Estado.”

Por lo expuesto, lo recomendable seria acudir al BNCR como alternativa para el
depdsito de los dineros tanto del FIPPJ, asi como de la Junta Administradora del
citado Fondo por corresponder a una Entidad desconcentrada del Poder Judicial; no
obstante, podria ocasionar en un detrimento en la calidad del servicio prestado por el
BCR, considerando que se mantienen ejecutivos de cuenta para la atencion de las
operaciones del Poder Judicial.

En la actualidad al mantenerse aperturadas cuentas bancarias en el BNCR, para el
area del FIJPPJ, en este caso particular inicamente habria que gestionar el traslado
de los recursos que se mantienen en las cuentas del BCR, considerando que en los
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sistemas de informacion que utiliza la Direccion de la JUNAFO se tienen las cuentas
bancarias configuradas para utilizarse.

En cuanto al area de la JUNAFO, habria que iniciar el proceso de apertura ante el
BNCR, de lo cual haciendo en la actualidad la indagacion respectiva ante esa Entidad
Bancaria, se tardaria aproximadamente dos semanas entre el levantamiento de
informacion, firmas y otros a nivel interno de esta Direccion y el plazo que establece
el Banco para ejecutar internamente en sus sistemas de informacion el proceso
respectivo.

Por otra parte, en ocasién que se utilice el BNCR para mantener los recursos
econdémicos de las &reas citadas, actualmente sin que intervenga ningun tipo de
negociacion por la cuantia econémica que podria trasladarse, los niveles de tasas
de interés serian inferiores a los que reconoce el BCR sobre saldos bancarios,
lo cual se muestra seguidamente:

BNCR BCR
Tasa Interés Tasa Interés (*) | Diferencia
Moneda Monto invertido (a) Monto invertido (b) (a-b)
Colones ¢10,000,001.00 2.55% ¢10,000,001.00 6.51% -3.96%
¢100,000,001.00 2.75% ¢100,000,001.00 6.51% -3.76%
¢500,000,001.00 2.80% ¢#500,000,001.00 6.51% -3.71%
¢750,000,001.00 2.95% ¢750,000,001.00 6.51% -3.56%
¢1,000,000,001.00 3.05% ¢1,000,000,001.00 6.51% -3.46%
Délares $20,000.00 a $100,000.99 0.10% $20,000.00 a $100,000.99 1.50% -1.40%
$100,001.00 a $500,000.99 0.10% $100,001.00 a $500,000.99 1.50% -1.40%
$500,001.00 a $1,000,000.99 0.15% $500,001.00 a $1,000,000.99 1.50% -1.35%
$1,000,001.00 a $2,000,000.99 0.20% $1,000,001.00 a $2,000,000.99 1.50% -1.30%
mas $2,000,001.00 0.20% mas $2,000,001.00 1.50% -1.30%

Nota:
(*) Tasas revisables semestralmente segiin metodologia establecida en convenio con el BCR (02 de enero y 01 de julio de
cada afio).

En virtud de lo indicado, con la disminucién de las tasas de interés, se podria dejar de
producir por ejemplo en colones cerca de 730 millones de colones anuales entre los
intereses del FIPPJ y la JUNAFO.

3. Puesto de Bolsa: Tal y como sucede con el custodio de valores, se debe valorar
si los servicios prestados por el Puesto de Bolsa del Banco de Costa Rica seguiran
utilizandose, considerando el respaldo para esta Entidad.

Es importante sefialar que, actualmente se mantienen contratos o mas cuentas
abiertas con diferentes puestos de bolsa de indole Estatal y Privado como el INS,
BN, Davivienda y BAC, por lo que en caso de que cambie su estatus el puesto de
bolsa citado, se entenderia que no habria inconveniente para seguir utilizando los
servicios que brinda un puesto de bolsa al FIPPJ.
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En caso del Puesto de Bolsa del BCR, Unicamente habria que negociar que se
mantengan las condiciones actuales y formalizar un nuevo contrato para identificar
si las condiciones contintdan siendo favorables.

Producto de los contratos de servicio formalizados con otros proveedores, se
estima que el impacto seria minimo, dado que se puede continuar operando
con dichos intermediarios bursétiles con los que se mantiene cuenta abierta.

Dado lo anterior, de la forma mas atenta solicitamos a este honorable Organo
Maximo de Direccién tomar nota de los diferentes escenarios que pueden presentarse en
caso de que se concrete el proceso de venta del BCR, para lo cual la administracion se
mantendra alerta del avance del citado proyecto e informara oportunamente en caso de que
el mismo se logre concretar, para la toma de decisiones que se estime pertinente.

Se queda a la entera disposicién para cualquier aclaracion o adicion que se requiera.

Atentamente;
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Oficio N° 0068-JUNAFO-2023



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señor



MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial



 



Estimado señor:



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 003-2023 celebrada el 31 de enero de 2023, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO XIII



 



Documento Nº 44-2023



 



El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0390-DJA-2022 del 09 de enero de 2023, comunicó:



 



“Como bien ha sido de conocimiento a través de la Prensa Nacional, en fecha 07 de setiembre del año anterior, el Poder Ejecutivo presentó ante la Asamblea Legislativa como una de sus propuestas, la privatización del Banco de Costa Rica (BCR). Dicho proyecto se encuentra en trámite en la Comisión de Asuntos Económicos bajo el número de expediente N.° 23.331 y tiene como objetivo fortalecer las finanzas públicas del país mediante la utilización de los recursos obtenidos de la venta de activos, pasivos, marca y sociedades subsidiarias del BCR para la amortización de la deuda pública.



 



En virtud de lo anterior, se considera necesario efectuar un análisis de los posibles efectos para el FJPPJ así como para la JUNAFO, en caso de que tal privatización llegue a concretarse. A continuación, se detalla para su estimable conocimiento:



 



1.         Custodio de Títulos Valores: El FJPPJ mantiene como custodio de títulos valores y servicios relacionados, al Banco de Costa Rica (entidad con respaldo estatal), por lo que, ante la venta de este, habría que considerar si las inversiones custodiadas y servicios que se prestan actualmente, deberían trasladarse a otra entidad. 



 



Detalle de servicios de la Custodia del Banco de Costa Rica:



 



·            Proceso de devolución del impuesto sobre la renta de las inversiones.



 



·            Los estados de cuentas de las inversiones para efectos conciliatorios.



 



·            Envío de información relativa a vencimientos de inversión.



 



·            Pagos de inversiones y acreditación de vencimientos.



 



·            Procesos de custodia internacional y cancelación de colocaciones en mercados exteriores.



 



Es importante indicar que, los traspasos de títulos de un custodio a otro, por concepto de venta o de cierre son traspasos no onerosos, por lo cual, si se materializa la venta del BCR y el nuevo banco decide no dar el servicio de custodia, ese sería el método de traslado de títulos valores una vez se haya escogido la nueva entidad de custodia. Un punto relevante es que la nueva entidad de custodia debe tener un contrato o convenio con un custodio a nivel internacional que brinde el servicio en los mercados en los que actualmente se tienen instrumentos de inversión.



 



El servicio de custodia con otra institución de igual o mejor calificación como ente de custodia se estima en ¢1.250.000,00 mensuales que deberían ser asumidos por la JUNAFO, como parte de los costos administrativos asociados. El tiempo de trámite ante este eventual escenario se estima en 6 meses, ya que se debe realizar un proceso de contratación administrativa, dado que es un servicio que se carga al presupuesto de la JUNAFO.



 



2.         Cuenta Bancarias: La mayoría de las transacciones se realizan a través de los servicios que presta el Banco de Costa Rica. Sobre este particular, los servicios que se perciben son:



 



·            Convenio Interinstitucional con el BCR: Permite que los saldos que se mantienen en la cuenta corriente tengan una tasa de interés preferencial que, a hoy el nivel en colones es de 6.51% y en dólares asciende a 1.5%.



 



·            Traslados de fondos entre cuentas y SINPE.



 



·            El pago de la planilla de personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial. Se cargan quincenalmente 7 archivos con el detalle de las más de 4 mil transferencias bancarias (SINPE y entre el mismo banco), además de brindar el soporte con aquellas transferencias que no se hayan podido concretar el día de pago.



 



·            Pago de cargas sociales (SICERE). Se tiene registrada para efectos del pago de las cuotas a la CCSS por medio de SICERE de la cuenta corriente del FJPPJ para el pago automático de dichos recursos mensualmente.



 



·            Traslados de cuotas entre regímenes de pensiones – jubilaciones.



 



·            Pago del impuesto sobre la renta sobre cancelaciones de la JUNAFO. Se efectúa mensualmente y mediante formulario del BCR el trámite del pago por concepto de Impuesto sobre la renta ante La Dirección de Tributación del Ministerio de Hacienda.



 



·            Débito directo del pago de canon por supervisión de SUPEN.



 



·            Cancelación de facturas (cuenta Fondo Especial JUNAFO).



 



·            Devoluciones de otras deducciones.



 



·            Ingreso de cuotas obrero – patronales del FJPPJ.



 



·            Ingresos por vencimientos de inversión y pago de colocaciones.



 



·            Ingresos por reconocimientos de tiempo servido y relacionados por cuentas por cobrar.



 



·            Tasas de interés preferenciales.



 



·            Transferencias para depósito de consignación de prestaciones y demás pagos: Se cuenta con la facilidad mediante la plataforma BCR Comercial para efectuar transferencias de recursos tanto a lo interno del banco, como por medio de SINPE a otros bancos, las cuales son exentas de comisiones y sin ningún tipo de restricción.



 



Es importante acotar que, actualmente se mantienen cuentas bancarias en el Banco Nacional de Costa Rica (BNCR), tanto en dólares como en colones, por lo cual, ante una urgencia, podrían ser utilizadas, quedando pendiente la apertura de cuentas bancarias para la cartera de la JUNAFO, o valorar otras alternativas en cuanto a entidades bancarias.



 



En relación con lo anterior, la Ley N.° 1644 Orgánica del Sistema Bancario Nacional en el artículo N.° 60, establece la obligatoriedad de mantener los recursos en un banco comercial del Estado, tal como se cita a continuación:



 



"… El Estado y las entidades públicas de carácter estatal, así como las empresas públicas cuyo patrimonio pertenezca, en forma mayoritaria, al Estado o a sus instituciones, solo podrán efectuar depósitos y operaciones en cuenta corriente y de ahorro por medio de los bancos comerciales del Estado.”



 



Por lo expuesto, lo recomendable sería acudir al BNCR como alternativa para el depósito de los dineros tanto del FJPPJ, así como de la Junta Administradora del citado Fondo por corresponder a una Entidad desconcentrada del Poder Judicial; no obstante, podría ocasionar en un detrimento en la calidad del servicio prestado por el BCR, considerando que se mantienen ejecutivos de cuenta para la atención de las operaciones del Poder Judicial.



 



En la actualidad al mantenerse aperturadas cuentas bancarias en el BNCR, para el área del FJPPJ, en este caso particular únicamente habría que gestionar el traslado de los recursos que se mantienen en las cuentas del BCR, considerando que en los sistemas de información que utiliza la Dirección de la JUNAFO se tienen las cuentas bancarias configuradas para utilizarse.



 



En cuanto al área de la JUNAFO, habría que iniciar el proceso de apertura ante el BNCR, de lo cual haciendo en la actualidad la indagación respectiva ante esa Entidad Bancaria, se tardaría aproximadamente dos semanas entre el levantamiento de información, firmas y otros a nivel interno de esta Dirección y el plazo que establece el Banco para ejecutar internamente en sus sistemas de información el proceso respectivo.



 



Por otra parte, en ocasión que se utilice el BNCR para mantener los recursos económicos de las áreas citadas, actualmente sin que intervenga ningún tipo de negociación por la cuantía económica que podría trasladarse, los niveles de tasas de interés serían inferiores a los que reconoce el BCR sobre saldos bancarios, lo cual se muestra seguidamente:



 







En virtud de lo indicado, con la disminución de las tasas de interés, se podría dejar de producir por ejemplo en colones cerca de 730 millones de colones anuales entre los intereses del FJPPJ y la JUNAFO.



 



3.         Puesto de Bolsa: Tal y como sucede con el custodio de valores, se debe valorar si los servicios prestados por el Puesto de Bolsa del Banco de Costa Rica seguirán utilizándose, considerando el respaldo para esta Entidad.



 



Es importante señalar que, actualmente se mantienen contratos o más cuentas abiertas con diferentes puestos de bolsa de índole Estatal y Privado como el INS, BN, Davivienda y BAC, por lo que en caso de que cambie su estatus el puesto de bolsa citado, se entendería que no habría inconveniente para seguir utilizando los servicios que brinda un puesto de bolsa al FJPPJ.



 



En caso del Puesto de Bolsa del BCR, únicamente habría que negociar que se mantengan las condiciones actuales y formalizar un nuevo contrato para identificar si las condiciones continúan siendo favorables.



 



Producto de los contratos de servicio formalizados con otros proveedores, se estima que el impacto sería mínimo, dado que se puede continuar operando con dichos intermediarios bursátiles con los que se mantiene cuenta abierta.



 



Dado lo anterior, de la forma más atenta solicitamos a este honorable Órgano Máximo de Dirección tomar nota de los diferentes escenarios que pueden presentarse en caso de que se concrete el proceso de venta del BCR, para lo cual la administración se mantendrá alerta del avance del citado proyecto e informará oportunamente en caso de que el mismo se logre concretar, para la toma de decisiones que se estime pertinente.”



 







 



- 0 -



 



Manifestaciones de los integrantes:



 



El máster Oslean Mora Valdez comenta que, este tema se vio el año pasado con el ruido mediático que estaba existiendo, por la posible venta del conglomerado del Banco de costa Rica, y que como pueden recordar, el Banco de Costa Rica es el principal socio comercial, tanto a nivel del Poder Judicial como de la Junta y que, a efectos de sus sociedades, es donde tienen negocios.



 



Menciona que, en pro de esa situación, por el ruido y la insistencia del Poder Ejecutivo de una eventual venta, que no ha desaparecido, por ello quisieron traer un panorama para adelantarse a los hechos, y si sucediera una situación de esta naturaleza, que esta Junta sepa que implicaciones o impactos podría llegar a tener a efectos del Fondo.



 



Asimismo, procede a explicar el informe presentado.



 



El máster Rodrigo Arroyo Guzmán indica estar de acuerdo con don Oslean, y expresa que el trabajo fue muy proactivo en ese sentido, de hacerles ver sin que se hubiera materializado finalmente el proyecto, qué implicaciones podría tener para el Fondo, y sugiere que en este caso se dé por conocido el oficio.



 



Agrega que, entiende que el expediente venció, que ya carece de impulso por parte del Poder Ejecutivo, y que el Presidente desistió del proyecto, ante toda la cantidad de contratiempos y todo lo que se generó en ese proyecto.



 



El doctor Juan Carlos Segura Solís manifiesta que entiende en cuanto a la tasa preferencial, pero que, en cuanto al custodio de valores, consulta si por Ley, solamente es el BCR y el Banco Nacional.



 



El máster Mora Valdez explica que, todos los puestos de bolsas tienen custodios de valores, menciona como ejemplos al INS, Davivienda, Grupo SAMA, e indica que ellos tienen asociada una empresa que se encarga de la Custodia de valores.



 



Refiere que la custodia de valores hoy por hoy es 100% electrónica, ya no hay física, lo que significa que ellos, al fin y al cabo, tienen un servidor de datos por así decirlo, dedicado a atender la custodia de valores, y se habla con la central de valores, que es donde está la información de todos sus activos, donde sus títulos valores están debidamente certificados.



 



Añade que ellos como custodios de valores, se encargan de hacer los procedimientos de liquidación y de depósito de vencimientos, lo que hacen es que los liquidan, por ejemplo, cuando compra una operación, o cuando vence la operación, ellos se encargan de hacer el depósito, debido a que ellos manejan el efectivo, y que también se encargan de los vencimientos de títulos de intereses.



 



Comenta que eso es una función que cualquier puesto de bolsa les puede realizar, y que muchas empresas para no pagar, lo que hacen es que tienen centralizado en cada puesto de bolsa con el que operan, su custodio de valores, y no tienen uno, sino que tienen cinco custodios, pero que, los entes supervisados no pueden trabajar de esa manera, debido a que el CONASSIF les exige tener un único custodio de valores y con la calificación más alta, y da como ejemplo que el custodio de valores del INS es uno de los custodios con la calificación más alta, el del BCR y de BN son otros de los custodios con la calificación más alta, pero que Grupo SAMA, no tiene la calificación más alta, y no les serviría como una posibilidad.



 



Aparte de eso, menciona que cuando ya se tiene la custodia centralizada, los custodios tienden a cobrar por volumen administrado, y cuando él dice que tiene mil millones de dólares concentrados con un custodio, le empiezan a cobrar como “tarifa dinámica de los ubers”, empiezan a cobrar lo que ellos quieren, y en el mercado se supone que no desaparece, pero si se llega a vender el Banco Costa Rica, es altamente probable que no respeten el convenio previamente establecido los nuevos dueños, y con ello se le diga que el custodio del BCR, aunque es de la calificación más alta, ya no van a tener servicio gratuito, van a tener que empezar a pagar, y tendrían que iniciar un proceso. 



 



Además, dice que eventualmente cuando ya hay un lucro de acuerdo con la modificación a la Ley de Contratación Administrativa, él debería de hacer un proceso de contratación administrativa por un servicio, y que hasta esa logística tendría que pensar, ir a un concurso público, y ver cuál de todos los que tengan la calificación más alta de acuerdo a la normativa, le van a ofrecer tarifa.



 



Y que el ejemplo que quiso dar para dimensionarlo, fue con el Banco Nacional, porque es el que él sabe que cumple con todas las potestades de Ley que los regulados exigen, y que ya le ha cotizado antes una tarifa, que son esos $3500 (tres mil quinientos dólares). 



 



El doctor Segura Solís consulta si frente a esta eventual venta que, aunque ya don Rodrigo explicó que está archivado el asunto, pero que también es sabido que no deja de tener la idea el señor Presidente, de enviar una nueva propuesta. Pregunta, si no habría una nueva posibilidad de que más entidades bancarias se acrediten.



El máster Mora Valdez dice que sí, que es un tema de inversión de estas entidades para poder obtener una mejora en calificación, y que es como cuando se someten a los procesos de revisión, y normas de calidad por ejemplo los ISO, y que en el momento que tienen la norma de calidad ya pueden calificar para una nueva categoría, dependiendo de la ventaja que ellos vean, y que por eso en este caso no es que sea contratación directa con el Banco Nacional, sino que tendrían que ir a concurso público y ahí probablemente, da el ejemplo que se citó en líneas atrás, Grupo Sama valorará si le conviene participar en el concurso, pues es un tema directamente de las empresas que perfectamente podrían cotizar.



 



Agrega que, desde el punto de vista de volumen y experiencia previa en el mercado, lo que hay en este momento en todo lo que son operadoras de pensiones, todo lo que son entidades reguladas, por lo general se dividen entre esos dos custodios, el Banco Costa Rica y el Banco Nacional, porque son los de las estructuras más fuertes, y que se supone que hay un mayor volumen concentrado, hay mayor personal, hay mayor automatización de procesos, hay mayor controles de calidad, y tienen las calificaciones más altas para ser centrales de custodio. Sin embargo, que eso no evita que otra entidad se pueda hacer cargo.



 



Se acuerda:          Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° 0390-DJA-2022 del 09 de enero de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionado con el análisis de los posibles efectos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como para la JUNAFO, en caso de que llegue a concretarse la privatización del Banco de Costa Rica (BCR).



 



Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”



 



 



Atentamente, 



 



 



 



Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 



y Pensiones del Poder Judicial



 



cc:        Diligencias / Refs: (44-2023)



dcastillomor
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San José, 8 de febrero de 2023


Oficio N° 0068-JUNAFO-2023


Al contestar refiérase a este # de oficio





[bookmark: _Hlk75269893]Señor


MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial





Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 003-2023 celebrada el 31 de enero de 2023, que literalmente dice:





“ARTÍCULO XIII





Documento Nº 44-2023





El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0390-DJA-2022 del 09 de enero de 2023, comunicó:





“Como bien ha sido de conocimiento a través de la Prensa Nacional, en fecha 07 de setiembre del año anterior, el Poder Ejecutivo presentó ante la Asamblea Legislativa como una de sus propuestas, la privatización del Banco de Costa Rica (BCR). Dicho proyecto se encuentra en trámite en la Comisión de Asuntos Económicos bajo el número de expediente N.° 23.331 y tiene como objetivo fortalecer las finanzas públicas del país mediante la utilización de los recursos obtenidos de la venta de activos, pasivos, marca y sociedades subsidiarias del BCR para la amortización de la deuda pública.





En virtud de lo anterior, se considera necesario efectuar un análisis de los posibles efectos para el FJPPJ así como para la JUNAFO, en caso de que tal privatización llegue a concretarse. A continuación, se detalla para su estimable conocimiento:





1. Custodio de Títulos Valores: El FJPPJ mantiene como custodio de títulos valores y servicios relacionados, al Banco de Costa Rica (entidad con respaldo estatal), por lo que, ante la venta de este, habría que considerar si las inversiones custodiadas y servicios que se prestan actualmente, deberían trasladarse a otra entidad. 





Detalle de servicios de la Custodia del Banco de Costa Rica:





· Proceso de devolución del impuesto sobre la renta de las inversiones.





· Los estados de cuentas de las inversiones para efectos conciliatorios.





· Envío de información relativa a vencimientos de inversión.





· Pagos de inversiones y acreditación de vencimientos.





· Procesos de custodia internacional y cancelación de colocaciones en mercados exteriores.





Es importante indicar que, los traspasos de títulos de un custodio a otro, por concepto de venta o de cierre son traspasos no onerosos, por lo cual, si se materializa la venta del BCR y el nuevo banco decide no dar el servicio de custodia, ese sería el método de traslado de títulos valores una vez se haya escogido la nueva entidad de custodia. Un punto relevante es que la nueva entidad de custodia debe tener un contrato o convenio con un custodio a nivel internacional que brinde el servicio en los mercados en los que actualmente se tienen instrumentos de inversión.





El servicio de custodia con otra institución de igual o mejor calificación como ente de custodia se estima en ¢1.250.000,00 mensuales que deberían ser asumidos por la JUNAFO, como parte de los costos administrativos asociados. El tiempo de trámite ante este eventual escenario se estima en 6 meses, ya que se debe realizar un proceso de contratación administrativa, dado que es un servicio que se carga al presupuesto de la JUNAFO.





1. Cuenta Bancarias: La mayoría de las transacciones se realizan a través de los servicios que presta el Banco de Costa Rica. Sobre este particular, los servicios que se perciben son:





· Convenio Interinstitucional con el BCR: Permite que los saldos que se mantienen en la cuenta corriente tengan una tasa de interés preferencial que, a hoy el nivel en colones es de 6.51% y en dólares asciende a 1.5%.





· Traslados de fondos entre cuentas y SINPE.





· El pago de la planilla de personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial. Se cargan quincenalmente 7 archivos con el detalle de las más de 4 mil transferencias bancarias (SINPE y entre el mismo banco), además de brindar el soporte con aquellas transferencias que no se hayan podido concretar el día de pago.





· Pago de cargas sociales (SICERE). Se tiene registrada para efectos del pago de las cuotas a la CCSS por medio de SICERE de la cuenta corriente del FJPPJ para el pago automático de dichos recursos mensualmente.





· Traslados de cuotas entre regímenes de pensiones – jubilaciones.





· Pago del impuesto sobre la renta sobre cancelaciones de la JUNAFO. Se efectúa mensualmente y mediante formulario del BCR el trámite del pago por concepto de Impuesto sobre la renta ante La Dirección de Tributación del Ministerio de Hacienda.





· Débito directo del pago de canon por supervisión de SUPEN.





· Cancelación de facturas (cuenta Fondo Especial JUNAFO).





· Devoluciones de otras deducciones.





· Ingreso de cuotas obrero – patronales del FJPPJ.





· Ingresos por vencimientos de inversión y pago de colocaciones.





· Ingresos por reconocimientos de tiempo servido y relacionados por cuentas por cobrar.





· Tasas de interés preferenciales.





· Transferencias para depósito de consignación de prestaciones y demás pagos: Se cuenta con la facilidad mediante la plataforma BCR Comercial para efectuar transferencias de recursos tanto a lo interno del banco, como por medio de SINPE a otros bancos, las cuales son exentas de comisiones y sin ningún tipo de restricción.





Es importante acotar que, actualmente se mantienen cuentas bancarias en el Banco Nacional de Costa Rica (BNCR), tanto en dólares como en colones, por lo cual, ante una urgencia, podrían ser utilizadas, quedando pendiente la apertura de cuentas bancarias para la cartera de la JUNAFO, o valorar otras alternativas en cuanto a entidades bancarias.





En relación con lo anterior, la Ley N.° 1644 Orgánica del Sistema Bancario Nacional en el artículo N.° 60, establece la obligatoriedad de mantener los recursos en un banco comercial del Estado, tal como se cita a continuación:





"… El Estado y las entidades públicas de carácter estatal, así como las empresas públicas cuyo patrimonio pertenezca, en forma mayoritaria, al Estado o a sus instituciones, solo podrán efectuar depósitos y operaciones en cuenta corriente y de ahorro por medio de los bancos comerciales del Estado.”





Por lo expuesto, lo recomendable sería acudir al BNCR como alternativa para el depósito de los dineros tanto del FJPPJ, así como de la Junta Administradora del citado Fondo por corresponder a una Entidad desconcentrada del Poder Judicial; no obstante, podría ocasionar en un detrimento en la calidad del servicio prestado por el BCR, considerando que se mantienen ejecutivos de cuenta para la atención de las operaciones del Poder Judicial.





En la actualidad al mantenerse aperturadas cuentas bancarias en el BNCR, para el área del FJPPJ, en este caso particular únicamente habría que gestionar el traslado de los recursos que se mantienen en las cuentas del BCR, considerando que en los sistemas de información que utiliza la Dirección de la JUNAFO se tienen las cuentas bancarias configuradas para utilizarse.





En cuanto al área de la JUNAFO, habría que iniciar el proceso de apertura ante el BNCR, de lo cual haciendo en la actualidad la indagación respectiva ante esa Entidad Bancaria, se tardaría aproximadamente dos semanas entre el levantamiento de información, firmas y otros a nivel interno de esta Dirección y el plazo que establece el Banco para ejecutar internamente en sus sistemas de información el proceso respectivo.





Por otra parte, en ocasión que se utilice el BNCR para mantener los recursos económicos de las áreas citadas, actualmente sin que intervenga ningún tipo de negociación por la cuantía económica que podría trasladarse, los niveles de tasas de interés serían inferiores a los que reconoce el BCR sobre saldos bancarios, lo cual se muestra seguidamente:
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En virtud de lo indicado, con la disminución de las tasas de interés, se podría dejar de producir por ejemplo en colones cerca de 730 millones de colones anuales entre los intereses del FJPPJ y la JUNAFO.





1. Puesto de Bolsa: Tal y como sucede con el custodio de valores, se debe valorar si los servicios prestados por el Puesto de Bolsa del Banco de Costa Rica seguirán utilizándose, considerando el respaldo para esta Entidad.





Es importante señalar que, actualmente se mantienen contratos o más cuentas abiertas con diferentes puestos de bolsa de índole Estatal y Privado como el INS, BN, Davivienda y BAC, por lo que en caso de que cambie su estatus el puesto de bolsa citado, se entendería que no habría inconveniente para seguir utilizando los servicios que brinda un puesto de bolsa al FJPPJ.





En caso del Puesto de Bolsa del BCR, únicamente habría que negociar que se mantengan las condiciones actuales y formalizar un nuevo contrato para identificar si las condiciones continúan siendo favorables.





Producto de los contratos de servicio formalizados con otros proveedores, se estima que el impacto sería mínimo, dado que se puede continuar operando con dichos intermediarios bursátiles con los que se mantiene cuenta abierta.





Dado lo anterior, de la forma más atenta solicitamos a este honorable Órgano Máximo de Dirección tomar nota de los diferentes escenarios que pueden presentarse en caso de que se concrete el proceso de venta del BCR, para lo cual la administración se mantendrá alerta del avance del citado proyecto e informará oportunamente en caso de que el mismo se logre concretar, para la toma de decisiones que se estime pertinente.”
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Manifestaciones de los integrantes:





El máster Oslean Mora Valdez comenta que, este tema se vio el año pasado con el ruido mediático que estaba existiendo, por la posible venta del conglomerado del Banco de costa Rica, y que como pueden recordar, el Banco de Costa Rica es el principal socio comercial, tanto a nivel del Poder Judicial como de la Junta y que, a efectos de sus sociedades, es donde tienen negocios.





Menciona que, en pro de esa situación, por el ruido y la insistencia del Poder Ejecutivo de una eventual venta, que no ha desaparecido, por ello quisieron traer un panorama para adelantarse a los hechos, y si sucediera una situación de esta naturaleza, que esta Junta sepa que implicaciones o impactos podría llegar a tener a efectos del Fondo.





Asimismo, procede a explicar el informe presentado.





El máster Rodrigo Arroyo Guzmán indica estar de acuerdo con don Oslean, y expresa que el trabajo fue muy proactivo en ese sentido, de hacerles ver sin que se hubiera materializado finalmente el proyecto, qué implicaciones podría tener para el Fondo, y sugiere que en este caso se dé por conocido el oficio.





Agrega que, entiende que el expediente venció, que ya carece de impulso por parte del Poder Ejecutivo, y que el Presidente desistió del proyecto, ante toda la cantidad de contratiempos y todo lo que se generó en ese proyecto.





El doctor Juan Carlos Segura Solís manifiesta que entiende en cuanto a la tasa preferencial, pero que, en cuanto al custodio de valores, consulta si por Ley, solamente es el BCR y el Banco Nacional.





El máster Mora Valdez explica que, todos los puestos de bolsas tienen custodios de valores, menciona como ejemplos al INS, Davivienda, Grupo SAMA, e indica que ellos tienen asociada una empresa que se encarga de la Custodia de valores.





Refiere que la custodia de valores hoy por hoy es 100% electrónica, ya no hay física, lo que significa que ellos, al fin y al cabo, tienen un servidor de datos por así decirlo, dedicado a atender la custodia de valores, y se habla con la central de valores, que es donde está la información de todos sus activos, donde sus títulos valores están debidamente certificados.





Añade que ellos como custodios de valores, se encargan de hacer los procedimientos de liquidación y de depósito de vencimientos, lo que hacen es que los liquidan, por ejemplo, cuando compra una operación, o cuando vence la operación, ellos se encargan de hacer el depósito, debido a que ellos manejan el efectivo, y que también se encargan de los vencimientos de títulos de intereses.





Comenta que eso es una función que cualquier puesto de bolsa les puede realizar, y que muchas empresas para no pagar, lo que hacen es que tienen centralizado en cada puesto de bolsa con el que operan, su custodio de valores, y no tienen uno, sino que tienen cinco custodios, pero que, los entes supervisados no pueden trabajar de esa manera, debido a que el CONASSIF les exige tener un único custodio de valores y con la calificación más alta, y da como ejemplo que el custodio de valores del INS es uno de los custodios con la calificación más alta, el del BCR y de BN son otros de los custodios con la calificación más alta, pero que Grupo SAMA, no tiene la calificación más alta, y no les serviría como una posibilidad.





Aparte de eso, menciona que cuando ya se tiene la custodia centralizada, los custodios tienden a cobrar por volumen administrado, y cuando él dice que tiene mil millones de dólares concentrados con un custodio, le empiezan a cobrar como “tarifa dinámica de los ubers”, empiezan a cobrar lo que ellos quieren, y en el mercado se supone que no desaparece, pero si se llega a vender el Banco Costa Rica, es altamente probable que no respeten el convenio previamente establecido los nuevos dueños, y con ello se le diga que el custodio del BCR, aunque es de la calificación más alta, ya no van a tener servicio gratuito, van a tener que empezar a pagar, y tendrían que iniciar un proceso. 





Además, dice que eventualmente cuando ya hay un lucro de acuerdo con la modificación a la Ley de Contratación Administrativa, él debería de hacer un proceso de contratación administrativa por un servicio, y que hasta esa logística tendría que pensar, ir a un concurso público, y ver cuál de todos los que tengan la calificación más alta de acuerdo a la normativa, le van a ofrecer tarifa.





Y que el ejemplo que quiso dar para dimensionarlo, fue con el Banco Nacional, porque es el que él sabe que cumple con todas las potestades de Ley que los regulados exigen, y que ya le ha cotizado antes una tarifa, que son esos $3500 (tres mil quinientos dólares). 





El doctor Segura Solís consulta si frente a esta eventual venta que, aunque ya don Rodrigo explicó que está archivado el asunto, pero que también es sabido que no deja de tener la idea el señor Presidente, de enviar una nueva propuesta. Pregunta, si no habría una nueva posibilidad de que más entidades bancarias se acrediten.


El máster Mora Valdez dice que sí, que es un tema de inversión de estas entidades para poder obtener una mejora en calificación, y que es como cuando se someten a los procesos de revisión, y normas de calidad por ejemplo los ISO, y que en el momento que tienen la norma de calidad ya pueden calificar para una nueva categoría, dependiendo de la ventaja que ellos vean, y que por eso en este caso no es que sea contratación directa con el Banco Nacional, sino que tendrían que ir a concurso público y ahí probablemente, da el ejemplo que se citó en líneas atrás, Grupo Sama valorará si le conviene participar en el concurso, pues es un tema directamente de las empresas que perfectamente podrían cotizar.





Agrega que, desde el punto de vista de volumen y experiencia previa en el mercado, lo que hay en este momento en todo lo que son operadoras de pensiones, todo lo que son entidades reguladas, por lo general se dividen entre esos dos custodios, el Banco Costa Rica y el Banco Nacional, porque son los de las estructuras más fuertes, y que se supone que hay un mayor volumen concentrado, hay mayor personal, hay mayor automatización de procesos, hay mayor controles de calidad, y tienen las calificaciones más altas para ser centrales de custodio. Sin embargo, que eso no evita que otra entidad se pueda hacer cargo.





Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° 0390-DJA-2022 del 09 de enero de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionado con el análisis de los posibles efectos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como para la JUNAFO, en caso de que llegue a concretarse la privatización del Banco de Costa Rica (BCR).





Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”








Atentamente, 











Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





cc:	Diligencias / Refs: (44-2023)
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BNCR BCR



Moneda Monto invertido



Tasa Interés



(a) Monto invertido



Tasa Interés (*)



(b)



Diferencia



(a - b)



Colones ₡10,000,001.00 2.55% ₡10,000,001.00 6.51% -3.96%



₡100,000,001.00 2.75% ₡100,000,001.00 6.51% -3.76%



₡500,000,001.00 2.80% ₡500,000,001.00 6.51% -3.71%



₡750,000,001.00 2.95% ₡750,000,001.00 6.51% -3.56%



₡1,000,000,001.00 3.05% ₡1,000,000,001.00 6.51% -3.46%



Dólares $20,000.00 a $100,000.99 0.10% $20,000.00 a $100,000.99 1.50% -1.40%



$100,001.00 a $500,000.99 0.10% $100,001.00 a $500,000.99 1.50% -1.40%



$500,001.00 a $1,000,000.99 0.15% $500,001.00 a $1,000,000.99 1.50% -1.35%



$1,000,001.00 a $2,000,000.99 0.20% $1,000,001.00 a $2,000,000.99 1.50% -1.30%



más $2,000,001.00 0.20% más $2,000,001.00 1.50% -1.30%



Nota:



(*) Tasas revisables semestralmente según metodología establecida en convenio con el BCR (02 de enero y 01 de julio de 



cada año).
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Oficio  0390-DJA-2022 Posibles implicaciones para el FJPPJ y la JUNAFO ante una eventual venta del BCR (002).pdf
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Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: junta_ fondoJPPJ@poder-judicial.go.cr
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TasaInterés (*)
Monto invertido (b)
Colones. ¢10,000,001.00  2.55% ¢10,000,001.00 6.51%
¢100,000,001.00  2.75% ¢100,000,001.00 6.51%
¢500,000,001.00  2.80% ¢500,000,001.00 6.51%
¢750,000,001.00  2.95% ¢750,000,001.00 6.51%
¢1,000,000,001.00 _ 3.05% ¢1,000,000,001.00 6.51%
Délares $20,000.002 $100,000.99  0.10% $20,000.00 a $100,000.99 150%
$100,001.002 $500,000.99  0.10% $100,001.00 2 $500,000.99 150%
$500,001.002 $1,000,000.99  0.15% $500,001.00 2 $1,000,000.99 150%
$1,000,001.002 $2,000,000.99  0.20% $1,000,001.00 a $2,000,000.99 150%
m3s$2,000,001.00  0.20% mas $2,000,001.00 150%

Nota:
(*) Tasas revisables semestralmente segin metodologia establecida en convenio con el BCR (02 de eneroy 01 de julio de
cada afio).
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David Castillo Mora

Asistente de Prosecretario, Secretaria JUNAFO
Direccién de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial
xt.: 01-7024 | Cel.: 8884-47 (506) 2549-1591
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PODER JUDICIAL Pl

i 4 OFICINA DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA DE DESAMPARADOS ¢

j;év Teléfono: 2250-5049, e-mail: des-tsocial@poder-judicial.go.cr
{’b" iy Direccion: Desamparados, San José Costa Rica.
y g

DICTAMEN SOCIAL
22-000744-721-TS

Para: Unidad de Calculo de Beneficios

De: Oficina de Trabajo Social y Psicologia de Desamparados.

1. DATOS GENERALES

Expediente: 375-2022

Proceso: Solicitud de pensidn.
Solicitante: Carlos Eladio Espinoza Garcia.
Fecha: 28 de octubre 2022.

2. MOTIVO DE LA VALORACION

La unidad de célculo de beneficios ordend realizar la valoracion social al sefor
Carlos Eladio Espinoza Garcia, "en calidad de coényuge sobreviviente de la
jubilada judicial fallecida Merlin Fernandez Soto, cuyo deceso acaecio el 06 de
agosto de 2022, a fin de determinar la dependencia econémica que tenia el serfior

Espinoza Garcia con la sefiora Fernandez Soto".

3. CONSENTIMIENTO INFORMADO

Se le inform6 a la persona solicitante acerca del caracter de voluntariedad, el
objetivo y la metodologia de la valoracién, manifestando estar de acuerdo en

participar.



mailto:des-tsocial@poder-judicial.go.cr



PODER JUDICIAL Pl

] 4 OFICINA DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA DE DESAMPARADOS E ‘;
]’N‘y Teléfono: 2250-5049, e-mail: des-tsocial@poder-judicial.go.cr " :
Jb" A Direccién: Desamparados, San José Costa Rica.

4. METODOLOGIA Y FUENTES DE INFORMACION

Revision Documental:

Boleta de referencia

Oficio N°0537-JP-2022 del Fondo de Jubilaciones, con fecha 25 de agosto de
2022.

Constancia N°09639-CC-FJP-2022 deducciones de la pension de la jubilada
fallecida, con fecha 25 de agosto del 2022.

Cédula de identidad de la persona referida.

Declaracion Jurada de ingresos del sefior Espinoza Garcia.

Declaracion Jurada de egresos del sefor Espinoza Garcia.

Consultas electréonicas publicas a:

Consulta digital al Tribunal Supremo de Elecciones a nombre de la persona
referida.

Consulta digital a la Caja Costarricense de Seguro Social validacion de derechos a
nombre de la persona referida, realizada en setiembre 2022.

Consulta a la Caja Costarricense de Seguro Social, beneficiarios de pensiones y
cuotas obrero-patronales a nombre del referido, octubre 2022.

Entrevista semi-estructurada a:
Sr. Carlos Eladio Espinoza Garcia (solicitante).

Entrevista focalizada:
Sra. Isabel Fernandez Soto (madre de la persona fallecida y suegra del
solicitante).

Observacion no participante.

Limitacion metodolégica: No se logro realizar la valoracidon domiciliaria por
cuanto en las ocasiones que se visito el sefior Espinoza Garcia no se encontraba.
Como tampoco se logré entrevistar vecinos porque no respondieron el llamado.
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] 4 OFICINA DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA DE DESAMPARADOS E ‘;
]’N‘y Teléfono: 2250-5049, e-mail: des-tsocial@poder-judicial.go.cr " :
Jb" Direccion: Desamparados, San José Costa Rica.
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5. SITUACION SOCIAL ENCONTRADA:

El sefior Espinoza Garcia solicitd la pensién en calidad de cényuge de la
jubilada fallecida, la sefiora Merlin Fernandez Soto.

El referido es costarricense con cédula de identidad 1-0462-0477, 67 afos,
viudo, primaria incompleta y desempleado.

De sus antecedentes personales se conocié que procede de familia nuclear, fue
excluido del sistema educativo formal al cursar el quinto grado de primaria por
limitaciones econdmicas y dificultades en el proceso ensefianza — aprendizaje.

A los 16 arios se insertd en el ambito laboral, desarrollandose durante su vida
productiva en el area de la construccion.

De dicho periodo indic6 que la mayor parte del tiempo lo realizdé por cuenta
propia, siendo que laboré por cortos periodos con patrono, lo que coincide con el
reporte de la CCSS, identificandose el ultimo en el afio 2006.

Segun informo los ultimos trabajos desempefiados fueron a inicios del 2020, y
posterior a esta fecha no ha laborado porque asumioé el cuido, supervision y
atencion de su esposa fallecida, quien fue diagnosticada con “cancer”.

De sus antecedentes de pareja refirié que a los 20 afios contrajo matrimonio con
la madre de sus dos hijas mayores, quienes actualmente tienen vida
independiente.

Al divorciarse conformd una nueva relacion en unién de hecho y procre6 dos
hijas, con quienes no mantiene relacion actualmente.

En una tercera relacion procreé su quinta hija, de actualmente 37 anos.

La cuarta relacion corresponde al matrimonio con la jubilada fallecida, con quien
se caso el 25 de agosto del 2008, ella tenia tres hijos de relaciones anteriores.
La sefiora Fernandez y el sefior Espinoza no procrearon hijos en comun. Se
niegan separaciones, antecedentes de violencia doméstica, penales y judiciales.
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j;év Teléfono: 2250-5049, e-mail: des-tsocial@poder-judicial.go.cr
{’b" iy Direccion: Desamparados, San José Costa Rica.
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El sefior Espinoza indico residir y pernoctar sin compafia al momento de la
valoracion. Manifesté carecer de apoyo econémico de sus hijas o familiares.

En cuanto a la situacion econémica del grupo familiar constituido por la fallecida
y el solicitante, se registra que cuando él laboraba los ingresos de ambos se
complementaban, dinamica que se mantuvo al jubilarse la sefiora Fernandez.
De sus ingresos, el sefor Espinoza indicé no recordar los salarios que él
percibid.

Con respecto a su esposa expuso que nunca conocio los salarios ni el monto de
la jubilacion, (siendo que se enter6 de este ultimo al realizar la solicitud de
pensioén), por cuanto ella administraba el dinero y se satisfacian las necesidades
del hogar.

Manifestd que desde inicios del 2020 al enfermarse la esposa, no continud
laborando porque requeria atencion y acompafnamiento a citas médicas, lo que
se agravo en el transcurso del tiempo y las necesidades se solventaban
exclusivamente con la pensién de la fallecida.

En los ultimos cuatro meses antes del deceso, ella le brindaba el dinero para
que él comprara la alimentacion, los pafales y el “ensure”, ademas de cancelar
los recibos de los servicios publicos.

El sefior Espinoza mediante declaracion jurada indicé carecer de ingresos
propios, argumentando “cuidé a mi sefiora que estaba enferma con cancer y no
trabajé durante dos afios”.

PODER JUDICIAL Pl
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Direccién: Desamparados, San José Costa Rica.

No obstante, segun constancia emitida por el fondo de jubilaciones del poder
judicial, el ingreso familiar al momento del deceso de la sefiora Fernandez, era
de ¢330 578,20 netos, representados por el monto de pension de la jubilada
fallecida.

En declaracién jurada se detallaron los siguientes egresos:

RUBRO MONTO MENSUAL
Impuestos municipales ¢60.590
Servicio agua potable ¢ 3.600

Cable e Internet ¢29.000
Servicio de electricidad ¢11.000
Alimentacion ¢70.000 (no presents
documentacion)
TOTAL ¢174.190

Fuente: elaboracién propia.

Del cuadro anterior y de la corelacion ingresos - egresos se desprende que el
grupo familiar tenia un remanente de ¢156,388.20, sin embargo, impresiona un
subregistro por cuanto no se considero, el “ensure”, y los pafales de la sefiora
Fernandez. Asi como el rubro de alimentacién, tomando en consideracion el
costo de la canasta basica.

En consulta a la sefiora Isabel Fernandez Soto, madre de la fallecida, manifesté
que el sefor Carlos Eladio y su hija no registraron separaciones y es coincidente
con la informacién suministrada por él, siendo que manifestd que entre ambos
atendieron las necesidades primarias, y en los ultimos afos, él no labord para
brindarle proteccion y cuidados, “él le bafiaba, cambiaba, alimentaba, se dedico
a ella todos los dias. No tuvo enfermera ni apoyo de nadie. Le dio el final,
siempre con ella. Ella lo tuvo asegurado a él’.

Con respecto a la distribucion de los ingresos la sefiora Fernandez Soto expuso
desconocerlos.

2
%
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Direccién: Desamparados, San José Costa Rica.

La consultada manifestd que los hijos de la sefiora Merlin, se encuentran
anuentes a que él continue residiendo en la vivienda y refirié vinculo afectivo
entre ellos.

Asi mismo, la sefora Isabel, indicd estar considerando solicitar la pension para
ella también argumentando “me han dicho que yo como mama también tengo
derecho’.

El entrevistado manifestdé no presentar enfermedades que ameriten control ni
tratamiento médico. Se encuentra asegurado por la fallecida, segun consulta a
validacién de derechos de la Caja Costarricense de Seguro Social.

La vivienda se encuentra a nombre de la fallecida, lo que fue corroborado con el
Registro Nacional de la Propiedad.

6. CONCLUSION

Segun la informacion obtenida se determina que el senor Carlos Eladio
Espinoza Garcia, mantuvo matrimonio durante 14 afos con la sefiora Merlin
Fernandez Soto, jubilada fallecida, sin registrar separaciones.

En cuanto a la situacion econdmica de la pareja, se conocid que desde el
establecimiento de la convivencia entre ambos velaban por cubrir las
necesidades primarias, no obstante, al diagnosticarsele a la cdényuge la
enfermedad terminal, el solicitante asumio la atencion, cuido y supervision
permanente de ella, lo que interrumpid la actividad laboral de él y la satisfaccion
de las necesidades primarias se realizaba con el aporte econdmico de la
pension de la sefiora Fernandez Soto.

Como factores de vulnerabilidad en el solicitante se identifica la dificultad en la
reinsercion laboral, el grupo etareo que representa (adulto mayor) y la baja
escolaridad que posee, aunado a eventuales problemas de salud en etapas
posteriores del desarrollo.
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Direccién: Desamparados, San José Costa Rica.

Por otra parte, se identificé que la jubilada fallecida aseguraba al solicitante y
satisfacia la necesidad de vivienda, siendo que al momento de la valoracion
continua residiendo en ella.

Se informa para lo que corresponda.

| I/
W

RCSOYLQGH8061
HAYDEE CASTRO CHAVARRIA - TRABAJADOR/A SOCIAL
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INFORMACION PRELIMINAR REQUERIDA PARA EL ESTUDIO ACTUARIAL

FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Se define como fecha Unica de corte de la informacion el 30 de junio de 2022.

A. Informacion de los jubilados y pensionados en curso de pago en la fecha de corte, con
las siguientes variables:

i
ii.
iii.
iv.

V.

Vi.

Vil.

viii.

iX.

X.

Numero de cédula de identidad del jubilado o pensionado (9 digitos)
Numero de caso

Fecha de nacimiento

Sexo (Femenino, Masculino)

Tipo de derecho (Ordinaria o Vejez, Extraordinaria o Invalidez, Sucesion: Viudez,
Orfandad, Padres, Otros)

Fecha de vigencia de la pension del beneficiario

Monto de la pensién mensual bruta inicial en la fecha de vigencia (se requiere el
monto de pension del mes completo, sin incluir pagos retroactivos o parciales).

Monto de pension mensual bruta en la fecha de corte (se requiere el monto de
pension del mes completo, sin incluir pagos retroactivos o parciales).

Monto de deduccion mensual en la fecha de corte para el seguro de salud de la
CCSS, de la contribucion ordinaria, contribucion extraordinaria (solidaria) y del
impuesto sobre la renta.

Base o salario promedio de referencia utilizado para calcular el monto de la
pension inicial del beneficiario.

Fecha de ingreso o de primer aporte cotizado al Régimen.

El total de afios de servicio.

Nota: En el caso de que un nimero de cédula tenga mas de una pensién deben incluirse
como casos diferentes separados, diferenciados con el nUmero de caso.

B. Para los jubilados en curso de pago a la fecha de corte por vejez (Ordinaria) o invalidez
(Extraordinaria), a partir de la fecha en que se cuenta digitalizada la informacion (2004),
se requiere la siguiente informacién para cada numero de cédula:

Numero de cédula (9 digitos)
Numero de caso

La cantidad total de meses de servicio, en cada afio de vida laboral, desde el afio
de ingreso hasta la fecha de pension

El monto total de salarios cotizados, en cada afio de vida laboral, desde el afio de
ingreso hasta la fecha de pension





V) El monto total de pensién bruta pagado en cada afio de vida como pensionado
desde la fecha de vigencia de la pensién y hasta la fecha de corte, incluyendo el
aguinaldo.

Vi) El monto total anual de la deduccién para el seguro de salud de la CCSS, de la
contribucion ordinaria, contribucién extraordinaria (solidaria) y del impuesto sobre
la renta.

Nota: En el caso de que un numero de cédula tenga mas de una pensién deben incluirse
como casos diferentes separados, diferenciados con el nimero de caso.

Se requieren los vectores histéricos de tasas de cotizacion sobre el salario de los
trabajadores, patronos, y el Estado.

Se requieren los vectores historicos de tasas ordinarias de cotizacién sobre los montos
de las pensiones.

Resumen de los principales cambios en el perfil de requisitos y beneficios de cada uno
de los Regimenes desde 1980 hasta la fecha, considerando las siguientes variables:

e Tasas de reemplazo de vejez, invalidez, viudez y orfandad
e Calculo del salario de referencia
e Politicas de revalorizacion de los montos de las pensiones

¢ Requisitos de edad y cuotas
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1 de marzo de 2023

SP-278-2023





Señor

Oslean Mora Valdez

omorava@poder-judicial.go.cr

Director a.i.

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:



Se recibió el oficio N.° 0049-DJA-2023 del 17 de febrero de 2023 con lo solicitado en nuestro oficio SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023.



Sobre el particular, se da por atendido el requerimiento indicado en el SP-128-2023 del 1 de febrero de 2023.



Con respecto a sus consultas, se señala que con fundamento en los incisos a) y d) del artículo 36 de la Ley 7523, Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, los datos solicitados por el Ministerio de Hacienda son razonables como insumos técnicos para brindar criterio oportuno sobre el adecuado financiamiento de los beneficios, sostenibilidad y equidad intergeneracional en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Adicionalmente, se tiene conocimiento de que parte de la información solicitada puede contener datos sensibles, sin embargo, existen maneras de que los datos se suministren de forma de que no se pueda identificar individualmente a las personas, siempre manteniendo las relaciones dentro de la misma información (aún en datos familiares), con lo cual, no se estaría transgrediendo el artículo N.°24 y la Ley 8968, Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales.



Por último, el plazo propuesto de no menor 6 a meses, se considera conservador, a menos que se establezcan limitaciones (por tiempo o complejidad) sobre el detalle de los datos. Se recomienda gestionar reuniones de coordinación con el Ministerio de Hacienda para aclarar cualquier duda o consulta acerca de los alcances y dificultades descritas en su oficio para la obtención de los datos, así como para atender las inquietudes y lograr acuerdos sobre la información.



Atentamente,



[image: ]



Rocío Aguilar M.

Superintendente de Pensiones





Copia:	Sr. José Andrés Lizano Vargas, Jefe a.i. Proceso de Riesgos,  jlizanov@poder-judicial.go.cr

Sra. Vanessa Mesén Arroyo, Función de Cumplimiento,  vmesen@Poder-Judicial.go.cr

Sr. Nogui Acosta, Ministro de Hacienda, acostajn@hacienda.go.cr,

Sr. Vladimir Villalobos, Director de Despacho del Ministerio de Hacienda, villalobosgv@hacienda.go.cr, 







Aprobado por MSR

Uso Interno



Teléfonos 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr

Uso Interno



Teléfonos 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr

image1.jpg

Firmado
Digtalmente







image2.jpg

SWUPEN

Superintendencia de Pensiones







image3.tmp

*
— I:"'N t —
*
e X e
% W 5
"







image20.emf
Oficio N°  0019-AJ-DJA-2023 - Criterio-solicitud información por parte de....pdf


Oficio N° 0019-AJ-DJA-2023 - Criterio-solicitud información por parte de....pdf
A Direccidon de la Junta Administradora
;ﬁv& PODER del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
,@?(') JUDICIAL del Poder Judicial

2.\

Republica de Costa Rica Repflbllca de Costa Rica

Oficio N° 0019-AJDJA-2023
San José, 28 de marzo de 2023

Doctor

Juan Carlos Segura Solis

Presidente

Junta Administradora del FJPPJ

S. D.
Asunto: Criterio para determinar si la
SUPEN tiene potestad para ordenarle a
la JUNAFO dar informacion sobre los
datos de las pensiones y jubilaciones al
Ministerio de Hacienda.

Estimado sefor:

En atencion al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesién 005-2023 celebrada el 08 de febrero
de 2023, articulo XI, comunicado mediante oficio N° 100-JUNAFO-2023, el 15 de febrero
de 2023, en donde solicitan criterio juridico “respecto al acceso restringido de proteccion
de datos que ha emanado en muchas oportunidades la Sala Constitucional indicado el
articulo 24 de la Constitucion Politica y la Ley de Proteccion de la Persona frente al
Tratamiento de sus Datos Personales de la Ley No. 8968, en el que indican que se debe de
salvaguardar para la entrega de informacion los datos sensibles y de acceso restringido
protegidos, con el fin de determinar si se puede o no brindar la informacion solicitada”,
esto con relacion a la solicitud presentada por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN)
en donde gestiond ante la JUNAFO brindar determinada informacion al Ministerio de
Hacienda, conforme a lo anterior, se procede a manifestar lo siguiente:

|.- SOBRE LA GESTION PRESENTADA:

Mediante oficio N° SP-128-2023, de fecha 1 de febrero de 2023, dirigido al Méaster
Oslean Mora Valdez, Director a.i. del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, la licenciada Rocio Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones refirio:

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor
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“En coordinacion con el Ministerio de Hacienda, esta superintendencia
recibio la siguiente solicitud relacionada con informacion sobre las pensiones del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPJ), administrado por la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Al ser la Junta Administradora la duefia de la informacién, se extiende la solitud
de informacion inserta:

En aras de colaborar con una comunicacion eficiente, se le solicita, en un
plazo maximo de 10 dias hébiles contados a partir del recibo de este oficio,
comunicar la fecha aproximada en la que la informacion que se detalla estaria
lista para ser entregada al Ministerio de Hacienda, como se indica en el
documento inserto.

Una vez preparada la informacion, favor remitirla a Vladimir Villalobos,
Director de Despacho (villalobosgv@hacienda.go.cr) y a Nogui Acosta, Ministro
de Hacienda (acostajn@hacienda.go.cr), con copia a esta superintendencia.”

Siendo la informacion preliminar requerida para el estudio Actuarial Fondo de

Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del Ministerio de Hacienda la
siguiente:

“A. Informacion de los jubilados y pensionados en curso de pago en la
fecha de corte, con las siguientes variables:

i. Nimero de cédula de identidad del jubilado o pensionado (9 digitos)
ii. NUmero de caso

iii. Fecha de nacimiento

iv. Sexo (Femenino, Masculino)

v. Tipo de derecho (Ordinaria o Vejez, Extraordinaria o Invalidez,
Sucesién: Viudez, Orfandad, Padres, Otros)

vi. Fecha de vigencia de la pensién del beneficiario

i. Monto de la pension mensual bruta inicial en la fecha de vigencia (se
requiere el monto de pension del mes completo, sin incluir pagos retroactivos o
parciales).

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor
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ii. Monto de pension mensual bruta en la fecha de corte (se requiere el
monto de pension del mes completo, sin incluir pagos retroactivos o parciales).

vii. Monto de deduccion mensual en la fecha de corte para el seguro de
salud de la CCSS, de la contribucién ordinaria, contribucion extraordinaria
(solidaria) y del impuesto sobre la renta.

viii. Base o salario promedio de referencia utilizado para calcular el
monto de la pension inicial del beneficiario.

ix. Fecha de ingreso o de primer aporte cotizado al Regimen.
X. El total de afios de servicio.

Nota: En el caso de que un nimero de cédula tenga més de una pension
deben incluirse como casos diferentes separados, diferenciados con el nimero de
caso.

B. Para los jubilados en curso de pago a la fecha de corte por vejez
(Ordinaria) o invalidez (Extraordinaria), a partir de la fecha en que se cuenta
digitalizada la informacion (2004), se requiere la siguiente informacion para cada
numero de cédula:

i) NUmero de cédula (9 digitos)
i) Nimero de caso

Iii) La cantidad total de meses de servicio, en cada afio de vida laboral,
desde el afio de ingreso hasta la fecha de pension

iv) El monto total de salarios cotizados, en cada afio de vida laboral, desde
el afio de ingreso hasta la fecha de pension

v) ElI monto total de pensién bruta pagado en cada afio de vida como
pensionado desde la fecha de vigencia de la pension y hasta la fecha de corte,
incluyendo el aguinaldo.

vi) El monto total anual de la deduccién para el seguro de salud de la
CCSS, de la contribucion ordinaria, contribucion extraordinaria (solidaria) y del
impuesto sobre la renta.
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Nota: En el caso de que un nimero de cédula tenga mas de una pension
deben incluirse como casos diferentes separados, diferenciados con el nimero de
caso.

C. Se requieren los vectores historicos de tasas de cotizacion sobre el
salario de los trabajadores, patronos, y el Estado.

D. Se requieren los vectores historicos de tasas ordinarias de cotizacion
sobre los montos de las pensiones.

E. Resumen de los principales cambios en el perfil de requisitos y
beneficios de cada uno de los Regimenes desde 1980 hasta la fecha, considerando
las siguientes variables:

* Tasas de reemplazo de vejez, invalidez, viudez y orfandad
* Calculo del salario de referencia

* Politicas de revalorizacion de los montos de las pensiones
* Requisitos de edad y cuotas”™

A raiz de dicha gestion planteada, le surge la duda a la estimable Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de si la SUPEN,
esta facultada para ordenar remitir la informacion que requiere el Ministerio de Hacienda.

I1. ANALISIS NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL:

Es importante recalcar que esta asesoria juridica analizard la solicitud desde la
perspectiva juridica, en el sentido de determinar si es procedente la solicitud, sin embargo,
en cuanto a la posibilidad material de contar con la informacion y poder entregarla,
depende meramente del aparato administrativo, considerando que hay informacion de la
que estan solicitando, que son de fechas muy antiguas, por lo que se escapa del
conocimiento de esta area.

De previo a realizar el desarrollo de la normativa y jurisprudencia sobre el tema, es
imperativo mencionar que, en las actas del Consejo Superior cuando administraba el Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, asi como las actas de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial actualmente, se
publican varios de los datos que estd solicitando la estimable Superintendencia de
Pensiones, entre ellos el monto bruto de la jubilacién o pensién, nombre completo del
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beneficiario, fecha de inicio del otorgamiento de beneficio, sexo de la persona (al indicar
sefiora o sefior), niUmero de cédula y rebajos establecidos por ley (en los casos que
corresponda), por lo anterior, a priori, la solicitud presentada por el ente supervisor, tiene
sustento inclusive en actuaciones que ya se estan realizando por parte del Organo Méaximo
de Direccion, debido a esto, se procede a desarrollar los siguientes alcances sobre el caso en
estudio, en cuanto a generalidades sobre el acceso a informacion:

1.- Ley de Proteccion de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos
Personales:

El texto de la presente ley nacié a la vida juridica para regular la proteccion de los
datos de las personas frente al tratamiento que se le puede dar ante la manipulacion por
parte de terceros, dicha ley tiene como objetivo lo siguiente, segun su articulo 1:

“Esta ley es de orden publico y tiene como objetivo garantizar a cualquier
persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o domicilio, el
respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la
autodeterminacion informativa en relacion con su vida o actividad privada y
demas derechos de la personalidad, asi como la defensa de su libertad e igualdad
con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes
a su persona o bienes”.

Su alcance es de aplicacion a los datos personales que figuren en bases de datos
automatizadas o manuales, de organismos publicos o privados, y a toda modalidad de uso
posterior de estos datos.

Conforme a lo anterior, la Junta Administradora tiene como obligacion legal
resguardar informacion sensible de las personas que tengan datos en los sistema y
documento que maneje el area administrativa del érgano, ahora bien, la ley categoriza
diferentes tipos de datos segun su contenido (ver articulo 3), entre ellos, en lo conducente
para el presente andlisis, podemos mencionar los siguientes:

o Datos personales de acceso irrestricto: Son los contenidos en bases de
datos publicas de acceso general, segln dispongan leyes especiales y de conformidad con la
finalidad para la cual estos datos fueron recabados.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor
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o Datos personales de acceso restringido: Son los que, aun formando parte
de registros de acceso al publico, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su
titular o para la Administracion Pablica.

. Datos sensibles: informacion relativa al fuero intimo de la persona, como
por ejemplo los que revelen origen racial, opiniones politicas, convicciones religiosas o
espirituales, condicién socioeconémica, informacion biomédica o genética, vida y
orientacion sexual, entre otros.

Ahora bien, es importante concordar lo anterior con otros textos normativos de
nuestra legislacion, con la finalidad de entender los alcances de la gestion presentada por la
Superintendencia de Pensiones.

2.- Constitucién Politica:

La Constitucion Politica, nos desarrolla en su articulo 30, el deber de los
departamentos administrativos de implementar medidas para la entrega de informacion que
sean de interés publico, articulo que describe lo siguiente:

Articulo 30:

“Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con
propositos de informacion sobre asuntos de interés publico.

Quedan a salvo los secretos de Estado.” (El subrayado en negrita se
adiciona).

3.- Ley contra la Corrupcion y el Enriquecimiento llicito en la Funcion
Publica.

Esta ley garantiza el acceso a la informacion relacionada con el gasto de fondos
publicos, segun se expone en el siguiente articulo:

“Articulo 7°- Libre acceso a la informacién. Es de interés publico la
informacién_relacionada _con el ingreso, la_presupuestacion, la custodia, la
fiscalizacion, la administracion, la inversion v el gasto de los fondos publicos,
asi como la informacion necesaria para asegurar la efectividad de la presente
Ley, en relacion con hechos y conductas de los funcionarios publicos. (...)" (El
subrayado en negrita se adiciona).

4.- Sala Constitucional.
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La Sala Constitucional tuvo un pronunciamiento vinculante sobre el caso de estudio
en cuanto a la posibilidad de las personas interesadas de solicitar informacién relativa al
monto bruto de pension / jubilacion y el nombre de las personas beneficiarias, consultable
en la resolucion N° 13200 — 2021 dentro del expediente 21-0008726-0007-CO, en contra de
la Junta Administradora del Fondo de jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en donde
detallo lo siguiente:

“Asi las cosas, en el sub examine, este Tribunal no encuentra mérito
alguno para variar el criterio transcrito, por lo que procede declarar con lugar el
recurso contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, sin demérito de advertir, en aplicacién mutatis mutandi de lo
resuelto en cuanto a salarios, que si bien el ciudadano tiene derecho a conocer la
informacién individualizada relativa a las pensiones de los funcionarios publicos
(incluyendo el monto bruto percibido), no existe un derecho a conocer el desglose
de las deducciones aplicadas a una pensién en especifico ni el monto liquido o
neto que el jubilado recibe por concepto de pension.

Aunado a lo anterior, la Sala Constitucional en resolucion N° 2019-010683, se
refirié a lo relativo a sexo de las personas, valorando diferentes puntos de vista sobre el
tema, que, en lo conducente, expuso lo siguiente:

“...en todos los casos debe eliminarse la indicacion del sexo en los
documentos de identidad (cédula y tarjeta de identidad de menores); como se
dijo, tal meta resulta legitima. No obstante, simultdneamente, el TSE mantiene el
dato referido en su pagina web, lo que vuelve tal informacién no solo publica sino
de muy facil acceso para cualquier persona, de manera que la pretendida
eliminacion de una trazabilidad estigmatizante finalmente no ocurre. Por
consiguiente, este amparo resulta procedente, lo que implica la obligacion del
TSE de eliminar la determinacién del sexo de las personas en su sitio web™ (lo
subrayado no corresponde al original). Asi las cosas, es claro que la postura de
esta Sala en este tipo de casos es resguardar la dignidad humana y el derecho de
las personas que no deseen hacer publico ni de facil acceso la informacion
relativa a su sexo. Precisamente por esa razon es que se han avalado las medidas
dirigidas a resguardar estos datos y mantenerlos en _un_ambito_estrictamente
privado. En la especie, la parte recurrente solicitd ante el Registro Civil un
cambio de sexo o0 género en el asiento de inscripcion de ese registro, lo cual no es
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procedente siempre y cuando el acceso a tales asientos de inscripcion se
mantenga confidencial, para continuar con la linea jurisprudencial de esta Sala.
Es decir, el acceso a tales asientos debe ser vigilado estrictamente por los
recurridos, pues se trata de datos restringidos respecto de los cuales se debe
demostrar un interés legitimo para obtenerlos. Este Tribunal comparte la idea
que el sexo, como dato registral en Costa Rica, es decir, el sexo asignado al nacer
debe seguirse registrando tal cual, pues en algunos dmbitos como el médico,
tiene relevancia. De ahi que la pretension de la parte recurrente sea
improcedente, por razones de seguridad juridica, médicas y otras, a fin
de mantener intacta la informacion del sexo asignado al nacer de las personas,
pero siempre con la advertencia de que, en_aras de resguardar la dignidad
humana de las personas, el acceso a tales asientos de inscripcion sea
estrictamente restringido. ” (Enfasis suplido).

5.- Ley de Proteccién al Trabajador.

De su parte, debemos considerar que la Superintendencia de Pensiones, como
Organo supervisor, tiene potestades normativas para solicitar informacion cuando asi lo
requiera, considerando la naturaleza de sus competencias, segun lo indicado en la Ley de
Proteccion al Trabajador en los numerales 2 inciso g), 42 'y 43, en lo que interesa dispone:

o “Articulo 2.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se definen los
siguientes términos:
(...)

g) Entidades supervisadas. Todas las entidades autorizadas, la CCSS en lo
relativo al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte y todas las entidades
administradoras de regimenes de pensiones creados por_leyes o convenciones
colectivas, antes de la vigencia de esta ley.

o Articulo 42. Deberes de los entes autorizados. Sin perjuicio de las
demas obligaciones estipuladas en esta ley, son obligaciones de las operadoras y
las organizaciones sociales autorizadas:

(...)

g) Suministrar oportunamente a la Superintendencia la informacién
requerida, en el plazo y las condiciones dispuestos por ella.
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h) Publicar oportunamente la informacion que la Superintendencia indique
mediante resolucion general.

i) Remitir a los afiliados la informacion que la Superintendencia sefiale,
con la periodicidad y el formato que ella determine.

j) Suministrar a los afiliados la informacion que soliciten expresamente
sobre el estado de sus cuentas.

k) Guardar confidencialidad respecto de la informacién relativa a los
afiliados, sin perjuicio de la informacion requerida por la Superintendencia para
realizar las funciones estatuidas en la presente ley y por las autoridades judiciales

’

competentes.’

o “Articulo 43.- Suministro de informacion. Las operadoras y las
organizaciones sociales autorizadas deberan comunicar, oportunamente y por los
medios que indique el Superintendente, cualquier hecho o informacién que, a su
criterio o a criterio de la Superintendencia, sea necesario poner en conocimiento
del afiliado y el publico en general o cuya difusién se requiera para garantizar la
transparencia y claridad de las operaciones. Si alguna entidad, injustificadamente
se niega a divulgar la informacion solicitada, la Superintendencia podra
divulgarla directamente por cuenta de aquella, y podréa certificar, con caracter de
titulo ejecutivo, el costo de las publicaciones, para proceder a su recuperacion; lo
anterior, sin perjuicio de las sanciones correspondientes al infractor, en la via
administrativa o la judicial.”

6.- Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias.

La Ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, le otorga a la
Superintendencia de Pensiones la potestad de solicitar informacion sobre la situacion
financiera de los entes supervisados y los costos de los servicios en materia de pensiones,
desarrollando lo siguiente:

Superintendencia de Pensiones

o Articulo 33.- Regulacion del régimen. El Régimen de Pensiones sera
regulado y fiscalizado por una Superintendencia de Pensiones, como érgano de
maxima desconcentracion, con personalidad y capacidad juridicas instrumentales,
y adscrito al Banco Central de Costa Rica. La Superintendencia de Pensiones
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autorizard, regulara, supervisara y fiscalizara los planes, fondos y regimenes
contemplados en esta ley, asi como aquellos que le sean encomendados en virtud
de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes
autorizados para administrar los fondos de capitalizacion laboral y de las
personas fisicas o juridicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos
0 contratos relacionados con las disposiciones de esta ley.

(...)

) Articulo 36.- Supervisién _de los otros regimenes de caracter
publico. En materia de supervision y resguardo de la solidez financiera de los
regimenes de pensiones creados por ley o convenciones colectivas, la
Superintendencia tendra las siguientes facultades: (El subrayado se adiciona)

a) Velar por el equilibrio actuarial de los regimenes administrados y
dictar las resoluciones correspondientes.

(...)

d) Definir el contenido, la forma y la periodicidad de la informacién por
suministrar a la Superintendencia sobre la situacion financiera de los sistemas,
las caracteristicas y los costos de los servicios en materia de pensiones, todo con
el fin de que exista informacion oportuna y confiable en cuanto a la situacion de
dichos sistemas. (El subrayado se adiciona)

(...)

o Articulo 38: Atribuciones del Superintendente de Pensiones:

(...)

r) Exigir, a los entes supervisados, el suministro de la informacion
necesaria para los afiliados y dictar normas especificas sobre el contenido, la
forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a
la Superintendencia, al afiliado y al publico, informacion sobre su situacion
juridica, economica y financiera, sobre las caracteristicas y los costos de sus
servicios, las operaciones activas y pasivas y cualquier otra informacion que
considere de importancia; todo con el fin de que exista informacion suficiente y
confiable sobre la situacion de las entidades supervisadas.
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7.-Otras consideraciones normativas.

El acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial en la sesion 005-2023 del 8 de febrero de 2023, articulo XI,
solicitd a esta Asesoria Juridica analizar el articulo 24 de la Constitucion Politica, referente
a salvaguardar la entrega de la informacion, el cual literalmente indica:

“Articulo 24.- Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al
secreto de las comunicaciones.

Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas,
orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la Republica. Sin embargo, la
ley, cuya aprobacion y reforma requerira los votos de dos tercios de los Diputados
de la Asamblea Legislativa, fijara en qué casos podran los Tribunales de Justicia
ordenar el secuestro, registro o examen de los documentos privados, cuando sea
absolutamente indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su
conocimiento.

Igualmente, la ley determinara en cuales casos podran los Tribunales de
Justicia ordenar que se intervenga cualquier tipo de comunicacion e indicara los
delitos en cuya investigacion podra autorizarse el uso de esta potestad
excepcional y durante cuanto tiempo. Asimismo, sefialara las responsabilidades y
sanciones en que incurrirdn los funcionarios que apliquen ilegalmente esta
excepcion. Las resoluciones judiciales amparadas a esta norma deberan ser
razonadas y podran ejecutarse de inmediato. Su aplicacion y control seran
responsabilidad indelegable de la autoridad judicial.

La ley fijara los casos en que los funcionarios competentes del
Ministerio de Hacienda y de la Contraloria General de la Republica podran
revisar los libros de contabilidad y sus anexos para fines tributarios y para
fiscalizar la correcta utilizacion de los fondos publicos.

Una ley especial, aprobada por dos tercios del total de los Diputados,
determinara cudles otros organos de la Administracion Publica podran revisar los
documentos que esa ley sefiale en relacion con el cumplimiento de sus
competencias de regulacion y vigilancia para conseguir fines publicos. Asimismo,
indicara en qué casos procede esa revision.
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No produciran efectos legales, la correspondencia que fuere sustraida ni la
informacion obtenida como resultado de la intervencion ilegal de cualquier
comunicacion.”

Sin embargo, el presente articulado no seré analizado en el siguiente encabezado,
considerando que regula la proteccion de la documentacion y comunicaciones escritas, sin
especificar qué tipo de datos, pero enfoca la redaccion en el tramite de la informacién que
pueden solicitar los distintos tribunales del pais, asi como Ministerio de Hacienda y de la
Contraloria General de la Republica para casos especificos, como lo detalla el contenido del
mismo, por lo que no sera objeto de analisis.

I11. ANALISIS DEL CASO:

La Superintendencia de Pensiones requiere a la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, recabar la informacidn solicitada por
el Ministerio de Hacienda, la cual es requerida a fin de realizar un estudio actuarial de
dicho Fondo, asimismo, sefiala la superintendente Rocio Aguilar Montoya que esta
informacién debera ser remitida al licenciado Vladimir Villalobos, Director de Despacho y
al licenciado Nogui Acosta, Ministro de Hacienda, con copia a la superintendencia, por lo
que se debia informar en el plazo de diez dias, la fecha aproximada en el que tendrian lista
la informacion.

La consulta en concreto que realiza la estimable Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a esta Asesoria Juridica, es determinar si se
puede entregar la informacién solicitada por la Superintendencia de Pensiones, con base en
esto, lo primero que se debe conceptualizar es el tipo de informacion que estan solicitando,
si estd dentro de la categoria de datos restringidos, datos irrestrictos o datos sensibles, de
conformidad con lo estipulado en la Ley de Proteccion de la Persona Frente al Tratamiento
de sus Datos Personales.

Como se menciono en el encabezado de analisis normativo y jurisprudencial, en las
actas del Consejo Superior cuando administraba el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, asi como actualmente en las actas de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se publican los mismos datos que esta
solicitando la Superintendencia de Pensiones, entre ellos el monto bruto de la jubilacion o
pensién, nombre completo del beneficiario, fecha de inicio del otorgamiento de beneficio,
sexo de la persona (al indicar sefiora o sefior) y nimero de cédula, por ende, ya es
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informacién que esta al alcance del publico en general, inclusive hasta del Ministerio de
Hacienda, destinatario de la informacion segun el escrito de la Superintendencia de
Pensiones, la Unica diferencia es que el ente supervisor la esta solicitando de forma
unificada y categorizada en un mismo documento.

Mencionado lo anterior, la misma Ley de Proteccién de la Persona Frente al
Tratamiento de sus Datos Personales, nos expone que son datos sensibles, entre ellos
informacidn relativa al fuero intimo de la persona, como por ejemplo los que revelen origen
racial, opiniones politicas, convicciones religiosas 0 espirituales, condicion
socioecondmica, informacion biomédica o genética, vida y orientacion sexual, entre otros.

Ademas, los datos personales de acceso irrestricto, si pueden ser consultados por
cualquier persona interesada, debido a que estan contenidos en bases de datos publicas de
acceso general, como en el caso de las actas del Consejo Superior y la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, consultables en
la pagina web Nexus.pj, asi como en la pagina del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, por lo que no entrarian en la categoria de datos personales de acceso
restringido.

La posicion anterior, se ratifica con lo indicado por la estimable Sala Constitucional,
al expresar en la resolucion N° 13200 — 2021 dentro del expediente 21-0008726-0007-CO,
que el ciudadano tiene derecho a conocer la informacion individualizada relativa a las
pensiones de los funcionarios publicos (incluyendo el monto bruto percibido), sin embargo,
si_se debe velar por resquardar el desglose de las deducciones aplicadas a un beneficio,
asi como su monto liquido o neto, debido a que esto si es de interés Unicamente de la
persona beneficiaria. Es menester indicar que la Superintendencia de Pensiones esta
solicitando Unicamente los montos brutos de los beneficios mensuales, tanto los iniciales
como los de fecha de corte, por lo que estarian solicitando informacién de acceso
irrestricto. Esto va de la mano con lo estipulado en la Ley Régimen Privado de Pensiones
Complementarias, en donde indica que una de las atribuciones del Superintendente de
Pensiones, es exigir, a los entes supervisados, el suministro de la informacion necesaria,
ademas, el articulo 30 de la Constitucion Politica reconoce el derecho de toda persona de
acceder a las dependencias publicas, como una forma de garantizar la transparencia de la
funcion.
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De acuerdo con el citado articulo, se garantiza el libre acceso a los departamentos
administrativos con propdsitos de informacion sobre asuntos de interés publico, mediante
este derecho, se procura una funcion administrativa transparente, que permita a los sujetos
acceder a la informacion de naturaleza publica que se encuentre en poder de los respectivos
entes u érganos publicos.

Al respecto, en la sentencia de la Sala Constitucional numero 2014-4037, reiterada,
entre otras, por la sentencia nimero 2015-15074, sefial6 que:

“El acceso a la informacion publica que se encuentra en manos de la
Administracion ha sido reconocido como derecho constitucional en reiterados
fallos de este Tribunal. Su raigambre constitucional se encuentra en el articulo 30
de la Constitucion, amén que también ha recibido reconocimiento en el derecho
convencional. De esta forma, instrumentos basicos del Derecho Internacional lo
han reconocido como un componente del derecho de informacion que se
encuentra a su vez asociado a la libertad de expresion. Asi, la Declaracion
Universal de Derechos Humanos seniala en su articulo 19 que “Todo individuo
tiene derecho a la libertad de opinidn y de expresion; este derecho incluye el de
no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir
informaciones y opiniones ” (El subrayado es agregado).

De este modo, el Estado debe procurar poner a disposicion del publico, la
informacion de la manera mas actual y completa posible, eso si observando limites como el
requerido resguardo de aquellos datos privados que son recopilados por la Administracion,
conforme a la Ley 8968, Proteccion de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos
Personales.

La Administracion Publica esta sujeta a un deber de transparencia y publicidad.
Carece, en consecuencia, de una facultad para reservarse asuntos calificados por la
normativa como de acceso publico. Lo que no excluye que, para salvaguardar determinados
fines publicos, el legislador obligue a mantener la confidencialidad de la informacion
relacionada con investigaciones o bien, datos recabados de particulares.

Correlativamente, el acceso a esa informacion constituye un derecho fundamental
del ciudadano que limita el accionar publico, el derecho de acceso a la informacion es
considerado uno de los principios fundamentales del Estado Social de Derecho.
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Ahora bien, la administracion si tiene el deber de resguardar los datos sensibles que
tengan en sus bases de datos, puede recabar la informacion para el cumplimiento de sus
fines, pero dicha informacion debe continuar siendo privada y, de ese hecho, no puede ser
transferida a terceros sin el consentimiento del derecho habiente o bien, en los supuestos en
que el ordenamiento lo establece, para satisfacer un interés publico. Ergo, lo propio del dato
o informacion confidencial es que una vez recabado no puede ser utilizado para fines y
condiciones distintas a aquéllas por las que se recabd, salvo norma que autorice lo
contrario. En ese sentido, la confidencialidad es una garantia ante el suministro, voluntario
0 impuesto por el ordenamiento, como es el caso de la materia de pensiones. La
confidencialidad puede, entonces, ser analizada como un deber de reserva para la autoridad
administrativa que recaba la informacion. Deber de reserva que protege en Gltimo término
la intimidad, incluyendo la libertad de disposicion de los datos que le conciernen. A esto, se
debe considerar que la informacion que esta solicitando la Superintendencia de Pensiones,
no entra dentro de esta categoria, tomando en cuenta ya todo lo explicado en el presente
encabezado.

Con fundamente en toda la normativa analizada y el desarrollo del presente escrito,
se concluye que el tema del derecho de acceso a la informacion de instituciones publicas a
la luz de los principios constitucionales implicitos de la transparencia y la publicidad es
parte de la actuacién o funcion administrativa, en relacion con el derecho a la privacidad y
demas situaciones de excepcion, que restringen o limitan el acceso a cierto tipo de
informacion, lo que no ocurre en el caso de la informacion solicitada a la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Finalmente, en cuanto al tema del sexo 0 género de las personas, en concordancia
con lo ordenado por la Sala Constitucional en resolucién N° 2019-010683, se podria
entregar la informacién considerando que cuando se otorga un beneficio, en las actas del
organo colegiado se indica “sefior o sefiora” y valorando que, quien lo solicita es la
Superintendencia de Pensiones, ente regulador que tiene facultad legal para hacerlo, ain y
cuando se suministre la informacion al Ministerio de Hacienda, considerando que esas
entidades también estan obligadas a cumplir con la normativa anteriormente citada.

I11.- CONCLUSIONES:

1.- El articulo 30 de la Constitucion Politica garantiza el libre acceso a los
departamentos administrativos con propositos de informacién sobre asuntos de interés
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publico, derecho fundamental que en la doctrina se ha denominado derecho de acceso a la
informacion administrativa, y que emana del principio de publicidad que cubre a la
actuacion administrativa, en tanto objeto del interés publico.

2.- El articulo 24 de la Constitucién Politica les garantiza a todas las personas una
esfera de intimidad intangible para el resto de los sujetos de derecho, de tal forma que
aquellos datos intimos, sensibles o nominativos que un ente u Organo publico ha
recolectado, procesado y almacenado, por constar en sus archivos, registros y expedientes
fisicos o automatizados, no pueden ser proporcionados ni accedidos por terceras personas,
excepto cuando se trate de asuntos orientados al interés publico.

3.- La Sala Constitucional arribé a la conclusion de que la reserva administrativa (de
la informacion) es una excepcion que se justifica, unicamente, cuando por su medio se
tutelan valores y bienes constitucionalmente relevantes.

4.- La Superintendencia de Pensiones tiene autoridad para solicitar informacion a la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y ésta, en
su calidad de la entidad supervisada segun la normativa aludida en el presente escrito, debe
proporcionar la informacion que a criterio del ente supervisor, sea necesario poner en
conocimiento del afiliado y el publico en general, en este caso, el Ministerio de Hacienda.

5.- La posicion anterior, se ratifica con lo indicado por la estimable Sala
Constitucional, al expresar en la resolucion N° 13200 — 2021 dentro del expediente 21-
0008726-0007-CO, que el ciudadano tiene derecho a conocer la informacién
individualizada relativa a las pensiones de los funcionarios publicos (incluyendo el monto
bruto percibido), sin embargo, si se debe velar por resguardar el desglose de las
deducciones aplicadas a un beneficio, asi como su monto liquido o neto, debido a que esto
si es de interés Unicamente de la persona beneficiaria.

6.- Es menester indicar que la Superintendencia de Pensiones esta solicitando
unicamente los montos brutos de los beneficios mensuales, tanto los iniciales como los de
fecha de corte, por lo que estarian solicitando informacion de acceso irrestricto. Esto va de
la mano con lo estipulado en la Ley Regimen Privado de Pensiones Complementarias, en
donde indica que una de las atribuciones del Superintendente de Pensiones, es exigir, a los
entes supervisados, el suministro de la informacion necesaria, ademas, el articulo 30 de la
Constitucién Politica reconoce el derecho de toda persona de acceder a las dependencias
publicas, como una forma de garantizar la transparencia de la funcion.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519 Fax: 2549-1591 Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr





Direccion de la Junta Administradora
I PODER del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
E |l J UDICIAL del Poder Judicial

Republica de Costa Rica Repflbllca de Costa Rica

Oficio N° 0019-AJDJA-2023

7.- En caso de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial decida otorgar la informacion solicitada por la Superintendencia de
Pensiones para ser remitida al Ministerio de Hacienda, se recomienda hacer la prevencion
que en cuanto al tema de sexo o genero de las personas, deben tomar las medidas necesarias
para darle el tratamiento oportuno, segun lo establecido por la Sala Constitucional, de
conformidad con el voto N° 2019-010683.

Con base en lo anteriormente expuesto, se emite el presente criterio en respuesta a
lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, para lo que corresponda.

Atentamente;
EDUARDO Firmado
digitalmente por DIEGO M RA Firmado digitalmente
AGUSTIN EDUARDO AGUSTIN OMO or DIEGO MORA
CHACON CHACON MONGE ARAYA ARAYA (FIRMA)
(FIRMA) Fecha: 2023.03.28
MONGE Fecha: 2023.03.28 (FIRMA) 15:01:35 -06'00"'
(FIRMA) 15:07:48 -06'00'
Lic. Eduardo Chacon Monge Lic. Diego Mora Araya
Asesor Juridico a.i. Asesor Juridico a.i.
Direccion de la Junta Administradora del Fondo  Direccién de la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
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LA DIRECCION DE LA JUNTA ADMINISTRADORA
DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES
DEL PODER JUDICIAL

CERTIFICA:

Que segun estudio realizado el 30 de enero de 2023, la sefiora Marjorie
Valenciano Arias cedula 0105280767, cesara su relacion laboral con este Poder
de la Republica por jubilacién a partir del 20 de abril de 2023, por lo que
sera excluida del sistema de pagos desde la fecha mencionada.

Se informa que la sefiora Valenciano Arias tiene imposibilidad de laborar para
el Estado, de conformidad por lo normado en el Codigo de Trabajo articulo 686 del,
inciso b) el cual establece:

“...Los servidores que se acojan a los beneficios de este articulo no podran ocupar
cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al
representado por la suma recibida en calidad de auxilio de cesantia. Si dentro de ese
lapso llegaren a aceptarlo, quedaran obligados a reintegrar al Tesoro Publico las sumas
percibidas por ese concepto deduciendo aquellas que representen los salarios que
habian devengado durante el término que permanecieron cesantes.” ...

Ademas, se indica que segun lo que establece el articulo 233 de la Ley
Organica del Poder Judicial, “el jubilado o pensionado, se le suspendera del goce
del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del
Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas
de educacioén y de las empresas de economia mixta.

También se podra suspender, segun las circunstancias, el goce del beneficio,
cuando éste hubiera sido acordado en razon de enfermedad y se tenga noticia de
que la persona esta desempefando otro empleo, mientras se mantenga esta ultima
situacion”.

Dada en la ciudad de San José, el 24 de marzo de dos mil veintitrés.

GABRIELA Firmado digitalmente

MERCEDES por GABRIELA
MERCEDES JARQUIN

JARQUIN VALLADARES (FIRMA)

VALLADARES  Fecha: 2023.03.24

(FIRMA) 11:44:32-06'00"

Gabriela Jarquin Valladares
Profesional 1 a.i
Unidad de Calculo de Beneficios
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T Direccion de la Junta Administradora 4 oo\
PODER del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
= h ]UDICIAL del Poder Judicial

™~ Republica de Costa Rica Repﬁbllca de Costa Rica

Oficio N° 073-SAF/DJA-2023

LICDA. YESENIA FLORES CHACON, JEFA
SUBPROCESO ADMINISTRATIVO FINACIERO
DIRECCION DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE

JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

HACE CONSTAR:

Que la funcionaria judicial Marjorie Valenciano Arias, cédula de identidad 01-0528-
0767, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduria Judicial),
por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo”, por
reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de
mas por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Lo anterior, segun informacién de los controles internos que mantiene este
Subproceso, en relacion con las cuentas por cobrar y en atencién de lo solicitado
mediante correo electrénico del 23 de febrero 2023 de la Unidad de Calculo de
Beneficios de la JUNAFO.

Se extiende la presente, en la ciudad de San José, el dia 28 de febrero del 2023.

YESENIA Firmado

digitalmente por

FLORES YESENIA FLORES

CHACON CHACON (FIRMA)
Fecha: 2023.02.28

(FIRMA) 13:11:00 -06'00"

CGS/SSS

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519 Fax: 2549-1591 Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr
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" PODER
8 JUDICIAL z
B DIRECCION
Republica de Costa Rica peGESTION
HUMANA
06 de marzo de 2023
PJ-DGH-CAP-102-2023
Seiiora

Gabriela Jarquin Valladares
Unidad de Calculo de Beneficios

Estimada sefiora:

En atencién al oficio 0125-]JP/DJA-2023, le informo que, revisado el control de becas y
contratos gestionados por este Subproceso, las personas de la siguiente lista no mantienen

compromisos vigentes por concepto de becas y capacitacion:

Nombre Cédula
Freddy Alberto Garcia Mejias 0114410482
Marjorie Patricia Valenciano Arias 0105280767
Atentamente,
CHERYL Firmado digitalmente
BOLANOS por CHERYL BOLANOS
MADRIGAL (FIRMA)
MADRIGAL Fecha: 2023.03.06
(FIRMA) 13:28:49 -06'00'
Lcda. Cheryl Bolafios Madrigal
Jefa a.i, Gestion de la Capacitacion
Gestion Humana
Mhc / Cbm

https://teams.microsoft.com/OFICIOS CAPACITACION 2023

Direccién de Gestion Humana Subproceso Gestion de la Capacitacion
San José, Barrio Gonzalez Lahmann capacitate@poder-judicial.go.cr
Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945 Teléfono: 2295-4423 ext. 01-4423

+




file:///C:/Users/mhernandezcas/AppData/Local/Microsoft/Windows/Temporary%20Internet%20Files/Content.Outlook/QMGB4EJR/capacitate@poder-judicial.go.cr

https://teams.microsoft.com/OFICIOS%20CAPACITACION%202022



				2023-03-06T13:28:49-0600
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Inspeccion Judicial
PODER JUDICIAL

NATHALIA ORDONEZ MUNOZ

COORDINADORA JUDICIAL

DEL

TRIBUNAL DE LA INSPECCION JUDICIAL

HACE CONSTAR:

Que de la consulta realizada en los sistemas informdticos de este Tribunal, a nombre de Marjorie
Valenciano Arias, cédula de identidad nimero 0105280767, no hay registro de procesos disciplinarios en

tramite. ES t0d0.--m-m--mmmm oo oo .

ES CONFORME: Expido esta constancia en la ciudad de San
José, a las siete horas treinta minutos del veinticuatro de
febrero del afio dos mil veintitrés,a solicitud de Gabriela
Jarquin Valladares, Unidad de Calculo de Beneficios,
Direccion de la Junta Administradora del Fondo de

Jubilaciones y Pensiones.

NATHALIA Firmado digitalmente
por NATHALIA

ORDON EZ ORDONEZ MUNOZ
MU NOZ (FIRMA)

Fecha:2023.02.24

(FIRMA) 10:41:21-06'00'
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Nombre

Cédula

Justificacion del Traslado

Monto

Alexandra Barboza Ramirez

302590765

Pension Vejez

(7,384,479.10
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Aporte Patronal -EstatalAporte Obrero Períodos

10.00% 5.00% Hasta dic de 1966

15.00% 5.00% Desde 01/01/1967 hasta 31/12/1980

17.50% 5.00% Desde 01/01/1981 hasta 31/12/1993

14.00% 7.00% Desde 01/01/1994 hasta 15/07/1996

12.00% 9.00% Desde 16/07/1996 hasta 31/12/2009

12.16% 9.00% Desde 01/01/2010 hasta 31/12/2012

12.66% 9.00% Desde 01/01/2013 hasta 31/01/2013

12.81% 9.50% Desde 01/02/2013 hasta 30/06/2013

13.47% 10.00% Desde 01/07/2013 hasta 31/12/2013

14.12% 10.50% Desde 01/01/2014 hasta 30/06/2014

14.77% 11.00% Desde 01/07/2014 hasta 31/12/2014

14.94% 11.00% Desde 01/01/2015 hasta 31/08/2016

15.60% 11.00% Desde 01/09/2016 hasta 21/05/2016

15.60% 13.00% Desde 22/05/2016 hasta 31/12/2019

15.77% 13.00% Desde 01/01/2020 a la fecha
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos 

Anuales

Cotizado Patronal y 

Estatal Anual

Cotizado Obrero 

Anual

Monto costo actuarial

2010 12              13,331,367.78           1,621,094.32      1,199,823.10                                     -       2,344,098.07           1,734,941.01 

2011 12              17,297,266.00           2,103,347.55      1,556,753.94                                     -       2,903,928.26           2,149,289.01 

2012 1                2,024,618.93              246,193.66         182,215.70                                     -          332,052.76              245,762.73 

2013 1                     32,090.95                  4,062.71             2,888.19                                     -              5,182.28                  3,684.08 

Total 26 32,685,343.66               3,974,698.24           2,941,680.93      -                                   5,585,261.37      4,133,676.83          

Total VPACT - CAC 9,718,938.21          

Monto solicitado por la CCSS 7,384,479.10          

Monto aporte a valor presente 9,718,938.21          

Diferencia a trasladar al ROP* 992,895.62             

Monto a girar a la CCSS 7,384,479.10      

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Alexandra Barboza Ramírez

3-0259-0765

01/01/2010

31/01/2012
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarial Monto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-0061-2023

 Alexandra Barboza 

Ramírez 

3-0259-0765 7,384,479.10          9,718,938.21            7,384,479.10                         992,895.62           
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COSTA RICA

Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

MPM Oslean Mora Valdez, Jefe

GP-DAP-0061-2023
23 de enero de 2023

Proceso de Inversiones - Poder Judicial

ASUNTO: Solicitud de pago por concepto de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejezy Muerte de la CCSS

Estimado sefior:

Con el proposito de brindar atencion a las gestiones de traslados de cuotas, se requiere el pago por
concepto de las aportaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen
de Invalidez, Vejez y Muerte que administra esta Institucion, a nombre de las personas que se

detallan a continuacion:

# [Nombre Cédula Justificacion del Traslado Monto

1| Alexandra Barboza Ramirez 302590765 [Pensién Vejez ©7,384,479.10
2 | Luis Guillermo Coto Quesada 302420147 |Pensién Vejez ¢44,957,766.62
3| Miguel Angel Cruz Rodriguez 203530218 | Pension Vejez ¢24,751,977.05
4| Rolando Zufiga Avendafio 104760249 |Pensién Vejez ¢17,550,078.34
5| Vianey Alexis Leiva Aguilar 111570324 |pension por Muerte ¢13,030,996.36
TOTAL ¢107,675,297.47

Previo a realizar el depésito de aquellos casos donde el monto a trasladar sea menor al
solicitado, favor de informarnos de tal situacion, ya gue antes de que ese Régimen traslade los
recursos del caso, es necesario gue el afiliado cancele las diferencias.

En caso de que los montos a trasladar correspondan a los solicitados, certificar los mismos y
realizar el deposito total por la suma de €107,675,297.47 (ciento siete millones seiscientos setenta
y cinco mil doscientos noventa y siete colones con cuarenta y siete céntimos), debe depositarse en
la cuenta cliente del Banco de Costa Rica nimero 15201001021023232, a nombre de la Caja
Costarricense de Seguro Social, Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte.

Una vez realizado el depésito, favor de remitir copia digital de los comprobantes de pago
(transferencia SINPE), al siguiente correo electronico: gp_sci@ccss.sa.cr.

Atentamente,
DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES

UBALDO Firmado
digital
ENRIQUE {3 00 ENRioUE
Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, MBA = RRILLO - estie
ng. aldo Carrilio Cunillio, CUBILLO (FIRMA)
g CU BI LLO Fecha: 2023.01.26

Director (FIRMA) 11:41:47 0600
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Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

ucc/epe
Firma Digital Subarea Administracion de la Cuenta Individual, gp_sci@ccss.sa.cr
Licda. Karol Rojas Madrigal krojasma@Poder-Judicial.go.cr
Bernal Cisnero Herra: bcisnero@Poder-Judicial.go.cr
Encargado Registros Contables SACI
Archivo
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Nombre

Cédula

Justificacion del Traslado

Monto

Luis Guillermo Coto Quesada

302420147

Pension Vejez

144,957,766.62
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos Anuales

Cotizado Patronal y 

Estatal Anual

Cotizado Obrero 

Anual

Monto costo actuarial

1996 12                  1,093,126.25              142,246.82            87,309.69                                      -           851,836.58               519,376.05 

1997 12                  1,290,485.80              154,858.30          116,143.72                                      -           814,457.86               610,843.40 

1998 11                     976,225.45              117,147.05            87,860.29                                      -           551,025.18               413,268.89 

1999 12                  1,611,347.10              193,361.65          145,021.24                                      -           826,981.58               620,236.18 

2000 12                  1,905,872.90              228,704.75          171,528.56                                      -           882,308.75               661,731.56 

2001 12                  2,180,539.75              261,664.77          196,248.58                         20,065.04          907,752.34               680,814.25 

2002 12                  2,305,464.80              276,655.78          207,491.83                         27,929.33          877,250.30               657,937.72 

2003 12                  2,759,659.95              331,159.19          248,369.40                         38,252.24          961,210.74               720,908.06 

2004 10                  2,363,395.00              283,607.40          212,705.55                         42,116.30          729,045.84               546,784.38 

2005 12                  3,418,294.09              410,195.29          307,646.47                         62,585.77          938,632.99               703,974.75 

2006 12                  3,864,044.03              463,685.28          347,763.96                       222,173.00          950,701.27               713,025.95 

2007 11                  4,062,384.97              487,486.20          365,614.65                       245,972.70          911,660.86               683,745.65 

2008 12                  5,048,662.20              605,839.46          454,379.60                       317,646.91       1,002,825.18               752,118.88 

2009 12                  6,010,892.27              721,307.07          540,980.30                       403,824.23       1,103,219.32               827,414.49 

2010 12                  6,823,453.84              829,731.99          614,110.85                       518,366.56       1,201,278.27               889,103.98 

2011 12                  8,594,252.89           1,045,061.15          773,482.76                       677,982.16       1,442,707.80            1,067,793.60 

2012 12                  9,261,832.11           1,126,238.78          833,564.89                       878,937.30       1,488,439.88            1,101,641.36 

2013 12                10,003,640.30           1,310,620.19          966,798.95                    1,059,731.51       1,645,228.89            1,213,510.12 

2014 12                10,760,559.62           1,553,028.05       1,155,733.40                    1,238,931.36       1,866,509.19            1,389,005.17 

2015 12                11,243,908.37           1,679,839.91       1,236,829.92                    1,496,218.79       1,998,929.31            1,471,768.57 

2016 12                11,467,961.01           1,736,646.85       1,261,475.71                    1,778,958.17       2,067,025.59            1,501,473.69 

2017 12                11,866,437.42           1,851,164.24       1,305,308.12                    2,047,605.11       2,169,913.01            1,530,066.87 

2018 12                12,093,372.60           1,886,566.13       1,467,159.24                    1,923,110.76       2,162,806.88            1,681,529.82 

2019 12                12,446,696.12           1,941,684.60       1,618,070.50                    1,701,433.13       2,180,955.42            1,817,462.85 

2020 12                12,697,202.63           2,002,348.85       1,650,636.34                    1,979,477.19       2,231,541.83            1,839,571.58 

2021 12                12,628,977.76           1,991,589.79       1,641,767.11                    2,175,504.77       2,183,354.36            1,799,848.24 

2022 6                  6,768,814.13           1,067,441.99          879,945.84                    1,157,437.79       1,110,528.87               915,464.51 

2023 1                     482,995.79                76,941.23            62,789.45                       196,409.87            76,286.32                 62,255.00 

Total

315 176,030,499.17              24,776,822.77          18,956,736.90     20,210,670.00                  36,134,414.41     27,392,675.55         

Total VPACT - CAC 43,316,419.96         

Monto solicitado por la CCSS 44,957,766.62         

Monto aporte a valor presente 43,316,419.96         

Diferencia a trasladar al ROP* -                           

Monto a girar a la CCSS 43,316,419.96     

-                           

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Luis Guillermo Coto Quesada

3-0242-047

01/01/1996

01/06/2022


image34.emf
Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarial Monto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-0061-2023

 Luis Guillermo Coto 

Quesada 

3-0242-0147 44,957,766.62         43,316,419.96          

43,316,419.96                       

-                       
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CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
Direccion Administracion de Pensiones Subarea
Administracién Cuenta Individual

Teléfono: 2284-9200 ext. 91081135

Correo electronico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

GP-DAP-SACI-0378-2023
23 de marzo de 2023

Licenciada

Yesenia Flores Chacon, Jefa a.i.
Subproceso Administrativo Financiero
Direccién de la JUNAFO

ASUNTO: Solicitud de depdsito de montos por concepto de traslado de cuotas del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte a
favor del sefior: Luis Guillermo Coto Quesada cédula 302420147

Estimada sefiora:;

Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre de la interesada indicado en el epigrafe
del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial mediante oficio:N.°077-SAF/DJA-2023 de fecha 13 de marzo
del afio en curso, le solicito respetuosamente realizar el depésito total por la suma de
¢43,316,419.96 (cuarenta y tres millones trescientos dieciséis mil cuatrocientos
diecinueve colones con noventay seis céntimos) en la cuenta cliente Banco de Costa
Rica numero 15201001021023232 a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Una vez realizada la transferencia de fondos, favor de remitir copia digital del comprobante
de pago (transferencia SINPE), al siguiente correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

Sin mas por el momento, atentamente,
Atentamente,

DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES
LUIS GERARDO Firmado digitalmente

por LUIS GERARDO

RAMIREZ RAMIREZ SALAS (FIRMA)
Fecha: 2023.03.23

SALAS (FIRMA) 11:33:58 -06'00'

Ing. Luis Gerardo Ramirez Salas, Jefe
Subéarea Administracion Cuenta Individual

Anexo: Oficio N°077-SAF/DJA-2023, Proceso Financiero, PODER JUDICIAL.
0 Direccion Administracion de Pensiones
0 Luis Guillermo Coto Quesada Icotog@gmail.com
O Archivo.
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		LUIS GERARDO RAMIREZ SALAS (FIRMA)
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COSTA RICA

Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

MPM Oslean Mora Valdez, Jefe

GP-DAP-0061-2023
23 de enero de 2023

Proceso de Inversiones - Poder Judicial

ASUNTO: Solicitud de pago por concepto de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejezy Muerte de la CCSS

Estimado sefior:

Con el proposito de brindar atencion a las gestiones de traslados de cuotas, se requiere el pago por
concepto de las aportaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen
de Invalidez, Vejez y Muerte que administra esta Institucion, a nombre de las personas que se

detallan a continuacion:

# [Nombre Cédula Justificacion del Traslado Monto

1| Alexandra Barboza Ramirez 302590765 [Pensién Vejez ©7,384,479.10
2 | Luis Guillermo Coto Quesada 302420147 |Pensién Vejez ¢44,957,766.62
3| Miguel Angel Cruz Rodriguez 203530218 | Pension Vejez ¢24,751,977.05
4| Rolando Zufiga Avendafio 104760249 |Pensién Vejez ¢17,550,078.34
5| Vianey Alexis Leiva Aguilar 111570324 |pension por Muerte ¢13,030,996.36
TOTAL ¢107,675,297.47

Previo a realizar el depésito de aquellos casos donde el monto a trasladar sea menor al
solicitado, favor de informarnos de tal situacion, ya gue antes de que ese Régimen traslade los
recursos del caso, es necesario gue el afiliado cancele las diferencias.

En caso de que los montos a trasladar correspondan a los solicitados, certificar los mismos y
realizar el deposito total por la suma de €107,675,297.47 (ciento siete millones seiscientos setenta
y cinco mil doscientos noventa y siete colones con cuarenta y siete céntimos), debe depositarse en
la cuenta cliente del Banco de Costa Rica nimero 15201001021023232, a nombre de la Caja
Costarricense de Seguro Social, Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte.

Una vez realizado el depésito, favor de remitir copia digital de los comprobantes de pago
(transferencia SINPE), al siguiente correo electronico: gp_sci@ccss.sa.cr.

Atentamente,
DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES

UBALDO Firmado
digital
ENRIQUE {3 00 ENRioUE
Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, MBA = RRILLO - estie
ng. aldo Carrilio Cunillio, CUBILLO (FIRMA)
g CU BI LLO Fecha: 2023.01.26

Director (FIRMA) 11:41:47 0600
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Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

ucc/epe
Firma Digital Subarea Administracion de la Cuenta Individual, gp_sci@ccss.sa.cr
Licda. Karol Rojas Madrigal krojasma@Poder-Judicial.go.cr
Bernal Cisnero Herra: bcisnero@Poder-Judicial.go.cr
Encargado Registros Contables SACI
Archivo
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos Anuales

Cotizado Patronal y 

Estatal Anual

Cotizado Obrero 

Anual

Monto costo actuarial

1987 9                    158,388.00                 27,717.90              7,919.40                         60,656.99          770,958.21               220,273.77 

1988 12                    293,232.00                 51,315.60            14,661.60                         95,950.41       1,195,026.41               341,436.12 

1989 12                    471,906.00                 82,583.55            23,595.30                       136,634.81       1,662,288.52               474,939.58 

1990 12                    548,768.00                 96,034.40            27,438.40                       136,969.18       1,620,143.10               462,898.03 

1991 12                    747,856.00               130,874.80            37,392.80                       150,149.82       1,722,286.25               492,081.79 

1992 11                    780,468.00               136,581.90            39,023.40                       133,053.10       1,479,127.36               422,607.82 

1993 12                 1,012,741.50               177,229.76            50,637.08                       161,209.24       1,738,718.26               496,776.64 

1994 12                 1,305,437.95               182,761.31            91,380.66                         11,884.48       1,594,361.45               797,180.72 

1995 1                    162,575.25                 22,760.54            11,380.27                           1,249.20          145,998.17                 72,999.08 

Total

93 5,481,372.70                  907,859.76               303,428.90          887,757.23                       11,928,907.73     3,781,193.56           

Total VPACT - CAC 14,822,344.06         

Monto solicitado por la CCSS 26,093,318.97         

Monto aporte a valor presente 14,822,344.06         

Diferencia a trasladar al ROP* -                           

Monto a girar a la CCSS 14,822,344.06     

-                           

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Javier Eduardo Vargas Muñoz

1-0582-0040

01/04/1987

31/12/1995
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarial Monto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-0057-2022

 Javier Eduardo Vargas 

Muñoz 

1-0582-0040 26,093,318.97         14,822,344.06          

14,822,344.06                       

-                       
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CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
Direccion Administracion de Pensiones Subarea
Administracién Cuenta Individual

Teléfono: 2284-9200 ext. 91081135

Correo electronico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

GP-DAP-SACI-0374-2023
22 de marzo de 2023

Licenciada

Yesenia Flores Chacon, Jefa a.i.
Subproceso Administrativo Financiero
Direccién de la JUNAFO

ASUNTO: Solicitud de depdsito de montos por concepto de traslado de cuotas del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte a
favor del sefior: Javier Eduardo Vargas Mufioz cédula 105820040.

Estimada sefiora:;

Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre de la interesada indicado en el epigrafe
del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial mediante oficio:N.°055-SAF/DJA-2023 de fecha 14 de marzo
del afio en curso, le solicito respetuosamente realizar el depésito total por la suma de
¢14,822,344.06 (catorce millones ochocientos veintidés mil trescientos cuarenta y
cuatro colones con seis céntimos) en la cuenta cliente Banco de Costa Rica numero
15201001021023232 a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Una vez realizada la transferencia de fondos, favor de remitir copia digital del comprobante
de pago (transferencia SINPE), al siguiente correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

Sin mas por el momento, atentamente,
Atentamente,

DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES
LUIS GERARDO Firmado digitalmente
p

or LUIS GERARDO

RAMIREZ RAMIREZ SALAS (FIRMA)
Fecha: 2023.03.22

SALAS (FIRMA) 14:42:32 -06'00'

Ing. Luis Gerardo Ramirez Salas, Jefe
Subéarea Administracion Cuenta Individual

Anexo: Oficio N°055-SAF/DJA-2023, Proceso Financiero, PODER JUDICIAL.
0 Direccion Administracion de Pensiones
0 Javier Eduardo Vargas Mufoz jaedvamu@yahoo.es
0 Archivo.
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		LUIS GERARDO RAMIREZ SALAS (FIRMA)
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Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

GP-DAP-0057-2023
17 de enero de 2023

MPM Oslean Mora Valdez, Jefe
Proceso de Inversiones - Poder Judicial

ASUNTO: Solicitud de pago por concepto de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejezy Muerte de la CCSS

Estimado sefior:

Con el propésito de brindar atencién a las gestiones de traslados de cuotas, se requiere el pago por
concepto de las aportaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen
de Invalidez, Vejez y Muerte que administra esta Institucion, a nombre de las personas que se
detallan a continuacion:

#|Nombre Cédula Justificacion del Monto
Traslado

1| Javier Vargas Mufioz 105820040 |pensién de Vejez LPT ¢26,093,318.97

TOTAL ¢26,093,318.97

Previo a realizar el depésito de aquellos casos donde el monto a trasladar sea menor al
solicitado, favor de informarnos de tal situacion, ya gue antes de que ese Régimen traslade los
recursos del caso, es necesario que el afiliado cancele las diferencias.

En caso de gque los montos a trasladar correspondan a los solicitados, certificar los mismos y
realizar el deposito total por la suma de €26,093,318.97 (veintiséis millones noventa y tres mil
trescientos dieciocho colones con noventa y siete céntimos), debe depositarse en la cuenta cliente
del Banco de Costa Rica numero 15201001021023232, a nombre de la Caja Costarricense de
Seguro Social, Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte.

Una vez realizado el deposito, favor de remitir copia digital de los comprobantes de pago
(transferencia SINPE), al siguiente correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr.

Atentamente,

DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES

UBALDO Firmado

digitalmente por
ENRIQUE UBALDO ENRIQUE

Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, MBA CARRILLO  CARRILLO

Director CUBILLO EBC?,'SSO‘;;ROT’?L
(F|RMA) 15:08:55 -06'00'

uccl/epe
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Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

Firma Digital Subarea Administracion de la Cuenta Individual, gp_sci@ccss.sa.cr
Licda. Karol Rojas Madrigal krojasma@Poder-Judicial.go.cr

Bernal Cisnero Herra: bcisnero@Poder-Judicial.go.cr

Encargado Registros Contables SACI

Archivo
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		UBALDO ENRIQUE CARRILLO CUBILLO (FIRMA)
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos 

Anuales

Cotizado Patronal 

y Estatal Anual

Cotizado 

Obrero Anual

Monto costo actuarial

1979 6                     19 217.00                2 882.55               960.85                      41 934.34      554 392.39                          184 797.46 

1980 12                     44 850.00                6 727.50            2 242.50                      89 760.53   1 132 622.39                          377 540.80 

1981 12                     52 596.00                9 204.30            2 629.80                      82 352.46   1 149 615.05                          328 461.44 

1982 6                     40 070.00                7 012.25            2 003.50                      34 628.42      463 686.28                          132 481.79 

1983 12                   115 732.00              20 253.10            5 786.60                      75 368.12      985 910.95                          281 688.84 

1984 12                   152 554.00              26 696.95            7 627.70                      90 588.72   1 161 168.60                          331 762.46 

1985 12                   190 612.00              33 357.10            9 530.60                      99 825.51   1 260 270.11                          360 077.18 

1986 12                   244 696.00              42 821.80          12 234.80                    116 582.27   1 449 019.25                          414 005.50 

1987 12                   286 434.00              50 125.95          14 321.70                    118 934.45   1 450 719.13                          414 491.18 

1988 12                   338 030.00              59 155.25          16 901.50                    118 995.23   1 416 699.37                          404 771.25 

1989 12                   416 908.00              72 958.90          20 845.40                    129 603.63   1 500 140.03                          428 611.44 

1990 12                   478 326.00              83 707.05          23 916.30                    127 672.39   1 447 184.04                          413 481.16 

1991 12                   566 170.00              99 079.75          28 308.50                    120 648.08   1 334 472.46                          381 277.85 

1992 1                     51 960.00                9 093.00            2 598.00                      10 140.05      107 416.41                            30 690.40 

Totales 145                 2 998 155                     523 075                  149 908             1 257 034                       15 413 316      4 484 139                            

Total VPACT - CAC 18 640 421.00                     

Monto solicitado por la CCSS 26 962 195.32                     

Monto aporte a valor presente 18 640 421.00                     

Diferencia a trasladar al ROP (*) -                                      

Monto a girar a la CCSS 18 640 421.00                 

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS.

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Ismael Bolaños Carmona

3-0238-0940

01/07/1979

01/01/1992
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarialMonto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-0801-2022

 Ismael Bolaños 

Carmona 

3-0238-0940 26 962 195.32         18 640 421.00          18 640 421.00                       -                      
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CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
Gerencia de Pensiones
Direccién Administracion de Pensiones
Teléfono: 2284-9200 Ext. 91081117
Correo electrénico: coinccss@ccss.sa.cr

GP-DAP-0801-2022
16 de junio de 2022
MPM
Oslean Mora Valdez, Jefe
Proceso de Inversiones
PODER JUDICIAL

ASUNTO: Solicitud de pago por concepto de traslado de cuotas del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejezy Muerte
de la CCSS

Estimado sefior:

Con el propésito de brindar atencion a las gestiones de traslados de cuotas, se requiere el
pago por concepto de las aportaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra esta Instituciéon, a nombre
de las personas que se detallan a continuacion:

# |Nombre Cédula Justificacion Monto
Traslado

1| Albin Brenes Sanabria 302180419 |pension de Vejez ¢10,437,786.68
2 [ Carlos Calvo Quirds 302120066 |pension de Vejez €9,457,465.49
3| Deyanira Quiros Quiros 900770996 |pensiéon de Vejez €2,297,652.26
4|1smael Bolafios Carmona 302380940 |pension de Vejez 726,962,195.32
5| Jorge Eduardo Porras Gonzalez 104430447 |pensién de Vejez ¢9,491,497.36
6 [ Jose Alberto Hernandez Calvo 104650709 [pension de Vejez €23,624,145.49
7 [Juan Gustavo Calero Barillas 600950066 |pension de Vejez 726,243,886.84
8 [ Luis Fernando Ortega Duran 900420636 |pension de Vejez ¢22,731,023.11
9| Mario Arias Venegas 501840075 |pensiéon de Vejez ¢51,804,701.16

10| Socorro Gamboa Pereira 302160795 IIC\J/Ieerjlgirgnmonto de ¢22,827,810.92

TOTAL ¢205,878,164.63

Previo a realizar el depésito de aquellos casos donde el monto a trasladar sea menor
al solicitado, favor de informarnos de tal situacion, ya que antes de que ese Régimen
traslade los recursos del caso, es necesario que el afiliado cancele las diferencias.

En caso de gue los montos a trasladar correspondan a los solicitados, certificar los
mismos Yy realizar el deposito total por la suma de ¢205,878,164.63 (doscientos cinco
millones ochocientos setenta y ocho mil ciento sesenta y cuatro colones con sesentay tres
céntimos), debe depositarse en la cuenta cliente del Banco de Costa Rica numero
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CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
Gerencia de Pensiones
Direccién Administracion de Pensiones
Teléfono: 2284-9200 Ext. 91081117
Correo electrénico: coinccss@ccss.sa.cr

15201001021023232, a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social, Seguro de
Invalidez, Vejez y Muerte.

Una vez realizado el depésito, favor de remitir copia digital de los comprobantes de pago
(transferencia SINPE), al siguiente correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr.

Atentamente,

DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES
UBALDO Firmado
digitalmente por
ENRIQUE UBALDO ENRIQUE
CARRILLO  cARRILLO

CUBILLO (FIRMA)
CUBILLO Fecha: 2022.06.17

Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, MBA
ng. Lbaido ~ario Ltbiio (FIRMA) 09:00:21 -06'00'

Director

ucc/epe

Firma Digital Subarea Administracion de la Cuenta Individual, gp_sci@ccss.sa.cr
Licda. Karol Rojas Madrigal <krojasma@Poder-Judicial.go.cr>

Bernal Cisnero Herra: bcisnero@Poder-Judicial.go.cr

Encargado Registros Contables SACI

Archivo
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		UBALDO ENRIQUE CARRILLO CUBILLO (FIRMA)
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CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
Direccion Administracion de Pensiones Subarea
Administracién Cuenta Individual

Teléfono: 2284-9200 ext. 91081135

Correo electronico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

GP-DAP-SACI-0411-2023
29 de marzo de 2023

Licenciada

Yesenia Flores Chacon, Jefa a.i.
Subproceso Administrativo Financiero
Direccién de la JUNAFO

ASUNTO: Solicitud de depdsito de montos por concepto de traslado de cuotas del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte a
favor del sefior: Ismael Bolafios Carmona - 302380940.

Estimada sefiora:;

Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre de la interesada indicado en el epigrafe
del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial mediante oficio:N.°169-SAF/DJA-2022 de fecha 22 de
setiembre de 2022, le solicito respetuosamente realizar el deposito total por la suma de
¢18,640,421.00 (dieciocho millones seiscientos cuarenta mil cuatrocientos veintitn
colones) en la cuenta cliente Banco de Costa Rica numero 15201001021023232 a
nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Una vez realizada la transferencia de fondos, favor de remitir copia digital del comprobante
de pago (transferencia SINPE), al siguiente correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

Sin mas por el momento, atentamente,
Atentamente,
DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES
LU |S GERARDO Firmado digitalmente

por LUIS GERARDO

RAMIREZ RAMIREZ SALAS (FIRMA)
Fecha: 2023.03.29

SALAS (FIRMA) 10:46:01 -06'00'

Ing. Luis Gerardo Ramirez Salas, Jefe
Subéarea Administracion Cuenta Individual

Anexo: Oficio N°169-SAF/DJA-2022, Proceso Financiero, PODER JUDICIAL.
0 Direccion Administracion de Pensiones
0 Ismael Bolafos ifbolanosc@gmail.com
O Archivo.
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		LUIS GERARDO RAMIREZ SALAS (FIRMA)
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos 

Anuales

Cotizado Patronal 

y Estatal Anual

Cotizado 

Obrero Anual

Monto costo actuarial

2009 9               1,864,428.79             223,731.45        167,798.59                                   -          339,388.76             254,541.57 

2010 12               3,569,376.55             434,036.19        321,243.89                                   -          628,660.01             465,291.13 

2011 12               5,320,069.89             646,920.50        478,806.29                                   -          890,398.18             659,011.81 

2012 12               7,083,359.38             861,336.50        637,502.34                                   -       1,136,378.51             841,069.62 

2013 12               7,620,149.87             999,996.95        738,382.24                                   -       1,254,419.01             926,164.60 

2014 12               8,722,071.06          1,258,690.72        936,689.99                    133,987.48     1,512,462.19          1,125,529.33 

2015 12               9,244,831.61          1,381,177.84     1,016,931.48                    276,599.37     1,643,574.04          1,210,128.15 

2016 12               9,642,319.41          1,460,824.26     1,060,655.14                    372,970.47     1,738,615.46          1,262,362.69 

2017 12               9,826,026.57          1,532,860.14     1,080,862.92                    469,110.88     1,796,430.56          1,266,713.86 

2018 12               9,978,769.38          1,556,688.02     1,208,878.90                    454,030.65     1,784,699.83          1,385,564.85 

2019 12             10,319,915.36          1,609,906.80     1,341,589.00                    661,316.74     1,807,914.47          1,506,595.39 

2020 12             10,902,056.76          1,719,254.35     1,417,267.38                    892,160.78     1,915,891.70          1,579,365.39 

2021 12             11,103,283.28          1,750,987.77     1,443,426.83                 1,007,841.90     1,920,108.01          1,582,841.10 

2022 6               5,585,722.85             880,868.49        726,143.97                    548,321.35        917,249.96             756,135.04 

2023 1                  403,542.98               64,284.40          52,460.59                      52,229.35          63,737.22               52,014.05 

Total 160 111,185,923.74            16,381,564.38        12,628,639.54   4,868,568.95                  19,349,927.92   14,873,328.58       

Total VPACT - CAC 29,354,687.56       

Monto solicitado por la CCSS 17,550,078.34       

Monto aporte a valor presente 29,354,687.56       

Diferencia a trasladar al ROP* 5,156,467.87         

Monto a girar a la CCSS 17,550,078.34   

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Rolando Zuñiga Avendaño

1-0476-0249

01/04/2009

30/06/2022
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarialMonto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-0061-2023

 Rolando Zuñiga 

Avendaño 

1-0476-0249 17,550,078.34         29,354,687.56          17,550,078.34                       5,156,467.87        
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COSTA RICA

Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

MPM Oslean Mora Valdez, Jefe

GP-DAP-0061-2023
23 de enero de 2023

Proceso de Inversiones - Poder Judicial

ASUNTO: Solicitud de pago por concepto de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Invalidez, Vejezy Muerte de la CCSS

Estimado sefior:

Con el proposito de brindar atencion a las gestiones de traslados de cuotas, se requiere el pago por
concepto de las aportaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen
de Invalidez, Vejez y Muerte que administra esta Institucion, a nombre de las personas que se

detallan a continuacion:

# [Nombre Cédula Justificacion del Traslado Monto

1| Alexandra Barboza Ramirez 302590765 [Pensién Vejez ©7,384,479.10
2 | Luis Guillermo Coto Quesada 302420147 |Pensién Vejez ¢44,957,766.62
3| Miguel Angel Cruz Rodriguez 203530218 | Pension Vejez ¢24,751,977.05
4| Rolando Zufiga Avendafio 104760249 |Pensién Vejez ¢17,550,078.34
5| Vianey Alexis Leiva Aguilar 111570324 |pension por Muerte ¢13,030,996.36
TOTAL ¢107,675,297.47

Previo a realizar el depésito de aquellos casos donde el monto a trasladar sea menor al
solicitado, favor de informarnos de tal situacion, ya gue antes de que ese Régimen traslade los
recursos del caso, es necesario gue el afiliado cancele las diferencias.

En caso de que los montos a trasladar correspondan a los solicitados, certificar los mismos y
realizar el deposito total por la suma de €107,675,297.47 (ciento siete millones seiscientos setenta
y cinco mil doscientos noventa y siete colones con cuarenta y siete céntimos), debe depositarse en
la cuenta cliente del Banco de Costa Rica nimero 15201001021023232, a nombre de la Caja
Costarricense de Seguro Social, Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte.

Una vez realizado el depésito, favor de remitir copia digital de los comprobantes de pago
(transferencia SINPE), al siguiente correo electronico: gp_sci@ccss.sa.cr.

Atentamente,
DIRECCION ADMINISTRACION DE PENSIONES

UBALDO Firmado
digital
ENRIQUE {3 00 ENRioUE
Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, MBA = RRILLO - estie
ng. aldo Carrilio Cunillio, CUBILLO (FIRMA)
g CU BI LLO Fecha: 2023.01.26

Director (FIRMA) 11:41:47 0600
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Direccién Administraciéon de Pensiones

Area Cuenta Individual y Control de Pagos
Subarea Administracién de la Cuenta Individual
Teléfono: 2284-9200, ext. 91081135

Correo electrénico: gp_sci@ccss.sa.cr

COSTA RICA

ucc/epe
Firma Digital Subarea Administracion de la Cuenta Individual, gp_sci@ccss.sa.cr
Licda. Karol Rojas Madrigal krojasma@Poder-Judicial.go.cr
Bernal Cisnero Herra: bcisnero@Poder-Judicial.go.cr
Encargado Registros Contables SACI
Archivo
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SIGA-FJP

PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO

ﬁ PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
m;? Hora: 01:54:49 PM
Numero de Reconocimiento: 2019096
Numero de Identificacion: 03-0445-0013 Puesto: CUSTODIO DE DETENIDOS
Nombre Completo: PEDRO JOSE ARAGON BARRANTES Oficina: SECCION DE CARCELES
Condicién Laboral: Activo Fecha de Solicitud: 21/02/2019
Fecha de completada |a21/02/2019
gestion:
Rige Vence Institucion Anos Meses Dias Periodo Salario Salario Mensual % O.P.E* Rend. Rend. IPC  IPC Final IPC del Aporte Inflacién Intereses Monto a
Promedio Nominal Nominal del Inicial Plazo Reintegrar
Plazo
01/09/2013  30/09/2013 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 345,375.00 23.47 7.47 0.0062 88.75 88.86 0.0013 81,059.52 13,249.11 28,872.93 123,181.56
01/10/2013  31/10/2013 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 345,375.00 23.47 7.20 0.006 88.86 88.19 -0.0076 81,059.52 13,126.67 28,438.77 122,624.96
01/11/2013  30/11/2013 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 345,375.00 23.47 6.67 0.0056 88.19 88.33 0.0017 81,059.52 13,126.67 27,328.26 121,514.45
01/12/2013  31/12/2013 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 345,375.00 23.47 6.48 0.0054 88.33 88.78 0.0051 81,059.52 12,966.82 26,966.28 120,992.62
01/01/2014  31/01/2014 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 508,254.00 24.62 9.52 0.0079 88.78 89.45 0.0075 125,132.13 19,280.47 41,379.46 185,792.06
01/02/2014  28/02/2014 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 407,181.00 24.62 12.65 0.0105 89.45 90.04 0.0066 100,247.97 14,585.05 32,864.03 147,697.05
01/03/2014  31/03/2014 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 412,269.00 24.62 11.23 0.0094 90.04 90.59 0.0062 101,500.63 14,004.96 32,663.26 148,168.85
01/04/2014  30/04/2014 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 400,829.00 24.62 15.19 0.0127 90.59 91.63 0.0114 98,684.11 12,924.37 31,247.37 142,855.85
01/05/2014  31/05/2014 Ministerio de Seguridad Publica 0 1 0 Reconocido 400,829.00 24.62 10.67 0.0089 91.63 92.11 0.0053 98,684.11 11,666.37 30,768.32 141,118.80
01/06/2014  27/06/2014 Ministerio de Seguridad Publica 0 0 27 Reconocido Si 406,952.00 24.62 9.78 0.0073 92.11 92.46 0.0034 90,172.42 10,429.45 28,042.12 128,643.99
TOTALES GENERALES 0 9 27 938,659.45 135,359.94 308,570.80 1,382,590.19

* O.P.E. (Porcentaje Obrero, Patronal y Estatal)
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SIGA-FJP PODER JUDICIAL

RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO
ﬁV PARA EFECTOS DE JUBILACIONES Y ANUALIDADES Fecha: 28/03/2023
¥ Hora: 01:54:49 PM
Se define
IPC: indice de predos al consumidor,
RMi: Rendimiente nominal del i-ésimo mes, ajustado al plaze mensual de auerdo con los resultados obtenidos en la administraddn del Fondo
RRi: Rendimiento Real del i-ésimo mes
IPC;: Ec lainfladdn acumulada para el i-dsimo mes
N: ndmero de m eses por actualizar para la k-ésima cuoka
e.) Para la k-dsima quota se procade con
v. Para cada mes de 1...N se calcula
IPCi = IPC final del i-ésimo mes / IPC final del (i=1)-€simo mes
RRi= Max{ [1+RN; )/ IPC ;1)-1
vi. El Valor presente de la k-ésima cuota estd dada por
VPCuotay, = Cuotay™ [TX,(RR, + Max(IPC,:1))
f.) El Mento kotal de la dauda ests determinada por |a suma de los valores presentes de la cuotas:

Deuda total = Ek VPCuota, "

(Modificado por Corte Plena, en sesidn N® §-16 del 22 de febrero de 2076, articule X1

ELABORADO POR: REVISADO POR:
MARIA ESTER FERRERO VILLA MARIA ESTER FERRERO VILLA
APROBADO EN SUBPROCESO POR: APROBADO EN MACROPROCESO POR:
MAUREN SILES MATA OLGA GUERRERO CORDOBA

Nota:Se calcula el tiempo proporcional para efectos jubilatorios segun lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la Sesiéon N° 21-21 del 17/05/21 Articulo XXI
Monto reintegrado por el servidor al momento del cese ¢1.381.622,80
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